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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa; de la Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia y del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 27ª y 28ª, ordinarias, en 1 y 2 de julio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República: 



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto del proyecto de ley que tipifica el  delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos con sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que crea mecanismo de estabilización de precios de los combustibles que indica (boletín Nº 9.389-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (boletín N° 9.173-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad dirigida contra el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, en relación con el artículo 32 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Envía copia de las resoluciones pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones legales: 



1.- Inciso primero del artículo único de la ley N° 20.473, que otorga, transitoriamente, las facultades fiscalizadoras y sancionadoras que indica a la comisión señalada en el artículo 86 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



2.- Artículo 26, letra c), del decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, en relación con lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, del mismo cuerpo legal.



3.- Artículos 505, 505 bis y 506 del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:



Remite ejemplar del informe de la investigación especial N° 2, de 2014, preparado por la entidad regional de control correspondiente, sobre presuntas irregularidades en el actuar del ex Intendente Regional de Atacama en invitación cursada a representante de las comunidades diaguitas de Placeta, materia consultada en nombre de la Senadora señora Allende.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, acerca de diversos aspectos relacionados con la construcción de la doble calzada en la Ruta 5, tramo La Serena-Vallenar, y los controles ejercidos por esa Secretaría de Estado referidos a los pagos a proveedores por la empresa Sacyr.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Montes, atinente a aspectos relativos al análisis por región del programa contenido en el decreto supremo Nº 49, de aquel Ministerio, y al estudio de la reconstrucción, dispuestos en la glosa N° 15 del capítulo 01, programa 01, correspondientes a la Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo para el año 2014.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Da respuesta a petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a programas de fiscalización realizados, por esa Secretaría de Estado, al tránsito y depósito de contenedores en los puertos del país, con especial referencia a los de la Región del Biobío.



Del señor Defensor Nacional:



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, relativa al número de denuncias en materia de abuso de menores que hayan sido desechadas por los tribunales.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S):



Contesta consulta, hecha en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la postergación del proceso de dictación de la norma secundaria sobre calidad del agua del río Valdivia y respecto de la posibilidad de dictar normas de esa clase en otros cursos fluviales de la Región de Los Ríos.



Del señor Superintendente de Salud (TP):



Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, concerniente a la necesidad de reforzar la dotación de personal en la agencia regional de esa institución fiscalizadora en la Región de Los Ríos.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:



Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a las dificultades que presenta el cobro, denominado “prorrateo”, que la empresa Essbío factura a sus usuarios.



Del señor Intendente de la Región de Los Ríos:



Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los estudios técnicos disponibles sobre el impacto de las plantaciones forestales en las napas de agua.



Del señor Intendente (S) de la Región de Los Ríos:



Informa la cartera de programas y líneas de proyectos que en 2014 serán financiados, en el marco de la Política Regional de Pesca y Acuicultura, por medio de convenios que suscribirá el Gobierno Regional con el Fondo de Administración Pesquera y el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo otorgando permiso a trabajadoras y trabajadores para efectuarse exámenes de mamografía y de próstata (boletines Nos. 7.990-13 y 8.372-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Bianchi, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa de ley con el fin de otorgar el subsidio que contempla el artículo 198 del Código del Trabajo al padre o a quien tenga el cuidado personal del menor (boletín Nº S 1.677-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


De los Senadores señores Navarro, Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Matta, Pizarro y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República enviar un proyecto de ley que cree el Fondo Nacional de Medicamentos de Alto Costo; aumentar los recursos del Fondo de Auxilio Extraordinario de la salud para el presente año, y promover una acción, en el país y en organismos internacionales, para reemplazar la expresión “enfermedades raras” por “enfermedades poco frecuentes” (boletín Nº S 1.678-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de pasar a los acuerdos de Comités, quiero saludar a la Unión Comunal de Centros de Padres y Apoderados, así como a alumnos y profesores de la comuna de Hualpén; a la señora Bárbara Figueroa y al señor Norberto Díaz, Presidenta y Vicepresidente de la Central Unitaria de Trabajadores, respectivamente; a don José Morales y Gonzalo Fuentes, dirigentes del Servicio Médico Legal, y a los alumnos del Colegio Tantauco, de la comuna de El Bosque, quienes se encuentran en las tribunas de la Corporación.



¡Sean todos muy bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, adoptaron los acuerdos que a continuación se señalan:



1.- Tratar en la presente sesión, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (boletín N° 9.238-07).



b) Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 20.500, solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Verónica Pilar Monroy Herrera miembro del Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público (boletín Nº S 1.669-05).



2.- Colocar, en el primer lugar del Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo signado con el número 8 de la tabla, esto es, el que pide a la Primera Mandataria que, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales de conducir la política exterior de la República, adopte las medidas pertinentes para introducir mayor apertura y transparencia en la negociación del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP) (boletín Nº S 1.674-12).



3.- Colocar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana, el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04).



4.- Disponer que se cite a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura para mañana, entre las 10 y las 12, con la finalidad de que se pronuncie respecto del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República en que solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Flavia Liberona Céspedes y a los señores Eduardo Tarifeño Silva, Carlos Recondo Lavanderos, Pablo Galilea Carrillo, Mario Tapia Echeverría, Renato Quiñones Bergeret y Reinaldo Klenner Valdebenito (boletín N° S 1.676-05); y colocar el señalado oficio en la tabla de la sesión ordinaria de mañana miércoles 9 de julio.



5.- Fijar una sesión especial para el día miércoles 23 de julio, entre las 11:30 y las 14, con el fin de analizar “la situación actual, perspectivas futuras y necesidades de capitalización de CODELCO Chile, así como el reciente anuncio que en este último sentido hiciera el Supremo Gobierno”.



6.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el lunes 14 de julio, a las 12, al proyecto de ley que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena (boletín N° 5.491-24), las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



7.- Ampliar, por 60 días más, el plazo otorgado a la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso, a contar del término de su actual mandato, que comenzó el 15 de abril.



8.- En relación con el proyecto de ley que figura en el primer lugar de la tabla de esta sesión, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de las asignaciones familiar y maternal y del subsidio familiar (boletín N° 9.423-05), autorizar a la Comisión de Hacienda para que, de ser necesario, rinda un informe verbal.

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Con motivo de las iniciativas que se tratarán en esta sesión, se encuentran en la Sala la Ministra del Trabajo, señora Javiera Blanco; el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, y el Ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, a quienes doy la bienvenida.

V. ORDEN DEL DÍA

MEJORAMIENTOS ECONÓMICOS PARA PERSONAL DE SERVICIO MÉDICO LEGAL

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.238-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 23ª, en 10 de junio de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 27ª, en 1 de julio de 2014.



Hacienda: sesión 29ª, en 8 de julio de 2014.



Discusión:



Sesión 27ª, en 1 de julio de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe señalar que la iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 1 de julio de este año, sin que se solicitara plazo para presentarle indicaciones, y fue enviada a la Comisión de Hacienda para su discusión particular.



Dicho órgano técnico hace presente que se pronunció acerca del artículo único permanente y de los artículos primero a sexto transitorios, de su competencia, en la forma en que fueron despachados en general por la Sala, y que los aprobó en los mismos términos por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.



Tales artículos, que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, deben darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su votación o discusión.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en su segunda columna transcribe el texto que se somete a la consideración de la Sala.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Voy a ser muy breve, señora Presidenta.



Quiero felicitar al señor Ministro de Justicia y ex Senador por sacar adelante esta iniciativa legal, relacionada con un sector que, quizás por largo tiempo, ha reclamado el poder tener “tiraje a la chimenea” y contar con mejores condiciones de trabajo por la delicada labor que realiza.



Ahora bien, deseo plantear específicamente una materia que, junto con el ex Senador Gómez, hicimos presente tantas veces y que hoy se la encargo yo a él. 



Ocurre que en muchas provincias de mi Región -como la de Huasco o de Chañaral- no hay doctores en el Servicio Médico Legal durante los fines de semana. Esto implica que cuando una familia pierde a un ser querido, al dolor que ello significa se le agrega otro: que no le entregan el cuerpo de su pariente porque no existen recursos suficientes para que haya turnos completos los sábados y domingos. Algunos profesionales solamente actúan “de llamada” o en otra forma similar.



Sé que lo mismo pasa en varias otras partes. 



Por eso, quiero pedirle al Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- que trate de reparar aquel problema, que causa muchos malos ratos. A veces, los familiares, desesperados, han ido a apedrear el Instituto Médico Legal; han realizado protestas; se han tomado las carreteras. ¡Y con justa razón! Nadie puede aceptar que no le entreguen el cuerpo de un familiar fallecido, especialmente cuando se trata de niños, de accidentados, etcétera.



Aquello se podría solucionar, a mi juicio, contratando a un médico para los fines de semana.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias, señor Senador.



Como colega de la Región de Atacama, comparto su preocupación.



Les recuerdo a Sus Señorías que el proyecto se está discutiendo como si fuera de Fácil Despacho. Ese fue el compromiso. De manera que, si tuviera que aplicar el Reglamento, solo podría intervenir un orador más para oponerse a la iniciativa. Así que les ruego que cumplan con lo acordado.



Hay dos proyectos de Fácil Despacho y después se verá el relativo al salario mínimo.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero agradecerle a la Mesa y a las señoras y señores Senadores el haber avanzado en esta iniciativa con la prontitud del caso, y en particular al Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador Ricardo Lagos, así como al propio órgano que dirige, por haber puesto en tabla este proyecto en un momento de ardua labor.



La iniciativa en estudio es muy importante para los trabajadores del Servicio Médico Legal, porque significa aumento de grados, un mejoramiento de sus condiciones y bonos para los médicos y las personas que realizan pericias.



Con ello se busca avanzar de manera significativa en una institución que, como lo expresó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, es muy relevante. Por supuesto, queremos mejorar la situación general de la entidad. Y el de ahora implica un avance sustancial que no se daba desde hace más de treinta años.



Por lo tanto, señora Presidenta, agradeceré toda votación que se traduzca en un apoyo a este proyecto de ley, que es -repito- muy importante.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a abrir la votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está inscrito el Honorable señor Navarro, a quien le doy la palabra, recordándole que la iniciativa está siendo tratada como si fuera de Fácil Despacho.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, ya lo dijimos la vez anterior. Sin duda, esta es una forma de reparación. Sin embargo, uno habría querido que esta preocupación se hubiese manifestado mucho antes. Se postergó demasiado. Hay un enorme sacrificio de todos los funcionarios del Servicio Médico Legal a nivel nacional. Se requiere modernizar, perfeccionar, valorar el trabajo de su personal, y, por cierto, generar condiciones al menos cercanas o equivalentes a las del mercado. Esto no ocurre en la Administración Pública, y todos conocemos la naturaleza de su labor. 



Mi observación al proyecto de ley, señora Presidenta, estando de acuerdo con él, consiste en que su artículo tercero concede un bono especial no imponible. Lo hemos dicho y repetido: ¡cada vez que el Parlamento aprueba un bono o aportes no imponibles para los trabajadores, maltrata su fondo de pensiones!



Hemos señalado permanentemente que, si el Estado entrega este tipo de beneficios, quedamos en una difícil situación frente al sector privado cuando también otorga bonos no imponibles.



Por tanto, creo que en esta materia debe haber un principio rector.



En innumerables ocasiones he pedido votación separada para pronunciarme en contra de artículos similares, no por oponerme al monto, sino para decir que el bono debe ser imponible. En este caso, no estamos en condiciones de hacer tal solicitud ni de presentar una indicación en ese sentido.



Pero reitero: esperamos que en este, nuestro Gobierno, todos los aportes para mejorar las remuneraciones de quienes laboran en el sector público tengan un elemento esencial: ser imponibles. De lo contrario, profundizaremos el drama de las AFP, con las miserables pensiones que obtienen nuestros trabajadores al cumplir 60 o 65 años. 



Voto a favor de esta iniciativa, con la observación que acabo de formular. Y ojalá pueda representar al Ejecutivo, al señor Ministro de Hacienda y a la Ministra del Trabajo -quien nos acompaña en la Sala- que debemos considerar el elemento anterior. Porque, de no ser así, nuestro discurso, nuestra propuesta, nuestra lucha por mejorar las jubilaciones de los servidores públicos se verán desmedrados, al cometer la misma acción que le criticamos al sector privado.



¡Patagonia sin represas, aún, señora Presidenta, mientras no falle el Tribunal Ambiental de Valdivia!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

 

Voto a favor. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, producto de la votación de la semana pasada, me reuní el día viernes a primera hora con funcionarios del Servicio Médico Legal de Valdivia, con quienes compartí mi preocupación por el proyecto en cuanto a que en las dos nuevas regiones está pendiente lo relativo a la condición del Director Regional. 



Pero surgió un problema adicional, señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta-, que quiero consignar en esta discusión.



La dotación del personal encargado de las alcoholemias en las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos no es la requerida, con lo cual se infringe lo dispuesto en la ley que crea el Servicio.



Entonces, si bien con esta iniciativa cumplimos un acuerdo alcanzado, es importante que dejemos constancia en la Versión Oficial de este debate acerca de las situaciones que se registran. 



Por ejemplo, no se cumple la cadena de custodia pertinente al momento de recibir las muestras para los exámenes de alcoholemia, pues en esto deben participar dos profesionales y solo lo hace uno, considerando la cantidad de alcoholemias que se realizan en el Servicio de Salud de la Región de Los Ríos, principalmente en la ciudad de Valdivia. Es decir, la referida custodia se incumple y se expone a los funcionarios a un trabajo que no corresponde.



Una parte del Servicio Médico Legal de La Araucanía, al igual que del de Los Lagos, se desagregó para ocuparse de la Región de Los Ríos, pero claramente su personal no se desempeña de acuerdo con las condiciones laborales establecidas legalmente.



Doy cuenta de lo anterior, porque se realizan casi 8 mil alcoholemias al año, con prácticamente la mitad de los funcionarios que había con anterioridad en la Región de La Araucanía. 



Asimismo, deseo dejar constancia de mi preocupación por la situación de los peritos, con respecto a la cual habrá que legislar para proteger mejor su labor, mediante el envío de otra iniciativa.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite (23 votos a favor).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

DESIGNACIÓN DE SEÑORA VERÓNICA PILAR MONROY HERRERA EN CONSEJO NACIONAL DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembro del Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público a la señora Verónica Pilar Monroy Herrera, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Se ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.669-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 28ª, en 2 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A la sesión en que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización consideró este asunto asistió la señora Monroy, oportunidad en que la candidata refirió su experiencia profesional en la materia.



El órgano técnico deja constancia, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros, de que en la designación en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión la solicitud.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, me parece que por lo menos tiene que quedar consignada una opinión respecto al nombramiento de la señora Monroy, que respaldo.



Me tocó compartir con ella durante el trabajo que realizamos en la Comisión de Familia y Adulto Mayor de la Cámara de Diputados, donde pude conocer su compromiso en materia social como Directora del Hogar de Cristo, en su momento. Por eso, considero que cuenta con la experiencia requerida para una instancia de participación como esta. 



No solo hay que aprobar en forma unánime su nombramiento, sino además hay que reconocer sus cualidades personales. Y espero que efectivamente pueda contribuir en la línea establecida para el funcionamiento del referido Consejo, que ahora pasaría a integrar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Efectivamente, la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 20.500, solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Verónica Pilar Monroy Herrera miembro del Consejo Nacional del Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público. 



Aprecio el interés de cada uno de los integrantes de esta Corporación por temas relativos a las organizaciones sociales.



Debo decir que en la Comisión de Gobierno recibimos a la señora Verónica Monroy Herrera, quien tiene una vasta experiencia, fundamentalmente centrada en el Hogar de Cristo, donde ha llevado adelante un trabajo social enorme. Y por eso la aprobación de la Comisión de Gobierno fue unánime.



Una de las cosas que le hicimos ver a la señora Verónica en esa oportunidad fue nuestro deseo de que todas estas organizaciones de fortalecimiento al interés público, social, llegaran a la gente, a las organizaciones de base. Eso, sobre todo en lugares apartados, donde realizan un enorme trabajo social muchos líderes, dirigentes sociales de base, que ven que no están los fondos, que no llegan los programas, que no siempre tienen acceso a toda la información que se requiere.



Y ella efectuó una muy buena presentación con respecto al compromiso que pretende asumir. De ahí que hoy, con toda seguridad, esta solicitud se aprobará por unanimidad y vamos a contar con una mujer, con una persona que tiene la experiencia y el entusiasmo que se precisan para participar en el Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.

)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Deseo saludar al Colegio Antonio Acevedo Hernández, de la comuna de Pedro Aguirre Cerda.



¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, lo primero que quiero señalar es que en la Comisión se representó a la autoridad de Gobierno que el Ministro del área no hubiese comparecido. Esto es bastante insólito, porque cuando se trata de la proposición del Presidente de la República para el nombramiento de una autoridad, el Secretario de Estado respectivo la acompaña y responde a las consultas que le formula al órgano técnico.



En esta oportunidad no fue así y los miembros de la Comisión se lo hicimos presente al Ejecutivo, por considerar que no es un buen procedimiento de trabajo.



El Ministro Secretario General de Gobierno debió asistir para dar los fundamentos ¡como se ha hecho siempre en el Senado! Si este no es el primer nombramiento que se hace: se han designado Ministros de la Corte Suprema; Consejeros del Banco Central y de Televisión Nacional, y en todas estas ocasiones ha comparecido el Secretario de Estado a efectos de acompañar a quien propone el Primer Mandatario, y de esa manera se pueden absolver con claridad las consultas existentes.



Yendo al fondo del asunto, quiero señalar que este organismo es muy poco conocido.



El Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público recibe recursos de acuerdo con la Ley de Presupuestos. Su Consejo aprueba las bases generales y, posteriormente, adjudica proyectos “a las organizaciones de interés público sin fines de lucro cuya finalidad sea la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, medio ambiente, y cualesquiera otro de interés común”.



En verdad, la función de quienes integran este Consejo es bastante delicada, pues, si actúa con criterios no estrictamente relacionados con la calidad, la naturaleza, el rol social, la situación económica, la organización social, se puede prestar para muchos abusos. Ello, porque podría financiar organizaciones no destinadas al desarrollo de actividades en beneficio del interés general en materia de derecho ciudadano, sino simplemente de actividades de proselitismo electoral y político. Y, en el pasado, hemos tenido experiencias al respecto muy nocivas.



Debo señalar que doña Verónica Pilar Monroy hizo una excelente presentación en la Comisión de Gobierno, y que su currículum da garantías suficientes para tener confianza de que va a actuar de manera objetiva y correcta.



Así, al revisar el informe, se observa que la señora Monroy ha trabajado en las áreas sociales de la Fundación del Hogar de Cristo, como Directora Social Nacional, Directora de Comunicaciones Corporativas, Directora Nacional del Voluntariado, por una cantidad muy importante de años.



Además, fue Encargada Regional de Capacitación del Servicio Nacional de Menores de la Undécima Región, Jefa del Servicio de Bienestar de Salud de Aysén, Encargada Comunal del Sistema CAS II, de la Municipalidad de Coihueco.



También ha ejercido otros cargos ad honórem en el Consejo de la Sociedad Civil del Ministerio de Desarrollo Social el año 2013 -durante el Gobierno anterior-, el FOSIS, el SERNAM, el Programa de Fomento Voluntario.



Se ha desempeñado como docente de la maestría en Servicio Público de la Universidad Andrés Bello, Gestión Integral; del curso Teoría y Práctica del Voluntariado Social, de la Universidad Católica de Chile; y de otros ramos en la Universidad Alberto Hurtado. O sea, tiene una experiencia práctica y teórica realmente excelente.



En virtud de los méritos, las capacidades, los atributos, las condiciones, la vocación de servicio público y la trayectoria de la señora Monroy, la Comisión recomienda en forma unánime a la Sala que apruebe esta solicitud. 



Creo que ella garantizará que los recursos pertinentes se destinen a organizaciones que lo merecen. Y eso es lo importante.



Por lo tanto, le voy a dar mi respaldo, y espero que así lo haga también la mayoría de los señores Senadores, porque demostró todos los méritos, condiciones, atributos, requeridos para ejercer un cargo de esta relevancia. ¡Y le deseamos el mayor de los éxitos!



Deseo mencionar un dato muy importante -con esto termino, Su Señoría-: muchas veces las organizaciones sociales no saben que existen estos fondos.



Una de las cosas que más nos sorprendieron en la Comisión fue el alto grado de desconocimiento de las organizaciones sociales. Y, por lo tanto, quiero pedir que se oficie en mi nombre al Consejo Nacional del Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público para efectos de que se preocupe de hacer una campaña de difusión acerca de estos recursos con el fin de que postulen a ellos mayor cantidad de organizaciones sociales.



Por tal razón, solicito que se envíe un oficio al Ministerio Secretaría General de la Presidencia y al organismo que acabo de mencionar.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo para remitir los oficios pertinentes?



¿Hay Senadores que desean adherir?



Entonces, se enviarán los oficios pedidos, en nombre del señor Senador, con la adhesión de la Sala.



Acordado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República (30 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor PIZARRO.- Agregue mi voto a favor, señora Presidenta, por favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará constancia de su intención de voto en la Versión Oficial, Su Señoría.

)-----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, de la Senadora señora Allende, para solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una iniciativa que establezca el 11 de julio como “Día de la dignidad nacional” (Véase en los Anexos, documento 6).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Disculpen Sus Señorías, pero voy a dar una explicación desde la testera.



El 11 de julio se rememora la Nacionalización del Cobre, que fue aprobada por unanimidad en el Parlamento de ese entonces. Y, simplemente,  pido que se consagre esa fecha como como el “Día de la dignidad nacional”.



No alcanzó a estar listo el proyecto de acuerdo en la reunión de Comités, y por eso solicito el asentimiento de la Sala no solo para agregarlo a la Cuenta, sino también para colocarlo en el Tiempo de Votaciones de esta sesión y votarlo.



¿Habría acuerdo?

El señor BIANCHI.- Sí, no hay problema.

El señor ALLAMAND.- ¡Cómo no!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Acordado.

REAJUSTE DE MONTO DE INGRESO MÍNIMO MENSUAL

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de la asignación familiar y maternal y del subsidio familiar, para los períodos que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.423-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 28ª, en 2 de julio de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 29ª, en 8 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en general y en particular, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, año tras año el Congreso da su aprobación a la propuesta que entrega el Ministerio de Hacienda sobre reajuste del ingreso mínimo mensual, la cual no siempre cuenta con el acuerdo de los trabajadores. La situación en esta oportunidad es excepcional, porque, además de existir tal acuerdo, se respaldará un reajuste no solo para este año, sino para los siguientes 18 meses, hasta enero de 2016.



El debate, entonces, se vincula con cómo percibimos lo aprobado por la Cámara de Diputados y con el análisis que hagamos sobre la incidencia del incremento planteado en la remuneración de la inmensa mayoría de los trabajadores.



En cuanto al contexto laboral, el Instituto Nacional de Estadísticas publicó en 2013 la Nueva Encuesta Nacional de Empleo. A partir de los datos recopilados, al calcular la evolución del número de personas ocupadas, se observa que 1 de cada 4 trabajadores (25,7 por ciento) corresponde a las categorías “cuenta propia” y “familiar o personal no remunerado”, que se vinculan fundamentalmente con iniciativas personales y ciertos factores externos. Es decir, se trata de gente sin contrato.



Peor aún, un cuarto de los trabajadores que aparecen en la referida encuesta carece de protección social: no disponen de cotizaciones previsionales; carecen de cobertura en salud, y no cuentan con seguro de cesantía y normas de seguridad ocupacional.



Esa realidad vive buena parte de los trabajadores en Chile.



En agosto de 2007 el obispo Alejandro Goic -entonces presidente de la Conferencia Episcopal- planteó que el ingreso mínimo debería ser transformado en un “sueldo ético” de al menos 250 mil pesos. Al actualizar esa cifra según el IPC, correspondería a cerca de 308 mil pesos.



Pero quiero centrar mi intervención en el efecto de este reajuste en las pensiones, por cuanto el monto de estas es el reflejo de lo que ocurre en el mercado laboral; es un espejo. Por consiguiente, este no es un aumento que no importe para el destino de los pensionados. ¡Claro que importa!



Por eso debemos efectuar un debate a fondo sobre la materia.



En el día de ayer, concurrimos, por mandato de la Sala, a una audiencia con la Presidenta Bachelet para entregarle el informe -aprobado por esta Corporación- de la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, que me correspondió presidir.



En lo esencial, en ese documento decimos que los trabajadores tienen derecho a elegir y, al mismo tiempo, a contar con un sistema de protección social, del cual carecemos en Chile.



Lo anterior también tiene que ver con las condiciones del mundo laboral y con la capacidad de las organizaciones sindicales para negociar con los empresarios. La situación de simetría entre privados y trabajadores para establecer un piso de negociación justo no existe prácticamente en Chile, pues rige un sistema de negociación colectiva con un derecho a huelga inédito. ¡En ningún país del mundo hay huelgas con reemplazos! 



Me parece una vergüenza mantener un Código Laboral que impide a los trabajadores negociar con alguna posibilidad de éxito para la obtención de remuneraciones justas.



Voy a respaldar con entusiasmo el proyecto de acuerdo sobre “el día de la dignidad nacional”, presentado por usted, señora Presidenta. Pero considero que también deberíamos pensar en establecer “el año de la dignidad nacional” para cuando modifiquemos el Código Laboral a fin de disponer las condiciones para que los trabajadores se agrupen y negocien colectivamente, y terminar con los reemplazos durante las huelgas.



Me parece muy importante la señal que se ha dado con el acuerdo entre el Gobierno y los trabajadores.



A mi juicio, este reajuste, aunque es poco, busca un mejoramiento de los ingresos. Pero difícilmente esta iniciativa logrará cumplir tal objetivo, porque la realidad indica que -pese al acuerdo con el Ejecutivo para reajustar unos pesos más o unos pesos menos- la situación de los trabajadores, así como la de los pensionados, no va a cambiar, mientras no llevemos a cabo una reforma previsional y una al Código Laboral.



En consecuencia, voy a votar a favor del proyecto, más que por el monto, por el acuerdo alcanzado entre los trabajadores, el Gobierno y el Congreso Nacional. Ello habla bien de un período en que deben pasar cosas importantes.



Si fuimos capaces de resolver el problema del derecho a voto de los chilenos en el extranjero; si estamos trabajando en una profunda reforma tributaria y en otra educacional, que va a afectar las posibilidades de los chilenos desde el punto de vista de la igualdad de oportunidades para educarse, ¡cómo no va a ser posible crear instrumentos para mejorar sustantivamente las condiciones laborales!



Con las aprensiones referidas, señora Presidenta, votaré que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Voy a darle la palabra al Honorable señor Zaldívar para que informe sobre el trabajo de la Comisión de Hacienda.



En realidad, me lo había saltado.



Más adelante podrá también entregar su parecer o, cuando se abra la votación, fundamentar su pronunciamiento.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, creo que bastará con esta intervención, pues expondré mi opinión de la forma más objetiva posible, la cual, por lo demás, será informativa de lo sucedido en la Comisión de Hacienda.



A la reunión de ese órgano técnico asistieron el Ministro de Hacienda, la Ministra del Trabajo, la Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores y el resto de su directiva. 



Ahí vimos el resultado de un hecho bastante positivo, que no se ha dado muchas veces y que me parece bueno desde el punto de vista de las políticas públicas: un acuerdo entre el Ministro de Hacienda (el Gobierno de la Presidenta Bachelet) y los representantes del mundo laboral (la CUT).



Dicho acuerdo se logró no solo sobre la base de elevar el salario mínimo, lo cual, por supuesto, no corresponde a lo que muchas veces el trabajador demanda como sueldo óptimo.
También se tuvo presente el hecho de que el ingreso mínimo constituye un valor de referencia que se paga, fundamentalmente, a quienes no tienen capacidad de negociar sus condiciones de trabajo y a muchos de los que laboran en las micro y pequeñas empresas, donde suele no existir la situación económica para entregar una remuneración mayor.



El mundo del trabajo que se halla organizado y que puede llevar adelante una negociación colectiva no recibe el salario mínimo. Por lo tanto, el reajuste propuesto no es lo más importante para ese sector. Sí lo es para el que no se encuentra organizado.



Por eso, el valor de este acuerdo radica no solo en que se involucra el salario mínimo, sino en que se busca un compromiso -espero que así se vea en el Parlamento- para modificar la legislación laboral a fin de darles a los trabajadores una capacidad de negociación que les permita estar en un nivel de igualdad para lograr mejores remuneraciones. Ello seguramente, de acuerdo con la información de que se dispone, podrá implicar un buen incremento salarial. Ello dependerá de lo que la empresa responda en la respectiva negociación.



Además, el acuerdo referido tiene otro significado, similar a lo que sucedió en 1997, como bien se recordó. 



El reajuste no se propone por un año, sino que responde a un hecho cierto: la confianza de la gente al votar por la Presidenta Bachelet, quien en su campaña dijo que iba a elevar el salario mínimo mensual a 250 mil pesos al final del segundo año de su Gobierno. 



Y el documento firmado entre la CUT y el Gobierno señala exactamente eso: el ingreso mínimo llegará a 250 mil pesos el 1 de enero de 2016. Ello se logrará en tres etapas, las que están señaladas en el proyecto: 225 mil pesos a contar del 1 de julio del año en curso; 241 mil a partir del 1 de julio del 2015, y 250 mil el 1 de enero del año en curso.



Así se cumple una promesa electoral. Esto hace que la gente crea en las ofertas de tipo político que se enuncian durante una campaña. 



Además, se compromete una reforma laboral para que los trabajadores obtengan remuneraciones justas, a través de mejorar sus capacidades de negociación en el sector privado. 



Por otro lado, el Gobierno propone en esta iniciativa reajustar las asignaciones familiares. En este punto daré mi opinión y no la de la Comisión. 



Personalmente, siempre he sostenido -y creo que el país debiera abordar el asunto en un tiempo próximo- que se necesita establecer una diferenciación entre el salario mínimo individual y el ingreso mínimo familiar. La situación de un trabajador que gana 250 mil pesos al mes, que puede considerarse un sueldo de sustentación, es distinta de la de un trabajador con pareja y dos hijos. No es lo mismo 250 mil pesos para uno que para cuatro.



Por ello, pienso que hay que recuperar el sentido del beneficio de asignación familiar, que ha sido depreciado en el tiempo, como una manera de focalizar los recursos destinados a ese fondo. El año pasado propusimos aquí elevar la asignación familiar, de 8 mil pesos, a 20 mil. ¿Por qué? Porque ese mayor costo entonces podía financiarse. Así se lo insinuamos al Gobierno anterior. Y era factible buscar una fórmula para hacer la diferenciación señalada. 



Vuelvo a plantear lo mismo hoy. Ojalá, en un tiempo próximo podamos llevar a cabo una diferenciación de ese tipo, a objeto de potenciar más un ingreso mínimo familiar en relación con uno individual. 



Esa es una apreciación personal acerca de una materia que no se resuelve en el proyecto que ahora nos ocupa, respecto del cual estoy totalmente de acuerdo y que la Comisión aprobó por unanimidad.



Por lo tanto, la Sala puede apoyar con confianza esta propuesta legislativa, pues obedece a un acuerdo tomado entre el Gobierno y los trabajadores, contando, por supuesto, con el respaldo del Parlamento. Con esta iniciativa, se fija un reajuste a contar del 1 de julio de 2014 hasta el 1 de enero de 2016. Así se cumple un compromiso para establecer un salario mínimo mensual de 250 mil pesos.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo para ello?

El señor BIANCHI.- Manteniendo los tiempos, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por supuesto.



Si le parece a la Sala, abriremos la votación luego de darle la palabra a la Ministra del Trabajo, señora Javiera Blanco.



Acordado.


Puede intervenir, señora Ministra. 

La señora BLANCO (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señora Presidenta, deseo precisar a los señores Senadores que el proyecto de ley que hoy se somete a la consideración de la Sala, que incorpora una gradualidad en el reajuste del salario mínimo mensual hasta llegar a los 250 mil pesos a contar del 1 de enero del 2016, nos parece favorable tanto por la señal de certeza que entrega en materia económica dentro de su ámbito, como por permitir reajustar las asignaciones familiar y maternal -asunto que preocupa al Honorable señor Zaldívar-, así como también el subsidio familiar. 


Además, a propósito de lo planteado por el Senador señor Tuma, hago presente que esta iniciativa legal se enmarca en el acuerdo que lograron concretar el Gobierno y la Central Unitaria de Trabajadores, el cual incorpora elementos que, en mi parecer, refuerzan lo que ya se ha conseguido en relación con el ingreso mínimo mensual. 



Digo lo anterior, porque uno de esos puntos de acuerdo se refiere a la constitución de la Comisión Asesora de Análisis Salarial del Mercado del Trabajo, la que estará integrada no solo por miembros del Ejecutivo, sino también por representantes de los trabajadores, de los empleadores y por académicos y expertos.



Dicha instancia permitirá dar cumplimiento al Convenio Nº 131 de la OIT, a través del cual se propone a futuro fijar una política salarial que dé cuenta de las necesidades de los trabajadores y del costo de la vida, en equilibrio con los factores económicos. Con ello se busca estrechar la subjetividad eventual que pudiera haber en torno a esa materia, incorporando objetivos precisos y variables claras en el establecimiento de esta política remuneracional, que tendrá un plazo de dieciocho meses para ser evacuada.



También es parte de ese acuerdo un programa de fiscalización para garantizar que se pague el ingreso mínimo mensual. Al respecto, solo mencionaré que, entre enero de 2013 y junio de 2014, se identificaron cerca de mil trescientas denuncias por no pago de sueldo mínimo, 40 por ciento de las cuales se focalizaron en tres sectores productivos, principalmente.



Pero lo más importante -y vinculado con lo que se estaba discutiendo con anterioridad- es que el Gobierno se ha comprometido a enviar al Congreso un proyecto para enmendar de manera sustantiva la legislación del trabajo. Ello se hará en el último cuatrimestre del año, entre septiembre y diciembre; preferentemente, según hemos dicho, en el mes de octubre. 



Tal reforma laboral va a contemplar la herramienta más potente que deberíamos tener para abordar a futuro la discusión de los temas remuneracionales: la negociación colectiva.



Nosotros ya hemos enunciado algunos titulares en torno al contenido de esa agenda laboral: pisos mínimos, titularidad sindical en la negociación colectiva, fin al reemplazo en huelga.



La razón por la cual todavía concentramos el debate en el salario mínimo tiene que ver con las debilidades que se constatan hoy día con relación a la negociación colectiva. Esperamos que, en el futuro y gracias a la enmienda a la legislación laboral, la negociación colectiva sea el derecho colectivo más potente de los trabajadores. 



Por lo tanto, junto con respaldar la iniciativa de ley en estudio, destaco el acuerdo señalado, que refuerza y realza lo que queremos hacer a futuro en materia de políticas salariales en nuestro país.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier, para fundar su voto.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, en primer lugar, deseo señalar que me parece importante que se haya llegado a un acuerdo con la CUT. Es positivo que se dé un diálogo razonable en un país que tiende a sobregirarse cuando se discuten ciertos temas, respecto de los cuales se pierde la objetividad. Por tanto, ello va a contribuir a generar un clima más armonioso a la hora de analizar todos los asuntos que interesan a los chilenos.



Segundo, estimo muy meritorio que se proponga un sistema plurianual. Sobre esto se venía conversando hace muchos años. Considero prudente establecerlo, sobre todo para las pequeñas y medianas empresas, que deben hacer sus provisiones y planificar sus gastos. Si bien en lo inmediato estos montos pueden no ser muy altos, adquieren singular importancia cuando las utilidades son bastante estrechas. 



Asimismo, la iniciativa contempla una serie de derechos de seguridad social asociada al salario mínimo. Por lo tanto, me parece absolutamente razonable ese avance.



También quiero valorar que el reajuste tenga un carácter progresivo, por encima de la previsión de aumento del IPC o de la inflación. A partir de esto, se plantean dos compromisos de la mayor importancia.



El primero es la formación de la Comisión Asesora de Análisis Salarial del Mercado del Trabajo. Uno de los problemas principales en Chile es que el mercado laboral no solo es inestable, sino también mal remunerado. Tal juicio lo han expresado las propias administradoras de fondos de pensiones. Por eso es necesario garantizar una mayor transparencia y objetividad en el estudio de las cifras en este ámbito, a fin de determinar cómo se comporta el mercado del trabajo.



Y el segundo -más importante todavía- se relaciona con el hecho de que la concentración de la riqueza en nuestro país se debe no solo a una estructura tributaria injusta, sino, además, a la falta de poder negociador de las organizaciones sindicales y de los trabajadores, en general, incluyendo los grupos medios, profesionales y técnicos. Por consiguiente, el compromiso que aquí se ha adquirido, y al que adherimos con mucha fuerza, obedece a la necesidad de facilitar los mecanismos legales para constituir sindicatos y terminar con ciertos hechos que son muy propios de la legislación chilena, pero que no se compadecen con el Derecho Internacional en materia de huelga legal. Particularmente, me refiero al reemplazo de trabajadores en paro durante el proceso de negociación. 



En consecuencia, con mucho entusiasmo y convicción, valoro el referido acuerdo y doy mi aprobación al proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, como es habitual, nos enfrentamos al rito de fijar el salario mínimo, este año precedido de un acuerdo con la Central Unitaria de Trabajadores en virtud del cual el Ejecutivo se comprometió a ingresar, a más tardar en octubre próximo, un proyecto de ley que contemple una reforma profunda de la negociación colectiva y del fortalecimiento de la sindicalización.



Asimismo, se acordó la constitución de una Comisión Asesora de Análisis Salarial del Mercado del Trabajo, siguiendo las directrices del Convenio N° 131 de la OIT, que promueve la fijación de un salario mínimo que considere el indispensable equilibrio entre las necesidades de los trabajadores y sus familias, el nivel general de salarios, el costo de la vida y diversos factores económicos, incluidos los requerimientos del desarrollo y niveles de productividad y empleo.



En cuanto al monto, si bien debe reconocerse un progreso en el hecho de que se fije para un lapso mayor a un año y se cumpla el compromiso asumido en el Programa de Gobierno en el sentido de alcanzar los 250 mil pesos a mediados de su período, el sueldo mínimo planteado sigue estando aún lejos del ingreso ético que señaló la Iglesia católica hace un tiempo.



Llama la atención el gran debate público, promovido por ciertos medios de comunicación, respecto de impuestos supuestamente injustos que deberán pagar las empresas, mientras que nada se dice de los salarios injustos que estas pagan a sus trabajadores.



Deliberadamente se ha omitido el debate valórico: los trabajadores no son los obligados a dar sustento económico al país, no son el jamón del sándwich. El salario propuesto ni siquiera se acerca al fijado como línea de superación de la pobreza, que es de 324 mil pesos.



En consecuencia, que quede claro: todavía una gran cantidad de trabajadores y sus familias continuarán en la pobreza, pese a contar con empleo.



Hoy el Estado de Chile no puede mirar a la cara a sus trabajadores, porque la deuda es demasiado grande. El gran problema de nuestro país es la tremenda desigualdad: mientras miles de compatriotas se debaten bajo la línea de la pobreza, el 70 por ciento percibe remuneraciones bajo los 400 mil pesos.



Se dirá que un aumento mayor del salario mínimo no corresponde a los niveles de ingreso y productividad de buena parte de las pequeñas y medianas empresas, que son las que mayoritariamente pagan aquel salario a sus trabajadores.



Pero eso no es verdad total. Efectivamente, en la micro y en la pequeña empresas el mayor porcentaje percibe el ingreso mínimo. Pero, en términos absolutos, la mayor cantidad de trabajadores con ingreso mínimo se encuentra en las medianas y grandes empresas, con el agravante de que estas últimas son las que abusan de la subcontratación, donde campea el salario mínimo.



Por otra parte, el retail fija sus remuneraciones a partir del sueldo mínimo.



Por eso es tan importante el acuerdo con la CUT. Porque esta discusión se halla íntimamente ligada al fortalecimiento de la negociación colectiva, donde vemos hoy empresas con dos semanas o más de huelga, con una sindicalización de apenas 17 por ciento.



Uno se pregunta: ¿se siente el empleador llamado a negociar con tan paupérrima tasa de sindicalización?



La respuesta es no, particularmente cuando la ley le da a ese empleador la oportunidad de remplazar a los escasos trabajadores que están en huelga.



Por lo tanto, una de las pocas posibilidades que tiene el trabajador en estos momentos para acceder a una mejora de sus ingresos es el aumento del ingreso mínimo.



Votaré a favor de este proyecto, señora Presidenta, ciertamente insatisfecho aún con el nivel de ingreso establecido, pero con el medido entusiasmo de que, por la vía de los acuerdos alcanzados con la CUT, el Estado le entregue al trabajador los instrumentos que le permitan, en el marco de una negociación colectiva, obtener mejoras salariales sustantivas, contemplando mecanismos como la afiliación automática a los sindicatos, el fin del remplazo en una huelga y el incremento de las facultades fiscalizadoras de la Inspección del Trabajo.



Por último, me parece imprescindible considerar el establecimiento de un salario mínimo regionalizado, que se diferencie en función de las particularidades de cada Región, además de reconocer situaciones específicas, como la de los trabajadores agrícolas y la de aquellos que se desempeñan en jornada nocturna, quienes de una vez por todas deben tener un tratamiento legislativo; porque resulta impresentable que sigan recibiendo el mismo trato que los trabajadores diurnos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, cada vez que discutimos el salario mínimo y su reajuste anual, los trabajadores expresan molestia, pues sienten que tanto el Ejecutivo como nosotros, los legisladores, cuando llega el momento de pensar en ellos, y particularmente en quienes perciben los ingresos más bajos, somos muy mezquinos; no reajustamos en los porcentajes debidos (esos recursos no alcanzan para mantener una familia), y, en definitiva, alimentamos el triste círculo de la pobreza.



A mi juicio, esa es una mirada válida y debemos tenerla presente siempre.



Pero también hay otra mirada: esta remuneración la pagan varios miles de micro y pequeñas empresas -pequeños talleres artesanales; pequeños emprendimientos; muchos pequeños negocios-, sobre todo de localidades rurales aisladas, donde no hay mayores posibilidades de empleo, desgraciadamente.



Por lo tanto, tenemos la obligación de considerar también a esos trabajadores, a esos sectores económicos, y, por supuesto, establecer un salario mínimo que les  permita mantenerse. Porque lo peor que nos podría ocurrir sería que, por ser más generosos, terminaran perdiéndose esos emprendimientos y, con ellos, los empleos que generan.



Por lo mismo, valoro inmensamente el acuerdo a que llegó la Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores, Bárbara Figueroa, con el Gobierno. Es muy importante que este tipo de proyectos vengan acompañados de acuerdos entre los dirigentes sindicales y el Ejecutivo, porque ello nos facilita la tarea de legislar.



Igualmente, es significativo que se haya llegado a un acuerdo para más de un año, que comprenda incluso un reajuste al 1° de enero de 2016, porque eso despeja situaciones de incertidumbre hacia adelante.



Comparto lo que ha sostenido el Senador Andrés Zaldívar en el sentido de que debiéramos también hacer un esfuerzo fiscal. Porque esto no le cuesta gran cantidad de dinero al Fisco. Básicamente, lo que le significará un gasto será el reajuste de las asignaciones familiares que se plantea en este proyecto.



Pero es indudable que un mayor esfuerzo fiscal para subir las asignaciones familiares, particularmente la que quedará en alrededor de 9 mil 200 pesos y que podría llegar a unos 20 mil, sería una gran gran contribución al presupuesto de las familias que deben vivir con un ingreso mínimo de 225 mil pesos, monto que rige a partir del 1° de julio recién pasado.



Cabe señalar que este proyecto, al igual que iniciativas de años anteriores, fija un sueldo mínimo para las personas mayores de 65 años que continúan en el mundo del trabajo.



También se plantea, por lo menos en el acuerdo CUT-Gobierno sobre ingreso mínimo, que se va a crear una comisión para revisar los salarios en el mercado laboral.



Por lo tanto, solicito que en el estudio pertinente se analice muy en detalle lo que implica la incorporación al trabajo de miles de personas mayores de 65 años de edad.



¿Es justo y legítimo que les demos por ley un sueldo mínimo inferior y, consecuencialmente, una protección salarial menor? 



Yo creo que no. Hoy día las personas a los 65 años están, en su gran mayoría, tremendamente activas. Quieren trabajar porque lo necesitan, porque las pensiones son bajas o, simplemente, porque no les alcanza para pensionarse con lo que ha sido su trayectoria previsional. Pero también lo hacen porque se sienten útiles, porque quieren seguir superactivas. 



Entonces, probablemente en nuestro país ya pasó el tiempo en que mirábamos a los adultos mayores como ciudadanos a los que había que, a lo mejor, sobre todo en el mercado del trabajo, entregarles una protección mayor. Y me gustaría que eso revelara el estudio salarial que se va a hacer: si es necesario mantener la política de un sueldo mínimo inferior para los adultos mayores o si podemos nivelar con el ingreso mínimo general, el que se paga a los demás trabajadores.



Con todo, señora Presidenta, tal como lo he señalado, votaremos a favor. 



Valoramos el acuerdo. Valoramos el hecho de que estemos ante un reajuste salarial que despeja incertidumbres hacia delante. Y ojalá podamos seguir obteniendo realizaciones y ofreciendo mayores posibilidades y expectativas de mejoramiento de su calidad de vida a todos nuestros trabajadores, particularmente a quienes reciben como remuneración el salario mínimo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, en primer lugar, me sumo a la satisfacción expresada por el acuerdo que llevaron adelante los trabajadores y el Ejecutivo, a través de la CUT y del Ministro de Hacienda, respectivamente. 



La verdad de las cosas es que, si bien la discusión es la misma cada año, a lo menos en esta oportunidad tenemos algo nuevo que decir: hay un acuerdo para reajustar el salario mínimo, pero se pretende llevarlo, conforme se comprometió, al valor piso de 250 mil pesos. 



Sin embargo, uno obligadamente debe hacer una reflexión: salario mínimo, pensión de hambre. 



Excúseme la crudeza de los términos, señora Presidenta; pero, desgraciadamente, es así. Nuestros trabajadores -nadie mejor que ellos para decirlo- constatan que, luego de más de 25 a 30 años de haber estado imponiendo, por el hecho de haber recibido el salario mínimo llegan al momento de jubilarse a una pensión inferior a los 70 mil, 75 mil pesos, por lo que el Estado debe entregar aportes solidarios. 



Entonces, aun cuando se haya trabajado toda una vida, producto de esta situación tan particular del salario mínimo se termina en una realidad en que nuestra gente mayor comienza a enfrentar una situación de absoluta pobreza tras jubilar.



Eso nos obliga a buscar mecanismos distintos de los que hemos aprobado hasta ahora. 



Lo señaló un Senador que me antecedió en el uso de la palabra: más allá de la creación de salarios regionales, debe impulsarse una política de Estado que establezca macrozonas. 



Porque aquí se habla de un salario mínimo igual para todo Chile, como si el costo de la vida fuera igual en todas partes. 



¡Qué enorme equivocación! ¡Qué injusta equivocación! Porque hay regiones donde el costo de la vida es al menos 30 por ciento más alto que en otras. 



Esa situación, señora Presidenta, no ha sido ni abordada ni resuelta: ¡fijamos un salario mínimo igual para todo Chile...! 



Según hemos señalado, hay que hacer dos cosas. 



Primero -lo decimos siempre-, se debe consignar un mecanismo que se vaya adecuando, ajustando anualmente; que permita a lo menos un acuerdo por dos o tres años, y que se encargue de reajustar el salario mínimo en función del encarecimiento del costo de la vida. 



Pues bien: ese acuerdo fue logrado ahora. Lo comparto y me alegra. 



Sin embargo, falta establecer macrozonas y considerar el verdadero costo de la vida que existe en cada región.



Mientras aquello no ocurra, va a seguir habiendo situaciones particularmente perjudiciales para nuestra gente.



La otra realidad -también se ha mencionado acá- es la que enfrentan los emprendedores más pequeños. Estoy hablando de un boliche, de un quiosco, de una pyme. 



¿Qué hace el Estado de Chile? Establece un salario mínimo. Y esa gente, obviamente, está obligada a pagarlo.



Por experiencia propia -y lo he conversado con muchos pequeños emprendedores-, uno desearía que los salarios fueran superiores. En la medida que se tiene gente mejor remunerada hay más eficiencia, más alegría, más comprensión, más compromiso, etcétera. Sin embargo, el problema radica en que no da para eso. 



En esa lógica, señora Presidenta, en el caso de Magallanes se estableció un incentivo a la contratación de mano de obra; el decreto ley 889. El deseo de quienes estamos en regiones australes era lograr que el 17 por ciento de estímulo determinado fuera al trabajador, como compensación por la diferencia en el costo de la vida.



Bueno: ¡no ha sido así! 



Hoy estamos votando un acuerdo positivo, que se hizo con los trabajadores, no de espaldas a ellos. 



Pero a los trabajadores hay que decirles que la labor por desarrollar de aquí en adelante debe ser una sola.



Al momento de establecer un salario mínimo es preciso considerar que la trabajadora y el trabajador que lo percibirán van a terminar los últimos años de su vida en condición de pobreza.



¡Eso es injusto! ¡Cala hondo y duele! 



Por lo tanto, los propios trabajadores; la CUT y las otras organizaciones que están impulsando mejoras para sus afiliados; nosotros, los parlamentarios, y el propio Gobierno -el que sea- debemos entender que Chile tiene que dejar de ser una fábrica de pobreza al momento de la jubilación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero decir que el ingreso mínimo reviste mucha importancia en la sociedad, porque es un salario de protección básica, elemental. 



Hay países y economistas que piensan que no debiera existir. Pero en realidades como la nuestra resulta fundamental. 



En Inglaterra durante muchos años no hubo sueldo mínimo. Pero existía una forma de establecer el acuerdo social respectivo distinta de la ley. 



Nosotros sentimos molestia por el monto del ingreso mínimo y por su escaso incremento. Y la molestia surge especialmente del hecho de que hay sectores de la economía que tienen un gran crecimiento, enorme desarrollo, ingentes utilidades, pero pagan sueldos muy bajos, cercanos o iguales al mínimo. 



Si examinamos la situación del retail, por ejemplo, advertiremos que allí hay referencias al salario mínimo y que este manda varias de las remuneraciones; porque los demás son incrementos con relación a él. 



En el caso de los recursos naturales, que es el otro sector dinámico de nuestra economía, ocurre algo bastante similar, especialmente en algunos ámbitos. 



Y si uno mira el sector financiero se da cuenta de que, sorprendentemente, en torno a él hay una gran cantidad de actividades con muy bajas remuneraciones. 



¡Eso provoca mucha bronca! 



Aquellos son los sectores con mayores utilidades; aquellos a los que más subsidio les da el FUT; aquellos a los cuales se les otorgan mayores posibilidades para impulsar sus propias inversiones. Hoy tienen en sus negocios, en sus actividades 50 mil millones de dólares provenientes de impuestos que no han ingresado a las arcas fiscales.



Sin embargo, el problema estriba en que casi la mitad de los trabajadores chilenos, según un estudio de la Fundación Sol realizado a partir de la encuesta CASEN, gana menos de 250 mil pesos. Y otro sostiene que reciben menos de 300 mil.



¡La mitad de quienes trabajan! 



Algo no está bien en nuestra sociedad.



Como decía recién un Senador, muchas familias, pese a tener empleo, siguen en la pobreza y con muy baja calidad de vida.



Debemos, pues, pensar en cómo conseguimos que el acuerdo de la comunidad sea mayor y de qué manera elevamos permanentemente el salario mínimo. Pero, a la vez, el conjunto de la sociedad tiene que asegurar que en otras actividades mucha gente perciba un ingreso alejado del mínimo.



Esa es una cuestión fundamental.



Desde mi punto de vista, gran parte del acuerdo suscrito entre la CUT y el Gobierno se explica porque la Central Unitaria de Trabajadores ha entendido que lo primordial es cambiar las condiciones de la huelga; lograr que se respete el derecho a sindicalización; modificar las condiciones de la negociación colectiva, para que las utilidades de la empresa se distribuyan de otra manera, que es el sentido de dicho proceso.



Con la legislación actual, numerosos trabajadores se encuentran en la situación que hemos descrito.



Chile debe reflexionar más en torno a la necesidad de revalorizar el trabajo. Porque en determinado momento el trabajo y los trabajadores han sido mirados sin considerar lo que representan para la marcha de nuestra nación.



Se habla, por ejemplo, de política de recursos humanos al adoptarse medidas para minimizar los costos.



Cuando discutimos la reforma tributaria y descubrimos que el uno por ciento más rico obtiene 28 por ciento de los ingresos totales de nuestro país vemos la existencia de un problema serio en la manera de concebir y organizar la sociedad chilena.



Empero, ese problema no se soluciona solo subiendo impuestos. La desigualdad no se relaciona únicamente con educación y otras actividades. No basta con mayores tributos: es fundamental que haya mejores empleos y que se pague más por ellos.



Ese es un imperativo ético y político del conjunto de la sociedad.



Yo valoro sobremanera el acuerdo a que llegó la CUT, especialmente porque garantiza que durante este año -y ojalá que quienes apoyan el proyecto en debate lo entiendan- cambiarán las condiciones de la negociación colectiva y otros aspectos fundamentales de las leyes laborales, que son las más atrasadas del continente.



Tenemos un plan laboral impuesto en otro contexto, y no hemos logrado modificar su columna vertebral.



Es cierto que en capacitación existe bastante atraso y que, por ende, se requieren grandes acciones. Buena parte de la situación se explica por la existencia de un mercado de trabajo en una economía que no ha tenido política industrial. No hemos avanzado en desarrollar la economía para pasar más allá del retail, de los recursos naturales y del sector financiero.



Ricardo Hausmann, director del Centro para el Desarrollo Internacional de la Universidad de Harvard, a propósito del caso chileno, dice que nuestro país corre un gran riesgo: el de que en los próximos años baje mucho su crecimiento, debido no solo a las condiciones internacionales -¡y menos a la existencia de una reforma tributaria!-, sino además a la falta de innovación productiva, de diversificación y de industrialización.



Para enfrentar tales problemas hay que fomentar políticas que ayuden a desarrollar todas esas dimensiones, las que al final están en la base de la solidez y la sustentabilidad de largo plazo de la economía.



De una vez por todas debemos discutir acerca de la política industrial. No hay que temer a hablar de industria, a que nuestro país vaya más allá de la explotación de recursos naturales.



Actualmente existe una coyuntura difícil. Se ven signos de desaceleración producto de la situación internacional, en particular de la de China. Ello obliga a aplicar luego políticas públicas reactivadoras.



El Ministro de Hacienda sabe muy bien que las medidas conducentes a generar empleo no se aplican una vez que este cae, sino que se anticipan, para no bajar; porque después cuesta mucho subir. Y estoy hablando de vivienda, de obras públicas, como lo he hecho ante otras coyunturas.



Hoy se requiere una política anticíclica, la que no se puede seguir postergando.



Voto a favor del proyecto.



Creo que la CUT fue muy visionaria. Y el Gobierno ha captado la situación. Lo importante es que se cumpla lo convenido y a fin de año haya cambios fundamentales en nuestra legislación laboral.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que nadie en esta Sala piensa que el sueldo mínimo actual o el sugerido mediante el proyecto en análisis son suficientes para alcanzar un nivel de vida digno, ético, como se expresó en otro tiempo.



Quizás la confusión proviene de que hablamos de sueldo mínimo, cuando en realidad no se trata de eso, sino del sueldo que aparentemente Chile es capaz de pagar hoy.



Sin lugar a dudas, la ambición es llegar a un ingreso que le permita a un trabajador vivir de él y no estar en situación de pobreza.



La pobreza consiste precisamente en no poder sustentarse con el trabajo que se realiza. Y a alguien que percibe el sueldo mínimo no le resulta factible hacerlo.



Se trata de una situación muy dolorosa.



En Chile cerca del 12 por ciento de los trabajadores recibe el ingreso mínimo. Sin embargo, ese porcentaje no se distribuye en forma pareja.



Lamentablemente, Linares y Chillán son las ciudades donde más trabajadores perciben el sueldo mínimo. En Linares, por ejemplo, 24 por ciento; prácticamente, uno de cada cuatro.



De consiguiente, sabemos de las limitadas condiciones en que vive nuestra gente.



Constituye, por tanto, un imperativo subir el monto del ingreso mínimo.



La discusión que se registra cada año es sobre a qué monto se aumenta.



Todos quisiéramos alcanzar el ingreso mínimo ético, que por el año 2008 Monseñor Alejandro Goic cifraba en el orden de los 250 mil pesos. Hoy ese monto debe de llegar a más de 300 mil. Según la Fundación Superación de la Pobreza, se encuentra en alrededor de 320 mil pesos. De manera que todavía estamos muy lejos de alcanzar ese mínimo. Y, como país, tenemos que hacer un esfuerzo en tal sentido.



Sin embargo, entendemos que no es cuestión de un acto voluntarista que lleve a decir: “Bueno, paguemos 300 mil pesos”. Porque quienes más cancelan el ingreso mínimo son precisamente las pequeñas y las medianas empresas. Las grandes pagan sueldos mayores; por lo tanto, no tienen ese problema. Tal situación afecta a las pequeñas y a las medianas.



En Linares -sigo con el ejemplo- no existen grandes empresas. Hay pymes: agrícolas, de comerciantes, de transportistas. Y si incrementáramos excesivamente el sueldo mínimo, como quisiéramos, podríamos provocarles dificultades, pues no estarían en situación de pagarlo y con ello aumentaría la cesantía.



Por lo tanto, nuestro país debe esforzarse a los efectos de generar condiciones para lograr un mayor desarrollo, asegurar más justicia en la distribución de los beneficios y nivelar de abajo arriba, tarea que debe enfrentarse con la mayor fuerza posible.



El Gobierno y la CUT propusieron aumentar el sueldo mínimo de 210 mil a 225 mil pesos, con una progresión que termina, dentro de 18 meses, en 250 mil pesos. Pero lo cierto es que ahora estamos incrementándolo de 210 mil a 225 mil: 15 mil pesos.



Yo recuerdo que en años anteriores, cuando el Gobierno precedente planteaba reajustes del ingreso mínimo, se manifestaba que sus propuestas eran muy pequeñas,...

El señor PROKURICA.- Que eran “ratonas”.

El señor LARRAÍN.-... “ratonas”.

El señor NAVARRO.- Sí: ¡ratonas!

El señor LARRAÍN.- Pero comparemos.



En 2013 el sueldo mínimo creció en 17 mil pesos; ahora se incrementa en 15 mil. En términos reales, ese año aumentó en más de 4 por ciento; hoy está subiendo en menos de 3 por ciento.



Entonces, yo me pregunto por qué la Presidenta de la CUT, quien en 2013, en la misma época, cuando se discutía esta materia, señaló que estaban “las condiciones en Chile para tener un sueldo mínimo de 250 mil pesos” -palabras textuales-, hoy dice “Se ha logrado históricamente lo que nunca nadie pudo: un sueldo mínimo de 225 mil pesos”.



Yo pregunto dónde están los que el año pasado reclamaban en contra del “aumento ratón” que hacía el Gobierno. ¡Dónde están! 



De los cuatro proyectos de reajuste que presentó Sebastián Piñera, ¡tres fueron rechazados por la entonces Concertación!



Quiero, pues, llamar la atención, porque la demagogia, para sus cultores, es como el yogur: tiene plazo de vencimiento. Porque al final se sabe la verdad de lo que ocurre.



Y aquello es lo que está sucediendo.



¿Podemos hacer un esfuerzo mayor?



Yo hubiera deseado ver que el Ejecutivo se la jugara por un reajuste un poquito mayor y que la CUT exigiera al menos 230 mil pesos. No es mucho más el esfuerzo, y sin embargo vamos nivelando con más rapidez la diferencia.



¡Pero no!



La CUT pareciera ya no representar los intereses de los trabajadores como lo hacía antes: ahora está siendo funcional al Gobierno de la Nueva Mayoría.



Quizás por eso tiene tantos beneficios. Por ejemplo, representaciones en el exterior. En mi Región se han integrado muchos miembros de la CUT y de la ANEF a trabajos en el Gobierno regional.



Pareciera ser -digo- un nuevo partido de Gobierno. Y ha perdido la representatividad de los trabajadores.



¡El año pasado exigía más y hoy aplaude recibir menos!



Creo importante señalar tales contradicciones, pues era muy doloroso lo que se hacía antes.



Nunca nosotros -y lo dije reiteradamente-, como Oposición, rechazamos los sueldos mínimos planteados por los Gobiernos de la Concertación, pese a considerar muchas veces que eran insuficientes. En algunas ocasiones fueron bastante generosos y razonables; pero en varias oportunidades, no, por distintas razones.



No digamos que el planteado ahora es un exceso de generosidad: no lo es. Es un ingreso que se aumenta en forma mínima. Es razonable, moderado. Y lo vamos a aprobar.



Yo habría esperado, sí, una presión mayor de los parlamentarios que le exigían más al Gobierno precedente, quienes hoy aplauden y se conforman con lo que está ofreciendo la actual Administración.



Me parece importante decir estas cosas, no en el ánimo de generar discordia, sino en el de entender que en la vida hay que ser justo y coherente en los planteamientos.



Tengo la tranquilidad de haber sido justo y coherente cuando voté a favor los proyectos de la Concertación.



Ahora vamos a apoyar esta iniciativa de la Nueva Mayoría. Pero es justo también dejar constancia de que nosotros no hemos caído ni en incoherencias ni en actos de demagogia.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, pensaba comenzar mi intervención de manera distinta. Sin embargo, después de escuchar al Senador Larraín quiero, con más fuerza, felicitar el trabajo de los dirigentes de la CUT, y en particular el de Bárbara Figueroa, quien encabeza esta organización.



Es cierto: desde hacía mucho tiempo no llegábamos a una negociación como la actual, por tres años.



La discusión sobre el salario mínimo siempre ha sido ingrata. ¡A quién le gusta! ¡Si todos sabemos que su monto es insuficiente!



Y debatíamos la materia en el Parlamento porque había incapacidad para generar un acuerdo previo, el que facilita bastante el análisis.



Sin duda, nos hallamos ante un buen acuerdo en torno a un monto que -insisto- siempre va a ser insuficiente. Aquello, porque permite cumplir el compromiso de los 250 mil pesos -independiente de que todos sabemos que, si hablamos de ingreso ético, esa cifra debería estar reajustada- y, además, da un marco para un debate más amplio.



Eso fue lo que cambió con respecto a la discusión habida en los años anteriores, particularmente durante el Gobierno precedente.



Y quiero referirme a eso, señor Presidente. Porque no me cabe duda de que para los trabajadores es distinto suscribir un acuerdo con el Ejecutivo cuando se habla no solo de una negociación por tres años, sino también de constituir, no una comisión técnica conformada por expertos que van a analizar variables en una ecuación a los efectos de decir cuál es el monto del salario mínimo que debe fijarse por ley, sino un ente que haga una revisión y efectúe un diagnóstico sobre la situación de quienes, pese a tener empleos formales, están hoy en situación de pobreza.



Esa es la discusión de fondo que debemos hacer. Porque no solo se trata de establecer técnicamente una cifra, sino asimismo de determinar por qué, no obstante tener empleo, algunos trabajadores no son capaces de superar el umbral de la pobreza. Y esa discusión ha de ser bastante más amplia, para examinar, entre otras cosas, el costo de la vida en diversos lugares.



Por ejemplo, ¡cuánto nos ha costado en la Región de Magallanes, a la que represento, instalar ese debate, para alcanzar mejoramientos que permitan avanzar hacia una diferenciación en el ámbito del costo de la vida, lo que es parte de las materias a que deberá abocarse la referida comisión!



Recuerdo que tuvimos una férrea oposición del Gobierno anterior cuando planteamos que el 17 por ciento de bonificación a la mano de obra aplicado en las regiones extremas y que financiamos todos los chilenos con nuestra tributación se pagara cuando el salario fuera 20 por ciento superior al ingreso mínimo. Ello, porque resultaba inaceptable que ese subsidio del Estado se otorgara en función del sueldo mínimo en las regiones extremas, como la nuestra, donde, según sabemos, el costo de la vida es mayor que en el resto de nuestro país.



¿Cuál fue la experiencia práctica? Que se podía proceder de la manera sugerida. Yo diría que la mayoría de las empresas, incluso -hablo por la realidad de Magallanes-, pagaban más de 20 por ciento del ingreso mínimo. Y no estoy hablando de las pequeñas empresas ni de los microempresarios, sino de empresas medianas y grandes, las cuales tienen utilidades significativas y pueden generar mejores condiciones para sus trabajadores.



Lo que marca la diferencia en esta oportunidad, señor Presidente, es la disposición a discutir en un marco más amplio acerca de las reformas laborales requeridas para que en Chile haya una mejor distribución del ingreso.



Es lo que planteó al inicio de su intervención la señora Ministra del Trabajo.



De ahí la gran diferencia con la forma como discutimos esta materia en los años anteriores.



Yo quiero recordar lo que fue la agenda laboral del Gobierno precedente.



Teletrabajo: un proyecto que precarizaba una actividad donde se desempeñan mayoritariamente mujeres y que no prosperó porque trasladaba la responsabilidad en materia de higiene y seguridad a la persona que se desempeñaba en su casa. ¿Qué se hacía? Precarizar aun más el trabajo en un sector en el cual ya sabemos que se cometen abusos. Por supuesto que dicha iniciativa no terminó su tramitación.



Estatuto agrícola: tampoco se aprobó, pues debilitaba todavía más la posibilidad de los trabajadores de negociar colectivamente, permitiendo el contrato individual en un mundo que también es precario, donde uno busca justamente generar condiciones para el resguardo no solo de las condiciones laborales, sino también de las de salud.



Entonces, quiero poner la discusión en ese marco.



Me parece que este es el segundo proyecto en materia laboral en que tenemos un acuerdo con los trabajadores. El del multirrut fue el anterior. 



Reconocemos que aún quedan cuestiones pendientes. Pero generamos un ambiente que nos permite ir a una discusión más de fondo.



Ese es el punto. Y ahí existe disposición -me alegro de ello-, sentándose a la mesa trabajadores; Gobierno; representantes de los empresarios, de los académicos, de los técnicos. Y así debe ser, porque es la única posibilidad que tenemos de avanzar en un país que se hace cargo de las desigualdades.



Lo planteaba el Senador Montes: podemos avanzar en una reforma tributaria, pero si no avanzamos en la mayor capacidad de los trabajadores para sentarse a la mesa y negociar a los fines de recibir una retribución justa por lo que hacen, por su aporte en el proceso productivo, no vamos a tener un país donde todos se beneficien de la riqueza, del desarrollo, del progreso o como se quiera llamar.



Eso marca la diferencia.



A ese respecto, reivindico el trabajo hecho por los dirigentes de la CUT. Creo que eso los fortalece: no la discusión en el corto plazo, sino el debate con perspectiva de país. 



Quiero reiterar acá el compromiso de la Nueva Mayoría, y en particular el de mi bancada, la democratacristiana, en el sentido de cumplir lo que comprometimos en el Programa de la Presidenta Michelle Bachelet.



Termino felicitando a la señora Ministra del Trabajo (también a su equipo) por la labor hecha. Creo que ha marcado una diferencia en la capacidad para sentarse a conversar y llevar a cabo una sana negociación. Y también se ha impuesto desafíos que me llevan a esperar que discutamos pronto un proyecto tendiente a avanzar en una negociación colectiva real, en el fortalecimiento del sindicato y de su titularidad, en la eliminación del reemplazo en caso de huelga, situaciones determinantes hoy de que, a pesar de ser el nuestro uno de los países con mayor tasa de formalidad en el mundo del trabajo en Latinoamérica, finalmente no registre remuneraciones correspondientes a su nivel de ingreso per cápita.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, de verdad me alegra mucho que el proceso de negociación para poder reajustar el ingreso mínimo haya tenido lugar en los términos y el clima en los cuales se ha dado en el presente año.



Sin embargo, a mí me gustaría llamar la atención acerca de dos aspectos, porque, en el fondo, los climas se construyen entre todos.



Primero, en 2011 se reajustó el ingreso mínimo en 10 mil pesos, con exactamente un 2,3 por ciento de incremento real; en 2012, en 11 mil, con un 3,3 por ciento; en 2013, en 17 mil -medió toda una polémica acerca de por qué no se aumentaba más-, con un 6,8 por ciento, y ahora, en 15 mil, correspondiente a un 2,4 por ciento.



Insisto en que me complace muchísimo que la medida se haya tomado en un clima de armonía que favorece el desarrollo del país; pero cabe reparar en que quienes rasgaban vestiduras por llegar en un solo año a un ingreso mínimo de 250 mil pesos se encuentran conformes en este momento con la cantidad que se contempla.



Creo que efectivamente se procede en la forma pertinente: de manera paulatina y tratando de generar las condiciones para que todas las empresas, comprendidas las pequeñas y las medianas, puedan incluir el factor dentro de sus costos.



Y el segundo punto al cual deseo hacer referencia es que no me parece razonable la existencia de un ingreso mínimo diferenciado para mayores de 65 años. En la actualidad, muchísimas de esas personas están en condiciones de trabajar -se hallan absolutamente lúcidas y físicamente habilitadas y son completamente capaces de desarrollar labores en distintos ámbitos-, y estimo una discriminación odiosa que por el solo hecho de tener esa edad no puedan recibir un ingreso mínimo equivalente al de los demás.



La respuesta puede ser la de que es posible que cuenten con otra fuente de recursos, como la pensión. Pues bien, muchos de los que perciben el ingreso mínimo se las arreglan para obtener una entrada adicional, porque el primero evidentemente no alcanza, con frecuencia, para satisfacer las necesidades de una familia.



Por lo tanto, me gustaría que en el clima de tranquilidad al que contribuyen las negociaciones en paz se pudiera también avanzar en la eliminación de esta distinción, que juzgo francamente inapropiada.



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como representante de la Región de La Araucanía, una zona pobre donde, sin lugar a dudas, medidas como la que se ha sometido a nuestra consideración son importantes, pero asimismo como Presidente del Partido por la Democracia, no puedo dejar de felicitar a quienes participaron en el presente acuerdo por la prontitud con que este se concretó y la manera cómo se llevó a cabo.



El equipo de Gobierno estuvo conformado por la Ministra del Trabajo y los Ministros de Hacienda y del Interior.



Y quisiera destacar esencialmente el rol de la Central Unitaria de Trabajadores, como principal entidad representante del sector laboral. Ello no es menor.



Además, pienso que las críticas formuladas aquí son bastante injustas, por decir lo menos. Las calificaría tal vez de inaceptables. Algunas han lindado en lo ofensivo. Porque se ha mencionado el otorgamiento de cierto tipo de garantías para la CUT, lejos de lo que finalmente ocurrió. Y mucho menos para los dirigentes.



Existe una gran diferencia en la manera como se abordó la negociación. La verdad es que cuesta mucho comparar, porque el año pasado no se llevó a cabo ninguna. Me gustaría refrescarles la memoria a algunos Senadores de la Oposición que estaban aquí mismo en ese momento, cuando la propuesta del Gobierno se centró en un guarismo y no fue parte de ningún acuerdo, ya que no hubo interés en establecer una mesa. La propuesta representó cuatro lucas: se subió de 193 mil pesos a 197 mil. De ese monto se trata. Y si ello finalmente se incrementó, fue labor del Congreso.



No olvidemos cómo estaba la Alianza: completamente quebrada por la propuesta de 210 mil pesos del entonces Senador y Presidente del Partido Renovación Nacional, como me reafirma el Honorable señor Prokurica. Recordemos el tenor del debate.



Entonces, el intento de contrastar desde cualquier punto de vista, incluido el aumento real, no es válido. No se pueden comparar peras con manzanas.



Y el que nos ocupa es un incremento plurianual. Esa es también una de las grandes diferencias en el presente acuerdo.



Diría que lo más importante es que no solo se pone sobre la mesa un guarismo, un número -el que resulta relevante, por cierto-, y se garantiza cómo se va a llegar al objetivo. La única garantía aquí es esa y el plazo. En 18 meses se alcanzan los 250 mil pesos, que es la aspiración ética.



Desde luego, traducido ello a moneda actual -luego del planteamiento de monseñor Goic hace ya seis años-, sin duda nos estaríamos refiriendo a más de 300 mil.



Lo central, sin embargo, es que en el debate se plantea un conjunto de derechos colectivos en relación con los cuales el Gobierno anterior nunca estuvo disponible para avanzar. ¡Jamás! Les causaba pavor pensar siquiera en discutir sobre la modificación del Código del Trabajo y el fin de la cuestión del remplazo de trabajadores en huelga.



Hoy día se registra una paralización en una cadena farmacéutica y la empresa sigue funcionando con total normalidad, porque es factible que el empleador reemplace a personal en huelga legal. A eso estamos haciendo referencia.



La posibilidad de avanzar en un conjunto de reformas laborales, con un cronograma, con un plazo determinado, es la gran diferencia, sin lugar a dudas, entre cómo se está encarando este proceso, de un modo rápido, sin conflictividad, y cómo se procedía en los últimos años. Entonces, señor Presidente, creo que es muy importante el paso que ahora se da.



Por supuesto, estas no son situaciones para descorchar champaña ni para salir a lanzar fuegos artificiales, porque, desde el punto de vista de la equidad, de la distribución del ingreso y de lo que el Gobierno ha decidido, que es encarar frontalmente la desigualdad, nos queda mucho por avanzar en productividad y repartir de mejor manera las oportunidades.



Lo anterior tiene que ver, esencialmente, con una reforma educacional de fondo, en la que se termine con la segregación, constituyendo la reforma tributaria en debate -probablemente se logrará un acuerdo- solo un instrumento, no un fin en sí mismo, para viabilizar el proceso de mayor equidad social.



El punto es dónde queremos situarnos cuando pasemos de los 15 mil 732 dólares actuales de producto interno bruto per cápita y cómo queremos que nos encuentre ese momento, cuando se supone que Chile va a ser un país desarrollado.



Nuestro producto interno bruto es similar al de Venezuela -a algunos seguramente no les gustará la comparación-, Croacia y Polonia, cuyos ingresos mínimos equivalen a 371 mil, 303 mil y 289 mil pesos chilenos, respectivamente. El dato permite comprobar lo retrasado y poco humanitario que es el monto de nuestra remuneración.



En consecuencia, nos alegramos, por supuesto, del paso que se ha dado.



Afortunadamente, quedaron atrás los tiempos en que los Ministros de Hacienda y del Trabajo lideraban estas negociaciones, como si el ingreso mínimo que deben recibir los chilenos por su labor fuera un factor puramente macroeconómico.



No hay cuestión más delicada -y política, por cierto- en el seno de una sociedad que la de determinar cuál es el valor del trabajo humano, el que no constituye una mercancía ni una variable más de las ecuaciones con que se representan los ciclos económicos.



Por todo lo anterior, señor Presidente, y porque aquí efectivamente se van a revisar los aspectos relativos a la sindicalización -hay un acuerdo amplio al respecto y se trata de una reforma laboral-, vamos a concurrir con nuestros votos, como Partido por la Democracia, a aprobar algo que calificaría de inédito. Hacía muchos años, en efecto, que no se planteaba un reajuste plurianual del ingreso mínimo, con claridad, en este caso, respecto a lo que va a pasar a partir del 1° de julio del presente año, en que el monto se eleva -para conocimiento de quienes están siguiendo el debate- de 210 mil pesos a 225 mil, lo que aumentará a 241 mil el 1° de julio de 2015 y a 250 mil el 1° de enero de 2016. Es decir, constituye un convenio a dieciocho meses, plurianual, y eso es, claramente, lo que representa un trato distinto, con un Gobierno que estuvo dispuesto a conversar en otros términos.



Sin lugar a dudas, el salto es importante, pero no suficiente.



También nos hacen mucho sentido algunos planteamientos que se han escuchado, como el de la Fundación SOL, que señala que el 70 por ciento de los chilenos gana menos de 400 mil pesos. Ello solo sucede porque los empleadores -entre ellos el Estado, desde luego- se acostumbraron a pagar poco.



Y, por eso, formulamos un llamado al Gobierno para que, tal como se hizo en el caso que nos ocupa, el proceso que viene a continuación con los trabajadores del sector público se haga con tiempo, ojalá de manera escalonada y habida cuenta de la diferenciación y los problemas existentes al interior de los gremios respectivos.



En virtud de las consideraciones expuestas, señor Presidente, y reiterando, una vez más, la importancia del rol de la Central Unitaria de Trabajadores en todo el proceso y las inéditas condiciones de la negociación, vamos a respaldar el acuerdo.



Gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora BLANCO (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, solo deseo acotar dos puntos, respecto de los cuales me parece importante dejar una constancia después de la intervención del Honorable señor Larraín.



Lamento mucho que Su Señoría se haya retirado.



En primer lugar, estimo que la gran diferencia en la negociación ha tenido que ver -y cabe enfatizar lo expresado por el Senador señor Quintana- con no poner solo un guarismo sobre la mesa. 



Creo que el gran valor de lo que estamos presentando hoy día se vincula, por cierto, con el proyecto de ley, pero en particular con los contenidos del acuerdo, lo que mencioné en mi intervención anterior. Ello dice relación con la forma como transformamos hoy día la discusión del ingreso mínimo, que consume muchas energías año tras año, en una herramienta real de negociación remuneracional, la que está dada por las materias que vamos a incorporar en la reforma laboral comprometida para los últimos cuatro meses del año.



Segundo, juzgo poco responsable, quizás, aludir a ciertos convenios o garantías respecto de dirigentes sindicales.



Quiero decirlo por haberse hecho referencia hace un momento a una situación de tal naturaleza. Pienso que desde el mundo sindical han sido tremendamente cuidadosos. No deseo dejar pasar una declaración como esa, porque no solo podría dar lugar a un malentendido, sino también porque fue explícita en dicho sentido.



En el mundo del Ejecutivo hay respeto por la autonomía de las organizaciones sociales y, desde luego, de la Central Unitaria de Trabajadores, cuyos representantes han desarrollado una labor seria. Y, por eso mismo, deseo que ello quede consignado. 



No me parece prudente aludir a “garantías” o “privilegios” para estos dirigentes, quienes más bien han dado, por años, una lucha intensa y poblada de numerosos disgustos, malos ratos, desagrados. No cabía dejar pasar, entonces, tales expresiones.



Gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Saludo a una delegación de dirigentes de la Agrupación Unión Comunal y Junta de Vecinos El Toqui, de Lautaro, así como a representantes del Taller Laboral Las Rozas de Cajón y a la Organización Pro Comuna de Cajón.



Muchas gracias por su asistencia.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Senador que habla les da la bienvenida a nuestros visitantes, quienes han tenido una maravillosa experiencia visitando el Congreso y zonas importantes de la Quinta Región.



Con relación al proyecto de ley, quisiera señalar, en primer lugar, que por supuesto me alegra que podamos aumentar el ingreso mínimo.



Tal como se ha expresado anteriormente, el reajuste no es por un año, sino por períodos consecutivos. A contar del 1° de julio recién pasado, el monto subirá de 210 mil pesos a 225 mil, lo que llegará a 241 mil el 1° de julio de 2015 y a 250 mil el 1° de enero de 2016.



Deseo recoger dos o tres ideas de lo que se ha manifestado.



En primer lugar, nosotros tuvimos la oportunidad de ser Gobierno y somos ahora Oposición, y no es posible mantener un doble estándar en la materia de que se trata.



¿Y por qué lo digo?



Recuerdo haber conversado al respecto con dos ex Primeros Mandatarios: uno de nuestra coalición, Sebastián Piñera, y otro, de la Concertación. Este último me manifestaba, con relación al ingreso mínimo, que a los gobiernos no les cuesta recursos, porque no hay trabajadores del sector público que lo ganen.



En consecuencia, cuando los Presidentes reajustan esa cantidad, podrían fijar cifras muy altas, si fueran populistas, demagogos, y probablemente gozarían de una gran popularidad. Pero lo hacen considerando cuánto puede pagar la economía de nuestro país sin que finalmente se provoque el efecto de que no se contraten más personas y se genere desempleo. Y aquí es donde se demuestra cuando se actúa con seriedad en política.



Esa ha sido mi primera reflexión.



La segunda es que me hago cargo de lo que decía el Honorable señor Montes, pues le encuentro razón: algo tenemos que hacer, ya que el ingreso mínimo, por regla general, es muy bajo.



Suponer que un compatriota va a poder vivir, junto a su familia, con 225 mil pesos mensuales es, obviamente, una demostración de que los factores de capacitación de los trabajadores, de la obtención de un mayor desarrollo de la economía, de la posibilidad de generar remuneraciones mínimas más elevadas configuran una deuda de la sociedad chilena. Y, en parte, eso es lo que origina las grandes desigualdades. Vivir con 225 mil pesos es prácticamente un imposible. Pero muchos chilenos lo hacen.



Por lo tanto, es preciso que todo lo que signifique esfuerzos de nuestra sociedad para que este ingreso sea cada vez más alto corresponda a una política de Estado y no a una confrontación de Gobierno y Oposición. Esa es una de nuestras tareas por realizar.



Muchas veces, camino al Congreso, a Santiago, o en las regiones -la de La Araucanía, en mi caso-, uno se encuentra con trabajadores que preguntan: “¿Cómo puedo vivir con 210 mil pesos al mes?”. Y la verdad es que tienen razón. Se presenta, entonces, una cuestión de deuda pendiente, de capacidad de generación de una economía para que en un país se paguen mejores remuneraciones.



También me hago cargo de algo que mencionaban los Senadores señora Van Rysselberghe y señor García en el sentido de que ha ido perdiendo todo valor, con el tiempo, la diferenciación entre el ingreso mínimo que se paga a los mayores de 18 años y menores de 65 y el correspondiente a los mayores de 65.



Este último segmento ya no significa lo que hace quince o veinte años, por lo me parece un castigo el hecho de que reciba una cantidad inferior. Pensemos en que mientras el ingreso mínimo va a ser de 225 mil pesos a contar del 1° de julio recién pasado, lo que ya sabemos que es muy exiguo, para los mayores de 65 años, en cambio, ascenderá a 167 mil.



El argumento de que esta es una forma de permitir la contratación de esas personas ya no se justifica hoy día, a mi juicio, en la medida en que la edad promedio de los chilenos ha ido creciendo mucho. Estimo que se trata de un criterio erróneo, que debiera revisarse, corregirse y reemplazarse. No hay razón -repito- para que un mayor de 65 años obtenga menos, por este concepto, que una persona más joven.



Y un punto que no puedo dejar de mencionar es el de la comparación de cómo fueron los reajustes del ingreso mínimo en los últimos años. Lo considero un dato que esta Honorable Sala debería tener en consideración.



El año 2010, cuando asumió el Gobierno de Sebastián Piñera, el reajuste real fue de 2,2 por ciento; el 2011, también durante la Administración del Presidente Piñera, el reajuste real fue de 2,3 por ciento; el 2012, cuando aumentó en 11 mil pesos, fue de 3,3 por ciento, y el 2013, el Presidente Piñera lo incrementó 6,8 por ciento. ¡6,8 por ciento! Ahora, el reajuste real alcanza a 2,4 por ciento, porcentaje bastante inferior a los otorgados, en promedio, en el Gobierno anterior.



Lo menciono simplemente porque quiero dejar testimonio de que cuando se trataba el salario mínimo durante la Presidencia de Sebastián Piñera, la discusión con la Oposición de aquel entonces, hoy en el poder, era tremenda. El 2010 el proyecto fue aprobado en el tercer trámite; se rechazaba porque los parlamentarios de la vereda de enfrente pedían un monto mayor. Y el Gobierno del Presidente Piñera dio mucho más de lo que se otorga este año.



Alguien dirá: “Es que la situación económica del país ha cambiado”. Es probable. Pero entonces, cuando estemos en la Oposición, no hagamos demagogia, no mostremos una visión sesgada y no pidamos un salario mínimo más alto del que la economía del país puede soportar y, cuando pasemos al Gobierno, guardemos riguroso silencio respecto de aquello. 



Si comparamos los Gobiernos, veremos que el del Presidente Piñera es el que ha concedido el mayor incremento del salario mínimo. En efecto, en el del Presidente Aylwin el incremento real fue de 5,8 por ciento; en el de Eduardo Frei, 5,4 por  ciento; en el de Lagos, 4,6 por ciento; en el primero de la señora Bachelet, 3,4 por ciento, y en el de Piñera, 6,9 por ciento.



Por lo tanto, frente a la crítica que se le formuló al Gobierno del Presidente Piñera en el sentido de que reajustaba poco el salario mínimo, quiero señalar que lo aumentó mucho más de lo que se está haciendo hoy. Y respecto de esto último se ha guardado riguroso silencio. No lo digo para armar una confrontación, sino, simplemente, para hacer presente que uno no puede tener un doble estándar y manifestar una opinión cuando se está en la Oposición y una distinta cuando se pasa al Gobierno.



A nosotros nos alegra el acuerdo a que se ha llegado, porque sabemos que seguramente se hizo el mayor de los esfuerzos. No somos una Oposición beligerante, que critica todo y que todo lo encuentra malo. Nada hubiese costado hoy que las bancadas de este lado hubieran comenzado a argumentar que el salario mínimo debería haber sido bastante más alto, que el 2,4 por ciento es muy bajo, que podría haberse reajustado muchísimo más. 



Podríamos haber tomado esa actitud.



Sin embargo, nuestra oposición ha sido absolutamente responsable y constructiva. Lo estamos demostrando en el presente proyecto de ley y en la reforma tributaria, y lo hemos demostrado y lo estamos demostrando, con nuestras críticas siempre constructivas, en el ámbito educacional. Es decir, estamos contribuyendo a que las iniciativas del Gobierno mejoren.



Para concluir, señor Presidente, quiero señalar que este horizonte de salarios mínimos pactados por un año y medio presenta un problema: que la inflación en Chile ha aumentado considerablemente. Así que cuidado con que el día de mañana nos encontremos -¡Dios no lo quiera!- con un ingreso mínimo que no sea capaz de cubrir la inflación, o con un monto que resulte demasiado bajo a raíz de una inflación muy elevada.



En todo caso, vamos a votar a favor del proyecto. 



Creemos que hay que hacer un esfuerzo serio para buscar mecanismos que permitan la capacitación y preparación de los trabajadores y, a una economía como la nuestra, generar salarios mínimos más altos, porque en nuestro país nadie con un grupo familiar puede vivir de manera digna con una remuneración de 225 mil pesos, monto que corresponde al ingreso propuesto. 



¡Quien vive en esas condiciones vive con una estrechez económica enorme! 



Por lo tanto, aquí hay una tarea pendiente, que no es un problema de este Gobierno, ni del anterior, ni del futuro: es una política de Estado. 



En esta oportunidad, señor Presidente, rescato el hecho de que se haya llegado a acuerdo por un lapso mayor al de un año -que vamos a aprobar-, pero debemos fortalecer nuestra economía para que el salario mínimo sea cada vez más alto.



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, uno debería plantearse la siguiente reflexión en torno al salario mínimo: por qué solamente aumenta 2,4 por ciento, habiéndose negociado con la principal central sindical que existe en Chile, como es la CUT. Y creo que la respuesta es obvia: porque las expectativas económicas vienen muy mal; porque el crecimiento se situará muy por debajo del que ha habido en los últimos años, y porque el desempleo ya está subiendo. De hecho, según la última cifra en esta materia, el índice que más se eleva es el trabajo por cuenta propia, que todos sabemos que es mucho más precario que un trabajo formal a través de un contrato, como corresponde.



Desde esa perspectiva, el acuerdo a que se ha llegado me parece responsable, porque las expectativas económicas vienen mal.



Además, cuando se fija el salario mínimo, hay que considerar no solo la fuerza de trabajo empleada, sino también a los desempleados.



Para mí, el elemento más importante de esta negociación es su carácter plurianual. Incluso, me atrevería a señalar que debería ser el primer paso para que no se discuta más el monto del salario mínimo, con el objeto de que, en definitiva, una ley permanente establezca parámetros objetivos que permitan determinar dicho monto de manera automática, año a año.



Desde mi punto de vista, más que al salario mínimo, hay que aspirar al salario justo, que no necesariamente es el mínimo. 



A mi entender, señor Presidente, tenemos que dar ese salto. Y aquí, en alguna medida, se da, al fijar el salario mínimo hasta el año 2016. Sin embargo, el informe señala, de manera muy genérica, que se tomaron en cuenta la inflación, las expectativas económicas. Yo creo que hay que ir más al detalle: tratar de acordar, con las centrales sindicales y con quienes corresponda en el mundo político, una legislación permanente que establezca parámetros del mismo carácter para fijar el salario mínimo, de modo que nunca más se realice esta discusión en el Congreso y sean otros los factores a través de los cuales se vaya mejorando la remuneración de los chilenos. 



El salario mínimo fija un piso. Y, tal como se ha señalado acá, resulta muy difícil concebir que alguien pueda vivir con esa cantidad, pero más dramática aún es la situación de quienes se encuentran desempleados. Es un equilibrio que cuesta mucho alcanzar.



Yo me quedo con, a mi juicio, lo principal del acuerdo: que, además de su monto, el ingreso mínimo queda fijado hasta el año 2016. Por lo tanto, el esfuerzo que debería hacer la comisión que ha formado el Gobierno es tratar de determinar, en una ley permanente, parámetros definitivos que permitan establecer su reajuste cada cierto tiempo, de manera que no haya que estar discutiéndolo cada tres años, como en este caso, o anualmente, como se hacía hasta hace poco.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en momentos en que debatimos el sueldo mínimo -que es, por cierto, una mínima garantía respecto de lo que debe recibir como remuneración una familia, los trabajadores chilenos-, quiero recordar -porque tal parece que este país ha perdido la capacidad de asombro- que el 2 de junio Marco Cuadra Saldías, conductor, dirigente del sindicato de RedBus sociedad anónima, se quemó a lo bonzo reclamando mejoras sindicales, protestando contra los abusos de las empresas del Transantiago.



Y la situación de Marco Cuadra la viven a diario miles y miles de trabajadores, quienes, siendo dirigentes y llamados a representar a sus compañeros de labores, experimentan el abuso y la persecución.



Siento que mi país ha perdido la capacidad de asombro. No recuerdo, desde Sebastián Acevedo -quien en la década de los ochenta se quemó a lo bonzo reclamando porque su hija estaba en manos de la CNI-, otro sacrificio acometido en pos de un objetivo tan noble como el que ha hecho ahora Marco Cuadra.



Espero que su sacrificio y su ejemplo sirvan para sensibilizar, particularmente a aquellos que creen que en este país las relaciones laborales y los sindicatos son parte de una pesada carga a la cual hay que oponerse.



La señora Mara Boy, esposa de Marco Cuadra, se ha referido en la prensa a la rabia contenida de este dirigente sindical, que reclamaba que hubiera baño en los terminales, que hubiera, por cierto, negociación colectiva con información, que reclamaba derechos sindicales que no eran respetados por su empresa.



Marco Cuadra va a ser, sin duda, un mártir de la clase trabajadora, del movimiento sindical chileno. Yo espero que ningún otro dirigente sindical, ningún trabajador de nuestra patria tenga que quemarse a lo bonzo, suicidarse, para llamar la atención de las autoridades sobre la condición de abuso que hoy algunos empleadores cargan sobre los trabajadores.



Lo digo, señor Presidente, porque cuando se discute el sueldo mínimo, se discute cómo generar un piso básico. ¡Es el piso! O sea, puede pagarse más. Si no existiera el sueldo mínimo, habría muchos que pagarían menos de su monto. El sueldo mínimo da una base.



Quiero recordar a las bancadas de enfrente que su candidata presidencial, Evelyn Matthei, cuando era Senadora afirmaba que no debía existir sueldo mínimo, que era innecesario, que, en definitiva, la remuneración debía ser fijada por el mercado.



¡Así le fue en la elección presidencial!



Porque está claro que el ingreso mínimo es un mecanismo de protección de los trabajadores.



Algunos se preguntarán por qué es el Parlamento el que tiene que fijarlo, por qué no son los trabajadores, en acuerdo con sus empleadores, a través de mecanismos constitucionales como la negociación colectiva, los que lo determinan.



No lo fijan ellos porque ese es un derecho constitucional ejercido por no más del 7 u 8 por ciento. El 92 por ciento de los trabajadores de mi país no puede negociar colectivamente, y los que pueden, tienen que hacerlo como los empleados de Habitat: protestando ahí, en el centro de Santiago, o como los trabajadores de Cruz Verde, bajo la ignominia de la persecución y la expulsión de sus puestos de trabajo y, particularmente, del reemplazo.



Yo quiero felicitar a la Ministra señora Blanco, y también a Bárbara Figueroa, Presidenta de la CUT, por el fin del reemplazo, al objeto de hacer efectivo el derecho a la huelga, elemento esencial para que los derechos de los trabajadores sean realmente respetados, en acuerdo con los empleadores, y para que esta discusión sobre el sueldo mínimo, que es una base, tenga cierto sentido.



Quiero expresar además, señor Presidente, que esta es una discusión compleja para nosotros. No podemos subir el monto pactado. Y, si votáramos en contra, se mantendría el sueldo anterior. Costaría explicarles eso a los trabajadores, que alegan: “¡Cómo nos van a subir diez mil, quince mil pesos!”. Y a veces hemos subido cinco o un par de lucas.



Si no aprobáramos el proyecto, que podría no gustarnos por el monto, se mantendría el sueldo anterior.



Y quiero destacar lo que ha manifestado la Presidenta de la CUT. Aquí, en 18 meses, habrá un aumento de 40 mil pesos. El 1° de enero de 2016 habremos sumado 40 mil pesos, y tendremos los 250 mil pesos que planteara el Obispo Goic allá por el año 2007.



¿Es insuficiente? Claro que es insuficiente.



Si uno extrapolara a plata actual los 250 mil pesos propuestos por Goic, serían 320 mil. Por lo tanto, el 1° de enero de 2016, cuando se completen los 250 mil, aún va a existir una brecha enorme para nivelar a condiciones básicas de sobrevivencia.



Entiendo que en este tema existe un acuerdo entre la CUT, el Gobierno y los empresarios, que son los que dan empleo en Chile, o al menos entre los dos primeros.



Pero los trabajadores públicos no tienen negociación colectiva, señora Ministra.



Paradójicamente, no se encuentra el Senador Larraín, pero se ha presentado un proyecto con los colegas García Ruminot, Orpis, Pérez Varela y Patricio Walker para poder dar negociación colectiva a los funcionarios del Estado. Yo espero que este Gobierno -un Gobierno de la Nueva Mayoría, que tiene el deber moral de tener sensibilidad- pueda avanzar en dar capacidad legal de negociación colectiva a los servidores públicos.



Ese es un desafío que debe ser incorporado a la agenda, porque se trata de una discriminación que además viola recomendaciones de la propia OIT y los convenios 87 y 98, sobre trabajo decente y derecho a sindicalización.



Voy a votar a favor de esta alza del sueldo mínimo, pero no porque efectivamente crea que con 225 mil pesos un trabajador chileno y una familia pueden sobrevivir.



Quiero señalar que en el camino de otorgar mayor dignidad vamos a ir por el fin al lucro, con el objeto de que ningún padre tenga que pagar de su bolsillo, como lo hacen hoy cientos de miles de familias, para tener acceso a educación.



Lo mismo con la reforma tributaria que estamos llevando adelante, espero que con mínimos cambios, a fin de que se cumpla nuestra ya un tanto adolorida consigna de que “el corazón no se toca”. ¡Vamos a ver! No he escuchado el informe del Ministro Arenas respecto de lo que ha sido el proceso de negociación. Espero que no nos quedemos solo con el alma de la reforma tributaria, cuando defendíamos el corazón. ¡Pero eso lo vamos a saber en las próximas horas!



Efectivamente, es necesario un llamado de la CUT, de la Ministra, de este Congreso, a los empleadores. Vienen momentos difíciles en la economía, vienen momentos duros.



Yo espero que en el Presupuesto, si el mundo privado y la economía se constriñen a aquellas actividades que legítimamente desarrollan empleo, ojalá haya más inversión pública, para que no sean los trabajadores los que tengan que pagar los vaivenes de la economía.



Es posible que tengamos un crecimiento magro, cercano al 2,5 por ciento, o inferior, que no es, por cierto, el que tuvo el Presidente Piñera los primeros años. Pero es una tendencia a la baja que viene desde el año 2010. No es responsabilidad de este Gobierno ni de la reforma tributaria; es una tendencia económica y macroeconómica que ya existía.



Voto a favor, señor Presidente, diciéndoles a los trabajadores que nada se ha conseguido sin lucha. Tengo la convicción de que la posibilidad de seguir aumentando el sueldo mínimo, de elevar los 250 mil, de continuar subiendo a condiciones dignas, será motivo de afán, de movilización, de ejercicio efectivo de los derechos bajo todas las formas de lucha, espero que no como la que dio Marco Cuadra, pero sí a través de la movilización, que es totalmente legítima.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!



¡No más AFP!

El señor MOREIRA.- ¡Y matrimonio igualitario…!

)--------------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Jorge Pizarro pueda reemplazarme temporalmente en la testera.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pizarro, en calidad de Presidente accidental.

)-------------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).-
 Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer, para fundamentar su voto.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, estoy un poco sorprendida, porque parece que es verdad el dicho que señala “otra cosa es con guitarra”. 



Creo que una de las cosas importantes en política es la consecuencia -ser consecuente con lo que uno cree, con las convicciones que tiene-, pero también la forma en que uno actúa en política.



Y a mí me llama profundamente la atención que las bancadas de enfrente, que el año pasado votaron en contra de un alza del sueldo mínimo que era bastante, pero bastante más elevada que la que se propone en esta oportunidad, ahora digan que hay que votar a favor porque, de lo contrario, el monto del ingreso mínimo será menor. Y bueno, eso el año pasado era igual. 



Entonces, no sé cuál es la diferencia. No entiendo la diferencia entre el año pasado y este.



Ahora se señala que la situación económica es distinta, que viene a la baja.



Bueno, pero el responsable de cómo se dan las señales políticas y económicas en un país es el Gobierno. 



El 2013, en forma majadera, se planteó si era posible realmente vivir con el sueldo mínimo, si este era suficiente. Pues bien, yo hago la misma pregunta este año: ¿es posible vivir adecuadamente con 225 mil pesos? Yo creo que no, y pienso que la discusión es exactamente la misma que la del año pasado. 



Me parece que a la política le hace mal cuando nosotros cambiamos de discurso dependiendo de si el que habita en La Moneda es de nuestro mismo bloque o es de uno diferente.



Estimo que la consecuencia en política es muy importante, porque significa responsabilidad con el país. Se ha dicho mucho, señor Presidente, que la actual Oposición es una oposición que no quiere ayudar, que le dice a todo que no. Y yo veo una Oposición completamente distinta.



Nosotros podríamos ser tremendamente demagógicos y populistas y decir ahora que vamos a votar en contra del salario mínimo, porque la verdad es que no se puede vivir con su monto. 



Y estaríamos en una posición superbuena para salir en las radios y pronunciar discursos diciendo que “en realidad, no se puede vivir así, que este Gobierno es egoísta y no siente cómo viven los trabajadores con el sueldo mínimo”.



Lo cierto es que eso sería bastante fácil, señor Presidente. Pero no deseamos hacerlo, porque somos una Oposición responsable que quiere apoyar a Chile, más allá de respaldar las decisiones que toma el Ejecutivo.



En momentos en que votamos a favor de una iniciativa del Gobierno, respecto a la cual probablemente para nosotros sería mucho más fácil pronunciarnos en contra y salir en todos los canales de televisión despotricando contra la actual Administración diciendo que el salario mínimo es muy bajo, es importante tener presente que estamos siendo responsables.



¡Y vaya que lo somos! Recién el 2016 se va a llegar a los 250 mil pesos que se pedían el año pasado. ¿Y por qué? Porque ahora se afirma que ese incremento afecta el empleo. ¿Y el año pasado no era así? ¡Era exactamente igual!



En consecuencia, pido un poco de conciencia con el país, y también con la política, pues, si cada vez que nos cambiamos de silla modificamos nuestro discurso, la gente terminará no entendiendo nada. La verdad es que ni siquiera se vive bien con 250 mil pesos, cantidad a la que se llegará recién el 2016.



El 2007 -como recordaba el Senador Navarro- se habló de un salario ético de 250 mil pesos. ¡El 2007! Han pasado bastantes años y el Gobierno plantea que recién el 2016 se entregará esa cifra.



¿Entonces, esto depende solo de la voluntad del Ejecutivo? Yo podría decir que sí, que la actual Administración no siente la situación de los trabajadores, quienes tienen que vivir con ese pequeño salario. Pero sabemos que hay otros efectos. 



Insisto: nosotros hacemos una oposición tremendamente responsable. ¡Y espero -lo señalo por su intermedio, señor Presidente- que los dos Secretarios de Estado que en este momento hablan por teléfono se acuerden de esto…!



Ministra, los estamos apoyando, y para nosotros sería bastante más fácil manifestar que “esto es poco”, porque lo es. Quisiéramos más, sí. No obstante, entendemos que el empleo, que está bajando, es tomado en cuenta por el Ejecutivo. 



Ahora, no entiendo por qué esto era distinto el año pasado.



Eso no debemos olvidarlo: cuando uno está en el Gobierno o en la Oposición, siempre debe ser responsable, y no solamente pararse al lado y “bailar con la bonita”, sino también ser consecuente y decir que el año pasado la Nueva Mayoría, que ahora es Gobierno y antes Oposición, votó en contra de un aumento harto más grande que el que ahora se propone. Y, si mal no recuerdo, llegamos incluso hasta el veto.



Sin embargo, hoy día les estamos entregando nuestro voto a favor, pues somos responsables. ¡Somos una Oposición responsable! No somos una Oposición que niega la sal y el agua, sino una con la que se puede trabajar, e incluso conversar temas en los cuales no concordamos, como ocurrió la semana pasada con el proyecto que establece la figura del interventor educacional para las universidades. Respecto de esto también nos hallamos dispuestos a dialogar.



En verdad, parece que “otra cosa es con guitarra”, porque para las bancadas de enfrente el año pasado un aumento de 10 mil u 8 mil 500 pesos reales era poco, en circunstancias de que ahora un incremento de 3 mil 660 pesos es bueno. ¡No lo entiendo! No sé por qué el año pasado 10 mil pesos resultaban insuficientes y ahora se acepta un poco más de 3 mil. No lo comprendo, excepto si “otra cosa es con guitarra” y que cuando uno está en el Gobierno tiene que ser responsable.



Las Administraciones van cambiando, y espero que después nos acordemos, a raíz de la discusión del proyecto de ingreso mínimo de todos los años, que cuando la Nueva Mayoría estaba en el poder votó a favor de este aumento, y lo celebró.



Entiendo lo que dice la Ministra: quizás se pusieron otras cosas sobre la mesa. No obstante, el salario mínimo es el salario mínimo, y este hoy día solo se eleva en 3 mil 660 pesos, ¡3 mil 660 pesos reales! Así es.



Está bien, nosotros votaremos a favor de esta iniciativa porque entendemos que hay una dificultad con el empleo en el país. Y una de las mejores formas de que dispongamos de movilidad social es que exista trabajo.



Por cierto, percibimos que hoy día el Gobierno tiene un problema con las señales que envía a la economía. Él es responsable por lo que pasa en Chile, y nosotros lo vamos a apoyar. Pero el próximo año, el que viene o en cinco años más no debemos olvidar que algunas veces las bancadas de este lado asumen la responsabilidad de gobernar y que después les toca a las bancadas de enfrente, y así, sucesivamente.



Siempre tenemos que ser consecuentes y responsables, y no rasgar vestiduras porque se es Oposición, para después, cuando se esté en el poder, darse cuenta de que en realidad el incremento que se pedía no era factible.



Reitero: hemos de ser siempre responsables, señor Presidente. ¡Y porque somos una Oposición responsable, votamos a favor del proyecto, aunque quizás sería más fácil decir que “3 mil 660 pesos reales es poco”!

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a la Ministra del Trabajo y al ex Senador y Ministro de Justicia, quienes nos acompañan en esta sesión.



En seguida, me gustaría no solo complementar lo que planteó la Senadora Ena von Baer, sino también traer a colación una situación que hemos conversado en este Senado desde hace bastantes años y que analizamos en el Gobierno pasado, junto con el Senador Zaldívar.



Se trata del aporte que entrega el Estado a las asignaciones familiares.



En este proyecto observo que, en verdad, los trabajadores que tengan a sus hijos y a su cónyuge como cargas, o a otras, recibirán un exiguo aumento. Por ejemplo, las personas cuyo ingreso mensual supere los 236 mil 94 pesos y no exceda los 344 mil 840 percibirán 5 mil 672 pesos por carga, y quienes ganen más de 344 mil 840 pesos y no sobrepasen los 537 mil 834 obtendrán 1.793 pesos por carga, a contar del 1 de julio de 2014.



Lo planteé el año pasado y lo vuelvo a hacer hoy día: en todas partes el kilo de pan está sobre los mil pesos. Entonces, debemos analizar profundamente lo relativo al incremento que propone hacer el Estado a las asignaciones familiares.



Por eso, si estamos llegando a acuerdo en la reforma tributaria en temas muy importantes, fundamentalmente en lo educacional, es preciso señalar que hay que apoyar a las familias con más cargas. No puedo dejar de llamar la atención por ello a la señora Ministra, a quien le deseo el mayor de los éxitos en su labor, porque es una mujer que ha realizado un esfuerzo muy grande, desde hace muchos años, especialmente en Paz Ciudadana, advirtiendo sobre los problemas existentes en nuestro país. Y lo mismo le deseo a nuestro excolega y hoy Ministro de Justicia, quien igualmente estuvo a cargo de esa Cartera en un período anterior.



No obstante, además, quiero pedirles su apoyo en esto.



Aquí se ha hablado del sueldo mínimo. ¡Perfecto! Ojalá que este experimente el mayor incremento y que ello no afecte el empleo. Sin embargo, las cifras indican, por ejemplo, que el año 2015 quienes ganen sobre 369 mil 362 pesos sin exceder de 576 mil 80 pesos recibirán 1.920 pesos por carga. ¡Perdónenme! Esto lo debemos analizar.



Una persona que percibe 369 mil pesos mensuales no es rica, ni mucho menos, como tampoco de clase media. Muchas veces se trata de alguien vulnerable. Y, por lo tanto, decirle que el Estado lo va a ayudar con 1.920 pesos por carga, la que el año 2016 subirá a 1.992 pesos -o sea, 70 pesos-, es algo con lo que no estoy de acuerdo. 



Sé que hay que cuidar los equilibrios económicos, que deben existir los recursos, que es importante que el país siga creciendo. Pero creo que en ello el Estado se encuentra al debe, y precisamos ver de qué manera podemos generar los recursos suficientes para mejorar las asignaciones familiares, sobre todo de quienes tienen más necesidades, porque los que ganan sobre 537 mil pesos no reciben aportes por cargas familiares.



Hago un llamado al Gobierno respecto a una materia en la que creo que todos estaremos de acuerdo: debemos buscar los recursos para apoyar a las personas con más hijos y mayores necesidades. 



Así que voy a votar favorablemente esta iniciativa.



No deseo entrar en una discusión que ya se ha dado como corresponde. El año pasado hubo que llegar a un veto, sin embargo, se dio un reajuste bastante mayor: 8,8 por ciento. Este año se ofrece 7,1, e igual incremento para el próximo año, ¡pero el 2016 baja a 3,7 por ciento! 



Los Ministros de Hacienda tendrán sus razones para ello. 



La UDI aprobará el reajuste del ingreso mínimo mensual. Nunca dejamos de hacerlo, ¡nunca!, tanto en los Gobiernos de la Concertación como en la Administración del Presidente Piñera. 



No obstante, formulo un especial llamado de atención: busquemos la manera de obtener los dineros necesarios a efectos de incrementar las asignaciones familiares de las personas más vulnerables de nuestro país.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (36 votos a favor), y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto positivo del Senador señor De Urresti. 



Damos las gracias a la señora Ministra del Trabajo, y también a los dirigentes de la Central Unitaria de Trabajadores, quienes nos han acompañado durante esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín N° 9.333-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión Mixta constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología; Fonoaudiología; Enfermería; Obstetricia y Puericultura; Nutrición y Dietética; Tecnología Médica, y Terapia Ocupacional (boletín N° 3.849-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.

)---------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día. 



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, dándole a conocer antecedentes a fin de que entregue información sobre EFECTOS DE REFORMA TRIBUTARIA EN MATERIA DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS. 



Del señor DE URRESTI:



A la señoras Ministras de Desarrollo Social y del Trabajo y Previsión Social y al señor Superintendente de Seguridad Social, requiriéndoles informar acerca de CANTIDAD DE MUJERES QUE PIERDEN DERECHO A CUOTA MORTUORIA AL OPTAR A PENSIÓN SOLIDARIA, Y MEDIDAS DESTINADAS A ELIMINAR ESA INCOMPATIBILIDAD. A la señora Ministra de Desarrollo Social, para que entregue antecedentes en cuanto a CUMPLIMIENTO DE COMPROMISOS INTERNACIONALES SOBRE PROTECCIÓN DE PATRIMONIO DE PUEBLOS ORIGINARIOS POR PROYECTO DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA OSORNO. Al señor Ministro de Justicia, con el objeto de consultar por INSTALACIÓN DE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL CREADOS EN CONTEXTO DE LEY N° 20.554, EN ESPECIAL LOS DE CORRAL Y MÁFIL. Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole antecedentes acerca de MEDIDAS ADOPTADAS POR MOP PARA MANTENER Y MEJORAR CAMINO EN SECTOR MOLCO, COMUNA DE VALDIVIA. A los señores Ministro de Obras Públicas, Alcalde de Valdivia y Superintendente del Medio Ambiente, para que remitan antecedentes relativos a PERMISOS DE EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS, DESDE 2012, EN RIBERA DE RÍO SAN PEDRO. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole informar sobre ACCIONES DE DIRECCIÓN DE OBRAS PORTUARIAS PARA PROTECCIÓN DE ÁREA DE BATERÍA EN FUERTE NIEBLA, COMUNA DE VALDIVIA. A la señora Ministra de Salud, para que remita antecedentes sobre SITUACIÓN DE DON DONATO RODAS GALLARDO, CUYA LICENCIA MÉDICA FUE RECHAZADA POR COMPIN, EN COMUNA DE VALDIVIA. Al señor Superintendente del Medio Ambiente, solicitándole enviar resultados de FISCALIZACIONES A CONSTRUCCIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA OSORNO. Al señor Director del Servicio de Evaluación Ambiental, pidiéndole información relativa a EXISTENCIA DE RESOLUCIÓN O PERMISO AMBIENTAL PARA EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN SECTOR MOLCO, COMUNA DE VALDIVIA y sobre PROYECTOS CON IMPACTO EN SITIOS DE SIGNIFICADO CULTURAL PARA PUEBLOS ORIGINARIOS. Al señor Director Nacional de la CONADI, preguntándole si hubo CUMPLIMIENTO DE CONVENIO 169 DE OIT EN PROCESO DE EVALUACIÓN Y APROBACIÓN DE PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA OSORNO. Al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, solicitándole informar sobre ACCIONES DESTINADAS A PROTEGER ÁREA DE BATERÍA EN FUERTE NIEBLA, COMUNA DE VALDIVIA, Y SOBRE ETAPA DE DECLARACIÓN DE DICHO MONUMENTO COMO PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD. Y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, pidiéndole indicar PROCEDIMIENTO PARA PROTECCIÓN DE SITIOS CEREMONIALES DE PUEBLOS INDÍGENAS APLICABLE DURANTE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL.



Del señor LAGOS:



A la señoras Directora Nacional y Directora Zonal Centro Norte de FONASA, requiriéndoles estudiar AUMENTO DE CUPOS PARA PROGRAMAS DE FERTILIDAD EN REGIÓN DE VALPARAÍSO.
)----------(



--Se levantó la sesión a las 18:48.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción.
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MEJORAS PARA EL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL

(9.238-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que la Comisión trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor José Antonio Gómez, y los asesores, señora Paola Sais y señor José Miguel Poblete.





De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la asesora, señorita Patricia Orellana.





Del Instituto Igualdad, el asesor, señor Carlos Zambrano. 

- - -


Cabe hacer presente que la Sala del Senado dispuso que el proyecto de ley fuera conocido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y por la de Hacienda, en su caso.


Una vez que la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento despachó su informe, la Sala del Senado lo aprobó en general en sesión de 1 de julio de 2014. Esta última, en la misma ocasión, envió la iniciativa a la Comisión de Hacienda para el cumplimiento del trámite reglamentario pertinente. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La idea central del proyecto consiste en otorgar determinados mejoramientos económicos y de elevación de grados en la planta al personal del Servicio Médico Legal, en cumplimiento a los acuerdos alcanzados por el Ejecutivo con las Asociaciones de Profesionales y de Funcionarios de dicha institución.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo al conocimiento de las disposiciones del proyecto de ley, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, manifestó que en la iniciativa se plasman acuerdos suscritos entre las Asociaciones de Profesionales y de Funcionarios del Servicio Médico Legal con el Gobierno, en los meses de octubre y noviembre del año 2013. En virtud de ellos se introducen, en general, ajustes a la planta con el objeto de mejorar la situación de los funcionarios de menor graduación. Adicionalmente, se contempla instituir un bono especial para los profesionales del Servicio regidos por la ley Nº 15.076; otorgar un bono extraordinario a los auxiliares y administrativos de la institución, estableciendo incentivos adicionales para quienes tienen cierta antigüedad en el ejercicio de sus cargos y para quienes laboran en regiones extremas, y facultar al Director Nacional del Servicio para que en un plazo de 90 días proceda al reencasillamiento de los funcionarios, de forma tal de hacer efectiva la elevación de grados.


Hizo énfasis en que el incremento de grados que se propone representa un viejo anhelo de los funcionarios del Servicio, quienes se desempeñan a lo largo de todo el país.

Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del proyecto de ley en su totalidad -consta de un artículo único y seis disposiciones transitorias-, en los términos en que fuera despachado en general por la Sala del Senado.

Artículo único


Es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Los grados iniciales y superiores para las plantas que a continuación se indican, contenidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Técnicos: Grados 21° y 9°


Planta de Administrativos: Grados 23° y 11°


Planta de Auxiliares: Grados 24° y 18°.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero


Prescribe lo siguiente:


“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, modifique las plantas de personal correspondiente a los técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, fijadas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, pudiendo aumentar hasta en dos grados los cargos desempeñados por titulares, a la fecha de publicación de esta ley. Para estos efectos, creará y suprimirá en las respectivas plantas los cargos correspondientes. Asimismo, podrá modificar los requisitos para el ingreso y promoción en esas mismas plantas, establecidos en el artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley.”.

Artículo segundo


Textualmente, prescribe:


“Artículo segundo.- El encasillamiento del personal titular a que se refiere el artículo anterior, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de esta ley en los cargos que se creen en virtud de la facultad correspondiente, se efectuará por resolución del Director Nacional, por estricto orden del escalafón vigente a esa misma data, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que modifique las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal. El referido encasillamiento surtirá efectos desde el primer día del mes siguiente a la total tramitación de la o las resoluciones que lo practiquen.


El encasillamiento quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de cesación de funciones, de supresión o fusión de cargos, ni de término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, modificación de los derechos previsionales, ni disminución de las remuneraciones. Cualquier diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo y el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.”.

Artículo tercero


Es del siguiente tenor:


“Artículo tercero.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible de $182.523.- a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, de planta y a contrata, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante el año 2013 recibieron la asignación de estímulo a la función pericial médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065.


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor.


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial esta ley.”.

Artículo cuarto


Su contenido literal es el que sigue:


“Artículo cuarto.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible, en los meses de diciembre de 2014 y diciembre de 2015, a los profesionales funcionarios regidos por la ley N°15.076, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante dichos años reciban la asignación de estímulo a la función médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065. El monto de este bono será de $78.224.- en diciembre de 2014 y de $ 52.149.- en diciembre de 2015. A dichos montos les será aplicable el reajuste general que se otorgue a los trabajadores del sector público. 


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor. 


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes a diciembre de dichos años. 

Artículo quinto


Textualmente dispone:


“Artículo quinto.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los funcionarios de planta y a contrata afectos a la escala única de sueldos establecida en del decreto ley N° 249, de 1974, que se encuentren en los grados topes de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, de acuerdo a las siguientes condiciones:


a) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha tenían menos de quince años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $360.000.- para los técnicos y de $290.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $400.000.- para los técnicos y de $340.000.- para los administrativos.


b) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha hayan cumplido quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $540.000.- para los técnicos y de $440.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $580.000.- para los técnicos y de $480.000.- para los administrativos.


c) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en el grado tope de la planta de auxiliares o asimilados a él, el bono será de $200.000.-. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $220.000.- para los auxiliares.


d) Para los funcionarios de planta y a contrata de los estamentos de técnicos y administrativos que al 31 de diciembre de 2013  tenían quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, y que durante el mes de enero de 2014 hayan cambiado en un grado accediendo al grado tope de dichos estamentos, el bono será de $380.000.- para los técnicos y de $300.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona señalada en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $350.000.- para los administrativos. 


La nómina de los funcionarios que cumplan las condiciones para percibir este bono extraordinario será determinada mediante resolución exenta emitida por el Director Nacional del Servicio Médico Legal.


Este bono extraordinario en ningún caso será acumulable de acuerdo a las distintas letras del presente artículo; será pagado en una sola cuota, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial la presente ley, y será imponible sólo para efectos de pensiones.”.

Artículo sexto


Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que el presente proyecto propone durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Médico Legal. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pueda financiarse con esos recursos. En los años posteriores, los recursos necesarios se consultarán en las respectivas leyes anuales de presupuestos del Sector Público.


Puestos en votación el artículo único y los seis artículos transitorios de la iniciativa, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 13 de enero de 2014, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley busca materializar y complementar los dos acuerdos suscritos con las Asociaciones de Profesionales y de Funcionarios del Servicio Médico Legal en los meses de octubre y noviembre de 2013.

En efecto, sin perjuicio de que el primer acuerdo (que consistió en aumentar el porcentaje del bono de asignación de estímulo a la función pericial médico-legal en forma gradual desde 50% a 110% en tres años) se materializó en el artículo 37 de la ley N° 20.717, de reajuste para los trabajadores del Sector Público, no se incluyó en dicha ley el inicio del referido aumento porcentual a partir de diciembre de 2013.

Por su parte, el segundo acuerdo comprometió el aumento de los topes superiores del personal auxiliar, técnico y administrativo, a objeto de permitir que aquellos funcionarios pertenecientes a dichos estamentos, que cumplan determinados requisitos, puedan acceder a mejores grados.

2. Para subsanar la situación del primer acuerdo, el proyecto de ley concede, por una sola vez, un bono especial no imponible de $182.523 a los profesionales funcionarios regidos por la Ley N°15.076, de planta y a contrata, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante el año 2013 hayan recibido la asignación de estímulo a la función pericial médico legal.

3. En relación al segundo compromiso, el proyecto de ley faculta al Presidente de la República para modificar el Decreto con Fuerza de Ley que contiene la planta del Servicio Médico Legal en lo que a personal técnico, administrativo y auxiliar se refiere, para incrementar en dos grados los topes superiores de los grados correspondientes a la planta de técnicos y administrativos, y en un grado la de los auxiliares.

4. Asimismo, se establece que en el mismo acto administrativo, el Presidente de la República podrá aumentar hasta en dos grados los cargos desempeñados por titulares a la fecha de publicación de la ley.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

La entrada en vigencia del proyecto de ley irroga los siguientes costos por año:

                                                 Miles de $ 2014

	
	Primer año
	En régimen

	Bono especial
	34.857
	0

	Aumento de grados
	128.331
	128.331


El mayor gasto que irrogue el proyecto de ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Médico Legal y en los años posteriores, los recursos necesarios se consultarán en las respectivas leyes anuales de presupuestos del Sector Público.”.

Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera en general la Sala del Senado. Su texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Los grados iniciales y superiores para las plantas que a continuación se indican, contenidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Técnicos: Grados 21° y 9°


Planta de Administrativos: Grados 23° y 11°


Planta de Auxiliares: Grados 24° y 18°.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, modifique las plantas de personal correspondiente a los técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, fijadas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, pudiendo aumentar hasta en dos grados los cargos desempeñados por titulares, a la fecha de publicación de esta ley. Para estos efectos, creará y suprimirá en las respectivas plantas los cargos correspondientes. Asimismo, podrá modificar los requisitos para el ingreso y promoción en esas mismas plantas, establecidos en el artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley.


Artículo segundo.- El encasillamiento del personal titular a que se refiere el artículo anterior, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de esta ley en los cargos que se creen en virtud de la facultad correspondiente, se efectuará por resolución del Director Nacional, por estricto orden del escalafón vigente a esa misma data, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que modifique las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal. El referido encasillamiento surtirá efectos desde el primer día del mes siguiente a la total tramitación de la o las resoluciones que lo practiquen.


El encasillamiento quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de cesación de funciones, de supresión o fusión de cargos, ni de término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, modificación de los derechos previsionales, ni disminución de las remuneraciones. Cualquier diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo y el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


Artículo tercero.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible de $182.523.- a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, de planta y a contrata, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante el año 2013 recibieron la asignación de estímulo a la función pericial médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065.


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor.


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial esta ley.



Artículo cuarto.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible, en los meses de diciembre de 2014 y diciembre de 2015, a los profesionales funcionarios regidos por la ley N°15.076, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante dichos años reciban la asignación de estímulo a la función médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065. El monto de este bono será de $78.224.- en diciembre de 2014 y de $ 52.149.- en diciembre de 2015. A dichos montos les será aplicable el reajuste general que se otorgue a los trabajadores del sector público. 


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor. 


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes a diciembre de dichos años. 


Artículo quinto.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los funcionarios de planta y a contrata afectos a la escala única de sueldos establecida en del decreto ley N° 249, de 1974, que se encuentren en los grados topes de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, de acuerdo a las siguientes condiciones:


a) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha tenían menos de quince años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $360.000.- para los técnicos y de $290.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $400.000.- para los técnicos y de $340.000.- para los administrativos.


b) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha hayan cumplido quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $540.000.- para los técnicos y de $440.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $580.000.- para los técnicos y de $480.000.- para los administrativos.


c) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en el grado tope de la planta de auxiliares o asimilados a él, el bono será de $200.000.-. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $220.000.- para los auxiliares.


d) Para los funcionarios de planta y a contrata de los estamentos de técnicos y administrativos que al 31 de diciembre de 2013  tenían quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, y que durante el mes de enero de 2014 hayan cambiado en un grado accediendo al grado tope de dichos estamentos, el bono será de $380.000.- para los técnicos y de $300.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona señalada en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $350.000.- para los administrativos. 


La nómina de los funcionarios que cumplan las condiciones para percibir este bono extraordinario será determinada mediante resolución exenta emitida por el Director Nacional del Servicio Médico Legal.


Este bono extraordinario en ningún caso será acumulable de acuerdo a las distintas letras del presente artículo; será pagado en una sola cuota, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial la presente ley, y será imponible sólo para efectos de pensiones.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Médico Legal. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pueda financiarse con esos recursos. En los años posteriores, los recursos necesarios se consultarán en las respectivas leyes anuales de presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 7 de julio de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA EL TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS 

(7.908-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro, con urgencia calificada de “simple”, el 1 de julio de 2014.
- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En relación con esta materia, el inciso cuarto del artículo 192 bis, del artículo único de este proyecto de ley,  que se introduce en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, deberá votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, como norma de ley orgánica constitucional requiriendo, para su aprobación, modificación o derogación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, por incidir en las funciones y atribuciones de las Municipalidades. 

- - - - - - - -


Asistieron además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero y Alfonso De Urresti Longton.

 - - - - - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Oscar Carrasco; de la Asesora Legislativa del Ministro, señora Paola Tapia y de la Asesora del Ministro, señora Carla Vásquez. 


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosemblum y señores Alberto Jara y Emardo Hantelmann; del Honorable Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Matta, señora Natalia Raggio y señor Miguel Urreo y de la Segpres, señora Mariana Fernández y señor Octavio del Favero.

- - - - - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Ninguno


II.- Indicación aprobada sin modificaciones: la signada con el número 8 bis.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Las signadas con los números 3, 4, 4 bis, 5, 6, 7, 8, 9, 11 bis, 12 y 14. 


IV.- Indicaciones rechazadas: Las signadas con los números 1, 2, 10, 11 y 13.


V.- Indicaciones retiradas: La signada con el número 1 bis.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - - - - - - - -


Dejamos constancia, que mediante oficio Nº 30, de fecha 20 de mayo, de 2014, se solicitó la opinión de la Contraloría General de la República, en relación al alcance de la atribución municipal relativa al derecho de aseo y ornato.

- - - - - - - - -


Durante la discusión del proyecto fueron invitados a exponer sus puntos de vista las siguientes entidades:


- Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM). Asistió el Abogado, señor Malik Mograby.


- Asociación de Municipalidades de Chile (AMUCH). El Director Ejecutivo, señor Andrés Chacón, se excusó y envió por escrito su presentación.

PRESENTACIÓN DE LA ASOCIACIÓN CHILENA DE MUNICIPALIDADES (ACHM)


El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, inició su presentación manifestando que esta iniciativa legal, es una propuesta loable como medida de protección al medio ambiente, no obstante, requiere de otras medidas adicionales para que sea efectivo su resultado final, para lo cual resulta necesaria la colaboración de la ciudadanía, de las empresas privadas, de las autoridades públicas y de las fuerzas de orden público.


Informó que en la Región Metropolitana, existen diversos vertederos ilegales, cuya distribución por comuna es la siguiente:


2 VERTEDEROS: Estación Central, Huechuraba, Padre Hurtado, Paine y San José de Maipo. 


3 VERTEDEROS: Pirque, Cerro Navia, La Pintana, Lampa, Colina, Maipú y Lo Espejo;


5 VERTEDEROS: Quilicura y Buin;


6 VERTEDEROS: Renca;


8 VERTEDEROS: Puente Alto, Cerrillos y Pudahuel, y 


9 VERTEDEROS: San Bernardo;


Total 80


En seguida, manifestó en relación al rol de los municipios, que consiste en otorgar permiso, para el transporte de residuos domiciliarios y sólidos e inertes, hacia vertederos autorizados, en cuyo caso las personas que realicen dicho transporte, deberán circular con el permiso municipal respectivo, que su implementación será bastante compleja, porque cada vez que un vecino requiera trasladar la basura a un punto limpio para el reciclaje o a un centro de reciclaje, necesitaría una autorización por parte de la municipalidad respectiva.

Proposición de la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM)


1.- Educar a la población y difundir los impactos negativos que pueden ocasionar los desechos en el medio ambiente. La educación y la difusión tienen que ser una medida permanente en el tiempo, y no limitarla a fechas específicas, como el día de la tierra, el día de reciclaje, etc.


2.- Medidas sancionatorias. Será necesario establecer sanciones elevadas al propietario del vehículo que transporta los residuos de cualquier tipo por no contar con la autorización o que arroja en lugares no autorizados.


3. En relación a la sanción, es necesario precisar si su aplicación será sólo por el hecho de transportar los desechos o cuando efectivamente fueron depositados en una vía pública, sitios eriazos, o en cualquier otro lugar que no tiene la autorización sanitaria. Lo razonable es sancionar por arrojar en los lugares no autorizados.


4. Establecer sanciones elevadas a los propietarios de los vertederos ilegales. Hay una nueva propuesta legislativa Boletín N°9.352-11. Lo razonable es romper toda la cadena.


5. Fomentar el reciclaje y con ello disminuir el volumen de los desechos que terminan arrojados en los vertederos.


6. Mayor dotación de personal para fiscalizar, porque hay escasez de personal para esta labor. La fiscalización debe ser coordinada entre distintas autoridades para que sea más efectiva. Por ejemplo, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones.

MINUTA DE LA ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES DE CHILE (AMUCH)


La Asociación de Municipalidades de Chile, (AMUCH), fue invitada a exponer a la Comisión y remitió la siguiente minuta:


Aspectos generales:


- En nuestro país, el manejo de los residuos sólidos constituye una preocupación, toda vez que su mal manejo contribuye a deteriorar el medio ambiente y produce una gran afectación de la calidad de vida de los ciudadanos y ciudadanas.


- En la actualidad, la situación afecta a diversas comunas del país, como consecuencia del transporte de desechos hacia vertederos clandestinos, la falta de recursos para su mejor tratamiento y un marco regulatorio que no contribuye a su mitigación. Todo lo cual afecta el medio ambiente y al patrimonio nacional por depósitos de basura, desechos o residuos de cualquier tipo en las vías públicas y sitios eriazos de las diversas comunas del país.


- El actual marco regulatorio que regula el manejo de residuos sólidos en el país está compuesto por normas establecidas en el Código sanitario, el decreto ley N° 3.063/1979, Ley de Rentas Municipales, la Ley Orgánica de Municipalidades, leyes que regulan la función del Ministerio del Medio Ambiente y diversos Decretos Supremos del Ministerio de Salud y del propio Ministerio del Medio Ambiente.

- El actual marco regulatorio da cuenta de que se ha hecho un esfuerzo importante por avanzar en el manejo de residuos  domiciliarios, sin embargo, ello no es suficiente. Existen nuevos desafíos y problemáticas que enfrentar. 


- La gran mayoría de los municipios,  restringen su gestión al tratamiento de residuos domiciliarios y no han fomentado la prevención de su generación a lo que contribuyen negativamente acciones que desincentivan iniciativas de reciclaje.


- A pesar de lo anterior, reconocemos el esfuerzo de este proyecto de Ley Marco para la gestión de residuos sólidos y de responsabilidad extendida del productor,  el interés real por querer mejorar el sistema y con ello facilitar la gestión de las comunas del país.

- Respecto del boletín N°7.908-15:


Artículo 192 bis.- Las mismas penas de multa y de suspensión de licencia o inhabilidad para obtenerla, establecidas en el artículo anterior, se aplicarán a quien encargue o realice, en vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos, o hacia vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. 


Si el transporte, traslado o depósito se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en los incisos anteriores, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156
 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


Cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo incurriendo en las conductas descritas en el inciso primero podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile o el Ministerio Público, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del tribunal competente.”.”.
Observaciones al proyecto:


1.- Para efectos de determinar la infracción de norma se hace necesario que el tipo legal se haga cargo de distinguir el transporte, traslado o depósito que cuente con la debida autorización municipal y la respectiva copia de la resolución sanitaria del artículo 81 del Código Sanitario.


Existe una indicación al proyecto en tal sentido.


2.- También se propone en indicaciones al proyecto:


a) Que sólo se podrán depositar o verter escombros en aquellos depósitos que cuenten con la respectiva autorización municipal.


b) Licencia Especial otorgada por la Municipalidad para que un predio pueda ser utilizado como depósito de escombros.


c) Creación de un Registro Público, llevado por la respectiva Municipalidad, en el cual deberán inscribirse las personas naturales o jurídicas que se dediquen al transporte de escombros.

Aspectos fundamentales:


En todas estas indicaciones se están entregando obligaciones a los Municipios, pero nada se dice respecto de destinarles recursos y personal para estos efectos. Una inmensa mayoría de las Municipalidades se encuentra con un déficit importante de recursos por lo que es complejo  hacerse cargo de nuevas competencias sin que medien nuevos recursos para su ejecución.


Otro aspecto relevante es que parte de las indicaciones del proyecto no encuentran su correlato con la existencia de las actuales plantas municipales, obsoletas y dentro del marco de una modificación a la Ley de Plantas municipales desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional (SUBDERE).


Finalmente, respecto de la propuesta del Registro Público, nada se dice respecto del procedimiento de inscripción. ¿Qué órgano estaría a cargo del registro?

Respecto del código sanitario:


Se propone, mediante indicación del Honorable Senador señor Bianchi, sustituir el actual artículo 81 del Código Sanitario.


El artículo 81 se refiere a vehículos y sistemas de transporte de materiales, que a juicio del Servicio Nacional de Salud, puedan significar un peligro o molestia a la población y los de transportes de basuras y desperdicios de cualquier naturaleza, deberán reunir los requisitos que el Servicio señale.


Con la sustitución se pretende agregar más controles a dichos vehículos, como por ejemplo:


Deberán contar con guía de despacho detallada de calidad y cantidad de materiales transportados.


Dicha guía debe ser autorizada  por el Servicio Nacional de Salud.


Se establecen multas y penas tanto respecto del traslado o depósito a sitios no autorizados como a quienes administren lugares destinados a tales efectos y que no estén autorizados.

- - - - - - - - - - -

DERECHO COMPARADO


Asimismo, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, tomó conocimiento de la siguiente legislación comparada relativa al tratamiento de desechos:


1.- España, Galicia. Ley N° 10, de 2008, de residuos. Establece sanciones de carácter administrativo, de acuerdo a las infracciones que se clasifican en muy graves, graves y leves. Por ejemplo; “El abandono, vertido o eliminación incontrolados de cualquier tipo de residuos no peligrosos, siempre que no se hubiera puesto en peligro grave la salud de las personas ni se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente.” Es una infracción grave y se sanciona con multa que va desde los 603 a los 31.000 euros; inhabilitación para realizar actividades y cancelación del registro. 


2.- España. Ley N° 22, de 2011, de residuos y suelos contaminados. También establece sanciones de carácter administrativo de acuerdo a las infracciones que se clasifican en muy graves, graves y leves. Ello, sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil que corresponda.


3.- Unión Europea. Directive 2008/99/EC of the European Parliament and of the Council of 19 November 2008. Establece la protección del medioambiente a través del derecho penal. Entre las conductas que se sancionan se encuentra: “the collection, transport, recovery or disposal of waste, including the supervision of such operations and the after-care of disposal sites, and including action taken as a dealer or a broker (waste management), which causes or is likely to cause death or serious injury to any person or substantial damage to the quality of air, the quality of soil or the quality of water, or to animals or plants. Los Estados miembros deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar que los delitos contemplados se castiguen con sanciones penales efectivas, proporcionadas y disuasorias.


4.- Estados Unidos. La autoridad de protección del medioambiente, EPA, califica la acción de verter basura en depósitos ilegales como un crimen. Está regulado en la Protection of the Environment Operations Act 1997, y establece sanciones pecuniarias (multas que van desde los US $750 hasta los US $5.000.000) y en los casos más graves, además de la multa, prisión efectiva por 7 años. (Hace la distinción entre personas naturales y jurídicas).

DISCUSIÓN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 18 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que introduce un artículo 192 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.
ARTÍCULO ÚNICO

Encabezamiento


El encabezamiento aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúcese en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, el siguiente artículo 192 bis:”


A este encabezamiento se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 1 y 1 bis.

Indicación Nº 1


1.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazar la expresión “192 bis” por “196 B”.


Se explicó que esta indicación tiene por finalidad cambiar de ubicación la norma que regula esta materia.


El Ejecutivo hizo presente que es preferible mantener la ubicación actual de la norma, ya que el artículo 196 B sanciona la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110 relativo a la conducción en estado de ebriedad.


- En votación esta indicación, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier y Ossandón y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García Huidobro y Pizarro.

Indicación Nº 1 bis


1 bis.- Del Honorable Senador señor García Huidobro, para sustituir el encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, las siguientes modificaciones:


1.- Agregar el siguiente artículo 192 bis, nuevo:”.


Se explicó que el actual artículo 192 se refiere a la falsificación, materia ajena a esta iniciativa legal.


Esta indicación fue retirada por su autor.


Vuestra Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Ossandón y Pizarro, sustituir el encabezamiento del artículo único, por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, los siguientes artículos:”


Esta modificación se efectuó por razones meramente formales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo 192 bis


El artículo 192 bis, en su inciso primero, aprobado en general por el Honorable Senado, señala que las mismas penas de multa y de suspensión de licencia o inhabilidad para obtenerla, establecidas en el artículo anterior, se aplicarán a quien encargue o realice, en vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos, o hacia vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. 


A este inciso primero se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 2 y 3.
Indicación Nº 2


2.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituir su denominación por la de “Artículo 196 B.-”.

- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Ossandón y Pizarro.

Indicación Nº 3

3.- De la Honorable Senadora señora Goic, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el depósito de residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos, o en vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales, será sancionado con la suspensión de la licencia de conductor o inhabilidad para obtenerla, hasta por 5 años, y con multa de 20 a 100 unidades tributarias mensuales.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, hizo presente que esta norma conlleva la aplicación de una multa muy alta y además sanciona al que encargue el depósito de desechos con la suspensión de la licencia de conducir o con la inhabilidad para obtenerla por el plazo de 5 años, lo que resulta curioso, porque la licencia se puede suspender al que conduce, al que transporte, pero no a la persona que encarga el traslado, porque no ha cometido una infracción de tránsito, sin perjuicio de que debe ser sancionada con una multa.


En seguida, señaló que una persona no puede ser sancionada con una suspensión de licencia para conducir hasta por 5 años por el hecho de botar desechos en lugares clandestinos o ilegales. Dicha sanción es muy similar a la que se aplica por el delito de manejo en estado de ebriedad y resulta desproporcionada para estos casos.


El Honorable Senador señor Pizarro recordó que durante la discusión en la Sala se analizó la responsabilidad del que traslada y del que encarga o contrata y la indicación en debate plantea que al que encarga el traslado de estos desechos se le debe aplicar la misma sanción que al que transporta los desechos. 


El delito se comienza a ejecutar desde que se contrata a una persona para que vaya a depositar en un vertedero clandestino los desechos. Esta norma es una forma de inhibir a la persona que es dueña de los desechos y encarga su traslado.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que esta indicación tiene por finalidad rebajar la multa y establecer una graduación. En la discusión en la Sala se hizo presente que la multa establecida en el proyecto de ley era muy alta para aplicar a los carretoneros.  


A continuación, propuso precisar que el encargo de depositar estos desechos debe ser en lugares ilegales.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que el que encargue el depósito de estos desechos en la vía pública, sitios eriazos o en vertederos ilegales, también debe ser sancionado, a través de la aplicación de una multa.


En consideración al debate anterior, la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros aprobar la indicación, con modificaciones que consisten en aplicar multa y la suspensión de la licencia de conducir o la inhabilidad para obtenerla, sólo al que transporta los desechos y multa al que encarga el traslado. Además, se acordó rebajar las multas propuestas de 2 a 100 unidades tributarias mensuales y agregar dentro de los lugares ilegales para el depósito de los desechos a los bienes nacionales de uso público.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Ossandón y Pizarro.

Inciso segundo


Su inciso segundo dispone que si el transporte, traslado o depósito se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo.


A este inciso segundo se presentaron dos indicaciones signada con los Nos 4 y 4 bis.
Indicación Nº 4

4.- De la Honorable Senadora señora Goic, para sustituirlo por el que se señala:


“Si el depósito se refiere a residuos peligrosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo.”.


El Honorable Senador señor Letelier informó que hay personas que los contenedores de productos agrotóxicos los vierten en los canales y en los ríos. Sin perjuicio de que existen lugares de depósitos autorizados para estos envases de residuo, la ley de agrotóxicos regula el procedimiento que se debe aplicar, por lo que no puede ser ilegal su transporte.


Existe un manual de buenas prácticas agrícolas, algunos agricultores trasladan los desechos a lugares de depósito especial y no existe obligación de contar con un permiso; otros en cambio, los depositan en sus propios terrenos.


El Honorable Senador señor García Huidobro precisó que estos traslados deberían hacerse con una guía de despacho. Los depósitos en los predios se pueden hacer sólo en forma transitoria y deben entregarse en lugares autorizados por sanidad y por el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), y en ese caso corresponde que se emita una guía de despacho, informando el desecho que va en el transporte. 


El Ejecutivo hizo presente que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones cuenta con un reglamento que regula las condiciones en que se deben transportar las sustancias peligrosas, estableciendo una serie de obligaciones de rotulados.


Asimismo, informó que el Boletín Nº 9.094-12, actualmente en tramitación en primer trámite constitucional, en la Cámara de Diputados, establece un marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, incluye diversas modificaciones y aborda el tema de las autorizaciones para estos traslados.


La Comisión acordó rebajar la multa propuesta de 20 a 150 unidades tributarias mensuales si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo,  como lo consigna la norma aprobada en general por el Senado y adicionalmente será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Ossandón y Pizarro.

Indicación Nº 4 bis


4 bis.- Del Honorable Senador señor Lagos, para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, lo siguiente:


“Igual multa se aplicará a quienes reincidan en los actos señalados en el inciso anterior, así como a aquellas personas o empresas que desarrollen giros relacionados a la construcción, demolición, u otras actividades similares de las cuales pueda presumirse que el transporte, traslado o depósito resultan actos habituales.”.

Durante el estudio de esta indicación, la Comisión acordó aplicar a los reincidentes como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta y adicionalmente suspender la licencia de conducir desde 6 meses y hasta 2 años.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón.

Inciso tercero


Su inciso tercero, indica que en caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en los incisos anteriores, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156  del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


A este inciso tercero se presentó una indicación signada con el No 5.
Indicación Nº 5

5.- De la Honorable Senadora señora Goic, para reemplazarlo por el que sigue:


“En caso que un vehículo sea sorprendido cometiendo alguna de las conductas señaladas en el inciso primero de este artículo, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Ossandón y Pizarro.

- - - - - 

Incisos, nuevos

Indicación Nº 6

6.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar como incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, los siguientes:


“Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicarán estas sanciones a los vehículos que, para el solo efecto de realizar el transporte de residuos domiciliaros y residuos sólidos inertes hacia vertederos autorizados, hayan obtenido y porten una autorización de la Municipalidad con competencia en la comuna que se generan los residuos. En esta autorización deberá constar el origen, cantidad, tipo y destino de los desechos, además de la responsabilidad del transportador.


Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y Municipalidades, ellas deberán exigir a los camiones recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos se realizará en un vertedero legalmente autorizado.


De la misma forma, los camiones que transportan residuos sólidos inertes deberán portar a lo menos una copia simple de la resolución sanitaria correspondiente, regida por el artículo 81 del Código Sanitario, en la cual se indica la disposición final de residuos en vertederos legalmente autorizados.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, informó que en las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud existe una normativa en virtud de la cual el interesado debe recurrir al Departamento de Aseo y Ornato de la respectiva municipalidad, para obtener un certificado que permita el transporte de los desechos, con lo cual se conoce el origen de éstos.


Por su parte, los municipios para recoger escombros desde las calles deben contar con un contrato para ello. De esa forma, los camioneros cuentan con una guía de despacho y se presume que los escombros se llevarán a un vertedero. Además, las empresas que desarrollan esta actividad cuentan con una autorización de la Seremi de Salud que se entrega para cada camión.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que en la medida en que se intente regular el transporte de los desechos esta iniciativa legal será inviable. 


A juicio del señor Senador, esta normativa debe aplicarse sólo a los vehículos de tracción mecánica y animal y sancionar el depósito de los desechos y no su transporte. La solicitud de autorización municipal para efectuar el transporte de los desechos será impracticable.


El traslado de los desechos puede constituir una presunción, pero no se puede establecer una sanción por el hecho de cargar una camioneta con algunas especies.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, indicó que la municipalidad de Puente Alto, en algunos meses, gastó en el transporte de 1.000 camionadas que se llevaban a los vertederos con desechos que estaban en las calles, dejados por vehículos de tracción animal. En el área sur de la ciudad de Santiago funciona una empresa que cuenta con más de 200 carretones que se dedican a esta actividad.


Si no se sanciona el transporte de los desechos esta situación no se va a terminar. La única forma es retirarle los aperos y el carro al infractor. Estas personas causan un gran daño a los recursos del Estado.


Se debe simplificar la obtención del certificado municipal.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que los niveles de contaminación en las comunas son intolerables, así, en la zona de Quilicura, que comunica con Lampa, que tiene una extensión de 10 kilómetros, es un basural en que hay animales muertos y todo tipo de desechos, que han destruido el hábitat.


De esta forma, propuso mantener el artículo 192 bis, en sus términos actuales, agregar los bienes nacionales de uso público y graduar las multas y sancionar con la retención del vehículo y la suspensión de la licencia de conducir.


El Honorable Senador señor García Huidobro expresó que será inaplicable que las personas soliciten autorización para transportar los desechos a los puntos limpios. En su opinión, en primer lugar se debe incentivar la instalación de puntos limpios en el país, para lo cual será necesario que se otorguen a los municipios los recursos necesarios.


Agregó que lo más importante es que las personas que depositen escombros en lugares no autorizados sean sancionadas con el retiro del vehículo y la suspensión de la licencia de conducir.


Esta situación afecta gravemente a los sectores que están entre lugares urbanos y rurales, los caminos que unen la parte rural de la VI Región con la urbana son los más afectados. Hay sectores en la ciudad de Rancagua en que no se puede transitar y el costo de limpieza es muy alto para los municipios.


El hecho de establecer muchas exigencias para el traslado de los desechos puede ser contraproducente, lo más conveniente es establecer la retención del vehículo en que se efectúa el transporte y la suspensión de la licencia de conducir.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, expresó que existen pocos puntos limpios en las ciudades y se usan para volúmenes menores de desechos. El problema que se presenta con la basura en las calles es que las multas no son suficientes para desincentivar esta práctica, por lo que reiteró la necesidad de contar con un certificado expedido por la municipalidad que autorice el traslado y depósito de estos desechos.


Esta situación debe regularse, genera grandes pérdidas de recursos a los municipios, además, del daño que se produce al medio ambiente.

El Honorable Senador señor García Huidobro expresó respecto del primer inciso de esta indicación que se debe eliminar el término “domiciliario” porque pueden ser residuos de una empresa que tiene autorización.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, explicó que algunas personas pagan por sacar el exceso de basura y la redacción actual comprende a todos los tipos de residuos, que es el término que se emplea en las Municipalidades.


En seguida, indicó que en algunos casos un residuo tóxico no es un desecho, como puede ser un pesticida.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que existen conceptos universales y las políticas se refieren a los residuos, sean líquidos, tóxicos, por lo que propuso establecer la nominación técnica.


El Ejecutivo informó que la Subsecretaría de Desarrollo Regional (Subdere), no está de acuerdo en regular esta materia, porque ese “negocio” en la actualidad lo desarrollan las Municipalidades. La intención de la Subdere es fortalecer a las Municipalidades, como las entidades encargadas de retirar los desechos y transportarlos a puntos autorizados, porque se trata de instituciones que otorgan garantía en esta actividad.


Posteriormente, se consideró oportuno regular este tema mediante una ordenanza municipal. Actualmente, existen sólo dos municipios que tienen estas ordenanzas, por lo que se estimó adecuado establecer un plazo para que estén obligados a dictarlas.


Existe un formato tipo, de ordenanza de medio ambiente, que establece normas muy similares a las que se están debatiendo, por lo que se propuso considerar una norma que obligue a las Municipalidades a contar con una ordenanza que regule esta materia.


En seguida, se explicó que se debe verificar con el Ministerio de Medio Ambiente si es necesario dictar una nueva ordenanza, porque como ya existe, a lo mejor se podría exigir que sólo sea obligatoria.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, recordó que el espíritu de esta iniciativa legal es fiscalizar lo que sucede en la calle.


El Honorable Senador señor Girardi propuso establecer la obligatoriedad de la ordenanza y establecer un plazo para su dictación.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.

- - - - - 

Inciso cuarto


Su inciso cuarto, señala que cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo incurriendo en las conductas descritas en el inciso primero podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile o el Ministerio Público, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del tribunal competente.


A este inciso cuarto se presentó una indicación signada con el No 7.
Indicación Nº 7

7.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el que se consigna:


“Cualquier persona que conozca de la realización de alguna de las conductas descritas en el inciso primero podrá denunciar este hecho a la justicia, al ministerio público o a la policía, la cual podrá formularse por cualquier medio y deberá contener la identificación del denunciante, el señalamiento de su domicilio, la narración circunstanciada del hecho, con especial mención a la individualización del o los vehículos que se hayan utilizado para su realización, la designación de quienes lo hubieren cometido y de las personas que lo hubieren presenciado o que tuvieren noticia de él, todo en cuanto le constare al denunciante.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, propuso que la denuncia también se pueda efectuar ante el municipio, el que tendrá la obligación de ponerla en conocimiento del Ministerio Público. Asimismo, indicó que dentro de los medios probatorios se deben agregar las filmaciones.


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi solicitó agregar dentro de las instituciones a las cuales se puede poner en conocimiento las conductas descritas en los artículos 192 bis y 192 quáter, a la autoridad sanitaria, que es la que tiene mayor conocimiento de la gravedad de estas acciones.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.

- - - - - - 

Inciso, nuevo

Indicación Nº 8

8.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Cuando se trate de un vehículo a tracción animal que sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas, serán retirados de circulación sólo los aperos y el carro, mientras que el animal será entregado a su propietario.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, precisó que el animal debe ser entregado al infractor porque será muy difícil identificar al propietario de un animal que no está inscrito.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.

Indicación Nº 8 bis


8 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.


Como consecuencia de los acuerdos anteriores el artículo 192 bis, quedó aprobado en los siguientes términos:


“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, o en vertederos o depósitos, clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:


Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado.


Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


Con multa de 0,2 a 1 unidad tributaria mensual a quien conduzca un vehículo a tracción animal y el retiro  del carretón y los aperos. El animal será entregado a quien conducía el vehículo.


Con la misma multa anterior y el retiro del vehículo a tracción manual a quien lo conduzca o a quien realice el traslado en vehículo no motorizado.


Con una multa de 20 a 150 unidades tributarias mensuales, si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo. Adicionalmente, será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


A los reincidentes de las conductas descritas anteriormente, se les impondrá como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta. Adicionalmente, en los casos que corresponda, se suspenderá nuevamente la licencia de conducir, al menos, por un mínimo de seis meses y hasta dos años.


Los vehículos y especies que se encuentren en las situaciones descritas serán retirados de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares contemplados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose al infractor lo dispuesto en el inciso segundo y tercero  del artículo 156 de esta ley. 


Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.


Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y Municipalidades, ellas deberán exigir a los vehículos recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos se realizará en un relleno sanitario o en un vertedero legalmente autorizado.”.


Esta redacción fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón.

- - - - - - - -

Artículos, nuevos

Artículo 192 ter

Indicación Nº 9


9.- Del Honorable Senador señor García Huidobro, para contemplar como Nº 2, nuevo, el siguiente:


“2. Agregar el siguiente artículo 192 ter:


Artículo 192 ter.- Las personas naturales o jurídicas que se dediquen al retiro y transporte de escombros deberán depositarlos en los lugares autorizados por la respectiva Municipalidad.


El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento y dispersión de materiales o polvo durante su manipulación. 


Las personas que se dediquen a estas labores serán responsables por los escombros que se caigan de sus respectivos transportes, en cuyo caso deberán pagar una multa a beneficio municipal de hasta 3 UTM.


En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros deberá comunicar a la Municipalidad por escrito cual será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro y el transporte de los mismos.”.


El Ejecutivo informó que el decreto Nº 75, del año 1987, del Ministerio de Transportes, establece condiciones para el transporte de carga. 


El Honorable Senador señor Girardi propuso establecer esta norma, haciendo presente que ninguna autoridad fiscaliza el cumplimiento de ese decreto.


El Honorable Senador señor García Huidobro propuso consagrar la facultad de denunciar a todos los vehículos que realicen el transporte y retiro de escombros sin cubrirlos con una carpa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, consultó si se le puede indicar a la municipalidad las materias que debe contener la ordenanza.


Se explicó que el Ministerio de Medio Ambiente remite un formato tipo, que posteriormente se traduce en un anteproyecto de la municipalidad y se acuerda con el Ejecutivo.


La Comisión acordó establecer que la dictación de la ordenanza es obligatoria, para lo cual se fijará un plazo y el municipio podrá cobrar por este servicio. Asimismo, se hizo presente que se trata de otra ordenanza distinta a la del Ministerio de Medio Ambiente.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón, quedando redactada en los siguientes términos:


“Artículo 192 ter.- El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento, dispersión de materiales o polvo durante su traslado y que éstos se caigan de sus respectivos transportes. El que efectúe el transporte sin adoptar las medidas indicadas deberá pagar una multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales.


En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros, deberá comunicar a la Municipalidad por escrito cuál será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro, el transporte de los mismos y su lugar de destino.”.
Artículo 192 quáter
Indicación Nº 10


10.- Del Honorable Senador señor García Huidobro, para contemplar como Nº 3, nuevo, el siguiente:


“3. Incorporar el siguiente artículo 192 quáter:

Artículo 192 quáter.- La persona natural o jurídica que se dedique al transporte de escombros deberá inscribirse en un Registro Público que llevará la Municipalidad respectiva.


El acceso a este registro será gratuito y deberá contener al menos el nombre o razón social de la persona, un teléfono de contacto y dirección.


Igual registro se llevará respecto de los depósitos de escombros.”.


El Honorable Senador señor García Huidobro solicitó al Ejecutivo el patrocinio de esta indicación. Agregó que cuando se exige una autorización por escrito, se debe considerar el correo electrónico para otorgar las facilidades a las personas para efectuar estas comunicaciones al municipio que podría responder por el mismo medio, adoptando las medidas necesarias para evitar las falsificaciones.


Añadió que debe buscarse la forma para que las personas puedan retirar los escombros. Hay que considerar que en algunas localidades los municipios están muy alejados para concurrir a solicitar la autorización.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que está de acuerdo en otorgar facilidades, pero no en exceso, porque lo que se pretende mediante esta iniciativa legal es que se institucionalice el traslado de desechos.


La Comisión estimó que esta indicación es inadmisible y redundante, no obstante, la materia a que se refiere debe contenerse en la ordenanza municipal, por lo que se acordó solicitar patrocinio al Ejecutivo incorporando la idea contenida en ella.


- En votación esta indicación, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Girardi y Ossandón y con el voto a favor del Honorable Senador señor García Huidobro.

Artículo 192 quinquies
Indicación Nº 11


11.- Del Honorable Senador señor García Huidobro, para contemplar como Nº 4, nuevo, el siguiente:


“4. Agregar el siguiente artículo 192 quinquies:

Artículo 192 quinquies.- Sólo se podrán depositar o verter los escombros en aquellos depósitos que cuenten con la respectiva autorización municipal.


Se requerirá de una licencia especial otorgada por la Municipalidad para que un determinado predio pueda ser utilizado como depósito de escombros. La respectiva autorización tendrá una vigencia de tres años renovables. 


Los depósitos de escombros deberán estar debidamente cerrados y cercados. Le corresponderá el cierre y cercado de estos depósitos a quien se encuentre debidamente autorizado por la Municipalidad e inscrito en el registro correspondiente.


Los respectivos depósitos recibirán los escombros sin importar su procedencia.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Girardi y Ossandón y con el voto a favor del Honorable Senador señor García Huidobro.

Indicación Nº 11 bis


11 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para contemplar como Nº 4, nuevo, el siguiente:


“4. Agregar el siguiente artículo 192 quinquies: 


“Artículo 192 quinquies.- Cualquier persona que sorprenda o detecte las conductas descritas en los artículos 192 bis a 192 quáter, podrá poner en conocimiento de este hecho a las Municipalidades, Carabineros de Chile, la Autoridad Sanitaria o al Ministerio Público, cuando corresponda, quienes deberán remitir estos antecedentes al tribunal competente. Las personas podrán acompañar fotografías, filmaciones u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron los hechos.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón.

Artículo 192 sexies
Indicación Nº 12


12.- Del Honorable Senador señor García Huidobro, para contemplar como Nº 5, nuevo, el siguiente:


“5. Agregar el siguiente artículo 192 sexies:

Artículo 192 sexies.- El depósito y transporte de escombros sin la respectiva autorización o estando ésta suspendida o caducada, será sancionada con multa de 11 a 30 UTM.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón, encontrándose comprendidas sus ideas en el texto de este proyecto y, por lo tanto, no figura como artículo 192 sexies.

- - - - - - 


Durante la discusión de esta iniciativa legal, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, hizo presente que existen entre 2 y 5 comunas que cuentan con puntos limpios en el país, por lo tanto, esta iniciativa legal no está dirigida a regular esos traslados.


Luego, agregó que la aprobación de esta iniciativa legal va a colaborar con los puntos limpios, que tampoco fiscalizan estos traslados.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que en el caso de traslado de desechos a puntos limpios se debería informar mediante correo electrónico esta situación al municipio correspondiente. Además, el punto limpio podría emitir un certificado que acredite que se trasladó el desecho hasta el punto limpio, con lo cual se evita la multa.


El Ejecutivo expresó que comparte las motivaciones de esta iniciativa legal, sin embargo, le preocupa que el establecimiento de excesivas obligaciones pueda significar la inaplicabilidad de la ley. De esta forma, anunció que se buscará la forma de regular el traslado de desechos a los puntos limpios, para lo cual podría ser suficiente el envío de un correo electrónico que así lo indique y además, estudiar la posibilidad de establecer un registro en las Municipalidades para todo tipo de vehículos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, informó que normalmente en las comunas estos traslados de desechos y escombros se realizan en pequeñas camionetas que se dedican a esta actividad.


El Honorable Senador señor Girardi agregó que todas las reparaciones de las viviendas, que generan escombros, por regla general, los sacan los mismos maestros y nunca se llevan a los vertederos.


El traslado de escombros debe institucionalizarse y las personas que lo realizan deben estar registradas en esta actividad.


En consecuencia, deberá existir un registro que va a distinguir entre aquellos que se dedican al transporte formal de escombros y el que va en forma ocasional a un punto limpio o a otro lugar, deberá contar con un documento que así lo indique. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, señaló que el Servicio de Impuestos Internos exige que el traslado a un vertedero autorizado debe constar en una boleta o factura, que es el comprobante. En el caso de un punto limpio, basta con un comprobante de entrega de los desechos.


Se debe establecer una norma que prescriba que sin que sea necesaria la creación de un registro e incorporar a los camiones recolectores de residuos domiciliarios, porque en muchos casos ofrecen trasladar los escombros y los dejan abandonados en cualquier esquina, porque si los escombros los introducen en el camión compactador cuando funciona la bomba hidráulica no los puede procesar y se revienta.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que tratándose de desechos tóxicos se debe sancionar al que encargue y reciba con presidio menor en su grado mínimo, porque se trata de un delito.


Esta situación ha generado un negocio irregular que provoca grandes daños al medio ambiente.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no se debe sobre regular el traslado de desechos y escombros, porque de otra forma esta iniciativa legal será inaplicable. La idea de esta iniciativa legal es que cuando se transporten desechos se informe, agregó que esta Comisión no tiene facultades para regular las atribuciones de los municipios, por lo que sólo se va a retrasar el despacho de esta iniciativa legal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que la regulación municipal en esta materia va a otorgar una dinámica a lo que actualmente realizan los municipios. Muchos de ellos recogen las ramas de los árboles. El municipio es la entidad más interesada en una adecuada regulación de esta materia.


El Ejecutivo indicó que el artículo 160 número 8 de la Ley de Tránsito prohíbe en las vías públicas depositar escombros y otros materiales sin permiso de la municipalidad, con lo cual existe una especie de permiso municipal, pero que en la práctica se aplica a los camiones de basura.


El Honorable Senador señor Girardi propuso simplificar esta situación. Hay un ámbito que son los pequeños o medianos transportadores de basura, que no son empresas y transportan la basura en forma clandestina y esa acción se pretende evitar. Además, existe transporte autorizado de basura y tiene que contar con autorización sanitaria.


El problema se presenta con personas naturales que pretenden llevar la basura a un punto limpio, para lo cual propuso un trámite expedito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, señaló que el artículo 160 Nº 8 de la Ley de Tránsito no regula el transporte de los desechos. El país se está transformando en un basural y se debe regular esta actividad.


En seguida, propuso solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional que la ley obligue a los municipios a sacar los escombros de las obras menores, como actualmente están obligados a retirar la basura domiciliaria.

- - - - - - - 

Indicación Nº 13


13.- Del Honorable Senador señor Bianchi, para incorporar en el decreto con fuerza de ley Nº 725 de 1968, Código Sanitario, las siguientes modificaciones:


1.- Sustituir su artículo 81 por el siguiente:


“Artículo 81.- Los vehículos y sistemas de transporte de materiales que, a juicio del Servicio Nacional de Salud, puedan significar un peligro o molestia a la población y los de transportes de basuras y desperdicios de cualquier naturaleza, deberán reunir los requisitos que señale dicho Servicio, el que, además, ejercerá vigilancia sanitaria sobre ellos. 


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior todo vehículo de transporte de materiales que tenga como destino final el depósito de dichos materiales en lugares destinados a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras y desperdicios de cualquier clase, deberá contar con una guía de despacho que detalle tanto la calidad así como la cantidad de los materiales trasportados.


Dicha guía de despacho deberá contar con la autorización del Servicio Nacional de Salud y mencionar un detalle del itinerario del traslado de dichos materiales, señalando el punto de origen del traslado así como su destino final. En caso de existir puntos intermedios en el traslado deberán ser señalados también en la correspondiente guía.”.


2.- Incorporar el siguiente artículo 81 bis, nuevo:


“Artículo 81 bis.- El traslado o depósito de basuras, desechos o residuos, en vehículos a tracción animal o manual a sitios que no cuenten con la autorización que señala el artículo 80 de la presente ley será sancionado con una multa de 50 a 100 Unidades Tributarias Mensuales.


Asimismo el conductor del vehículo de transporte recibirá la sanción establecida en el artículo 208 de la ley 18.290.


3.- Agregar el siguiente artículo 81 ter, nuevo:


Artículo 81 ter.- Quien administre lugares destinados a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras y desperdicios de cualquier clase que no cuenten con la autorización que establece el artículo 80 de la presente ley será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y una multa de entre 50 a 200 Unidades Tributarias Mensuales.”.


Vuestra Comisión en un principio aprobó el Nº 3 de esta indicación como artículo 192 quáter, redactado en los siguientes términos:


“Artículo 192 quáter.- El particular, que gestione o sea el propietario de lugares destinados a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, que no cuente con la autorización que establece el artículo 80 del Código Sanitario, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio y una multa de entre 50 a 200 Unidades Tributarias Mensuales.”.


Posteriormente la Comisión consideró que esta norma es de carácter penal y, por lo tanto, debe restringirse su aplicación y no puede presumirse la responsabilidad penal por el solo hecho de que el propietario o quien gestiona un lugar destinado a la acumulación de basura y desechos por no contar con la autorización del artículo 80 del Código Sanitario sea sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio y una multa de entre 50 a 200 Unidades Tributarias Mensuales.


Es inconstitucional presumir la responsabilidad penal de acuerdo con lo que establece el párrafo 6º del Nº 3 del artículo 19 de la Carta Fundamental.


Además existiría una superposición de regulaciones ya que los artículos 78 a 80 y el artículo 174 del Código Sanitario establecen procedimientos y regulaciones especiales para la autorización y funcionamiento de basurales y una sanción distinta y más baja para el caso de incumplimientos sanitarios en los vertederos que es la clausura de éstos.  De forma que no quedaría claro si la norma posterior del artículo 192 quáter deroga a la otra o si ambas operarían en conjunto.

- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.

- - - - - - - - 

Artículo transitorio

Indicación Nº 14


14.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.- Las Municipalidades tendrán el plazo de 2 años, contado desde la publicación de la ley, para dictar la ordenanza municipal a que se refiere el artículo 192 bis.”.


El Honorable Senador señor García Huidobro propuso rebajar este plazo a un año.


El Honorable Senador señor Girardi solicitó dejar expresa constancia que esta ley comenzará a regir desde la fecha de su publicación, no obstante, que se encuentre vigente el plazo de un año para la dictación de la ordenanza municipal regulada en el artículo 192 bis.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, solicitó dejar expresa constancia para la historia fidedigna del establecimiento de la ley que la ordenanza municipal que regule las autorizaciones para el traslado de desechos, contemplará la posibilidad de que las Municipalidades puedan efectuar el cobro de un arancel por estos actos administrativos.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.

- - - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO
Encabezamiento


- - - Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, los siguientes artículos:”.


(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Artículo 192 bis 


- - - Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, o en vertederos o depósitos, clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:


Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado.


Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


Con multa de 0,2 a 1 unidad tributaria mensual a quien conduzca un vehículo a tracción animal y el retiro  del carretón y los aperos. El animal será entregado a quien conducía el vehículo.


Con la misma multa anterior y el retiro del vehículo a tracción manual a quien lo conduzca o a quien realice el traslado en vehículo no motorizado.


Con una multa de 20 a 150 unidades tributarias mensuales, si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo. Adicionalmente, será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


A los reincidentes de las conductas descritas anteriormente, se les impondrá como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta. Adicionalmente, en los casos que corresponda, se suspenderá nuevamente la licencia de conducir, al menos, por un mínimo de seis meses y hasta dos años.


Los vehículos y especies que se encuentren en las situaciones descritas serán retirados de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares contemplados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose al infractor lo dispuesto en el inciso segundo y tercero  del artículo 156 de esta ley. 


Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.


Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y Municipalidades, ellas deberán exigir a los vehículos recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos se realizará en un relleno sanitario o en un vertedero legalmente autorizado.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 3, 4, 5, 6 y 8).

- - - - - 


- - - Contemplar como artículos 192 ter y 192 quáter, nuevos, los siguientes:


“Artículo 192 ter.- El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento, dispersión de materiales o polvo durante su traslado y que éstos se caigan de sus respectivos transportes. El que efectúe el transporte sin adoptar las medidas indicadas deberá pagar una multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales.


En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros, deberá comunicar a la Municipalidad por escrito cuál será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro, el transporte de los mismos y su lugar de destino.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 9).

“Artículo 192 quáter.- Cualquier persona que sorprenda o detecte las conductas descritas en los artículos 192 bis a 192 ter, podrá poner en conocimiento de este hecho a las Municipalidades, a Carabineros de Chile o a la Autoridad Sanitaria quienes remitirán los antecedentes al Ministerio Público o a los tribunales competentes, según corresponda. Las personas podrán acompañar fotografías, filmaciones u otros medios de prueba que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron los hechos.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 7 y 11 bis).

- - - - - - - 


- - - Contemplar como artículo transitorio, nuevo, al siguiente:


“Artículo Transitorio.- Las Municipalidades tendrán el plazo de 1 año, contado desde la publicación de esta ley, para dictar la ordenanza municipal a que se refiere el artículo 192 bis.


Esta iniciativa legal comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 14).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, los siguientes artículos:


“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, o en vertederos o depósitos, clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:


Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado.


Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


Con multa de 0,2 a 1 unidad tributaria mensual a quien conduzca un vehículo a tracción animal y el retiro  del carretón y los aperos. El animal será entregado a quien conducía el vehículo.


Con la misma multa anterior y el retiro del vehículo a tracción manual a quien lo conduzca o a quien realice el traslado en vehículo no motorizado.


Con una multa de 20 a 150 unidades tributarias mensuales, si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo. Adicionalmente, será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por 2 años.


A los reincidentes de las conductas descritas anteriormente, se les impondrá como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta. Adicionalmente, en los casos que corresponda, se suspenderá nuevamente la licencia de conducir, al menos, por un mínimo de seis meses y hasta dos años.


Los vehículos y especies que se encuentren en las situaciones descritas serán retirados de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares contemplados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose al infractor lo dispuesto en el inciso segundo y tercero  del artículo 156 de esta ley. 


Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.


Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y Municipalidades, ellas deberán exigir a los vehículos recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos se realizará en un relleno sanitario o en un vertedero legalmente autorizado.


Artículo 192 ter.- El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento, dispersión de materiales o polvo durante su traslado y que éstos se caigan de sus respectivos transportes. El que efectúe el transporte sin adoptar las medidas indicadas deberá pagar una multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales.


En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros, deberá comunicar a la Municipalidad por escrito cuál será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro, el transporte de los mismos y su lugar de destino.


Artículo 192 quáter.- Cualquier persona que sorprenda o detecte las conductas descritas en los artículos 192 bis a 192 ter, podrá poner en conocimiento de este hecho a las Municipalidades, a Carabineros de Chile o a la Autoridad Sanitaria quienes remitirán los antecedentes al Ministerio Público o a los tribunales competentes, según corresponda. Las personas podrán acompañar fotografías, filmaciones u otros medios de prueba que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron los hechos.


Artículo Transitorio.- Las Municipalidades tendrán el plazo de 1 año, contado desde la publicación de esta ley, para dictar la ordenanza municipal a que se refiere el artículo 192 bis.


Esta iniciativa legal comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.”.

- - - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto; 13 de mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel Antonio Matta Aragay; 20 de mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Guido Girardi Lavín; 3 de junio de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel; 17 de junio de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel Antonio Matta Aragay.


Sala de la Comisión, a 27 de junio de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO OTORGANDO PERMISO A TRABAJADORAS Y TRABAJADORES PARA EFECTUARSE EXÁMENES DE MAMOGRAFÍA Y DE PRÓSTATA 

(7.990-13 Y 8.372-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado el año 2011 en Moción de las Diputadas señoras Cristina Girardi Lavín, María José Hoffmann Opazo, Andrea Molina Oliva, Adriana Muñoz D´Albora, Denise Pascal Allende, Karla Rubilar Barahona, Marcela Sabat Fernández, Ximena Vidal Lázaro y Mónica Zalaquett Said y del Diputado señor Osvaldo Andrade Lara (Boletín N° 7.990-13); y el año 2012 en Moción de las Diputadas señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora y Claudia Nogueira Fernández y del Diputado señor Ramón Barros Montero (Boletín N° 8.372-13).


Se hace presente que la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo, todo en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, el coordinador legislativo y el asesor de dicho Ministerio, señores Francisco del Río y Roberto Godoy, respectivamente; la asesora económica y la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Irina Aguayo y Paola Álvarez, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; la Directora del Programa de Asesoría Legislativa y el asesor del Instituto Igualdad, señora Viviana Betancourt y señor Sebastián Divin Granada, respectivamente; el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; el periodista del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco y los siguientes asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés y de la Senadora Carolina Goic, el asesor legislativo señor Gerardo Bascuñán y el asesor señor Germán Flores.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Impulsar en el ámbito laboral la prevención del cáncer de mama y de las enfermedades asociadas a la próstata, por la vía del establecimiento de un permiso de medio día respecto de las trabajadoras mayores de 40 años y de los trabajadores mayores de 50 años, para que puedan someterse, una vez al año, a los correspondientes exámenes, incluyendo además otras prestaciones de medicina preventiva, dando aviso de ello al empleador con una semana de antelación.

En el caso de los contratos a plazo fijo, este derecho podrá ejercerse a partir de los 30 días de celebrado el contrato.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Boletín N° 7.990-13

La primera Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos explica que diversas políticas públicas apuntan a la prevención del cáncer de mama, toda vez que se trata de una patología que presenta importantes índices de prevalencia y altas tasas de recuperabilidad, lo que depende, en gran medida, de la etapa en que haya sido diagnosticada, por lo que su prevención, diagnóstico y detección son factores cruciales.

En ese contexto, la iniciativa explica que el riesgo de contraer dicha enfermedad aumenta con la edad, toda vez que más del 85% de los casos, y el 90% de las muertes, se producen en mujeres mayores de 45 años. Habida cuenta de ello, enfatiza la relevancia de su detección precoz, para lo que se debe realizar el examen físico de mama (EFM) por un profesional especializado, el autoexamen de mama (AEM) y el examen de mamografía.

En efecto, añade la Moción, en los países que componen la Comunidad Europea la mortalidad por cáncer se ha reducido hasta el 30% gracias a la realización de mamografías, habiéndose elevado las cotas de curación al 90% en aquellos casos en que a la paciente se le diagnostica la patología en su estado inicial. Asimismo, se ha sostenido que las mamografías han disminuido la mortalidad por dicha enfermedad entre el 20% y 30% de los casos, además de posibilitar que siete de cada diez pacientes conserven el pecho.

Enseguida, añade que, en nuestro país, según los datos del Ministerio de Salud, desde 2000 a 2008 el cáncer de mama ocupó el tercer lugar entre las causas de muerte por cáncer en la mujer, es decir, una mujer muere cada ocho horas a causa de este mal. En ese contexto, indica que se inició una campaña de prevención e información acerca del cáncer de mama, la que se ha extendido a las principales ciudades del país.

Con todo, agrega que este tema no obstante ser objeto de una relevante política de salud pública, carece de un correlato legal en materia laboral que facilite el acceso de las trabajadoras a este tipo de exámenes, los que, en la mayoría de las veces, tienen un bajo costo o, incluso, pueden ser solicitados gratuitamente.

En consecuencia, la iniciativa enfatiza que resulta necesario establecer en el Código del Trabajo un derecho que favorezca la aplicación de las políticas públicas en esta materia y permita que un grupo relevante de mujeres accedan a este examen preventivo, a objeto de obtener mejores índices de salud pública en esta materia.

Con miras a ello, la propuesta legislativa a apunta a establecer un permiso laboral, con goce de remuneraciones, para que la trabajadora pueda acudir a realizarse los referidos exámenes médicos.

Boletín N°8.372-13

La segunda Moción fundante de la iniciativa de ley en estudio señala que, según estudios médicos, el examen a la próstata para aquellos hombres que superan los cuarenta años de edad constituye un elemento que debe ser considerado de la máxima importancia para prevenir la ocurrencia de enfermedades asociadas a este órgano, fundamentalmente respecto al cáncer que le puede afectar.

En ese contexto, añade, se ha generado una cultura tendiente a la necesidad de realizar controles exhaustivos y permanentes para los grupos de riesgo de contraer la enfermedad, como consecuencia del proceso de envejecimiento que ha experimentado nuestro país durante los últimos treinta años, sobre todo considerando que, en su etapa inicial, tal enfermedad no presenta ninguna manifestación. 

Enseguida, la iniciativa enfatiza que se debe favorecer el establecimiento de políticas públicas que permitan la detección precoz de las enfermedades asociadas a la próstata, con especial énfasis en el cáncer que le afecta, para lo que se debe considerar que el factor genético contribuye a su aparición, toda vez que, para la generalidad de la población, deben realizarse exámenes desde los cincuenta años de edad, en tanto para los familiares de primer grado de quienes la han padecido éstos deben realizarse desde los cuarenta años de edad.

En esa línea, explica que en nuestro país cerca de 1.900 hombres fallecen a causa de dicha enfermedad cada año, lo que genera la necesidad de garantizar su detección temprana, toda vez que, en esa hipótesis, cerca de un 95% de los pacientes se recupera totalmente, en tanto que, si tal revisión se practica tardíamente, sólo se pueden ofrecer tratamientos paliativos.

En consecuencia, la Moción reitera la necesidad de implementar normativas tendientes a acentuar los controles para la prevención del cáncer a la próstata, que, cada año, afecta a miles de hombres en nuestro país.

 
III.- ANTECEDENTES RECOGIDOS POR LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL


La Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional hizo llegar a la Comisión un documento denominado “Exámenes de Medicina Preventiva. Regulación, calendario y población”, que especifica lo siguiente:


-El Régimen General de Garantías en Salud está obligado a entregar, a todo aquel beneficiario de FONASA o de ISAPRES que lo solicite, exámenes de medicina preventiva, que se enmarcan dentro de un plan de evaluación periódica de salud y cuyo objetivo es pesquisar de manera temprana enfermedades prevenibles o controlables.


-Dichos exámenes son de carácter gratuito y voluntario, tanto para el cotizante como para sus cargas.


-Entre los exámenes de medicina preventiva se contempla el de mamografía para las mujeres entre 50 y 59 años de edad, no así el examen de próstata.


-Los exámenes de medicina preventiva rigen para todo el ciclo de vida de las personas y para la población en edad de trabajar, esto es, de 15 años y más, existe el siguiente calendario, según grupo etario:

	Problemas de Salud
	Test de pesquisas
	15 a 24 años
	25 a 39 años
	40 a 49 años
	50 a 59 años
	60 a 64 años
	65 y más

	Hipertensión arterial
	Medición estandarizada de la presión arterial
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Sobrepeso y Obesidad
	Medición de peso y talla y circunferencia de cintura
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Tabaquismo
	Aplicación del instrumento Estrategia 5A's
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Beber problema
	Cuestionario de Auto diagnóstico sobre riesgo en el uso de alcohol (AUDIT) y/o versión acortada
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Dislipidemia
	Medición del colesterol total
	 
	 
	X
	X
	X
	X

	Tuberculosis
	Baciloscopía a personas con tos productiva por 15 días o más
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Sífilis
	VDRL o RPR en sangre
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Diabetes Mellitus
	Glicemía en ayunas
	X
	X
	X
	X
	X
	X

	Autonomía funcional
	Evolución funcional del adulto mayor (EFAM)
	 
	 
	 
	 
	 
	X


Fuente: Superintendencia de Salud.

En el caso de las mujeres de 15 años o más se agregan en el calendario de medicina preventiva dos exámenes más y que son los siguientes.

	Problemas de Salud
	Test de pesquisas
	15 a 24 años
	25 a 39 años
	40 a 49 años
	50 a 59 años
	60 a 64 años
	65 y más

	Cáncer cervicouterino
	Papanicolau (PAP) o citología exfoliativa cervical, cada 3 años
	 
	X
	X
	X
	X
	 

	Cáncer de mama
	Mamografía cada 3 años
	 
	 
	 
	X
	 
	 


Fuente: Superintendencia de Salud.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Contenido de la iniciativa aprobada en el primer trámite constitucional

El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados se configura en un artículo único que incorpora al Código del Trabajo un artículo 66 bis, nuevo, cuyo contenido principal es el siguiente:

- Todas las trabajadoras mayores de cuarenta años, y los trabajadores mayores de cincuenta años, cuyos contratos de trabajo sean por un plazo superior a treinta días, tendrán derecho a medio día de permiso, una vez cada dos años durante la vigencia de la relación laboral, para someterse a los exámenes de mamografía y próstata, respectivamente, en las instituciones de salud públicas o privadas que corresponda. 

- En el caso de los contratos celebrados por un plazo fijo, o para la realización de una obra o faena determinada, este derecho podrá ejercerse a partir de los treinta días de celebrado el contrato de trabajo, y en cualquier momento durante la vigencia de éste.

- El tiempo para realizar los exámenes será complementado, en su caso, con el tiempo suficiente para los traslados hacia y desde la institución médica, considerando las condiciones geográficas, de transporte y la disponibilidad de equipamiento médico necesario.

- Los trabajadores deberán dar aviso al empleador con una semana de anticipación a la realización del examen; asimismo, deberán presentar con posterioridad a éste, los comprobantes suficientes que acrediten que se lo realizaron en la fecha estipulada.

- El tiempo en el que los trabajadores se realicen el examen, será considerado como trabajado para todos los efectos legales; asimismo, este día no podrá ser compensado en dinero, ni durante ni al término de la relación laboral, entendiéndose por no escrita cualquier estipulación en contrario.

- Si los trabajadores estuvieren afectos a un instrumento colectivo que considerare un permiso análogo, se entenderá cumplida la obligación legal por parte del empleador.

Sesión de 11 de junio de 2014

Al iniciarse el estudio de la iniciativa en la sesión celebrada el 11 de junio de 2014, el Senador señor Letelier manifestó que existe la necesidad de ampliar el catálogo de enfermedades cuya pesquisa podría dar lugar al permiso que establece el proyecto en análisis, entre los que incluyó diversos tipos de cáncer y enfermedades cardiovasculares.

Asimismo, abogó por garantizar el derecho de los trabajadores a acceder a exámenes generales de medicina preventiva. Al efecto, afirmó que las políticas públicas existentes en esa materia no se encuentran contenidas en el Código del Trabajo, de lo que deriva la necesidad de incorporar una disposición que, en el ámbito del derecho laboral, permita la realización de dichos exámenes, los que, en cualquier caso, deben incluir los exámenes de próstata y mamografía.

El Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de favorecer las medidas de prevención de la salud de los trabajadores, con la finalidad de detectar aquellas enfermedades que presentan una mayor tasa de prevalencia y riesgo de la población, tales como las que inciden en el sistema cardiovascular. 

El Senador señor Allamand, en la misma línea, manifestó su conformidad con el establecimiento de una disposición que permita que el trabajador pueda acceder a diversos exámenes, sin limitación a una enfermedad en específico.

El Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expresó que el proyecto de ley en estudio se enmarca dentro de las políticas públicas que pretende promover dicha Cartera de Estado en lo relativo a la prevención de diversas enfermedades que pueden afectar al trabajador.

Agregó que, sin perjuicio de evaluar la necesidad de ampliar el conjunto de exámenes médicos que permitan el ejercicio del permiso que establece la iniciativa legal en estudio, resulta relevante que, en cualquier caso, los trabajadores puedan acceder a exámenes de mamografía y próstata, considerando las tasas de prevalencia y mortalidad de dichas enfermedades.

La Senadora señora Muñoz manifestó su conformidad con el contenido y el propósito de la iniciativa en estudio, toda vez que puede colaborar en la detección temprana de enfermedades cuya tasa de mortalidad resulta ser elevada.

Con todo, indicó que debe especificarse de mejor manera el plazo en que el derecho del trabajador puede ser ejercido, toda vez que, tratándose de exámenes generales de medicina preventiva, corresponde que su realización se verifique, por lo menos, una vez al año.

El Coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, coincidió con las expresiones de la Presidenta de la Comisión y explicó que el plazo de dos años que consagra la iniciativa atiende al lapso que, según los especialistas en medicina preventiva, debe transcurrir para la toma de los exámenes de próstata y mamografía. En consecuencia, aseveró que, en el evento de ampliar el tipo de exámenes que puede realizarse el trabajador, dicho plazo deberá ser reducido.

Sesiones de 18 de junio y de 2 de julio de 2014

La Comisión en las sesiones celebradas los días 18 de junio y 2 de julio de 2014 continuó analizando las sugerencias relativas a la inclusión en el texto del artículo 66 bis de una redacción que comprenda –sin desvirtuar el objetivo de prevención de los casos de cáncer de mama y de enfermedades vinculadas a la próstata- la detección de enfermedades o condiciones prevenibles o controlables.

-Puesto en votación en general el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

- Con la misma unanimidad, la Comisión concordó en una redacción para la primera oración del inciso primero del artículo 66 bis que se propone introducir al Código del Trabajo, incorporando otras enmiendas de carácter formal, todo lo cual se señala a continuación.

1) Reemplazar el encabezamiento del artículo único por el siguiente:

“Artículo único.- Incorpórase en el Código del Trabajo el siguiente artículo 66 bis, nuevo:”.

2) Sustituir la primera oración del inciso primero del artículo 66 bis, nuevo, por la siguiente:

“Artículo 66 bis.- Las trabajadoras mayores de cuarenta años y los trabajadores mayores de cincuenta años, cuyos contratos de trabajo sean por un plazo superior a treinta días, tendrán derecho a medio día de permiso, una vez al año durante la vigencia de la relación laboral, para someterse a los exámenes de mamografía y próstata, respectivamente, pudiendo incluir otras prestaciones de medicina preventiva, tales como el examen de papanicolau, en las instituciones de salud públicas o privadas que corresponda.”.

 
3) Reemplazar en el inciso tercero del artículo 66 bis, nuevo, las locuciones “del examen” por “de los exámenes”, “a éste” por “a éstos” y “se lo” por “se los”.

4) Sustituir en el inciso cuarto del artículo 66 bis, nuevo, las expresiones “el examen” por “los exámenes” y “este día” por “este permiso”.

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala aprobar el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO ÚNICO

Encabezamiento


Reemplazarlo por el siguiente:

 
“Artículo único.- Incorpórase en el Código del Trabajo el siguiente artículo 66 bis, nuevo:”.

 
(Adecuación formal)

Artículo 66 bis, nuevo

inciso primero


Sustituir la primera oración por la siguiente:

“Artículo 66 bis.- Las trabajadoras mayores de cuarenta años y los trabajadores mayores de cincuenta años, cuyos contratos de trabajo sean por un plazo superior a treinta días, tendrán derecho a medio día de permiso, una vez al año durante la vigencia de la relación laboral, para someterse a los exámenes de mamografía y próstata, respectivamente, pudiendo incluir otras prestaciones de medicina preventiva, tales como el examen de papanicolau, en las instituciones de salud públicas o privadas que corresponda.”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín).

inciso tercero


Reemplazar las locuciones “del examen” por “de los exámenes”, “a éste” por “a éstos” y “se lo” por “se los”.

(Adecuación formal)

inciso cuarto

Sustituir las expresiones “el examen” por “los exámenes” y “este día” por “este permiso”.

(Adecuación formal)

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el Código del Trabajo el siguiente artículo 66 bis, nuevo:


“Artículo 66 bis.- Las trabajadoras mayores de cuarenta años y los trabajadores mayores de cincuenta años, cuyos contratos de trabajo sean por un plazo superior a treinta días, tendrán derecho a medio día de permiso, una vez al año durante la vigencia de la relación laboral, para someterse a los exámenes de mamografía y próstata, respectivamente, pudiendo incluir otras prestaciones de medicina preventiva, tales como el examen de papanicolau, en las instituciones de salud públicas o privadas que corresponda. En el caso de los contratos celebrados por un plazo fijo, o para la realización de una obra o faena determinada, este derecho podrá ejercerse a partir de los treinta días de celebrado el contrato de trabajo, y en cualquier momento durante la vigencia de éste.
El tiempo para realizar los exámenes, señalado en el inciso anterior, será complementado, en su caso, con el tiempo suficiente para los traslados hacia y desde la institución médica, considerando las condiciones geográficas, de transporte y la disponibilidad de equipamiento médico necesario.

Para el ejercicio de este derecho, los trabajadores deberán dar aviso al empleador con una semana de anticipación a la realización de los exámenes; asimismo, deberán presentar con posterioridad a éstos, los comprobantes suficientes que acrediten que se los realizaron en la fecha estipulada.

El tiempo en el que los trabajadores se realicen los exámenes, será considerado como trabajado para todos los efectos legales; asimismo, este permiso no podrá ser compensado en dinero, ni durante ni al término de la relación laboral, entendiéndose por no escrita cualquier estipulación en contrario.

Si los trabajadores estuvieren afectos a un instrumento colectivo que considerare un permiso análogo, se entenderá cumplida la obligación legal por parte del empleador.”.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier; en sesión del día 18 de junio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Larraín y Letelier, y en sesión del día 2 de julio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y del Senador señor Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 3 de julio de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA DE LEY CON EL FIN DE OTORGAR EL SUBSIDIO QUE CONTEMPLA EL ARTÍCULO 198 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO AL PADRE O A QUIEN TENGA EL CUIDADO PERSONAL DEL MENOR 

(S 1.677-12)

El fuero maternal es una de las protecciones que se le otorga a la mujer por causa de maternidad y se consagra en el artículo 201 del Código del Trabajo. Este derecho tiene por objeto garantizar el empleo de la mujer, por tiempo determinado y asegurar la capacidad económica y presencial indispensable, para el cuidado del menor durante sus primeros meses de vida.

Esta figura es parte de ciertos derechos laborales irrenunciables que existen en Chile y que la ley entrega a todas las mujeres trabajadoras por el hecho de la maternidad.

En relación al titular de este derecho, es pensable que este beneficio sea exclusivo de la mujer, quien por naturaleza experimenta la ausencia temporal del mundo laboral y por ende ella, la que corre el riesgo de perder su trabajo Sin embargo, y así se ha entendido en nuestro ordenamiento jurídico, existen situaciones que hacen necesario y justo que sea el padre, o incluso otra persona, quien pueda gozar del fuero mencionado, sumado eso a otras garantías.

La hipótesis de falta de la madre está prevista en el inciso 3° del artículo 195 del referido Código, allí se dispone que ante la muerte de la madre en el parto o durante el período posterior a éste, el permiso postnatal o el resto de él, le pertenecerá al padre o a quien le fuese entregada la custodia del menor. Además, será en definitiva esta persona, quien gozará del fuero del artículo 201 ya mencionado y tendrá derecho a un subsidio equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio o de ambos, que se hayan devengado en los tres meses calendario más próximos al mes en que se inicia la licencia.

Reconocemos el que se prevea una solución para la situación lamentable del fallecimiento de la madre. Empero, una mirada nueva e integral al mundo de la maternidad y paternidad debe considerar las distintas realidades, incluso aquellas de menor ocurrencia pero no de menor importancia. Se trata de los casos en que es el hombre el que debe asumir el cuidado personal del menor apenas nacido, y no sólo por la circunstancia trágica como sería la ausencia de la madre por cualquier otra causa.

En los casos anunciados el hombre no está protegido y es por ello que queremos ampliar la figura del fuero al padre o a la persona que tenga el cuidado personal, cuando sea aquel o un tercero y no la madre, quien se aleje de su puesto de trabajo y es por ello que hemos presentado un proyecto en esta línea. Sin embargo es igualmente importante otorgar la seguridad económica correspondiente a quien esté gozando y haciendo uso del derecho de cuidar al menor en sus primeros meses de vida.

La presencia permanente de un cercano, idealmente uno de los progenitores, es indiscutiblemente necesaria para el desarrollo temprano y salud del infante. En caso de no estar ellos presentes, requiere igualmente el niño una figura próxima que le pueda entregar el apego fundamental en la primera etapa de su vida.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S. E., la Excelentísima Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el Código del Trabajo ampliando los subsidios correspondientes al padre o a quien tenga el cuidado personal del menor.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, ARAYA, DE URRESTI, GIRARDI, GUILLIER, LAGOS, MATTA, PIZARRO Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA ENVIAR UN PROYECTO DE LEY QUE CREE EL FONDO NACIONAL DE MEDICAMENTOS DE ALTO COSTO; AUMENTAR LOS RECURSOS DEL FONDO DE AUXILIO EXTRAORDINARIO DE LA SALUD PARA EL PRESENTE AÑO Y PROMOVER UNA ACCIÓN, EN EL PAÍS Y EN ORGANISMOS INTERNACIONALES, PARA REEMPLAZAR LA EXPRESIÓN "ENFERMEDADES RARAS" POR "ENFERMEDADES POCO FRECUENTES" 

(S 1.678-12)

1. Que de acuerdo a la definición contenida en el sitio www.p1ebiscitociudadano.cl una Enfermedad Poco Frecuente es aquella con peligro de muerte o de invalidez superior a 2/3 que tiene una prevalencia menor de 5 casos por cada 10.000 habitantes. Es decir, una enfermedad que afecta a menos de 400 personas, y que se puede caracterizar, como muy infrecuente, muy cara, y con tratamientos significativamente efectivos.

2. Que se estima que estas enfermedades poco frecuentes afectan a cinco de cada 10 mil chilenos y por su alto costo de tratamiento, al no estar incluidas en el AUGE, se han transformado en una sentencia de, muerte para quienes la padecen.

3. Que entre estas enfermedades poco frecuentes se encuentran, entre otras: la Enfermedad de Fabry; la Enfermedad de Gaucher; el Síndrome de Morquio o Mucopolisacaridosis IV; el Síndrome de Hurler o Mucopolisacaridosis I; el Síndrome de Hunter o Mucopolisacaridosis II; el Síndrome de San Filippo o Mucopolisacaridosis III; y el Síndrome de Maroteaux-Lamy o Mucopolisacaridosis VI; la enfermedad de Nieman Pick; Tirosinemia y Cistinosis Neufropática, entre otros males.

5. Que el programa de la Nueva Mayoría en las pasadas elecciones se hace eco de la demanda ciudadana proponiendo generar un Fondo Especial de Medicamentos de Alto Costo, que pueda responder a la demanda de los beneficiarios, bajo protocolos y guías clínicas elaboradas por grupos de expertos. De esta manera, si los médicos de la Red Asistencial respectiva recetan, bajo protocolo, alguno de los fármacos que no esté cubierto por el seguro público, se recurrirá a este fondo para financiarlo.

6. Que en mayo de 2013 el periodista Ricarte Soto convocó a una "marcha por los enfermos", que buscaba expresar el descontento popular por el alto costo de los medicamentos y tratamientos médicos. En respuesta a dicha manifestación, el entonces ministro de Salud Jaime Mañalich anunció la creación de un "Fondo Nacional de Medicamentos". Finalmente la propuesta no fue despachada durante el gobierno anterior. La Presidenta Michelle Bachelet, anunció en su discurso del 21 de mayo de 2014 la creación del Fondo Nacional de Medicamentos de Alto Costo mediante una ley que sería ingresada a trámite legislativo en el segundo semestre de este año.

7. Que, la Organización Europea de las "Enfermedades Raras" (Eurordis) definió el 29 de febrero de 2008 como fecha homenaje, debido a la carencia de redes sociales de apoyo a los pacientes y sus familias.

9. Que existen casos dramáticos, como el que afecta al pequeño Emiliano Puentes Jara, de un 1 año de edad, paciente del Hospital Regional de Concepción, quien padece de Síndrome Hemolítico Urémico Atípico, enfermedad crónica, de base genética, que afecta el sistema inmune, que le produce un desbalance y la capacidad de dañar sus propios órganos, y que requiere un fármaco de nombre Eculizumab (anticuerpo monoclonal contra C5, componente del Complemento del Sistema Inmune), que tiene un valor cercano a los 4 millones de pesos, que ha tenido buenos resultados en Europa y Estados Unidos, y que según se nos ha informado se vendería en Argentina.

El Senado acuerda

Solicitar a la Sra. Presidenta de la República, Michelle Bachelet, pueda instruir a la Sra. Ministra de Salud, Helia Molina, para que:

1. Se agilice el envío del proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Medicamentos de Alto Costo, por ser una prioridad vital para miles de chilenas y chilenas de todas las edades a lo largo del país.

2. Se evalúe, en conjunto con el Ministerio de hacienda, la posibilidad de adicionar mayores recursos al Fondo de Auxilio Extraordinario, que es el que en la actualidad ayuda a paliar la demanda de apoyo de parte de quienes requieren fármacos de alto costo, considerando que los recursos destinados a este fondo para el año 2014 estarían en un avanzado estado de ejecución.

3. Que por razones de respeto, no discriminación y humanidad, Chile promueva en el país y ante los organismos regionales e internacionales de Salud, la adopción del uso del término "Enfermedades Poco Frecuentes" en lugar del de "Enfermedades Raras".

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.-Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLEZCA EL DÍA 11 DE JULIO COMO "DÍA DE LA DIGNIDAD NACIONAL", EN CONMEMORACIÓN DE LA NACIONALIZACIÓN DEL COBRE 

(S 1.679-12)

Antecedentes:

1) Desde la década de 1960, se instaló en la opinión pública nacional el tema de la recuperación de las riquezas básicas, cobrando fuerza los postulados de la nacionalización. Un primer paso en este importante proceso, lo constituyó la llegada al Gobierno del Presidente don Eduardo Freí Montalva y su programa reformista denominado "Revolución en Libertad", donde se establecía una nueva Política Cuprífera conocida como la chilenización del cobre.
2) Esta chilenización permitió básicamente la intervención chilena en la propiedad y dirección de la Gran Minería del Cobre, mediante la asociación con el capital extranjero. Proponía además, un aumento sustancial de la producción mediante fuertes inversiones y la refinación completa del cobre en nuestro territorio.

En pleno desarrollo de este proceso, el alza en el precio del cobre y las altas utilidades de las corporaciones norteamericanas, reavivaron en la opinión pública el debate o interés sobre una nacionalización total, obligando al referido Gobierno a poner en marcha la llamada nacionalización pactada.

3) Así las cosas, al concluir el gobierno de Eduardo Freí Montalva, el camino a la nacionalización de la Gran Minería del Cobre quedó pavimentado, quedando además recogido por las candidaturas presidenciales tanto de Radomiro Tomic y como de Salvador Allende.

El triunfo de Salvador Allende puso en marcha un inmediato y vigoroso proceso de nacionalización y estatización de la Gran Minería del Cobre, proceso que culminó el 11 de julio de 1971, cuando el Congreso Nacional aprobó, con muy pocas modificaciones y por votación unánime de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, la enmienda constitucional que hizo posible la nacionalización total del cobre, caratulada como Ley N° 17.450.

4) Para mayor ilustración de lo anterior, en la Reforma Constitucional contenida en la Ley N° 17.450, la disposición Transitoria Decimoséptima establecía lo siguiente: "Por exigirlo el interés nacional y en ejercicio del derecho soberano e inalienable del Estado a disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 10° N° 10° de esta Constitución Política, nacionalizanse y declárense, por tanto, incorporadas al pleno y exclusivo dominio de la nación, las empresas que constituyen la Gran Minería del Cobre, considerándose como tales las que señala la ley, y además, la Compañía Minera Andina"

Por consiguiente, y en mérito de lo anteriormente expuesto:

EL SENADO ACUERDA EL SIGUIENTE PROYECTO DE ACUERDO:

Solicitar a SE., la Presidenta de la República que tenga a bien disponer del envío de una norma que establezca el día 11 de julio, como "día de la dignidad nacional" en razón y en conmemoración de la Nacionalización del Cobre, que se efectúo en el referido día, en votación unánime por el Congreso Nacional de aquella oportunidad. Ello implicaría otorgarle, la importancia y relevancia necesaria a tan significativa fecha, teniendo presente el gran aporte que ha significado la Nacionalización del Cobre al desarrollo, progreso y crecimiento de Chile.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL ADMINISTRADOR PROVISIONAL Y EL ADMINISTRADOR DE CIERRE DE INSTITUCIONES DE ECUACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE REGULACIONES EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN PROVISIONAL DE SOSTENEDORES EDUCACIONALES 

(9.333-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain y Patricio Walker Prieto.

Asimismo, concurrieron:

- Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señorita Valentina Quiroga; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez y los Asesores, señores Andrés Palma, Patricio Espinoza y Cristián Inzulza.

- De la Corporación de Universidades Privadas: el Vicepresidente Ejecutivo, señor Ricardo Israel.

Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas: el Vicepresidente Ejecutivo, señor Juan Manuel Zolezzi. 

- Del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, el Presidente, señor Aldo Valle.

- Del Consejo Nacional de Educación, el Presidente, señor Ignacio Irarrázaval, la Jefa del Departamento Jurídico, señora Ana Luisa Neira y la Secretaria Ejecutiva, señorita Fernanda Valdés. 

- De Fundación Jaime Guzmán, el Abogado, señor Jorge Barrera. 

- De la Comisión de Nacional de Acreditación: el Comisionado, señor Alfonso Muga; la Secretaria Ejecutiva, señorita Paula Beale y la Periodista, señora Amelia Miranda.

- Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogado, señorita Constanza Hube. 

- El abogado y profesor de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga

- Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: los asesores, señorita Camila Sanhueza y señor Octavio Del Favero.

- Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Juan Pablo Castillo. 

- Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogada, señorita Constanza Hube. 

- Del Instituto Profesional Providencia: la Directora Paola Riquelme.

- De la Universidad de Valparaíso: el Abogado y Profesor, señor Juan Carlos Ferrada.

- De la Universidad Alberto Hurtado: el Rector, Padre Fernando Montes. 

- De Acción Educar: el Director Ejecutivo, señor Raúl Figueroa

- Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones. 

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro. 

- De la Dirección de Presupuestos, Dipres: la Abogada Analista, señorita Susan Ortega. 

- De la oficina del Senador señor Rossi, la periodista, señora Laura Quintana. 

- De la oficina del Senador señor Ignacio Walker: el Asesor, señor José Luis Batlle. 

- Del Comité del Partido Demócrata Cristiano: el Asesor, señor Nicolás Torrealba.

- De Gestión Comunicaciones, la Periodista, señorita Constanza Sapag.






Cabe hacer presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología celebró varias sesiones con el objeto de conocer la opinión, inquietudes y planteamientos de los diversos actores sociales relacionados, fundamentalmente, con la educación superior del país, cuyos planteamientos se contienen en este informe.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La idea matriz o central del proyecto es crear el administrador provisional y administrador de cierre de las instituciones de educación superior y establecer regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, por cuanto la actual normativa no contempla un marco regulatorio que establezca infracciones y sus correspondientes sanciones. En virtud de lo anterior, se persiguen los siguientes objetivos:


1. Crear una figura de interventor de instituciones de educación superior, que permita adoptar medidas alternativas al solo cierre de las mismas


2. Corregir las deficiencias del sistema derivadas del débil marco regulatorio relativo a la oportunidad y forma en que deben desarrollarse los procesos de investigación frente  a una deficiente gestión de las instituciones de educación superior. 


3. Fijar atribuciones expresas para disponer coercitivamente el cumplimiento de las medidas y diligencias que deban adoptarse durante el desarrollo de dichos procesos. 


4. Regular las figuras del administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior, confiriéndoles las facultades necesarias para permitir el adecuado resguardo del derecho a la educación de los estudiantes.


5. Perfeccionar los procesos de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, sus alcances y consecuencias, estableciendo medidas concretas para el resguardo de los intereses y derechos de los estudiantes, garantizando su continuidad de estudios y la titulación oportuna en la institución afectada por la medida o en otro establecimiento que se determine. 


6. Sancionar penalmente a quienes, una vez nombrado el administrador provisional o de cierre, continúen ejerciendo las funciones directivas o desvíen los bienes de la institución de educación superior.


7. Modificar la ley N° 20.529, de 2011, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, ampliando las hipótesis de nombramiento de administrador provisional en los casos en que el sostenedor interrumpa parcial o definitivamente la prestación del servicio educacional; fortalecer el papel del administrador provisional, y ampliar las facultades otorgadas a la Secretaría Regional Ministerial en la protección de los estudiantes.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 19, 20, 21 y 26 de la iniciativa de ley en informe, que dicen relación con la revocación del reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del N° 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 20.129, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

2.- Decreto con fuerza de ley Nº 2 de 2009 del Ministerio de Educación que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con fuerza de Ley Nº1 de 2005.


3.- Ley N° 20.529, de 2011, que establece un Sistema nacional de Aseguramiento de la Calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial.


El primer aspecto que se destaca en los fundamentos de esta iniciativa de ley se refiere a la necesidad de introducir la administración provisional y de cierre en el ámbito de la educación superior.

En efecto, en la actualidad, el marco legal del sector educación superior contempla una débil regulación de las facultades del Ministerio de Educación en materia de procesos de fiscalización que permitan velar porque las instituciones de educación superior cumplan con las normas que las rigen, con los requisitos que se tuvieron a la vista al momento de otorgarles el reconocimiento oficial y su posterior autonomía; así como también el respeto por el derecho a la educación de los y las estudiantes y la fe pública comprometida.


Por otra parte, la actual normativa no contempla un marco regulatorio que establezca infracciones y sus correspondientes sanciones. Por el contrario, solo se contempla un  sistema binario en el cual, si la institución de educación superior no cumple con sus objetivos estatutarios, si realiza actividades contrarias a la moral, al orden público o a las buenas costumbres y la seguridad nacional, si incurriere en infracciones graves a sus estatutos, debe necesariamente revocarse su reconocimiento oficial, con el correspondiente cierre de la institución.


Desde su entrada en vigencia, la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y los textos legales que la han sucedido, afirma el Mensaje, se han ocupado mayormente de regular distintos aspectos de la libertad de enseñanza, en especial, el concepto de autonomía institucional, en sus aspectos académicos, financieros y administrativos, sin que exista un desarrollo expreso del derecho a la educación y la protección de los y las estudiantes frente a eventuales irregularidades en el desarrollo y gestión de una determinada institución de educación superior o de un establecimiento educacional. 


Tal situación se ha traducido en que, en numerosas oportunidades, frente a situaciones que constituyen evidentes irregularidades en la gestión de una casa de estudios o infracción de las normas legales que las rigen se han implementado procesos de investigación con el objeto de intentar conocer el real estado académico, administrativo y financiero de una determinada institución, y de este modo poder fiscalizar, dentro de lo posible, el cabal cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención del reconocimiento oficial y para investigar eficazmente la existencia de eventuales hechos que pudiesen ser constitutivos de causales para su revocación.


Durante el último tiempo, prosigue el Ejecutivo, la opinión pública ha podido constatar que cierto número de instituciones de educación superior se han visto involucradas en situaciones que ameritan, al menos, dar inicio a procesos de investigación por parte del Ministerio de Educación, con el objeto de resguardar debidamente el derecho a la educación de los y las estudiantes de dichos establecimientos y la fe pública depositada en aquéllos. 


Por tal motivo, es necesario fortalecer las facultades del Ministerio de Educación para llevar a cabo investigaciones que permitan identificar oportunamente eventuales infracciones y, en caso de ser necesario, decretar el nombramiento de un administrador provisional. Asimismo, frente al caso que una determinada institución de educación superior incurra en hechos que pudiesen constituir alguna causal que ponga en riesgo el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos, o bien su viabilidad administrativa y/o financiera, se hace necesario contar con mecanismos que permitan enfrentar dichas situaciones.


De esta forma, en caso que de lo señalado anteriormente se pueda configurar una causal que amerite la revocación del reconocimiento oficial, y el consecuente cierre de la institución de educación superior, el presente proyecto de ley propone el establecimiento de normas que permitan enfrentar estos problemas teniendo como premisa fundamental la protección de los derechos de los y las estudiantes asegurando la continuidad de sus estudios, el buen uso de todos los recursos de la institución con tal propósito y el resguardo de la fe pública comprometida.


El mensaje destaca que estos aspectos han sido enfrentados mediante distintas iniciativas legislativas, tales como las mociones presentadas por los honorables diputados señores Pepe Auth, Lautaro Carmona, Cristina Girardi, Carolina Goic, Alejandra Sepúlveda y Mario Venegas; así como también aquéllas planteadas tanto por los honorables senadores señores Ignacio Walker, Andrés Zaldívar y Ricardo Lagos Weber; Camilo Escalona y Patricio Walker, como por Pedro Muñoz Aburto, Francisco Chahuán y Camilo Escalona, todos quienes han coincidido en proponer facultades y procedimientos para enfrentar los problemas señalados en el presente mensaje, de manera de asegurar un real resguardo del derecho a la educación de los y las estudiantes de nuestro país.


Asimismo, se subraya que el proyecto de ley que se propone considera los informes de la Comisión Investigadora sobre el funcionamiento de la educación superior y de la Comisión Investigadora encargada de estudiar a fondo el sistema de educación superior chilena, particularmente en lo que respecta a la necesidad de crear una figura de interventor de instituciones de educación superior, que permita adoptar medidas alternativas al solo cierre de las mismas. A lo anterior, se suma los planteamientos del Consejo Nacional de Educación y el Instituto Nacional de Derechos Humanos acerca de la necesidad de contar con una regulación como la contemplada por la iniciativa de ley en informe.


En otro orden de materias, el mensaje da cuenta que el proyecto también aborda la necesidad de fortalecer la figura del administrador provisional en el nivel parvulario, básico y medio, que regula el párrafo 6º del título III de la ley Nº 20.529, sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.


Dicho órgano es nombrado por la Superintendencia de Educación para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que recibe aportes del Estado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento del dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo, de entre las personas que integran el Registro Público de Administradores Provisionales y en los casos que la ley establece. 


No obstante, puntualiza el Ejecutivo, a casi tres años de la entrada en vigencia de dicha normativa, se han generado diversas situaciones que no fueron contempladas en ésta y que han afectado el derecho a la educación de las y los estudiantes, al cual el Estado debe otorgar especial protección, tal como se ha expuesto precedentemente.


Así, en los últimos meses, se ha observado las dificultades que enfrentan las y los estudiantes de diversos establecimientos educacionales y sus familias por el cierre de establecimientos, lo cual afecta no sólo a éstos sino a la comunidad educativa en su conjunto. Por esta razón, añade el mensaje, se hace necesario modificar la referida legislación, extendiendo en ciertos casos la duración del nombramiento del administrador provisional, estableciendo nuevas causales para su procedencia, otorgando la facultad al administrador provisional para coordinar la reubicación de alumnos en caso de cierre de una escuela y estableciendo excepcionalmente la facultad del Superintendente de Educación de nombrar a un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional.


Seguidamente, y una vez efectuado el diagnóstico, el mensaje enuncia los objetivos del proyecto de ley en informe, que son los siguientes:


- corregir las deficiencias del sistema derivadas del débil marco regulatorio relativo a la oportunidad y forma en que deben desarrollarse los procesos de investigación frente una deficiente gestión de las instituciones de educación superior y fijar atribuciones expresas para disponer coercitivamente el cumplimiento de las medidas y diligencias que deban adoptarse durante el desarrollo de dichos procesos. Para el cumplimiento de los objetivos fijados en el presente proyecto, se regulan las figuras del administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior, confiriéndoles las facultades necesarias para permitir el adecuado resguardo del derecho a la educación de los y las estudiantes que pudiese verse afectado por una deficitaria gestión institucional, académica, o financiera de una determinada casa de estudios.


- perfeccionar los procesos de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, sus alcances y consecuencias, estableciendo medidas concretas para el resguardo de los intereses y derechos de los estudiantes, garantizando su continuidad de estudios y la titulación oportuna en la institución afectada por la medida o en otro establecimiento que se determine. En ese contexto, se incluye una disposición penal para sancionar a quienes, una vez nombrado el administrador provisional o de cierre, continúen ejerciendo las funciones directivas o desvíen los bienes de la institución de educación superior, para proteger la fe pública depositada en el administrador provisional o de cierre.


- en materia de educación general, se modifica la ley Nº 20.529, como se ha expuesto, ampliando las hipótesis de nombramiento de administrador provisional a cuando el sostenedor interrumpa parcial o definitivamente la prestación del servicio educacional y cuando la solicitud de renuncia del reconocimiento oficial no haya sido aceptada y de ello se desprenda riesgo para la continuidad de los estudios de los y las estudiantes fortaleciendo el rol del administrador provisional. Asimismo, se amplían las facultades otorgadas a la Secretaría Regional Ministerial proteja a los y las estudiantes que se encuentren en esta situación.


Finalmente, el mensaje aborda los contenidos esenciales del proyecto de ley, que son los siguientes:


i.- La medida de designación de administrador provisional o de cierre.


Tal como se señaló, la normativa educacional no contempla actualmente que el Ministerio de Educación, ante la constatación de un hecho que pueda enmarcarse dentro de una causal para la pérdida del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, que se pueda adoptar alguna medida que permita corregir o subsanar, eficaz y oportunamente, aquellos problemas que la afecten y que permitan, en ciertos casos, evitar el cierre de la institución.


Conjuntamente con ello, en caso de ser procedente la revocación del reconocimiento oficial, no se encuentra regulado el modo en que debe llevarse a cabo el proceso de cierre de una institución de educación superior, de modo que permita asegurar el derecho a la educación de las y los estudiantes afectados. En consecuencia, el proyecto en informe establece y regula las figuras del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior, en adelante, Administrador Provisional, y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, en lo sucesivo, Administrador de Cierre, cuyo objeto es, en ambos casos, resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, así como también garantizar el adecuado uso de los recursos de cualquier especie de la institución de educación superior, en los términos que a continuación se indican:

a)  ámbito de aplicación.

Este régimen de administración se prevé respecto de la generalidad de instituciones de educación superior a que se refiere el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


b) designación del Administrador Provisional y del Administrador de Cierre.


Acorde con el proyecto, la designación del Administrador Provisional se efectúa mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, con el quórum que allí se especifica. Dicha designación es antecedida por un período de investigación, derivada del conocimiento del Ministerio de Educación de hechos que puedan afectar seriamente la viabilidad académica, administrativa y/o financiera de la institución de educación superior, o que puedan significar infracciones a sus estatutos o escritura social, o a las normas que las rigen, y particularmente aquellas derivadas de su naturaleza jurídica, según sea el caso.


De esta manera, se propone que concluida esa investigación previa, y de acuerdo a los antecedentes de que disponga, el Ministerio pondere la conveniencia de designar un Administrador Provisional, o bien, si se encontrare acreditada una causal de revocación del reconocimiento oficial, de dar inicio derechamente al procedimiento destinado a aplicar dicha sanción, acorde con lo dispuesto en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2.


Sin perjuicio de ello, se consideran ciertas causales específicas que permiten designar directamente un Administrador Provisional.

Además, se propone que en el caso de haberse decretado la revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, siempre deberá designarse un Administrador de Cierre.


Tanto el Administrador Provisional como el Administrador de Cierre deben levantar un acta que dé cuenta del estado de la institución que reciben y presentar un plan de administración que detalle el modo en que se dará cumplimiento a sus cometidos.

c)  duración de la medida.


El Administrador Provisional durará un período determinado que puede ser prorrogado en el evento de ser necesario. No obstante ello, esta medida puede ser en todo caso alzada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se hayan subsanado los problemas o deficiencias que dieron origen a su designación.


En el caso del Administrador de Cierre, durará en sus funciones durante todo el proceso de cierre de la institución de educación superior.

d)  facultades 


A fin de que en ambos casos el Administrador pueda dar un efectivo cumplimiento a su objeto, se establece que dichas figuras asuman el gobierno y administración de la institución, y de esta forma su representación legal y todas aquellas facultades que les permitan dar cumplimiento a su mandato, ejerciendo acciones que garanticen el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes. 


Así, entre otras facultades, se considera la de otorgar los títulos y grados que correspondan –a nombre de la institución que administra-, y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de no contar con el respectivo ministro de fe.


Además se le reconocen facultades especiales para conservar la integridad de los bienes destinados a la prestación educativa, incluyendo, incluso, acciones revocatorias especiales de los contratos realizados en perjuicio de éste fin.


ii.- Disposiciones especiales para el caso de revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior.


Acorde con el proyecto, y como se expresó anteriormente, siempre deberá designarse un Administrador de Cierre en el evento de que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior.


Se propone que, en este caso, dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes, el plan de administración deba considerar aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior, caso en el cual debe velarse porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.


En ese orden de ideas, se contempla además que los y las estudiantes reubicados puedan mantener sus beneficios o ayudas estudiantiles otorgadas por el Estado, como si no hubiesen cambiado de institución.


Conjuntamente con ello, se establece que el Administrador de Cierre pueda suscribir convenios con instituciones de educación superior que permitan la continuidad y término de las carreras a los y las estudiantes reubicados, así como también su titulación.


Se considera, además, que los bienes que la institución objeto de cierre emplea para la prestación del servicio educacional, queden afectos a la continuidad de esos estudios, por el período que se requiera para estos efectos.


Finalmente, se propone en el proyecto que las instituciones de educación superior cuyo reconocimiento oficial les sea revocado, pierdan de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación sin perjuicio de que los grados académicos y/o títulos profesionales y técnicos de nivel superior puedan continuar siendo otorgados a nombre de la misma institución, en los términos previstos en el propio proyecto.

iii)  Disposiciones penales


El proyecto incluye, asimismo, una disposición penal para sancionar a quienes, una vez nombrado el administrador provisional o de cierre, continúen ejerciendo las funciones directivas, o bien, celebren actos o contratos respecto de los bienes de la institución de educación superior en perjuicio de su patrimonio.


iv) Modificaciones a la administración provisional regulada en la ley N°20.529


Las principales modificaciones que el proyecto contempla en esta materia son las siguientes


a)
Extiende, en ciertos casos la duración en el cargo del administrador provisional, el cual podrá prorrogarse por razones fundadas por el tiempo necesario que asegure la continuidad del servicio educativo.


b)
Agrega, al artículo 89 de la ley, dos nuevas causales que hacen procedente el nombramiento de un Administrador Provisional. Éstas dicen relación con el rechazo de la solicitud de renuncia del reconocimiento oficial por parte del Secretario Regional Ministerial respectivo por incumplimiento de los requisitos que exige la normativa vigente y cuando el sostenedor interrumpe parcial o definitivamente la prestación del servicio educacional, sin cumplir los requisitos para ello y afectando gravemente el derecho a la educación de las y los estudiantes.


c)
Faculta al administrador provisional para coordinar la reubicación de las y los estudiantes. El proyecto establece como nueva facultad del administrador provisional el coordinar en caso de pérdida del reconocimiento oficial por renuncia o revocación la reubicación de las y  los estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.


d)
Faculta al Superintendente de Educación para nombrar mediante resolución fundada y para resguardar el derecho a la educación, en los casos establecidos en la ley, a un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional, en lugar de un profesional incorporado en el registro respectivo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

I. PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR EL EJECUTIVO Y ANALISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN

Al iniciarse la discusión en general de esta iniciativa legal, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga señaló que la motivación que existe para este proyecto de ley es establecer y regular un procedimiento para el nombramiento y determinación de las facultades de un administrador provisional y de cierre de los establecimientos de educación superior, como también efectuar algunas enmiendas a la actual regulación que tiene la referida institución en el sistema escolar.

En este mismo orden de ideas, y junto con recordar que la figura del administrador provisional ya existe en nuestra legislación, añadió que lo anterior se plantea con el objetivo de resguardar dos elementos. Por un lado, la fe pública, que está implícita en el hecho que el Estado ha otorgado el reconocimiento oficial a dichos establecimientos, les ha dado el carácter de autónomos, es decir, ha establecido que aquellos se encuentran capacitados para administrarse y cumplir con los objetivos que se platean con sus propios estudiantes, es decir, otorgar la enseñanza de determinadas áreas del conocimiento. Agregó que se ha observado que resulta necesario que el Estado se haga responsable para aquellos casos en que no se cumplen con esos objetivos.

El segundo aspecto, dice relación con la responsabilidad del Estado. En ese enfoque, la señora Subsecretaria expresó que si bien pudiera estimarse que la relación entre las partes del sistema educacional se rige por un contrato suscrito entre estudiantes y establecimientos, de carácter privado, cuando esos contratos son puestos en riesgo, es decir, que la actividad educativa experimente riesgo en su continuidad, de manera sistémica, es necesario que el Estado intervenga.

Actualmente, prosiguió, el Ministerio cumple con facultades de fiscalizar, lo que lo hace de manera regular. Sin en estos procesos de investigación se configura un caso que es evaluado como que se está en riesgo de existir causales de cierre del establecimiento, está la alternativa entre el cierre o no hacer nada, alternativas que son, de suyo, bastante complejas. 

Las causales de cierre, precisó, se encuentran establecidas en los artículos 64, 74 y 81 de la LEGE, normas que regulan el procedimiento para cancelar la personalidad jurídica y revocar el reconocimiento oficial del Estado a una universidad, instituto profesional y centro de formación técnica. En síntesis, esta sanción se dictamina por decreto supremo fundado del Ministerio Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada para ese sólo efecto y escuchada la entidad afectada, cuando la institución no cumple sus fines; realizare actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional; incurriere en fracciones graves a lo establecido en su escritura social o en su reglamento académico, y dejare de otorgar títulos correspondientes de nivel superior.

Por otro lado, resaltó que el principio que sirve de faro iluminador al proyecto de ley es la necesidad de garantizar la continuidad de estudios de los alumnos.

Refiriéndose a la urgencia del proyecto de ley, notó que si bien ello ha sido un punto muy criticado, encuentra su fundamento en casos serios como los de la Universidad del Mar y otros planteles de educación superior que están en proceso de investigación por parte de la cartera. Aseveró que si el Ministerio no tuviera la certeza de que existen situaciones que pueden poner en peligro la continuidad de estudio de los alumnos, el contenido de este proyecto habría sido incluido a la hora de comenzar la reforma al sistema de educación superior y, específicamente, al momento de presentar la iniciativa de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior. Con todo, puntualizó que las iniciativas de reforma al sistema de educación superior estarán en sintonía con la que es objeto de análisis.

En concordancia con el punto anterior, aclaró que la iniciativa legal no modifica el actual marco regulatorio, ya que las innovaciones a éste deberán enmarcarse dentro de las reformas al sistema de educación terciaria.

En otro orden de consideraciones y luego de referirse a los objetivos del proyecto de ley, aclaró que el objeto perseguido por medio de éste no es dotar al Ministerio de un instrumento de uso arbitrario para intervenir bajo cualquier circunstancia las instituciones de educación superior. En efecto, consignó que la idea es que la figura del administrador provisional sea un instrumento de última ratio y que se cuente con normas que permitan alertar de manera temprana la ocurrencia de irregularidad. 

En relación con el contenido de la iniciativa legal, se detuvo en dos aspectos: en el proceso de investigación preliminar y en el proceso de nombramiento del administrador provisional. 

En lo que al primer proceso respecta, notó que si bien el Ministerio que integra cuenta con facultades para investigar, no existe un procedimiento para ello, cuestión que hace el proyecto en estudio. 

Establecido lo anterior, informó que el artículo 3° de la propuesta legal contempla las causales para dar inicio a él. Precisó que el Ministerio de Educación dará inicio a dicho proceso cuando tome conocimiento de antecedentes graves que afecten seriamente la viabilidad administrativa y/ o financiera de una institución de educación superior, el cumplimiento de los compromisos académicos o infracciones a sus estatutos o a las normas que las regulan, en especial a aquellas derivadas de su naturaleza jurídica. Agregó que dicha decisión se notificará a la institución de educación superior, la que contará con un plazo de 15 días para hacer sus descargos. Transcurrido dicho espacio de tiempo y atendidos los descargos efectuados por la casa de estudios, el Ministerio de Educación decidirá si se cierra el proceso o bien se da inicio al proceso de investigación preliminar. Agregó que al término del periodo de investigación preliminar el Ministerio de Educación podrá adoptar alguna de las siguientes decisiones:

1.- Darlo por terminado al estimar que el plantel no se encontraba en alguna de las hipótesis señaladas.

2.- Advertir que la institución si se encuentra en alguna de las situaciones reseñadas y, en consecuencia, elaborar un informe que dé cuenta de los problemas identificados, formulando recomendaciones a la casa de estudios para subsanarlos. En este punto, agregó que la institución contará con un plazo de 120 días para enmendar los problemas, debiendo informar al Mineduc, dentro de los 15 días siguientes, las medidas adoptadas. Advirtió que en el caso de no informarse o de no se subsanarse los inconvenientes, deberá procederse conforme a la siguiente alternativa.

3.- Nombrar un administrador provisional o un administrador de cierre, según corresponda.

En lo que al proceso para nombrar un administrador provisional respecta, hizo presente que la iniciativa de ley contempla en su artículo 8° disposiciones que justifican dicha designación. Detalló que ello tiene lugar cuando existe riesgo de continuidad de estudio de los alumnos debido al incumplimiento de los compromisos académicos, o la viabilidad administrativa o financiera de la institución, a la imposibilidad de mantener funciones académicas por sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que afecten a la institución, sus sedes o sus bienes muebles o inmuebles, o porque se decretó la liquidación de la institución o entidad organizadora. Resaltó que lo que justifica el nombramiento de un administrador provisional es la consecuencia de los riesgos y no las causales en sí mismas.

Continuando con su exposición, apuntó que una vez que el Ministerio advierte alguna de las causales señaladas, presentará la situación ante el Consejo Nacional de Educación quien podrá aprobar o desechar la medida. En caso de aprobarla, precisó, el Ministerio nombrará un administrador provisional, y el aludido consejo tendrá cinco días para ratificar tal designación. Agregó que la institución de educación superior, por su parte, podrá apelar en el plazo de 5 días ante el Consejo Nacional de Educación de tal designación, y que transcurrido dicho plazo, el aludido consejo contará con diez días para responder. 

A reglón seguido, sostuvo que nombrado el administrador provisional, tendrá un plazo de 30 días para presentar un informe que deberá contener el estado financiero y patrimonial de la institución y un plan de administración para ella. Además, manifestó que el aludido administrador deberá presentar informes trimestrales al Ministerio y al Consejo Nacional de Educación sobre su gestión. Agregó que durará en su cargo por un periodo de dos años, plazo que podrá prorrogarse por una vez con acuerdo del Consejo Nacional de Educación. Finalmente, comentó que tendrá todas aquellas facultades que sean necesarias para administrar la institución y resolver las causas que motivaron su designación, teniendo como límite el respeto a la misión de ésta. 

Seguidamente, la señorita Subsecretaria recalcó que si durante el proceso de investigación preliminar o durante el periodo en que esté ejerciendo sus funciones el administrador provisional aparecen causas que ameritan la pérdida del reconocimiento oficial, se procederá a su revocación, al cierre de la institución y a nombrar a un administrador de cierre. Con todo, destacó que la pérdida del reconocimiento oficial sólo tendrá lugar una vez terminado el proceso de cierre, a fin de que  el administrador pueda conducir la institución hasta el final.

Por último, refiriéndose al ámbito de educación escolar, hizo presente que la iniciativa de ley contempla algunas modificaciones a la ley N° 20.529, de 2011, sobre Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su Fiscalización. Agregó que ellas radican en la figura del administrador provisional y apuntan a prorrogar el plazo de duración de sus funciones, a aumentar las causales que justifican su designación y a facultar al Superintendente para nombrar un funcionario de su dependencia como administrador provisional en caso que el procedimiento regular haya fallado.

Se deja constancia que la señora Subsecretaria acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Complementando la intervención anterior, el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Francisco Martínez, enfatizó que frente a situaciones como la ocurrida en la Universidad del Mar colisionan dos derechos fundamentales: el derecho a la educación de los estudiantes y el derecho de propiedad de los dueños de las instituciones de educación superior. Puso de relieve que frente a la colisión descrita, el proyecto de ley opta por una solución que hace prevalecer el derecho de los primeros.

Por otro lado, sentenció que para resolver las materias más complejas, en las que se requiere de un juicio de valor, el proyecto de ley propone la intervención del Consejo Nacional de Educación, tal como ocurre a la hora de obtener el licenciamiento. 

Por su lado, el Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, comentó que durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, el Ejecutivo recogió algunas de las observaciones planteadas por los legisladores, permitiendo su perfeccionamiento. 

Asimismo y reiterando las palabras de la señorita Subsecretaria, afirmó que la propuesta de ley busca solucionar situaciones complejas, y, en consecuencia, permitir la intervención de las instituciones de educación cuando circunstancias graves lo ameriten. En el mismo sentido, puntualizó que el Ministerio anhela contar con una herramienta que proteja efectivamente los derechos de los estudiantes.

En otro orden de consideraciones, puso de manifiesto que las instituciones sometidas al proceso de intervención provisional deberán utilizar sus propios recursos, toda vez que la iniciativa de ley no contemplan dineros fiscales adiciones para ello. Añadió que sólo se contemplarán recursos adicionales en caso de cierre de las instituciones de educación superior para proteger a los estudiantes.

Finalmente, hizo hincapié en que las figuras que crea la iniciativa de ley tendrán el deber de respetar la misión esencial de la casa de estudios intervenida en el ejercicio de sus funciones, reconociendo así el principio de la autonomía institucional. Con todo, señaló que será posible alterar la estructura académica cuando así se requiera para resguardar el derecho de los estudiantes.

- - -


Una vez escuchada la exposición de los representantes del Ejecutivo respecto de la iniciativa legal en informe, la Comisión analizó sus principales contenidos.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la necesidad de contar con un proyecto de ley sobre la materia, y valoró el esfuerzo realizado por el Ejecutivo sobre el particular. Agregó que, sin lugar a dudas, lo ideal habría sido que esta materia se insertara dentro de la iniciativa de ley que creará la Superintendencia de Educación Superior, pero resaltó que la necesidad de dar vida prontamente a esta propuesta de ley, que permitirá hacer frente a situaciones como la de la Universidad del Mar, justifica su separación y urgencia.

Establecido lo anterior, hizo presente que el proyecto de ley ha sido objeto de múltiples críticas. Al respecto, recordó las formuladas por el Rector de la Universidad Diego Portales, señor Carlos Peña, quien si bien reconoció que éste estaba inspirado por buenos motivos, sentenció que estaba mal concebido y ejecutado. Notó que el citado decano estimó que el proyecto de ley jugaría un rol equivalente al de una Superintendencia, pero sin ninguna de las garantías de una instancia tal. Detalló que la máxima autoridad de la universidad Diego Portales aseguró que el Ministerio de Educación supervigilará los planteles de educación superior sobre la base de causales genéricas, vulnerando el principio de la autonomía institucional. Asimismo, subrayó que el señor Peña consideró que muchas de las normas del proyecto violaban el derecho de propiedad, resultando, en consecuencia, inconstitucional. Finalmente, recalcó que el señor decano aseveró que muchas de las disposiciones de la propuesta en estudio tendrían carácter orgánico constitucional. Luego de recordar las principales críticas del Rector Peña, consultó a los representantes del Ministerio de Educación si las materias objeto de observaciones habían sido subsanadas durante el primer trámite constitucional.

En otro orden de consideraciones, aseguró tener grandes dudas respecto de la estructura propuesta para el proyecto de ley. Especificando su aseveración, no consideró necesario la creación de las figuras de administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior. En este punto, recordó que la iniciativa de ley presentada en conjunto con los Honorables Senadores señores Lagos y Zaldívar (Boletín N° 8.775-04)
 sugería una estructura distinta: un administrador provisional, figura creada para los casos en que sería necesario el cierre de los planteles de educación superior y quien debería asegurar la continuidad de estudio de los alumnos, y una administración delegada, institución propuesta para aquellos casos en que era posible salvar la crisis enfrentada por el plantel. En relación con esta última figura, indicó que el artículo 10 del aludido proyecto de ley dispone que, en los casos que el administrador provisional así lo determine, podrá convocar a instituciones de educación superior que cumplan las exigencias a que se refiere el artículo siguiente para que asuman la administración delegada de la institución de que se trata. Al respecto, estimó que el que otra institución sea quien se haga cargo de una casa de estudios que enfrenta una crisis es la solución adecuada, toda vez que quien asume la administración es quien realmente sabe de la materia.

Con todo y en sintonía con el punto anterior, celebró que el inciso quinto del artículo 23 de la propuesta legal abriera la posibilidad de suscribir convenios con instituciones de educación superior, y resaltó que dicha posibilidad se asemeja a la propuesta de crear una administración delegada, tal como lo contempla el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 8.775-04. 

Continuando con su exposición, se detuvo en el artículo 3° de la iniciativa legal, precepto que regula las causales que permiten que el Ministerio de Educación dé inicio a una investigación preliminar. Sobre el particular, sentenció que las causales que la justifican eran muy amplias. Precisó que las dudas no existen cuando hay antecedentes graves que afecten la viabilidad administrativa y/ o financiera de una institución, pero sí en caso de antecedentes graves que afecten seriamente el cumplimiento de los compromisos académicos. Al respecto, consideró extremadamente vaga la referida causal y estimó que juzgar si se cumplen o no los compromisos aludidos afectaría la autonomía y la libertad académica de las instituciones. 

Respecto a los casos en que se puede nombrar directamente un administrador provisional, materia regulada en el artículo 8°, notó que las causales contempladas en el literal a) ya están comprendidas como causas que permiten al Ministerio de Educación dar inicio a una investigación preliminar.

Refiriéndose a las facultades asignadas al administrador provisional, en tanto, criticó, en primer lugar, la posibilidad que éste, dentro de su plan de administración provisional, pudiera contemplar acciones para reestructurar la respectiva institución (inciso segundo artículo 9°). Asimismo, en relación a la facultad de crear un consejo tri estamental de carácter consultivo, a fin de garantizar la participación de los alumnos, profesores y administrativos en el proceso, consideró que la rapidez y eficiencia que requiere la administración provisional no da espacios a consultar las decisiones a los representantes de los estamentos elegidos democráticamente. Por otro lado, lamentó la posibilidad, otorgada en el inciso tercero del artículo 11, de adoptar “cualquier medida” necesaria para garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones que le impone su mandato. Finalmente, en relación con este punto, agregó que si bien el proyecto dispone que el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior, podrá hacerlo cuando existan razones para ello fundadas en la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.

Luego de dejar al descubierto sus principales observaciones al proyecto en estudio, puso de relieve que de sus disposiciones pareciera que, lejos de crearse la figura del administrador provisional, se abre la puerta para intervenir las instituciones. Precisó que las causales que posibilitan su nombramiento, las facultades que se le encomiendan y el tiempo durante el cual puede ejercer sus funciones pueden desvirtuar el concepto de crear la figura del administrador provisional. En el mismo sentido, notó la lejanía con el espíritu y el tenor del artículo 2132 del Código Civil, norma referida a la administración del mandato.

Por último, en atención a la envergadura de la administración provisional propuesta, consideró necesario contemplar algún recurso de carácter judicial. 

La Honorable Senadora señora Von Baer, a su vez, lamentó la ausencia del Ministro a la sesión en que el Ministerio presentaba la propuesta legal. 

Por otro lado, puso de manifiesto que de la exposición realizada por los representantes del Ejecutivo, uno de los aspectos en los que se hizo hincapié fue en asegurar que las figuras creadas en la iniciativa de ley serían de uso poco frecuente y quedarían reservadas para situaciones de carácter graves. Sobre el particular, consultó a la señorita Subsecretaria qué medidas contempla la propuesta de ley que aseguren que éste y los próximos Gobiernos no utilizaran de manera indiscriminada los instrumentos en estudio. Enfatizó que de la lectura del proyecto no se observan disposiciones en tal sentido.

En otro orden de consideraciones, estimó que las causales que posibilitan que el Ministerio de Educación inicie una investigación preliminar como también aquellas que facultan para nombrar directamente un administrador provisional eran demasiado amplias. Al respecto, solicitó que se precisara la frase “antecedentes graves que afecten seriamente la viabilidad administrativa y/o financiera de una institución de educación superior o el cumplimiento de sus compromisos académicos o que puedan significar infracciones a sus estatutos o escritura social o a las normas que las regulan”. En el mismo sentido, pidió que se dieran ejemplos de cada uno de estos casos. Remarcó que las causales que contempla la ley N° 20.529 para posibilitar el nombramiento de un administrador provisional son más precisas y claras. Finalmente, hizo ver que la presencia de causales genéricas podría motivar la intervención del Ministerio de Educación más a menudo de lo que se quisiera.

Por otra parte, si bien coincidió con la necesidad de poner término al sistema binario, estimó que el plazo para que las instituciones de educación superior pudieran superar los problemas identificados en la investigación preliminar era insuficiente. Destacó que el incumplimiento de las medidas sugeridas daría pie al nombramiento de un administrador provisional o de cierre, según el caso, figuras que calificó derechamente de interventores.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, preguntó a la señorita Subsecretaria qué ocurriría si el administrador provisional no era capaz de solucionar los inconvenientes de la casa de estudios y de quién sería la responsabilidad en ese caso. En este punto, hizo hincapié en que el Estado no sólo supervigilará las instituciones, sino que, además, se involucrará en la administración de las mismas, haciéndose corresponsable de ello.

Continuando con la exposición de sus planteamientos y coincidiendo con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, subrayó que el tiempo durante el cual el administrador provisional podía ejercer sus funciones era excesivo. 

Deteniéndose en las modificaciones propuestas a la ley N° 20.529, sobre Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su Fiscalización, consultó qué justificaba los cambios sugeridos. En el mismo contexto, consideró que las dos nuevas causales que posibilitan la intervención de un administrador provisional en materia escolar eran demasiado genéricas en comparación a las existentes, y, en consecuencia, pidió que se aclarara el sentido y alcance de ellas. Por último, preguntó por qué se ampliaba el tiempo durante el cual el administrador provisional podía ejercer sus funciones. En este punto, apuntó que la duración indefinida en el cargo daría vida a una extraña figura en el caso de establecimientos educacionales privados, ya que podrían ser administrados indefinidamente por el Estado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro, discrepando de las argumentaciones de los legisladores que le precedieron en el uso de la palabra, enfatizó que el espíritu del proyecto de ley era proteger a los alumnos y asegurar la continuidad de sus estudios. A la luz de lo anterior, celebró las facultades otorgadas al administrador provisional, pues explicó que ellas permitirán solucionar los inconvenientes presentes en las instituciones, a diferencia de lo que ocurrió en el caso de la Universidad del Mar, en donde 8.000 estudiantes quedaron a la deriva.

Deteniéndose en la figura del administrador provisional para la educación escolar, consignó que la institución no ha dado los frutos esperados. Precisó que así lo demuestra la situación vivida en el caso del Centro de Estudios Piaget de Talcahuano, en donde se faltó a la verdad creando estudiantes con problemas cognitivos, lo que posibilitó al establecimiento cobrar una subvención por ello. Agregó que ha pasado un año y medio desde que se tomó conocimiento de dichas irregularidades y la Superintendencia aún no interviene el colegio.

En otra línea argumental, subrayó que el centro de la preocupación debiera estar en si el administrador provisional tendrá la capacidad de resolver los problemas y si podrá superar la resistencia que ponga la institución de educación superior. Agregó que sólo si ello es posible, se podrán defender los derechos de los estudiantes. 

En sintonía con el punto anterior, calificó de excesiva la defensa del principio de autonomía institucional en desmedro de los derechos de los estudiantes y sus familias. Además, juzgó que los planteles que realizan adecuadamente sus labores y se apegan a la ley en el desarrollo de las mismas no quedarán sujetos al riesgo de ser intervenidos, toda vez que la figura ha sido pensada para aquellos que no se ajusten al ordenamiento jurídico.

En relación al temor manifestado por la Honorable Senadora señora Von Baer respecto de un posible uso indiscriminado de las figuras creadas, resaltó que la decisión del Ministerio de Educación deberá ser respaldada por el Consejo Nacional de Educación, organismo autónomo.

Respecto de la duda planteada por la legisladora citada en orden a qué ocurriría si el administrador provisional no soluciona los inconvenientes advertidos, afirmó que la responsabilidad será de la institución de educación superior. Con relación a la misma hipótesis, consultó a la señorita Subsecretaria qué ocurriría con los estudiantes en tal caso. Sobre el particular, solicitó adoptar las medidas para erradicar tal posibilidad, como también aquella en que el administrador provisional se transforme en un mero liquidador.

En la misma lógica anterior, sugirió crear un seguro que las instituciones de educación superior estén obligadas a contratar, el que responderá en el caso que fracasen económicamente, evitando así que sea el Estado quien deba asumir los costos. Asimismo, consultó a la señorita Subsecretaria si el ejercicio de la administración provisional y la administración de cierre supondrían costos para el Estado, tal como ocurrió en el caso de la Universidad del Mar.

El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, alabó que la iniciativa de ley protegiera los derechos de los estudiantes frente a situaciones como la ocurrida en la Universidad del Mar, y resaltó que existen antecedentes que otras instituciones se encuentran en situaciones similares, razón por la cual llamó a dar celeridad a la tramitación de la iniciativa legal. 

Seguidamente, manifestó su beneplácito hacia la creación de la figura del administrador provisional en el mundo de la educación superior, y, especialmente, en el caso de las universidades, planteles a los cuales, recordó, les está prohibido perseguir fines de lucro. Asimismo, celebró que el Gobierno propusiera reglas claras para los estudiantes.

Por otro lado, puso de manifiesto que las figuras creadas serán medidas de ultima ratio, utilizándose sólo para situaciones graves. Remarcó que para garantizar lo anterior el proyecto de ley dispone que la decisión del Ministerio de Educación deberá contar con el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, desterrando así el uso indiscriminado de este instrumento.

Deteniéndose en las causales que posibilitan el nombramiento de un administrador provisional, estimó fundamental aquella que dice relación con el conocimiento de antecedentes graves que pongan en riesgo la viabilidad administrativa o financiera de la institución, toda vez que, notó, ello repercute, generalmente, en los recursos docentes, educativos o físicos necesarios para ofrecer educación de calidad.

En relación con la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en orden a crear un recurso judicial, sentenció que la rapidez y eficiencia que supone la administración provisional no da cabida a éste.

Luego de resaltar las principales fortalezas de la propuesta legal, consultó a la señorita Subsecretaria de Educación qué razones habían motivado desestimar la figura de la administración delegada sugerida por los Honorables Senadores señores Lagos, Walker, don Ignacio, y Zaldívar en el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 8.775-04.




Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi, señaló que la autonomía universitaria no puede constituir un cheque en blanco para que en su ejercicio, los dueños o administradores de una institución de educación superior, puedan actuar omnímodamente, sin control alguno, y sin considerar el derecho a la educación de sus alumnos, que constituye, igualmente, una garantía constitucional.


Haciendo referencia a alguno de los aspectos del proyecto que ha motivado críticas, precisó que las facultades de investigación que se otorgan al Ministerio de Educación no hacen otra cosa que ratificar una atribución que posee en la actualidad, y en cuyo ejercicio, ha podido constatar que existen variados problemas, de gravedad, en el funcionamiento de algunas de estas instituciones que pueden afectar el derecho a la educación de los estudiantes, y que ha sido, precisamente, el fundamento que está detrás de este diseño legal.


En este mismo orden de consideraciones, expresó su opinión favorable a esta propuesta de ley, toda vez que no existe ningún atisbo de arbitrariedad en la designación del administrador provisional, ya que ello ocurre una vez que culmina un proceso de investigación y por cuanto su nombramiento requiere del acuerdo del Consejo Nacional de Educación, que es un organismo de carácter técnico, integrado por personas provenientes del ámbito académico, siendo varios de ellos nombrados con acuerdo del Senado.

- - -

II.- EXPOSICIONES DE LOS INVITADOS Y DEBATE EN LA COMISIÓN RESPECTO DE ELLAS


Como se indica al inicio de este informe, y con el objeto de tomar conocimiento de las observaciones de los principales actores sociales respecto del proyecto en informe, la Comisión recibió a diversos invitados. Los planteamientos que ellos formularon se transcriben a continuación, como asimismo, el debate que ellos originaron en el seno de la Comisión. 


1) El Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, señor Juan Manuel Zolezzi, expresó que la iniciativa legal constituye una mejora necesaria y urgente a la precaria institucionalidad que actualmente rige en la educación superior chilena y puntualizó que para todos quienes se desempeñan en este ámbito, resulta evidente que existen amplios espacios desregulados en nuestra educación superior.


Asimismo, destacó el hecho que este proyecto de ley tenga como premisa fundamental la protección de los derechos de los y las estudiantes asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución con tal propósito, así como el resguardo de la fe pública comprometida. En efecto, puntualizó, es un deber del Estado garantizar la fe pública, ya que él es quién otorga la autorización o la atribución para que una determinada institución imparta carreras y otorgue títulos.


En ese mismo orden de ideas afirmó que esta iniciativa debe ser evaluada prioritariamente desde la perspectiva del ejercicio efectivo del derecho a la educación de los estudiantes y sus grupos familiares y expresó su concordancia con el propósito central del proyecto en cuanto a asegurar la continuidad de los estudios y, en consecuencia, evitar los evidentes perjuicios que en todos los planos puede generar a un estudiante y a su familia el cierre de su carrera universitaria a consecuencia del incumplimiento grave de las obligaciones de la institución en la cual se educan.


En ese contexto, precisó que la ciudadanía organizada es la que tiene la necesidad y el derecho de buscar fórmulas para enfrentar las eventuales acciones irregulares en que pueden incurrir ciertos establecimientos educacionales y agregó que no se puede soslayar que algunos planteles han traspasado los límites de la responsabilidad pública y abusado de la confianza que en ellos han depositado las familias para la formación de sus hijos.



Continuando con su exposición, el señor Zolezzi recalcó que el marco legal del sector educación superior contempla una débil regulación de las facultades de la institucionalidad pública en materia de procesos de fiscalización que permitan velar porque las instituciones de educación superior cumplan con las normas que las rigen. En la actualidad, recalcó, si una institución de educación superior incurre en vulneraciones o infracciones graves, debe necesariamente revocarse su reconocimiento oficial y procederse a su cierre, ya que la legislación no contempla mecanismos intermedios. 


Resulta necesario, en consecuencia, mejorar la institucionalidad pública y fortalecer las facultades del Ministerio de Educación para Ilevar a cabo investigaciones que permitan identificar oportunamente eventuales infracciones y, en caso de ser necesario, posibilitar que se designe un administrador cuya misión sea subsanar los problemas y deficiencias detectadas, procurando la continuidad del servicio educativo. Vale decir, esta iniciativa legal crea y regula un mecanismo intermedio que se hace cargo de un vacío que tiene la legislación actual.


Por lo mismo, sentenció, comparte el criterio de abordar el tema con la urgencia planteada porque es público y notorio que la autoridad de educación se encuentra investigando actualmente a varios planteles, algunos de los cuales ya perdieron su acreditación. Es sabido también que el propio Ministerio Público realiza una investigación penal por posibles delitos cometidos en algunas instituciones de educación superior. Como se señaló, la alternativa actual al administrador provisional es el nombramiento de un síndico de quiebras o liquidador, lo que resulta totalmente ajeno a una perspectiva universitaria y deja en la incertidumbre y en la indefensión a los estudiantes, académicos y funcionarios.


Refiriéndose a las críticas que se han vertido respecto a esta iniciativa legal, que apuntan a que los planteles de educación superior podrían ver amenazada su autonomía y que podría abrirse espacios a la arbitrariedad de la administración, por la dependencia del Ministerio de Educación de la decisión de nombrar un administrador provisional, juzgó que algunas de ellas eran desmesuradas y formuladas con un tono alarmante, que no encuentran justificación ante un análisis más objetivo de su contenido. En efecto, puntualizó, los resguardos que evitan la arbitrariedad de las medidas que se debieran adoptar ante hechos graves que pueden afectar a miles de jóvenes estudiantes, se encuentran adecuadamente contenidos en el propio proyecto de ley y ciertamente se han visto reforzados en virtud de las modificaciones introducidas al proyecto original por la Honorable Cámara de Diputados.



Reforzando el planteamiento referido a la autonomía universitaria, y reconociendo el deber del Estado de resguardar la libertad de enseñanza y la autonomía de las instituciones de educación superior - valores que han tenido al Consejo de Rectores como su más férreo defensor - expresó que no es posible sustentar en el cumplimiento de dicho principio situaciones de arbitrariedad, ilegalidad o la pésima calidad de la educación ya que el Estado tiene el deber de generar los mecanismos que efectivamente permitan resguardar el derecho a la educación como un derecho fundamental de las personas. 


A vía ejemplar, añadió, el cierre de la Universidad del Mar, cuya matrícula era de 16.907 estudiantes, constituye el caso paradigmático de la crisis institucional y la desprotección estudiantil. Frente a la evidencia de auditorías realizadas y las constantes denuncias de estudiantes, académicos y otras autoridades, el Consejo Nacional de Educación resolvió el cierre de la referida universidad. Los avatares que han debido sobrellevar estos miles de estudiantes para continuar sus estudios son indescriptibles, ya que todos han sufrido perjuicios, según el informe del Instituto Nacional de Derechos Humanos (Informe Derechos Humanos 2013), y que denota que hasta ahora se desconoce la situación de más de 8 mil de estos estudiantes que no continuaron en dicha institución y tampoco lograron reubicarse en otras universidades, y resulta de la mayor gravedad, precisó, que lo ocurrido a los estudiantes de la Universidad del Mar pueda extenderse a otras casas de estudios.


Respecto de este punto, señaló que algunas instituciones no han tenido la capacidad de autorregularse de manera responsable una vez alcanzada su autonomía y sentenció que cuando un establecimiento de educación superior tiene un descalabro financiero o académico que pone en riesgo la continuidad y calidad de los estudios que imparte, la ley no puede permitir que tal establecimiento pretenda escudarse en la autonomía universitaria.


En lo que dice relación con la eventual arbitrariedad en la adopción de la medida de nombrar un administrador provisional, el señor Zolezzi precisó que dicha decisión la adopta el Ministerio de Educación con la aprobación o acuerdo previo de un organismo autónomo que es el Consejo Nacional de Educación, por lo que no puede afirmarse que se provoque tal situación. Sobre el particular, trajo a colación que decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que creó el Consejo Nacional de Educación lo define como "un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio" y cuyos miembros deben ser académicos, docentes o profesionales destacados, que cuenten con una amplia trayectoria en docencia y gestión educacional, y con especialización en educación, ciencia, tecnología, gestión y administración o en humanidades y ciencias sociales. 


Asimismo, recalcó, la autonomía del Consejo Nacional de Educación, que es el que debe otorgar su acuerdo para la designación del Administrador Provisional y a ratificar el nombramiento de la persona del administrador, se garantiza además por la integración y la forma de designación de sus miembros, ya que seis de ellos son propuestos por la Alta Dirección Pública, de los cuales cuatro deben ser ratificados por los dos tercios del Senado, y los otros cuatro son académicos designados, dos por el Consejo de Rectores, uno por las universidades privadas y uno por los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales acreditados.


En otro orden de ideas, expresó que la figura del administrador provisional no es ajena al ordenamiento jurídico nacional, puesto que ya se encuentra reconocida en la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, de 27 de agosto de 2011, que permite nombrar un administrador provisional para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo, y aseveró que las funciones y fines del administrador provisional que la referida ley establece respecto de los establecimientos de educación básica y media, se asemejan a las que el proyecto de ley en informe atribuye al administrador provisional que procura crear para las instituciones de educación superior. A mayor abundamiento, recalcó que, en su momento se ejerció el control de constitucionalidad de las normas orgánicas constitucionales de la normativa en comento por parte del Tribunal Constitucional (Rol N° 2009-11-CPR), no recayendo juicio de inconstitucionalidad de ninguna de las disposiciones referidas al administrador provisional.


Por otra parte, la Cámara de Diputados ha eliminado del proyecto original las disposiciones que conferían al administrador provisional ciertas acciones especiales referidas a la conservación del patrimonio de la institución administrada provisionalmente, otorgándole sólo la acción revocatoria común del Código Civil, lo que debiera despejar el cuestionamiento más reiterado y enfático de los opositores a este proyecto de ley.


Por todo lo anterior, enfatizó, el Consejo de Rectores estima que el proyecto de ley en informe, lejos de amenazar el Estado de Derecho, lo fortalece y legitima.


Concluyó su exposición señalando que efectivamente una ley de fondo o de mayor complejidad, como aquella que creara la Superintendencia de Educación Superior, debiera tener la virtud de contemplar mecanismos que se adelanten y procuren evitar que las instituciones de educación superior incurran en acciones que puedan configurar las causales que hacen posible y necesaria la designación de un administrador provisional. No obstante, resulta evidente que la misión y función de la Superintendencia es distinta y no puede ser la misma del administrador. Por lo mismo, puntualizó, es totalmente pertinente lo que considera el artículo primero transitorio del proyecto (introducido por la Cámara de Diputados) en el sentido que las disposiciones de esta iniciativa de ley serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a la Superintendencia de Educación Superior que deberá crearse.


Finalmente, y sin perjuicio de la opinión favorable al proyecto de ley en informe, el señor Zolezzi manifestó que éste sólo aborda un aspecto relevante y urgente pero limitado de la problemática educacional terciaria, y que los proyectos de modificaciones más sustantivas, y que debieran presentarse a discusión legislativa durante el segundo semestre de este año, ciertamente son otros. Lo anterior, reiteró, no es óbice para reconocer en este proyecto un enfoque que avanza en reconocer la relevancia del derecho a la educación y en hacerse cargo de las responsabilidades que tiene el estado para fortalecer la institucionalidad y permitir el cumplimiento efectivo de este derecho fundamental.


2.- El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Universidades Privadas, señor Ricardo Israel, destacó que el proyecto de ley adolece de dos problemas fundamentales: en primer lugar, asimila ambas instituciones (administradores provisional y de cierre) al punto de hacerlos prácticamente indistinguibles; y, segundo, su contenido sigue evidenciando aspectos de dudosa constitucionalidad.


En cuanto al primer aspecto, explicó que resulta poco razonable establecer dos regímenes si sus atribuciones son casi totalmente idénticas, considerando que el resultado de sus gestiones es diverso. En este punto la reciente Ley de Insolvencia puede guiar esta discusión, puesto que ella considera un veedor que da continuidad de giro —símil del Administrador Provisional- y un liquidador—símil del Administrador de Cierre-, con naturaleza y atribuciones diferentes, de conformidad a su propósito


En este mismo orden ideas, expresó que no hay duda respecto de la necesidad de un sistema de control, el cual debería sustentarse en la existencia de una Superintendencia. Sin embargo, al mismo tiempo que se avanza hacia la creación de dicho órgano, se debe evitar el exceso de atribuciones de un administrador que pueda conducir a la arbitrariedad que caracterizó a muchos rectores delegados. Indudablemente, añadió, aún en el funcionamiento de un sistema democrático, también se puede hacer mal uso de aquellas, aún más si son excesivas, recaídas no en una Superintendencia sino en un administrador provisional.


Enfatizó que en tiempos de participación ciudadana y descentralización, hay que evitar situaciones que puedan conducir a situaciones no deseadas, si se deja a otras partes en indefensión, atentando contra principios básicos de un estado democrático de derecho. Tampoco se cumple el objetivo anunciado en este proyecto, si es que muchas de sus disposiciones son una invitación a una judicialización paralizante. Es por ello, precisó, que un adecuado balance debe consultar un mayor rol para una institución como el Consejo Nacional de Educación, que solo participa secundariamente, y en el mismo sentido evitar que una instancia administrativa detente un poder semejante al que se utilizó en un régimen no democrático, y quizás consultar una mayor participación de las instituciones acreditadas de Educación Superior, tal como ocurre en otros países, para evitar al máximo el daño a los estudiantes.


Sin perjuicio de las observaciones reseñadas precedentemente, el señor Israel efectuó algunos comentarios al articulado del proyecto las que se señalan a continuación:


1. Articulo 10

Al declarar el motivo que Ileva a crear estas figuras de intervención, dicha norma establece que su objeto es "resguardar el derecho a la educación  de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior (...)".


Sobre el particular sugirió que, dado que la frase no objetiva, define ni ejemplifica qué debe entenderse por "buen uso", se deposita en la autoridad administrativa una potestad absolutamente discrecional, por lo que debe precisarse el objeto de la institución jurídica, a fin de evitar abusos.


2. Artículo 3, inciso segundo:


Se faculta al Mineduc para dar inicio a una investigación potencialmente conducente al establecimiento de una intervención de una institución de educación superior en cuanto "(...)tome conocimiento de antecedentes graves que afecten seriamente la viabilidad administrativa y/o financiera de una institución de educación superior (IFS); el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por aquélla; o que puedan significar infracciones a sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan,(...)".


Respecto de esta disposición, el señor Israel reiteró que el núcleo de la causal que puede conducir a una medida de intervención nuevamente descansa en el criterio con el cual la aplique quien se encuentre encabezando el Mineduc. Para evitar abiertas disparidades de criterio en el tiempo o que grupos organizados puedan asumir como propósito la desestabilización de la institución con un solo evento de cierta magnitud, propuso agregar a continuación de la frase "antecedentes graves" la palabra "reiterados".


3. Artículo 4° letra c).


La disposición señala que concluida la investigación, el Mineduc puede escoger cualquiera de los dos regímenes de intervención. Así, en la actual redacción del proyecto de ley resulta indistinto - a la luz de las atribuciones, prácticamente idénticas entre ambas instituciones-, sin embargo, ellas difieren en cuanto a sus efectos puesto que el Administrador de Cierre no contempla la interrupción del proceso de cierre y termino de la IES.


En esa virtud, propuso que la referida norma establezca como primera medida de intervención, la Administración Provisional, relegando al Administrador de Cierre a una medida excepcional, posterior al régimen provisorio y sin que tal decisión corresponda al Mineduc, sino al Consejo Nacional de Educación (CNED).

En el mismo sentido, puntualizó, se debe establece en el inciso tercero del artículo 19, la incompatibilidad del Administrador Provisional para actuar como Administrador de Cierre, y en especial, debe evitarse que la imposibilidad de corregir los problemas de la IES, ya que el proyecto no indica cómo se establecerá Si tal imposibilidad le es imputable, le permitan extender sin límite legal, su tarea como administrador, esta vez, de cierre.


Artículo 6° letra b)


La exigencia que plantea este precepto resulta desproporcionada y hasta irrelevante ya que los requisitos señalados, referidos fundamentalmente a aspectos de orden económico financiero, son solo una pequeña parte de las implicancias que significa dirigir instituciones de educación superior. En otras palabras, puede ser un aporte, pero no corresponde singularizar este aspecto en un proyecto de ley de estas características.


Por lo mismo, precisó, propone suprimir la frase "en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño". La precisión que efectuó la Cámara de Diputados no resuelve la objeción de fondo, toda vez que la "experiencia" a la que hace alusión puede ser simplemente docencia de jornada parcial, lo que en ningún caso equivale a un adecuado conocimiento de instituciones de educación superior. Por ello, el requisito de experiencia en gestión debe referirse exclusivamente a gestión en una o más instituciones de educación
 superior.

6. Artículo 8°.


Letra a)


Resulta imprescindible advertir que su tenor conduce a la amenaza cierta de captura de las autoridades de la IES y del Mineduc, por grupos de presión que, mediante hechos de fuerza provoquen las circunstancias descritas por la causal. De esta forma, y considerando que ya existe una reserva de constitucionalidad planteada por el diputado Kast, debe promoverse su derogación por establecer una causal vaga e imprecisa que no cumple siquiera el estándar ya establecido por la ley 20.529 en su artículo 89, al establecer las causales de intervención de colegios.


Letra c)


En esta norma, debe eliminarse las referencias al "liquidador", puesto que en ese escenario, lo que procede es un Administrador de Cierre.


La norma debe ser replicada en el párrafo del Administrador de Cierre, como causal que conduzca a dicho régimen, eliminando en dicho caso las referencias al veedor.


7. Artículo 11.


El señor Israel planteó que la intervención concentra todas las facultades y cargos de autoridad en la figura del Administrador. Ello incluye las tareas propias del Secretario General. Dado que el Secretario General ejerce tareas de ministro de fe pública, es recomendable que cuente con un fuero que impida al interventor poder asumir dichas tareas. De esta forma, existirá un contrapeso que de garantía de rectitud de la gestión de intervención de la IES. Añadió que en particular es relevante para evitar que el interventor tenga la capacidad de actuar sin ningún control (en los procesos de quiebra, quien velaba por el interés del fallido era el juez, a su solicitud). Por cierto, para evitar que este fuero afecte el proceso de administración provisional, resulta aconsejable otorgar al CNED la facultad de resolver las controversias que se susciten entre ambas autoridades.


En cuanto a la letra f) observó que el proyecto original se refería solo a las universidades y por indicación se sustituyó por "instituciones de educación superior". Dado que hasta ahora la Ley General de Educación no obliga a constituir sostenedores sin fin de lucro en el caso de los IF y CFT, su actual redacción otorga una atribución de recupero de bienes y valores que no tiene coherencia con la naturaleza jurídica de esas IES, por lo que debe restablecerse la referencia estricta a las universidades.


8. Articulo 17


Es imprescindible reemplazar la mera obligación de informar que pesa sobre los interventores, luego de concluida su gestión, por la obligación de rendir cuenta, de conformidad a las reglas del mandato. Este cambio, dará posibilidades a los socios o propietarios de la IES intervenida, para exigir incluso judicialmente dicha rendición, generando en el Administrador un deber real y exigible de responder de culpa leve, tal como establece actualmente el proyecto de ley.


9. Artículo 18. 


El deber de denuncia que pesa sobre el Administrador Provisional, respecto de hechos que puedan conducir a la revocación del reconocimiento oficial por parte del Mineduc, relacionado con la sustracción de la representación legal dispuesta por el artículo 11, conduce a la absoluta indefensión de la IES en el proceso de revocación de su reconocimiento. Este aspecto, sumado al incentivo perverso al Administrador Provisional - que puede ver extendido su encargo de intervención por un plazo indeterminado en el proyecto de ley - exige que se restituya para este caso la representación legal en las autoridades suspendidas, de conformidad a los artículos 11 y 16 del proyecto de ley.


10. Artículos 9 y 22


El señor Israel planteó que debe darse al menos 6 meses al interventor, en cualquiera de sus clases, para generar el informe que establezca la guía de su gestión, puesto que el plazo actual es irresponsablemente breve. Dicho informe debe ser ratificado o modificado - y sancionado como definitivo - por el CNED, no por el Mineduc.


En el caso del artículo 22, en relación con el artículo 19, inciso final y 21, debe corregir la incoherencia actual (Mineduc define plazo y procedimiento de cierre, respectivamente, y luego el interventor debe definir lo mismo, según el artículo 22), para lo cual propone eliminar las referencias a plazo y procedimiento en los artículos 19 y 22, respectivamente.


El señor Israel concluyó sus planteamientos destacando la importancia que tiene el proyecto de ley en informe en el sentido de incrementar las facultades del Mineduc para evitar situaciones de precariedad en la realización de las tareas educativas de IES. Desde dicha perspectiva, es entonces imperioso perfeccionar las instituciones propuestas por el Ejecutivo en su Mensaje, distinguiéndolas en sus atribuciones, estableciendo condiciones objetivas para asegurar un adecuado uso de cada atribución, ya sea por medio de un orden de prelación y asegurando el derecho a su impugnación administrativa y judicial, tanto al momento de adoptar la decisión de intervenir una institución, durante casos específicos, durante su régimen y al momento de rendir cuenta de la gestión realizada. Además, precisó, es necesario que se respete el derecho de propiedad y el derecho a la propiedad, en especial de terceros ajenos a las instituciones de educación superior, lo que hoy no se encuentra suficientemente resguardado en los artículos 12, 20 y 24 principalmente, pero también en otras disposiciones que se refieren directa o indirectamente a dichos preceptos.


En este mismo orden ideas, recalcó que los aspectos que considera el proyecto deben ser perfeccionados por el Senado de manera de ajustar estas disposiciones al principio general, comprendido en la libertad de enseñanza, reconocida por nuestra Constitución Política y la Ley General de Educación, de modo de evitar incongruencias sustantivas, procedimentales o institucionales que sean base de eventuales arbitrariedades o inaplicabilidad práctica de sus disposiciones en el futuro.


3.- El Vicepresidente del Consorcio de Universidades del Estado, señor Aldo Valle expresó que la creación de un administrador provisional y de cierre constituye una mejora necesaria y urgente, que da cumplimiento al deber del Estado de garantizar el derecho a la educación por la vía de establecer medidas dirigidas a proteger a los estudiantes de eventuales abusos e inequidades en el legítimo ejercicio de ese mismo derecho. 


Asimismo, prosiguió, es una mejora necesaria porque es un hecho indiscutido que la institucionalidad de nuestro sistema de educación superior es precaria, y comparativamente, de las más débiles que existen entre los sistemas de educación superior en los países desarrollados. Tampoco cabe discutir que el sistema de aseguramiento de la calidad ha sido vulnerado de modo público y notorio; que las regulaciones que considera la ley para las instituciones de educación superior, específicamente, la prohibición de lucro no cuenta con las normas y los instrumentos de fiscalización que garanticen una razonable eficacia de la prohibición.


Continuando con sus planteamientos, señaló que ambos factores han tenido ya, desgraciadamente, manifestaciones muy lamentables, como es el caso de la Universidad del Mar, a los irregulares procedimientos de acreditación de diversas Universidades, y a los actuales procesos de investigación que lleva a cabo el Ministerio Público, y a las investigaciones de carácter administrativo que el propio Ministerio de Educación ha decretado desde fines del año pasado.


En ese mismo orden de ideas argumentó que si el Estado es quien otorga el reconocimiento oficial a las instituciones de educación superior también es quien debe ocuparse de que tales instituciones cumplan con las responsabilidades y límites que tal reconocimiento público supone. En consecuencia, toda vez que este reconocimiento oficial pueda conducir a defraudaciones o engaños a la fe pública de los estudiantes y sus familias, el Estado debe contar con las facultades legales para prevenir o mitigar los graves perjuicios que las personas puedan sufrir. Esto es así porque al otorgar el licenciamiento o la autonomía a las instituciones de educación superior, el Estado asume un obligación con todos los potenciales estudiantes de dichas instituciones, obligación que no se extingue sino hasta el momento en que los estudiantes culminan sus carreras o procesos de formación en dichos establecimientos educacionales.


Por esta razón, añadió, se estima que el Estado de Chile al contar con esta facultad legal, específicamente, al poder nombrar un Administrador Provisional o de Cierre de instituciones para los casos que el mismo proyecto determina, lo único que está haciendo es dando satisfacción a un deber institucional y de servicio público que está dentro de las funciones esenciales del Estado.


En su parecer, precisó, no se necesita de ninguna predisposición voluntarista o ideológica para entender que tales situaciones constituyen por si mismas el mérito más que suficiente para la creación de un Administrador Provisional o de Cierre de Instituciones de Educación Superior.


En otro orden de consideraciones, el señor Valle planteó que, aunque se trata de un cambio parcial, cabe advertir que contiene una señal claramente contraria a aquel dogma que sostiene que el Estado no debe intervenir en los conflictos entre privados, incluyendo en ello la prestación del derecho a la educación. El proyecto, por lo mismo, es una valiosa señal pues introduce un cambio conceptual en la ortodoxia economicista y privatista que ha hegemonizado la cultura y las practicas inspiradoras de las políticas públicas en educación.


Asimismo, prosiguió, el proyecto es muy coherente con sus propósitos de asegurar la continuidad de los estudios en las instituciones que se vean expuestas a no poder cumplir con las prestaciones comprometidas con sus estudiantes o que sean sancionadas con la revocación de su reconocimiento. Del mismo modo, el proyecto no vulnera los principios fundamentales de un sistema de provisión mixta en educación superior, respeta las garantías propias de un Estado de Derecho y considera los debidos resguardos y controles que deben limitar a la Administración en un Estado democrático, aún en los casos en que se ejerzan potestades públicas establecidas por la ley.


En cuanto a los aspectos estructurales, destacó los siguientes puntos:


a) que la decisión de que proceda o no designar un administrador provisional o de cierre no corresponda al Ministerio de Educación, ni a otro órgano político, sino al Consejo Nacional de Educación, que es autónomo del gobierno e integrado por miembros independientes constituye una valiosa garantía institucional. Ello por si mismo impide toda razonable sospecha contra la arbitrariedad del poder político o gobierno de turno.


b) que las acciones relativas a la conservación del patrimonio de la institución, dirigidas a garantizar que los derechos de los estudiantes no sean burlados por medio de contratos maliciosos, no puedan ser determinadas unilateralmente por el administrador provisional o de cierre constituye también un acierto en el camino de evitar abusos de la Administración. Como queda expresamente establecido, tales medidas procederán solamente si media una sentencia judicial previa, emanada del tribunal competente. En consecuencia, tales acciones no constituyen una amenaza arbitraria al derecho de propiedad ni al Estado de derecho.


c) como se sabe, el administrador provisional, además, no es una creación de este proyecto de ley pues ya existe en nuestra institucionalidad educacional. La ley N° 20.529, sobre aseguramiento de la calidad del sistema escolar, publicada el 27 de agosto del ario 2011, lo establece precisamente con los mismos fines. Por lo mismo, sobre la constitucionalidad de esta figura legal ya se pronunció en su oportunidad el Tribunal Constitucional, de modo que no debería sorprender a nadie.


A continuación, el señor Valle se refirió a los perfeccionamientos que introdujo la Cámara de Diputados, destacando los siguientes: 


a) la incorporación de un régimen de atribuciones más precisas a los administradores, sin menoscabar o desvirtuar el propósito o idea matriz del proyecto.


b) el fortalecimiento del régimen de incompatibilidades de quienes pueden ejercer tales cargos.


c) la prohibición de alterar el modelo educativo o los planes y programas de estudio de la institución sujeta administración provisional. Ello contribuye a dar claridad y certezas a las instituciones en el sentido que la propia ley garantiza el debido resguardo del principio de autonomía académica de las instituciones y de libertad de enseñanza. 


En otro orden de consideraciones, el señor Valle expresó que por razones de pedagogía social y fortalecimiento del sentido cívico de las comunidades afectadas, era conveniente que la constitución de un consejo con participación de estudiantes y funcionarios, que establece como facultad del Administrador provisional, debería ser obligatorio, aunque manteniendo su carácter consultivo y no resolutivo atendida la naturaleza del cometido que la ley le asigna a dicho funcionario.


Concluyó sus planteamientos ratificando su opinión plenamente favorable al proyecto, especialmente en lo relativo a educación superior que es el ámbito en donde se ha observado los riesgos que la debilidad de nuestra institucionalidad presenta para cientos de miles de jóvenes y sus familias.


4.- El abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jorge Barrera señaló consideró que la redacción de los artículos 3° y 8° del proyecto de ley dejaban espacio a múltiples dudas. En este sentido, consideró que las causales que motivaban el inicio de un periodo de investigación preliminar, así como también el nombramiento de un administrador provisional eran excesivamente generales y poco claras. En efecto, precisó, no queda claro el sentido y alcance de aquella que dice relación con la viabilidad académica, como tampoco aquella referida al cumplimiento de los compromisos académicos.

En línea con lo anterior, notó que la utilización de causales tan amplias podría conducir a que estudiantes, profesores o funcionarios motivaran la configuración de ellas. Además, resaltó, podrían utilizarse políticamente, de manera de generar tomas artificiales para intervenir una institución de educación superior.

En relación con los requisitos que deberá cumplir la figura del administrador provisional, que se encuentran regulados en el artículo 6° de la normativa propuesta, afirmó que no queda claro qué supone la experiencia en gestión de instituciones de educación superior ni tampoco cómo se acreditaría ello. Adicionalmente, hizo ver que el precepto sólo exige experiencia en gestión de planteles de educación terciaria sin precisar si ella debía ser buena o mala, dando espacio, en consecuencia, a que alguno de los miembros del directorio de la universidad del Mar pudieran ser nombrados en el futuro como administradores provisionales.

En sintonía con el punto anterior, estimó esencial la creación de un registro de administradores provisionales y de cierre, tal como lo contempla la ley N° 20.529, en materia de educación escolar.

Deteniéndose en el artículo 10° de la iniciativa de ley, observó que el referido precepto sólo contempla la posibilidad de impugnar administrativamente la resolución que nombra a un administrador provisional, mas no brinda la posibilidad de impugnar la medida de nombrar a un administrador. Adicionalmente, juzgó necesario que ambas decisiones pudieran impugnarse judicialmente, cuestión que la propuesta de ley no contempla.

Centrándose en las facultades del administrador provisional, criticó la posibilidad que dicha figura pudiera adoptar cualquier medida necesaria para garantizar el cumplimiento de las obligaciones de su mandato, toda vez que consideró que lo dotaba de una excesiva discrecionalidad.

En el mismo orden de consideraciones, sentenció que el proyecto no contempla como obligación del administrador la restitución de la administración de los bienes una vez terminada su gestión. Asimismo, remarcó, no se establece la indelegabilidad del cargo.

Respecto de las facultades conferidas al administrador de cierre y, específicamente, respecto de la posibilidad de suscribir convenios con algunas universidades para asegurar la continuidad y término de los estudios de los alumnos, reprochó el que tales acuerdos sólo pudieran suscribirse con universidades pertenecientes al Consejo de Rectores. Al respecto, tildó al artículo 23 del proyecto de discriminatorio, y añadió que la pertenencia a dicho consejo no es garantía de calidad.

Aludiendo al artículo 24 de la normativa sugerida, aseguró que su inciso segundo adolecía de inconstitucionalidad al contemplar la prórroga de los contratos celebrados con terceros absolutos.

Luego dejar de manifiesto sus principales observaciones y críticas al proyecto en el ámbito de la educación superior, se detuvo en las innovaciones sugeridas al párrafo 6° del Título III de la ley 20.529.

En ese orden de ideas, criticó, en primer lugar, que se propusiera extender indefinidamente las funciones del administrador provisional. En efecto, precisó, la frase “hasta que sea necesario asegurar la continuidad del servicio educativo” puede conducir a hacer de esta institución una de carácter permanente.

Con relación al literal g), nuevo, del artículo 87 de la ley N° 20.529, apuntó que la interrupción de la prestación del servicio educativo podría ser meramente artificial, con la finalidad de promover la administrador provisional.

Respecto del nuevo artículo 97 bis, en tanto, aseveró no compartir las posibles razones de urgencia para desestimar el registro de administradores provisionales, posibilitando que el superintendente nombre a un funcionario de su dependencia. A mayor abundamiento, consideró que esta norma residual podría llegar a ser la regla general.

Continuando con la exposición de sus planteamientos y relacionando este proyecto de ley con aquel que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (Boletín N° 9.366-04
), explicó que los establecimientos particulares subvencionados que persiguen fines de lucro podrán transformarse en particulares pagados, convertirse en corporaciones o fundaciones o bien cerrar. Con todo, advirtió que, a la luz del nuevo literal f) del artículo 87, el Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo podría rechazar la solicitud de renuncia del reconocimiento oficial planteada por el sostenedor, nombrando un administrador provisional, el que, notó, podría llegar a tener un carácter perpetuo.

Se deja constancia de que el señor Barrera acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


5.- El presidente del Consejo Nacional de Educación, señor Ignacio Irarrázaval compartió el diagnóstico y valoró los fundamentos del proyecto de ley en informe, considerando que esta iniciativa propone una alternativa de solución a una situación contingente de instituciones en que el derecho a una educación de calidad y a la continuidad de estudios se encuentra en riesgo, tanto en el ámbito de la educación escolar como de la educación superior. 

Asimismo, expresó que en el ámbito de la educación superior, la iniciativa considera la participación del Consejo Nacional de Educación, a través de pronunciamientos puntuales cuyo contenido implica aprobar -o no- algunas medidas del Ministerio de Educación sobre la designación de un Administrador Provisional o de Cierre, ejerciendo una suerte de contrapeso institucional, lo que, según se ha planteado durante el debate legislativo, busca disminuir el riesgo de incurrir en arbitrariedades. Es desde esa mirada y dada la experiencia en cierres institucionales que tiene este Consejo, planteó algunas reflexiones y alternativas que pudieran discutirse para la mejora respecto de la designación de Administrador Provisional y de Cierre para instituciones de educación superior.

En este mismo orden de consideraciones, y bajo la premisa de disminuir posibles arbitrariedades, planteó algunas propuestas para la mejora en la precisión de las causales de nombramiento de Administrador Provisional y la posibilidad de diferenciarlas de las de cierre; en la explicitación de facultades investigativas concretas para el Ministerio de Educación; en una mayor regulación de mecanismos que garanticen estándares de debido proceso, en el establecimiento de sanciones intermedias que permitan castigar faltas que no ameriten la designación de un Administrador Provisional y en la necesidad de aclarar el universo de instituciones que podrían estar afectas a esta medida, entre otros aspectos. 

Asimismo, el señor Irarrázaval abordó la figura del Administrador Provisional y de Cierre, planteando la necesidad de aclarar las facultades y obligaciones de cada uno, teniendo en cuenta sus objetivos y el contexto institucional en el que deben actuar, especialmente, en el ámbito académico. 

Finalmente, efectuó algunas consideraciones sistémicas con el fin de insertar armónicamente esta nueva figura en el actual contexto normativo de educación superior, que considere la variedad de regímenes de creación/supervisión de instituciones de educación superior, el foco en el que descansa el actual sistema de aseguramiento de la calidad y la situación de cierres voluntarios que no ameriten la designación de un Administrador de Cierre, entre otros aspectos.

Se deja constancia de que el señor Irarrázaval acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, en el que se desarrollan los aspectos reseñados precedentemente, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

6.- El representante de la Comisión de Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga, resaltó, en primer término, que la experiencia ha dejado de manifiesto que el marco jurídico existente en educación superior es abiertamente insuficiente para abordar, con etapas y procedimientos debidamente regulados, procesos de suyo complejos, con los que se procura resguardar tanto la continuidad de estudios de los alumnos como los derechos correspondientes de las instituciones deficitarias. Así, precisó, lo demostró el único caso de cierre no voluntario de una institución de educación superior.

Remarcado lo anterior y deteniéndose en los artículos 3° y 8° del proyecto de ley, estimó que las causales que permiten dar inicio al periodo de investigación preliminar como aquellas que permiten el nombramiento de un administrador provisional debieran ser objetivas y objetivables. En razón de lo anterior, consideró necesario precisar, por ejemplo, qué se ha de entender por “hechos que afecten el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por una institución de educación superior”, frase que calificó como demasiado genérica. Sobre el particular, aseguró que la instancia que representa puede contribuir a dimensionar la gravedad de la infracción cometida a la luz del conocimiento del proyecto institucional. Asimismo, notó que en este asunto es de interés prever el rol que le podría caber a la Comisión que integra- en el caso de instituciones autónomas sujetas a acreditación- por el conocimiento que tiene sobre las propuestas de mejoramiento institucional y las acciones que la entidad debe llevar a cabo.

En relación con el periodo de investigación preliminar, si bien compartió la necesidad de contemplar una indagación previa por parte del Ministerio de Educación, de modo que dicha cartera pueda actuar preventivamente frente a eventuales hechos que afecten seriamente la estabilidad administrativa y/o financiera de una institución de educación superior o el cumplimiento de sus compromisos académicos o que puedan significar infracciones a sus estatutos o a las normas que las regulan, juzgó que su inicio debiera quedar sujeto a solicitudes o informes planteados desde órganos encargados del aseguramiento de la calidad, como es el caso de la Comisión Nacional de Acreditación y del Consejo Nacional de Educación. Agregó que especial relevancia adquiere la sugerencia anterior cuando se trate de la causal asociada al cumplimiento de los compromisos académicos, la cual, notó, es menos objetivable que las demás.

Continuando con el análisis del periodo de investigación preliminar, observó que el literal b) del artículo 4° del proyecto de ley dispone que concluida dicha etapa indagatoria, el Ministerio de Educación podrá elaborar un informe que dé cuenta de los problemas identificados, formulando recomendaciones a la institución de educación superior para que los subsane. Sobre el particular, afirmó que el plazo de 120 días que se otorga al plantel para implementar las medidas que permitan dar solución a los inconvenientes detectados era insuficiente. A mayor abundamiento, enfatizó que durante un plazo tal lo único que puede hacer una institución es inyectar mayores recursos, pero no permite hacer cambios importantes de carácter académico. Con todo, aclaró que no era necesario aumentar el referido lapso, sino, simplemente, permitir que la casa de estudios dentro de dicho periodo presentara un plan de mejoras que diga relación con los asuntos de orden académico observados en el informe preliminar.

Respecto del administrador provisional y del administrador de cierre de planteles de educación superior, no obstante celebrar la creación de las figuras, recordó que la ley N° 20.129, además de contemplar la revocación del reconocimiento oficial de las instituciones, contempla también la posibilidad de cierres parciales, permitiendo la revocación del reconocimiento oficial de sedes y carreras. En consecuencia, sugirió plasmar esa realidad en la iniciativa de ley, toda vez que consideró que no se desprende con claridad de las disposiciones propuestas.

En sintonía con el punto anterior, consignó que la definición precisa de lo que se entiende por sede es una cuestión que la Comisión Nacional de Acreditación y el Consejo Nacional de Educación podrían dilucidar técnicamente en cada caso, de modo que el Ministerio de Educación, en el decreto revocatorio de la sede, pueda explicitar con precisión el alcance de lo que se revoca.

Deteniéndose en las facultades que la propuesta legal otorga al administrador provisional, hizo ver la necesidad de incorporar expresamente la prohibición que éste pueda afectar el proyecto institucional, muy especialmente en el ámbito formativo de docencia de pregrado y en las otras dimensiones académicas propias de la acreditación institucional. Al respecto, puso de relieve que el proyecto institucional dice relación con la misión de la institución y con la visión sobre la cual construye sus planes de desarrollo estratégico.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, indicó que la figura citada podría cambiar el diseño de una carrera o cambiar las condiciones de egreso para facilitar los procesos de titulación, mas no afectar el proyecto institucional por las razones mencionadas.

Finalmente, planteó que la revocación total del reconocimiento oficial, que da inicio al proceso de cierre, debiera tener como consecuencia la extinción de la acreditación, en atención a que se ha presentado una circunstancia sobreviniente que afecta los efectos permanentes del acto de acreditación.

Se deja constancia de que el señor Muga acompañó su presentación con dos documentos los que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

7.- La abogada de la Fundación Libertad y Desarrollo, señorita Constanza Hube, aseguró que la fundación que integra apoya la creación de una entidad fiscalizadora en el ámbito de la educación superior, pues hoy el Ministerio de Educación Superior sólo tiene potestad sancionatoria para quitar la personalidad jurídica de una institución de educación terciaria. Sin embargo, consideró que el proyecto entregaba facultades amplias y discrecionales a la referida cartera de Estado para intervenir las instituciones, sin solucionar el problema de fondo que existe en el sistema de educación superior en materia de credibilidad y confianza. Por otro lado, remarcó que el administrador provisional, al ser nombrado y removido por el Ministro, se convertiría en un funcionario de exclusiva confianza, lo que atentaría contra la autonomía universitaria. 

En línea con lo anterior, aseguró que si bien era necesaria la creación de las figura del administrador provisional y administrador de cierre en el ámbito de la educación superior, la función fiscalizadora debiese quedar en manos de una Superintendencia. 

Adentrándose en el estudio del articulado de la propuesta legal, se refirió, en primer término, al artículo 3°. Al respecto, hizo presente que las causales que permiten al Ministerio de Educación dar inicio al periodo de investigación preliminar no permiten acabar con la incertidumbre respecto a cuál será el órgano encargado de fiscalizar a las instituciones. Además, subrayó que la referida norma permite iniciar de oficio, de manera discrecional y sin contrapesos, una investigación preliminar por parte de un órgano que no tiene independencia política. En este punto, advirtió que, a la luz de la citada disposición, condiciones de hecho como una toma de un plantel podrían acarrear el inicio de una investigación preliminar. Asimismo, resaltó que las causales propuestas corresponden a conceptos indeterminados, en circunstancias que en materia de derecho público sólo puede hacerse lo que está expresamente permitido. Adicionalmente, agregó que causales tan amplias podrían dificultar la interpretación de lo que se entiende por viabilidad académica o compromisos académicos. Finalmente, respecto de este precepto, juzgó que la intervención estatal propuesta podría resultar contraria a la autonomía universitaria y, en consecuencia, inconstitucional.

Refiriéndose a los aspectos procedimentales de la iniciativa de ley, sostuvo que el inciso segundo del artículo 3° dispone que la investigación preliminar se notificará a los interesados junto con los antecedentes, de manera que estos puedan hacer sus descargos dentro de los quince días siguientes y solicitar un término probatorio. Agregó que el artículo 4°, por su parte, establece que concluido el periodo de indagación, el Ministerio de Educación podrá darlo por finalizado, elaborar un informe con recomendaciones a la institución de educación superior a fin de que ella subsane los problemas advertidos o bien designar un administrador provisional o un administrador de cierre. En relación con los preceptos citados, dejó de manifiesto que la primera disposición citada no deja claro si lo que se notifica es el hecho de que se sigue una investigación o bien una acusación. Al respecto, apuntó que si no es una acusación formal lo que se notifica, no se entiende qué descargos presentarán los interesados. Por otro lado, añadió que, como se advierte de las normas aludidas, quedan concentradas en el Ministerio de Educación las facultades de investigación y de determinar las medidas que las instituciones deberán adoptar para solucionar los problemas detectados. Así, precisó, quedan radicadas en un órgano sin independencia política las funciones de investigar y sancionar, transformándose, en consecuencia, en juez y parte, lo que sería inconstitucional.

Deteniéndose en el nombramiento del administrador provisional, consignó que el artículo 5° del proyecto en estudio establece que el Ministerio de Educación por resolución fundada y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptará la medida de designación de un administrador provisional. Agregó que una vez adoptada dicha medida, la referida Secretaría de Estado nombrará a un administrador provisional, cuestión que deberá ser ratificada por el Consejo Nacional de Educación. Sobre el particular, estimó que los requisitos para el nombramiento de la citada figura eran insuficientes y que debiera establecerse un registro público de administradores, tal como ocurre en el ámbito de la educación escolar, de manera de dotar de mayor transparencia al proceso. Además, resaltó que la iniciativa legal no contempla la posibilidad de revisar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el nombramiento del administrador provisional transcurrido cierto periodo de tiempo.

En la misma línea argumental, hizo presente que el artículo 8° de la propuesta de ley permite el nombramiento de un administrador provisional, sin que exista un periodo de investigación previo, cuando con fundamentos en antecedentes graves se encuentre en riesgo el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por la institución de educación superior con sus estudiantes y/o su viabilidad administrativa o financiera. En este punto, enfatizó que la causal aludida ya estaba contemplada como causal para posibilitar el inicio de una indagación preliminar, existiendo, por lo tanto, una superposición de causales. 

En el mismo orden de consideraciones, agregó que el inciso segundo del artículo 8° dispone que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Economía y de Hacienda, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Al respecto, aseguró que no queda claro qué se entiende por “la coordinación de ambos procesos”. Además, notó que ello podría conducir a que por el referido instrumento adopte posiciones discrecionales respecto de la misión a que está llamado el administrador provisional.

Con relación a la funciones y gestión del administrador provisional, recordó que el artículo 9° del proyecto en estudio establece que dicho administrador deberá presentar un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación afectada por la medida, instrumento que deberá ser aprobado por el Ministerio del ramo. Asimismo, reseñó que la aludida Secretaría de Estado podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada. Notó que el hecho que el Ministerio, además de nombrar al administrador provisional, deba aprobar el plan señalado resta autonomía e independencia a la labor de dicha figura. Adicionalmente, aseguró que la solicitud de informes constituye una herramienta de intervención en la gestión que realiza el administrador.

Continuando con el análisis de las funciones y gestión del administrador provisional, comentó que el artículo 10° de la iniciativa de ley señala que la resolución que designa un administrador provisional podrá ser impugnada administrativamente ante el Consejo Nacional de Educación, pero que la resolución que este organismo adopte será inapelable. Al respecto, afirmó que del tenor de la disposición aludida no queda claramente establecido si esta última resolución será inapelable sólo administrativamente o también judicialmente. Sentenció que si era esta última la posibilidad que se quiere negar, el proyecto denegaría el acceso a la justicia a las instituciones de educación superior, lo que sería inconstitucional.

Por otra parte, puso de relieve que el inciso final del artículo analizado permite al Ministro de Educación remover al administrador provisional por resolución fundada y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación cuando éste no dé cumplimiento al cometido para el cual fue designado o le fuere imposible actuar diligentemente según lo establecido en el acto de designación. Estimó que las causales que permiten la remoción del administrador eran muy amplias y que perpetuaban la discrecionalidad del Ministro de Educación, toda vez que es él quien aprueba el plan de administración provisional y quien califica si el administrador no ha dado cumplimiento a su cometido. Respecto de la imposibilidad de actuar diligentemente, manifestó que tampoco la norma era precisa y que daba espacio a que se removiera el administrador cuando actores como alumnos y profesores hayan imposibilitado un actuar diligente.

Sobre las facultades del administrador, advirtió que, según lo dispuesto en el artículo 11 de la propuesta de ley, a dicho funcionario no sólo se le otorgan plenos poderes de administración, sino también el gobierno del plantel con lo cual podría inmiscuirse en la misión del mismo. Adicionalmente, añadió que el inciso tercero permite al administrador adoptar cualquier otra medida necesaria para garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones que le impone su mandato. Destacó que esta cláusula residual establece una potestad amplia que le permite hacer lo que estime conveniente, poniendo en riesgo la autonomía universitaria.

Abocándose al análisis de la figura del administrador de cierre, indicó que, a la luz de lo dispuesto en el artículo 19, las potestades del Ministerio de Educación eran demasiado amplias, posibilitando, una vez más, la discrecionalidad. Además, resaltó que la referida Secretaría de Estado podría, si lo estima pertinente, dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.

En sintonía con el punto anterior, remarcó que el artículo 23 posibilita al administrador de cierre suscribir convenios con universidades pertenecientes al Consejo de Rectores y, en caso calificados, con otras instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente. Al respecto, subrayó que la iniciativa de ley parte de la base que las universidades agrupadas en el referido consejo dan una mayor credibilidad que las demás instituciones, generando una discriminación arbitraria. Además, agregó, se olvida que incluso esos planteles podrían ser intervenidos.

Centrando su análisis en las modificaciones propuestas a la ley N° 20.529, en tanto, apuntó que el proyecto extiende en ciertos casos la duración en el cargo de administrador provisional, al prorrogarse, por razones fundadas, por el tiempo necesario que asegure la continuidad del servicio educativo. Asimismo, comentó, agrega dos nuevas causales que hacen procedente el nombramiento de un administrador provisional. Deteniéndose en ellas, explicó que la propuesta para el literal f) del artículo 89 podría conducir a que si el sostenedor de un establecimiento particular subvencionado, que persigue fines de lucro, opta por no continuar sus funciones y, en consecuencia, solicitar la renuncia del reconocimiento oficial, el Secretario Regional Ministerial podría rechazar tal solicitud y nombrar, de manera indefinida, a un administrador provisional. Finalmente, indicó, permite que, por razones urgentes, el Superintendente nombre a un funcionario de su dependencia en lugar de un administrador provisional. 

En relación con los gastos que supone la propuesta de ley, juzgó que la redacción del artículo 31 genera malos incentivos, tales como que los dueños de la universidad promuevan la intervención de la misma de forma artificial con el objeto de sanear las deudas y luego recuperar la administración. 

En otro orden de consideraciones, estimó adecuado evitar que alumnos de planteles intervenidos, por este solo hecho, tengan privilegios al momento de recibir ayudas estudiantiles por parte del Estado o, por el contrario, sean discriminados por estar en una institución intervenida para recibir ayudas estudiantiles. 

Sobre los aspectos constitucionales del proyecto de ley, puso de relieve que, a la luz de las disposiciones, quedan concentradas en el Ministerio de Educación las funciones de juez y parte, toda vez que ese órgano es el llamado a investigar y aplicar medidas, lo que implica una vulneración a la garantía del debido proceso, contemplada en el numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. A mayor abundamiento, recordó que existe un antecedente en el caso del artículo 116 del Código Tributario, precepto que el Tribunal Constitucional estimó inconstitucional. 

Por otro lado, explicó que el procedimiento administrativo constituye una garantía de defensa de los interesados, y, en esta línea, el perjuicio más grave que acarrea la propuesta de ley es la indefensión en la que quedan las instituciones, como se desprende del análisis del artículo 3°.

Asimismo, aseguró que las figuras del administrador provisional y administrador de cierre y sus amplias causales de nombramiento constituyen intromisiones en la autonomía universitaria reconocida constitucionalmente, según se desprende del inciso tercero del artículo 1° y del numeral 11 del artículo 19, ambos de la Carta Fundamental. En este punto, hizo presente que si bien las garantías constitucionales no son absolutas, las leyes no pueden afectar el núcleo esencial del derecho.

En relación con los bienes de las instituciones de educación superior, consideró que el artículo 24 del proyecto de ley vulnera el derecho de propiedad, de conformidad a lo establecido en los numerales 24 y 26 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Adicionalmente, resaltó que la referida norma afecta los contratos celebrados con terceros de buena fe. 

Concluyendo su intervención, la señorita Hube reiteró que la iniciativa de ley, al crear la figura del administrador provisional y el administrador de cierre, afecta la autonomía universitaria. Asimismo, aseguró que si bien resulta indispensable tener un marco regulatorio que permita abordar situaciones graves como la Universidad del Mar, el proyecto de ley no cumple con la promesa de ser una iniciativa acotada que aborda sólo este tipo de situaciones, sino que se extiende, incluso, a la educación escolar. 

Por otro lado, insistió en que la propuesta de ley esconde importantes vicios de constitucionalidad, tanto en el fondo (normas) como en su forma (quórum). 

Por último, sentenció que la figura del administrador provisional debiera enmarcarse en el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, tal como ocurre en el ámbito escolar.

Se deja constancia de que la señorita Hube acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

8.- El Abogado y Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga, observó que la libertad de enseñanza fue incorporada a nuestro catálogo constitucional de manera tardía, toda vez que lo hizo el año 1870. Añadió que el reconocimiento de ambos derechos aparece recién en la Constitución Política del año 1925 y que la diferenciación de estos derechos en el tratamiento que le da el artículo 19 es obra de la reforma constitucional de 1971, conocido como Estatuto de Garantías, reforma que consagró, además, la autonomía universitaria.

Establecido lo anterior, hizo presente que entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza existía una notable tensión dialéctica. Explicó que dicha tensión no era casual y que obedecía a que ambos derechos fundamentales pertenecían a distintas generaciones de derechos. Así, detalló, mientras el primero pertenece a la categoría de los derechos económicos, sociales y culturales, el segundo pertenece al campo de los derechos civiles. Estos derechos, continuó, tienen una naturaleza, una estructura lógica y relación con el ordenamiento jurídico diferenciadas. 

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que la referida tensión dialéctica se proyecta, también, desde el punto de vista ideológico y de visión de Estado, respecto del rol del Estado en el campo de la enseñanza. En este sentido, apuntó que el derecho a la educación, como derecho social, no dialoga con un Estado mínimo o subsidiario. Por el contrario, notó, desde el punto de vista de la coherencia, este derecho dialoga fluidamente con un Estado benefactor. A su vez, subrayó, la libertad de enseñanza dialoga mejor con un Estado liberal o subsidiario. 

Por otro lado, aseguró que, desde el punto de vista del análisis constitucional, esta tensión dialéctica se da permanentemente y que constantemente se dará la posibilidad de cuestionar aspectos de constitucionalidad, porque nuestra Carta Fundamental consagra derechos que pertenecen a un pasado distinto, a una filiación ideológica diversa y a una emergencia histórico-constitucional diferenciada. Una asociada a las revoluciones político burguesas del siglo XVIII, precisó, y otra, a las revoluciones sociales del siglo XX, provocando una distancia muy significativa y que alimenta la forma en que se enfrenta a pensar en qué medida un proyecto de ley en el sector educacional puede ser constitucional o no. A mayor abundamiento, enfatizó que ello dependía de las coordenadas a la luz de las cuales se analizara.

En otro orden de consideraciones, advirtió que el análisis del proyecto de ley presenta la complejidad que el desarrollo legislativo del derecho a la educación y de la libertad de enseñanza presenta vacíos regulatorios. Ellos, agregó, dan cuenta de un modelo de desarrollo legislativo, que se remonta a los años 80 con la modernización en el campo de la educación, que trasuntan, por ejemplo, en el campo de los servicios traspasados y que tienen que ver con la forma de pensar cuál es el rol del Estado en el campo de la enseñanza y la educación.

Continuando su exposición, aseveró que lo fundamental era plantearse si la Carta Fundamental está abierta o no respecto a cuál es el modelo de Estado. Sobre el particular, estimó que la Constitución debía ser interpretada a la luz de una clave ideológica abierta, ya que no podía seguir interpretándose a la luz de cómo la pensó el constituyente autoritario y neoliberal. Pensada así, estimó, debe incorporar al plexo garantista en materia de derecho a la educación y libertad de enseñanza, a tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Entre ellos, resaltó, se encuentran la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto de Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Especificó que el artículo 13 de este último cuerpo legal asigna al Estado un rol activo en el campo de la educación prebásica, básica, media, superior y técnico-profesional, rol que, destacó, es servicial e irrenunciable.

Por otra parte, sostuvo que una segunda cuestión que era importante tener en consideración correspondía a las definiciones que el Estado hace respecto de los dos derechos fundamentales. Recordó la clasificación tripartita acerca de la actividad que el Estado despliega en la sociedad civil y en la economía, y que distingue entre un Estado regulador, un Estado gestor de servicios y de fomento y un Estado empresario. En el campo de la libertad de enseñanza, señaló, el Estado regulador tiene un rol prevalente, mientras que en el campo del derecho a la educación, el Estado gestor de servicios y de fomento tiene un trascendente. 

Formuladas las prevenciones anteriores, se adentró en el análisis de la iniciativa de ley a la luz del Derecho Constitucional. Al respecto, puso de relieve que, en lo que va de la discusión de la misma, muchos han asegurado que sus preceptos vulnerarían la autonomía institucional, el debido proceso, el derecho de propiedad y el principio de igualdad. Además, notó que muchos han sostenido que las normas requerirían para su aprobación de un quórum especial.

En esta línea argumental, hizo presente que se ha planteado que el Ministerio de Educación y los organismos intervinientes definidos en el proyecto de ley ejercerían una potestad pública vinculada a la garantía constitucional del debido proceso legal. Sobre el particular, notó que el numeral 3° del artículo 19 de la Constitucional Política de la República, referido la igualdad ante la justicia, consagra como garantía de dicha igualdad el debido proceso legal. Precisó que dicha garantía se circunscribe sólo a la potestad jurisdiccional del Estado y a la investigación que debe llevar a cabo el Ministerio Público, a diferencia de lo que ocurre en los países anglosajones en donde el “due process of law” es una garantía innominada que rige respecto de cualquier potestad pública del Estado. En consecuencia, remarcó que en nuestra legislación no hay garantía del debido proceso legal, como garantía constitucional vinculante, para otros poderes públicos que no sean los vinculados a la investigación de la comisión del delito por parte del Ministerio Público o la potestad jurisdiccional que pertenece a los tribunales de justicia. 

Con todo, puso de manifiesto que en un afán garantista y loable, el legislador ha extendido, paulatinamente, la garantía del debido proceso legal y sus estándares de protección a la potestad administrativa disciplinaria, como queda de manifiesto en el Título Preliminar de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado que consagra como garantía del debido proceso legal aquellos procedimientos administrativos disciplinarios que la administración desarrolla por la vía de la investigación sumaria para perseguir la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios públicos. Precisó que sólo al punto anteriormente reseñado se extiende la garantía del debido proceso legal en materia administrativa.

En relación a la referencia formulada por la señorita Hube al artículo 116 del Código Tributario, hizo presente que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de delegación de potestades tributarias que hacía el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos en un funcionario subalterno, denominado Juez Tributario, no se aplica a un caso como éste, porque tratándose del referido servicio lo que se producía era un fenómeno de administración jurisdiccional, es decir, precisó, para esos efectos, el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos era Juez Tributario, razón por la cual sí se aplicaba la garantía del debido proceso legal. Aseguró que el Tribunal Constitucional, con motivo del conocimiento de una causa planteada respecto del artículo 115 del Código Tributario, sostuvo que se ajusta a nuestra Carta Fundamental la figura de un Juez Tributario, en la medida en que fuera independiente e imparcial, pese a que se tratara de un funcionario subalterno del Director Regional del citado servicio. En suma, reiteró, la garantía del debido proceso legal se restringe a la potestad jurisdiccional del Estado, facultad que en ningún caso realizarán los órganos del Estado en el proyecto de ley.

Respecto del reproche efectuado a la propuesta de ley por utilizar conceptos jurídicos indeterminados, resaltó que ello no afecta la constitucionalidad de la misma y sólo dice relación con la técnica legislativa utilizada. Además, remarcó que tales conceptos abundan el derecho administrativo moderno. A mayor abundamiento, indicó que, incluso, nuestra Carta Fundamental tiene conceptos de dicha índole, como queda de manifiesto en el numeral 11 artículo 19, al hacer referencia al orden público, concepto jurídico indeterminado por excelencia. Notó que el problema no radica en el uso de estos conceptos, sino que estriba en la remisión administrativa y judicial adecuada de las potestades públicas que se ejercen invocando como título de habilitación un concepto tal.

Deteniéndose en el análisis del artículo 10° del proyecto de ley y en los comentarios formulados en orden a que al hacer inapelable la resolución del Consejo Nacional de Educación se contendría una inmunidad de jurisdicción lo que sería inconstitucional, recordó que la ley N° 19.880, de 2003, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado, contempla dos recursos administrativos ordinarios: el recurso de reposición y el jerárquico. Explicó que el proyecto en estudio al disponer la inapelabilidad de la resolución del referido Consejo se está refiriendo al recurso jerárquico, medio de impugnación que, precisó, no puede tener cabida porque la institución que conoce de la decisión que se impugna no tiene un superior jerárquico. Con todo, sentenció que la imposibilidad de deducir el mencionado recurso no obsta a que se pueda impugnar judicialmente dicha decisión. 

Continuando con el desarrollo del planteamiento anterior, hizo presente que una situación similar se presentó con ocasión de la tramitación de la ley que instituyó el panel de expertos en materia de servicios eléctricos y que modificó la ley general de servicios eléctricos, instrumento en el cual se dispuso que las decisiones de esta nueva instancia eran inapelables. Afirmó que el Tribunal Constitucional aseguró que la norma era ajustada a la Constitución Política de la República, toda vez que entendió que si bien no podía recurrirse administrativamente, si podía hacerse por medio de la nulidad de derecho público y el recurso de protección.

Centrándose en la crítica referida a que la iniciativa en estudio vulneraría la autonomía institucional, fue enfático en sostener que dicho principio carecía de reconocimiento constitucional. Justificando su aseveración, explicó que dicho derecho existía en la Carta Fundamental del año 1925 gracias a la modificación que se le introdujo el año 1971. Añadió que algunos aseveran que dicha autonomía emana del inciso tercero del artículo 1° de nuestra Carta Fundamental, en el cual se reconoce y ampara la autonomía de los cuerpos intermedios. Al respecto, descartó dicha posibilidad, pues sólo se refiere a fines específicos de los cuerpos intermedios que los diferencia de otros cuerpos intermedios como las entidades sindicales y los partidos políticos, lo que explica la incompatibilidad en el ámbito gremial, sindical y político-partidista contenida en el artículo 23 de la Constitución. Por lo demás, puntualizó que la autonomía reconocida en el artículo 3° de la Ley General de Educación dice relación con el artículo 1°, quedando circunscrita a la definición del proyecto educativo por parte del sostenedor en ejercicio de la libertad de enseñanza, no habiendo una autonomía específica e institucional como garantía constitucional explícita en la Carta Fundamental.

Finalmente, se detuvo en los ataques formulados al inciso segundo del artículo 24 del proyecto de ley amparados en que dicha norma vulneraría el derecho de propiedad. En este punto, coincidió con los planteamientos de la señorita Hube en orden a que el referido inciso afectaría el derecho de propiedad consagrado en el numeral 24 y la libertad contractual reconocida en el numeral 16, ambos del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Con todo, señaló que lo anterior no significaba que el legislador no pueda establecer mecanismos para vincular los bienes de personas naturales o jurídicas relacionadas con las corporaciones sostenedoras de los establecimientos de educación superior.

Se deja constancia de que el señor Zúñiga acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, puso de manifiesto que el escenario ideal para las figuras del administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior habría sido insertos en las reformas planteadas a la educación superior y, concretamente, en una Superintendencia de Educación Terciaria. Sin embargo, arguyó que la necesidad de urgencia derivada del conocimiento de que existen numerosas instituciones de educación superior en situaciones de irregularidad y la necesidad de dar una solución definitiva a los alumnos de la Universidad del Mar que no han logrado ser reubicados en otras instituciones ha llevado a adelantar la presentación de esta propuesta de ley.

Establecido lo anterior y haciéndose cargo de las críticas acerca de que el proyecto vulneraría la libertad de enseñanza, aseguró que el anhelo del Ministerio que encabeza ha sido equilibrar dicha libertad con el derecho a la educación de los estudiantes, de manera de no afectar los derechos de las universidades ni los de los alumnos.

Finalmente, se mostró abierto a recoger las observaciones a la iniciativa de ley, al igual como ocurrió durante el primer trámite constitucional. Puntualizó que algunas de las indicaciones apuntarán a restringir espacio a la indeseada discrecionalidad por parte del Ministerio de Educación, dando mayores garantías a las instituciones de educación superior.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, celebró las exposiciones de los invitados y resaltó la necesidad de escuchar las opiniones de expertos antes de votar en general los proyectos de ley.

En otro orden de consideraciones, sugirió que la propuesta de ley en análisis se circunscribiera a una “ley corta” y de carácter transitorio en tanto no rija un nuevo sistema de acreditación y fiscalización para la educación superior. Para ello, estimó trascendental adoptar algunas medidas para acotar el proyecto.

Adentrándose en la descripción de las medidas necesarias para hacer de la propuesta en estudio una ley corta, insistió en que la figura del administrador provisional debiera parecerse lo más posible a un administrador de cierre y, en consecuencia, llamó a revisar estas dos figuras que tienen funciones similares. Asimismo, estimó adecuado el nombramiento de un administrador provisional sólo cuando existan antecedentes de que se pueda poner en riesgo la viabilidad administrativa o financiera de la institución, e hizo ver que la limitación a esta causal permitiría superar las críticas de vaguedad y amplitud. 

Por otro lado, consideró que el administrador debiera contar con facultades más limitadas a las propuestas en el proyecto. En este punto, adelantó que presentaría indicaciones para eliminar la atribución de alterar el modelo educativo y los planes y programas, la de restructurar la institución de educación superior y la facultad de adoptar cualquier otra medida necesaria para garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones.

Adicionalmente, sugirió que debiera limitarse el tiempo durante el cual el administrador pudiera ejercer sus funciones, pasando de dos años prorrogables por igual periodo, a un año prorrogable por igual periodo. Ello, puntualizó, permitirá hacer del administrador una figura realmente provisional.

Por otra parte, hizo notar la necesidad de crear un registro público de administradores provisionales.

Finalmente, juzgó conveniente contemplar la posibilidad que el administrador provisional, en ejercicio de sus funciones, pudiera decretar la administración delegada, tal como lo propone el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 8.775-04.

El Honorable Senador señor Quintana, en alusión a la intervención del señor Ministro de Educación, coincidió con la necesidad de urgencia escondida en el proyecto de ley y que justifica que éste se tramite con anterioridad a la implementación de una Superintendencia de Educación. Por lo demás, sentenció, la propuesta legal busca asegurar el derecho de los estudiantes y permitir la continuidad de sus estudios.

En relación con los planteamientos del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto de la propuesta de acotar las causales que permiten el nombramiento de un administrador provisional, estimó que ello no era adecuado, pues, aseguró que resulta indispensable contar con dicho instrumento cuando las instituciones de educación superior han incumplido sus compromisos académicos. A mayor abundamiento, recordó que un caso tal fue el que se produjo en la Universidad del Mar.

Finalmente, a la luz de lo dispuesto en el artículo 118 del Reglamento de la Corporación y en el artículo 23 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, hizo presente que la discusión en general de un proyecto de ley debe circunscribirse a la consideración de las ideas fundamentales del mismo. Sobre el particular, agregó que el análisis de la referida propuesta había sobrepasado las ideas matrices, llegándose, incluso, al estudio pormenorizado de sus disposiciones, razón por la cual solicitó ponerla en votación en general.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi coincidió con la propuesta de poner en votación en general la iniciativa de ley, en razón del exhaustivo análisis efectuado a las ideas matrices y del sentido de urgencia que tiene el proyecto de ley. En el mismo sentido, subrayó que contar prontamente con un instrumento tal posibilitará evitar que otras instituciones experimenten lo ocurrido con la Universidad del Mar y que, en consecuencia, se resguarde el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios.

Deteniéndose en los aspectos constituciones del proyecto de ley, celebró la intervención del señor Zúñiga, y agregó que la defensa del derecho a la educación o de la libertad de enseñanza dependerá de las coordenadas elegidas. Con todo, lamentó la opción de quienes, defendiendo acérrimamente la libertad de enseñanza, olvidan los derechos de los estudiantes. 

A reglón seguido, puso de relieve que el Estado tiene el deber de intervenir en la relación de los estudiantes con los planteles de educación superior en circunstancias como las que contempla el proyecto de ley, toda vez que está comprometida la fe pública. Para posibilitar ello, remarcó, se presentó esta iniciativa de ley.

En relación con las causales que posibilitan el nombramiento de un administrador provisional, notó la imposibilidad de establecer taxativamente los casos que podrían motivar su intervención, razón por la cual compartió la redacción propuesta para los artículos 3° y 8°. Asimismo, hizo hincapié en que la decisión del Ministerio de Educación de nombrar la referida figura supone el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, organismo público autónomo que permite erradicar la posibilidad que exista discrecionalidad.

Finalmente, respecto del periodo de investigación previa y su notificación, discrepó de los postulados de la señorita Hube en orden a que se afectaría la posibilidad de las instituciones de educación superior de defenderse, al no quedar claro qué es lo que se pretende notificar. A mayor abundamiento, señaló que lo que se notifica a los interesados es el hecho que el Ministerio de Educación ha iniciado un periodo de investigación preliminar en contra del plantel en virtud de alguna de las causales que contempla el artículo 3°.

9.- El abogado y profesor de la Universidad de Valparaíso, señor Juan Carlos Ferrada, analizó el proyecto de ley en estudio a la luz del derecho constitucional y el derecho administrativo.

En primer término, el señor Ferrada se centró en el administrador provisional y en los problemas de constitucionalidad que esta figura pudiera generar. Sobre el particular, recordó que esta institución existe en nuestro ordenamiento jurídico, desde el año 2011, en materia de educación escolar. Además, remarcó que es posible encontrar figuras similares en el ámbito de la salud y en materia bancaria, sectores en los cuales la autoridad administrativa tiene la posibilidad de designar un administrador provisional en calidad de interventor y administrador cuando entidades privadas generan situaciones de riesgo. Así, precisó, se observa en el caso de las isapres, de las entidades bancarias y de las empresas concesionadas en materia sanitaria. Explicó que el fundamento de adoptar una medida tal radica en la necesidad de cautelar intereses públicos relevantes que no pueden ser abandonados.

En sintonía con el punto anterior, aseguró que todos los casos anteriormente citados ponen en tensión ciertos derechos constitucionales. Puntualizó que en materia bancaria, por ejemplo, se afecta la libertad de empresa que consagra el numeral 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental, mas resaltó que ello encuentra su justificación en que la actuación de la entidad podría constituir un riesgo para el sistema financiero. En el mismo sentido, arguyó que intervenciones como la descrita encuentran espacio toda vez que los derechos y libertades que reconoce nuestra Constitución Política no son absolutos tal como ella misma lo señala al regularlos. Ejemplificando su aseveración, indicó que en el caso del referido numeral 21, la Carta Fundamental sostiene que el ejercicio de este derecho tendrá como límite el orden público y la seguridad nacional. 

En línea con el punto anterior, puso de manifiesto que la teoría anteriormente descrita encuentra respaldo en la doctrina y la jurisprudencia. En efecto, manifestó que fallos del Tribunal Constitucional, anteriores y posteriores al año 2005, no han planteado dudas respecto de la constitucionalidad de la figura del administrador provisional, considerando que ella es indispensable para mantener la estabilidad del sistema.

En segundo término, se detuvo en el análisis de las causales que posibilitan el nombramiento del administrador provisional a la luz de los preceptos constitucionales. Al respecto, remarcó que las principales objeciones han recaído en la amplitud de las mismas, y que, del estudio de los artículos 3° y 8°, es posible advertir que la crítica es efectiva. No obstante, explicó que la utilización de conceptos jurídicos indeterminados busca prever un cúmulo de situaciones que son difíciles de predecir. Ilustrando su afirmación, recordó que la causal que motivó la revocación del reconocimiento oficial de la Universidad del Mar fue el incumplimiento de sus estatutos.

En el mismo orden de consideraciones, desterró la posibilidad de contemplar causales más precisas, ya que ello acarrearía el riesgo de dejar fuera muchos supuestos. Adicionalmente, estimó que las causales cumplen con los estándares fijados por el Tribunal Constitucional. En efecto, notó, las causales que permiten la revocación del reconocimiento oficial son aún más amplias que las propuestas, y la aludida instancia no las objetó.

Con todo, hizo ver la necesidad que la utilización de causales tan amplias no conduzca a la arbitrariedad. Para evitar lo anterior, aclaró, es necesario establecer mecanismos procedimentales internos que resguarden la no arbitrariedad del ejercicio de la potestad y mecanismos judiciales de reclamo que controlen la potestad administrativa. 

Respecto de los primeros, puntualizó, ello se traduce en que el ejercicio de la potestad debe ajustarse a un procedimiento que garantice al ciudadano que el ejercicio de la potestad no será arbitrario, debiendo, en consecuencia, asegurarse la bilateralidad de la audiencia, la posibilidad de prueba y defensa y la decisión razonada del acto administrativo. Consideró que los tres elementos citados se encuentran asegurados en el proyecto en análisis. No obstante, sugirió incorporar un recurso administrativo interno o bien la posibilidad que otro órgano confirme la decisión final, como ocurre en materia bancaria e, incluso, en materia de educación general. Además, juzgó que el recurso administrativo de impugnación no estaba adecuadamente configurado. Con todo, consignó que sería adecuado incorporar una norma que contemple la aplicación supletoria de la Ley Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Respecto de los mecanismos judiciales de reclamo, en tanto, destacó que el proyecto de ley no los contempla, defecto que se repite innumerables veces en nuestra legislación y que no obsta a que se interponga un recurso de protección o la nulidad de derecho público. Sin embargo, consideró que los instrumentos referidos no eran la vía idónea para ello, como lo ha demostrado el caso de la Universidad del Mar. En este punto, sugirió introducir un recurso judicial especial como mecanismo paliatorio de las amplias causales. Además, apuntó que un recurso estaría en sintonía con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República que garantiza que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley.

En tercer término, analizó las atribuciones conferidas al administrador provisional a la luz de nuestras normas constitucionales. Recordó que el nombramiento de una figura tal y la entrega de facultades apuntan a que se intervenga una institución y que dicha figura pueda asumir los poderes totales de los directores y de los gerentes. Así, detalló, ocurre en materia bancaria, y, por lo tanto, afirmó que en nada innova el proyecto sobre el particular. Además, añadió que, en principio, no habrían inconvenientes respecto de la libertad de gestión de una institución.

Analizando las facultades a la luz de la libertad de enseñanza, erradicó la posibilidad que se afectara tal derecho, pues resaltó que ello supondría que dicha libertad prevalece sobre la libertad económica que posibilita el nombramiento de un administrador en materia bancaria. En este punto, recordó que los derechos constitucionales no se encuentran ordenados jerárquicamente en nuestra Carta Fundamental y, por lo tanto, lo que debe hacerse en caso de conflicto entre ellos es ponderarlos. Pese a desterrar la posibilidad que las facultades entregadas fueran inconstitucionales, aclaró que lo que sí puede ocurrir es que en el ejercicio de dichas facultades el administrador infrinja ciertos derechos.

Examinando las atribuciones a la luz de la autonomía universitaria, coincidió con el señor Zúñiga en orden a que ella no tiene reconocimiento constitucional.

Estudiando las citadas facultades a la luz del derecho de propiedad, señaló que dicho derecho no puede constituirse en una barrera para el nombramiento del administrador provisional. A mayor abundamiento, remarcó que pese a que el nombramiento de un administrador provisional constituye una limitación al derecho de propiedad, no ha sido causal para impedirlo en materia sanitaria o bancaria. Asimismo, notó que las afectaciones al citado derecho están permitidas en nuestro ordenamiento jurídico por vía legal. A la luz de lo anterior, planteó que la pregunta que cabe formularse es si las limitaciones que contempla el proyecto de ley cumplen con los estándares constitucionales y, específicamente, si la función social de la propiedad permite cualquier tipo de limitación. Al respecto, puntualizó que nuestra Carta Fundamental lo permite respecto de cualquier bien sobre el que recaiga la propiedad, con la única limitación de no afectar el contenido esencial del derecho. Sobre el particular, comentó que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha establecido que se afecta tal contenido cuando existe una privación total de las facultades de usar, gozar y disponer.

Por último, concluyó que el proyecto en estudio cumplía con los estándares constitucionales. No obstante, insistió en la necesidad de afinar los mecanismos de control de la decisión administrativa, ya sea por vía judicial o administrativa, para lo cual se mostró dispuesto a colaborar.

10.- El Rector de la Universidad Alberto Hurtado, Padre Fernando Montes, antes de abocarse al análisis del proyecto en estudio, hizo ver la necesidad de evitar legislar apresuradamente y en medio de un ambiente marcado por el doloroso episodio de la Universidad del Mar. Agregó que es necesario aprender de ese nefasto fracaso y adoptar todas las decisiones para evitar que una situación como la descrita vuelva a tener lugar, pero, al mismo tiempo estimó indispensable no generar un ambiente amenazante, extendiendo un manto de sospechas generalizado, sembrando miedos y actitudes poco racionales de defensa que impidan profundizar los éxitos logrados y llevar adelante una buena reforma. En el mismo sentido, propuso ayudar al progreso de las instituciones y fomentar la confianza que se está haciendo algo por el bien común.

En otro orden de consideraciones, compartió la necesidad del Gobierno de la Nueva Mayoría de mejorar el marco regulatorio de la educación superior, dando los instrumentos a la autoridad para que tome oportunamente las necesarias medidas correctivas. Por lo anterior, vio con buenos ojos y simpatizó muy de fondo con las promesas hechas de una seria reforma en la educación terciaria y se mostró dispuesto a colaborar en lo que fuera necesario. No obstante, estimó que era la oportunidad de hacer una seria reforma al sistema, incluyendo al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, institución que, remarcó, segrega e impide una visión de conjunto, justa y democrática. Asimismo, consideró indispensable y urgente la creación de una Superintendencia de Educación terciaria, que se revisara a fondo las normas de acreditación, que se precisara el concepto de autonomía institucional y que se mejoraran las normas de licenciamiento, de manera de poder retirarlo si una institución no cumple con sus compromisos. 

Con relación a la iniciativa de ley analizada, lamentó que por el apuro se hiciera esta discusión antes de tratar a fondo el proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior. Resaltó que esta institución debiera tener todas las facultades y ser la encargada de velar para que no se llegue a situaciones extremas. Recordó que la Cámara de Diputados, consciente de esta extraña situación, añadió el artículo 1º transitorio, indicado que el tema deberá ser incluido en la descripción de las tareas de la referida Superintendencia. 

Por otra parte, celebró que la Cámara de Diputados y el Ejecutivo recogieran varias de las indicaciones formuladas, permitiendo mejorarla. En este sentido, consideró un avance que las acciones revocatorias que contemplaba el proyecto se hayan sustituido por la acción que contempla el artículo 2.468 del Código Civil. Asimismo, estimó positivo que el administrador provisional pudiera contar con algunas de las antiguas autoridades si lo estima necesario, habida consideración de lo difícil que resulta introducir un equipo totalmente nuevo a una la institución. Además, valoró las cortapisas incorporadas para cambiar el proyecto educativo. Con todo, deteniéndose en este último aspecto, puso de relieve que el asunto era aún más profundo. En efecto, hizo hincapié en que la figura citada no era un administrador de empresa, toda vez que su principal tarea era gestionar el carisma, entusiasmar a profesores, funcionarios y estudiante con una misión común. En atención a ello, sentenció, debe cuidar el alma de la universidad y, en consecuencia, la designación de un administrador que no comulgue a fondo con el carisma de la institución sería fatal. 

Respecto del administrador de cierre, en tanto, celebró la figura, pues permite perfeccionar la ley existente que deja a la autoridad sin herramientas para hacer ese cierre de forma racional.

Centrándose en el periodo de investigación preliminar, recalcó que si bien esta parte del proyecto se ha perfeccionado, no se describe suficientemente cómo debe hacerse dicha indagación y no se especifican los poderes que debería tener el Ministerio para hacerla. Al respecto, destacó que, del modo como se habla de dicha investigación, es posible que la referida Secretaría de Estado enfrente dificultades insubsanables. En consecuencia, calificó como esencial que esa investigación sea muy bien elaborada y permita dar una misión clara al administrador. No obstante, advirtió que el problema es que finalmente la investigación a fondo la tenga que hacer el mismo administrador, al comenzar sus funciones, con el peligro de querer justificar su propia designación.

A reglón seguido, observó que si se detectan problemas específicos, por ejemplo en la administración financiera o en aspectos académicos, podría ser mucho más útil y menos amenazante nombrar un veedor especializado con poderes para el área defectuosa detectada. En efecto, juzgó que la solución de un administrador con plenos poderes, que depone a las autoridades, puede tener consecuencias no deseadas e imprevisibles frente a la sociedad, además de generar mucha inseguridad y acentuar la crisis, desvalorizando los títulos que la institución otorgue y dañando con eso gravemente a los estudiantes. 

Deteniéndose en el consejo asesor consultivo triestamental, aseveró no compartir su redacción. Apuntó que el tema de la triestamentalidad es hoy sensible y se crea un precedente que no parece correcto. En el mismo sentido, sostuvo que si bien parece bueno que haya representantes democráticamente elegidos de los diferentes estamentos, por la naturaleza de una universidad, la total paridad no es algo correcto y debería ser discutido, midiendo todas las consecuencias futuras y evitando medidas de carácter populista. Haciendo suyas las palabras del Rector Peña notó que los estudiantes están necesariamente de paso en la universidad. Con todo, reseñó que lo anterior no significa desvalorizarlos, ya que ciertamente sus opiniones deben ser escuchadas, pues hay temas que los afectan muy directamente, pero no necesariamente tienen un conocimiento acabado de la complejidad y la visión de futuro que una institución universitaria tiene que tener en cuenta. En atención a lo anterior, sugirió omitir el aludido consejo y brindar la posibilidad al administrador de crear un consejo asesor consultivo en el que se asegure la participación de la comunidad universitaria.

Finalmente, agradeció la posibilidad de participar en el debate, como también la voluntad de parte del señor Ministro de Educación de perfeccionar el instrumento en elaboración, lo que, subrayó, hace mirar con esperanza las discusiones y mejoras que llevará a cabo el Senado.

Se deja constancia de que el Padre Montes acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

11.- El Director Ejecutivo de la Fundación Acción Educar, señor Raúl Figueroa, resaltó, en primer término, que el mensaje presidencial que da vida al proyecto de ley advierte que el Ministerio de Educación no tiene atribuciones suficientes que permitan asegurar un adecuado funcionamiento del sistema de educación superior. Agregó que en atención a ello, el referido mensaje nota la necesidad de corregir las deficiencias derivadas del débil marco regulatorio de los procesos de investigación, frente una deficiente gestión de las instituciones de educación superior. Al respecto, aseguró que si bien tanto el aludido diagnóstico como la necesidad de adoptar medidas para superar la realidad son compartidos, la propuesta de ley no cumple los objetivos anunciados. Por el contrario, sentenció, propone el nombramiento de un administrador provisional construido sobre las mismas debilidades que hoy existen en el sistema de educación superior. A mayor abundamiento, enfatizó que el proyecto de ley, en los términos en que está planteado, no logra dar las certezas esperadas, pues no se hace cargo de la existencia de un marco regulatorio débil, de la falta de atribuciones del Estado, ni de la inexistencia de sanciones graduales.

Establecido lo anterior, se detuvo en el administrador de cierre de los planteles de educación terciaria, celebrando la creación de dicha figura que calificó como el símil de la figura del administrador provisional que contempla la ley N° 20.529.

En relación con el administrador provisional, en tanto, adelantó que su diseño presenta muchas falencias que deben corregirse. Profundizando en su afirmación, hizo presente, en primer lugar, que la figura propuesta parece poco eficaz para abordar los problemas que se esperan solucionar. En efecto, puntualizó, es difícil que una persona designada por el Ministerio de Educación pueda hacerse cargo de la administración de una institución de educación superior y esté en mejores condiciones para resolver los inconvenientes que quienes están en su interior y que, en virtud del nombramiento del referido administrador, quedan marginados de la solución de los problemas advertidos. 

En segundo lugar, hizo presente que la figura propuesta atenta contra la institucionalidad vigente y la lógica del sistema de educación superior chileno. Apuntó que si lo buscado es evitar situaciones de crisis, las soluciones deben ser sistémicas y coherentes. En este punto, aseguró que las causales que motivan el nombramiento de la figura del administrador provisional resultan demasiado amplias, tal como lo son las que actualmente permiten la revocación del reconocimiento oficial y que tanto se han criticado. En consecuencia, calificó como indispensable clarificar qué medidas permiten el nombramiento de la figura citada, acotarlas y separarlas de aquellas que dan pie para iniciar un periodo de investigación preliminar, evitando la duplicidad de causales como se desprende de la lectura de los artículos 3° y 8° del proyecto de ley. Además, hizo ver la necesidad de contemplar normas que aseguren el respecto del debido proceso.

En sintonía con el punto anterior, adujo que el periodo de investigación preliminar debiera ser un paso obligado a seguir. Asimismo, consideró adecuado que las instituciones de educación superior siempre tengan la posibilidad de establecer un plan que permita subsanar las deficiencias advertidas y que sólo en la medida en que ello no logre los resultados esperados, se nombre a un administrador provisional.

Refiriéndose a las atribuciones entregadas al administrador provisional, observó que ellas resultan tan amplias que pareciera que lo que se busca es nombrar un interventor que remplace a todas las autoridades de la institución de educación superior. Aseguró que lo anterior atenta contra la autonomía universitaria, valor que calificó de esencial para el desarrollo del sistema de educación superior y que, en palabras del Tribunal Constitucional, constituye la garantía institucional de la libertad de enseñanza.

Luego de analizar la propuesta en estudio, propuso adecuar la figura del administrador provisional a nuestra Constitución Política, a nuestro ordenamiento jurídico y a nuestro sistema de educación superior. Precisando su afirmación, insistió en que lo adecuado era imponer a la institución de educación superior afectada la obligación de presentar un plan de mejoras para abordar las deficiencias identificadas en la investigación preliminar y que dicho plantel se comprometiera a indicar los mecanismos de que se valdrá para abordar, de la mejor manera, dichas deficiencias. Añadió que, en este escenario, el Ministerio de Educación debiera nombrar un veedor con el objeto de controlar que el plan de mejoras citado sea cumplido. Puso de relieve que con una propuesta tal se destierra la posibilidad que existan conflictos con el principio de autonomía universitaria y se logra forzar a los verdaderamente responsables de las falencias de la institución de llevar adelante un plan de desarrollo adecuado para superarlas.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, juzgó que la figura del veedor contribuiría a llevar adelante adecuadamente una investigación, toda vez que tendrá acceso a toda la información del plantel afectado. Con todo, remarcó que el referido veedor no podrá adoptar decisiones por las autoridades de la casa de estudio que son las verdaderas responsables de los problemas generados y, en consecuencia, de solucionarlos. Adicionalmente, enfatizó que si el plan de mejoras propuesto no consigue los resultados esperados, el Ministerio de Educación tendrá que determinar si corresponde sancionar a la institución con la revocación del reconocimiento oficial.

En otro orden de consideraciones, se detuvo en el análisis de las modificaciones propuesta a la ley N° 20.529. Sobre el particular, consignó que si bien parecía adecuado ampliar las causales que permiten el nombramiento del administrador provisional, no compartió la propuesta de prolongar indefinidamente el tiempo durante el cual dicha figura podía ejercer sus funciones. A mayor abundamiento, recordó que la finalidad de contemplar un administrador provisional en el ámbito de la educación escolar era crear una figura que permitiera poner orden en el cierre de los colegios y asegurar la posibilidad de reubicar a los estudiantes.

Se deja constancia de que el señor Figueroa acompañó su presentación con dos documentos los que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Francisco Martínez, deteniéndose en la intervención del señor Ferrada, agradeció el análisis por él efectuado y aseguró que la Secretaría de Estado que integra estudia la alternativa de presentar indicaciones que posibiliten incorporar mecanismos judiciales para impugnar las decisiones adoptadas.

En relación con la exposición del Padre Montes, en tanto, hizo hincapié en que el tramitar esta iniciativa de ley de manera separada de aquella que crea la Superintendencia de Educación Superior responde a la necesidad de contar prontamente con los instrumentos que ella contempla, evitando así que otras instituciones de educación superior y sus alumnos queden expuestos a situaciones como la de la Universidad del Mar.

Respecto de la propuesta de incorporar a la iniciativa de ley la figura del veedor, aseguró que el Ministerio en el que se desempeña presentará indicaciones para asegurar a los planteles de educación superior la posibilidad de presentar un plan de mejoras en el que se contemplarán plazos dentro de los cuales las medidas prometidas deberán cumplirse. Añadió que el cumplimiento de las medidas serán supervisadas por el Ministerio de Educación. Asimismo, notó que si bien la idea es que esta nueva fórmula sea utilizada en la mayor cantidad de casos posibles, habrá otros en los cuales ello no tendrá espacio, dada la magnitud de los problemas presentes.

Aludiendo a la sugerencia de cambiar la redacción del artículo referido al consejo asesor triestamental, aseveró que dicha instancia será analizada a la hora de presentar las indicaciones, de manera de presentar un marco más definido respecto de su actuación. Lo anterior, añadió, busca asegurar que el referido consejo constituya un apoyo al proceso de administración provisional y no un obstáculo. Además, afirmó que el consejo tendrá un carácter meramente consultivo.

Sobre la advertencia del Padre Montes respecto al riesgo de nombrar un administrador que no comulgue con la misión de la institución, manifestó que dicha figura no podrá cambiar la orientación del plantel y deberá limitarse a reflotarlo, de modo de asegurar su continuidad.

Con relación a las propuestas sugeridas por el representante de la Fundación Acción Educar, reiteró que la figura del veedor será analizada por parte de la cartera que integra a la hora de presentar las indicaciones al proyecto de ley.

Respecto de la crítica formulada a la amplitud de las causales que motivan el nombramiento de un administrador provisional, explicó que la técnica utilizada en la redacción de los artículos 3° y 8° responde a la imposibilidad de advertir ex ante cada una de las situaciones que podrían motivar su designación. A mayor abundamiento, recordó que el proyecto de ley dispone que para que el Ministerio de Educación pueda adoptar la decisión de nombrar a la referida figura, deberá contar con el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, órgano público colegiado e independiente.

Finalmente, respecto de la sugerencia de limitar la permanencia del administrador provisional en la educación escolar, comentó que dicha observación será recogida en las indicaciones que se formularán al proyecto.

- - -

Seguidamente el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que una de las labores de los legisladores radica en definir adecuadamente los conceptos utilizados en los proyectos de ley. En este sentido y centrándose en la redacción propuesta para los artículos 3° y 8° de la propuesta legal, notó la necesidad de precisar qué se entenderá por “el cumplimiento de los compromisos académicos”. Al respecto, aseguró que por medio de una indicación acotaría la vaga expresión utilizada que sirve de causal para el inicio del periodo de investigación preliminar y para el nombramiento de un administrador provisional.

Luego de consignar lo anterior, se dirigió al señor Ferrada agradeciéndole la colaboración ofrecida para mejorar las normas de la propuesta de ley que dicen relación con el debido procedimiento administrativo, y aseguró que su aporte en la materia sería muy beneficioso para mejorarla. 

Establecido lo anterior, le solicitó que ahondara en su propuesta de incorporar a la iniciativa de ley un recurso judicial de carácter especial.

Por otra parte, deteniéndose en las intervenciones de los señores Montes y Figueroa, advirtió que, de los comentarios formulados por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, dicha Secretaría de Estado recogerá, por medio de indicaciones, la propuesta que las propias instituciones de educación superior sean las primeras llamadas a solucionar los problemas advertidos y que un veedor controle el cumplimiento de las medidas anunciadas en el plan de mejoramiento. Al respecto, sugirió que fueran las instituciones quienes en conjunto con el Ministerio de Educación definieran las medidas para subsanar los inconvenientes. Asimismo, añadió que si dicha opción fracasaba, el Ministerio de Educación debería decidir si es posible continuar con el proyecto educativo y, en consecuencia, nombrar un administrador provisional o, por el contrario, se procede a la revocación del reconocimiento oficial y, por lo tanto, al nombramiento de un administrador de cierre. En este punto, consultó a los expositores señalados cómo visualizaban la etapa que se crearía.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, deteniéndose en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y respondiendo a los planteamientos de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi, hizo presente que dicho cuerpo legal dispone, en su artículo 23, que la discusión en general es aquella que dice relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, las que se encuentran contenidas en el mensaje o moción, según corresponda. En consecuencia, advirtió que esta discusión supone más amplitud y profundidad que un mero análisis superficial del mismo. 

En otra línea argumental, insistió en la necesidad de hacer de la iniciativa legal una “ley corta”, en que el administrador provisional se asimilara más bien a un administrador de cierre de instituciones de educación superior y en que esta figura tuviera la facultad de adoptar la medida de administración delegada en los términos contemplados en el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 8.775-04.

Por otro lado, refiriéndose a los posibles problemas de constitucionalidad presentes en la iniciativa legal, puso de relieve que ella no presenta problemas de esta índole, salvo el inciso segundo del artículo 24 que vulnera el derecho de propiedad de terceros que han contratado con el plantel de educación terciaria.

En la misma línea argumental, agregó que el proyecto de ley no afecta el principio de autonomía institucional. En este punto, señaló que si la figura del administrador provisional se permite en materia de isapres y en materia bancaria no habría razón para sostener lo contrario. 

Refiriéndose a las propuestas del señor Ferrada, alabó la sugerencia de dejar constancia en la iniciativa de ley que la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración Del Estado regirá de manera supletoria. Asimismo, celebró la idea de incorporar un recurso judicial de carácter especial.

Aludiendo a la exposición del Rector Montes, compartió la necesidad de ayudar al progreso de las instituciones y de fomentar la confianza que se está haciendo algo por el bien común. En atención a lo anterior, estimó indispensable no legislar de manera apresurada.

Centrándose en la propuesta de incorporar la figura del veedor, en tanto, juzgó que dicha figura era más bien propia de empresas y no de instituciones de educación superior. Con todo, resaltó que al igual que él, el administrador provisional tendrá la misión de reorganizar y liquidar los planteles.

En relación con las causales que motivan el nombramiento de un administrador provisional, insistió en que tal designación debiera tener lugar sólo en el caso de existir antecedentes graves que pongan en riesgo la viabilidad administrativa o financiera de un plantel. En atención a lo anterior, propuso la siguiente redacción para el artículo 3° del proyecto en estudio: “cuando existieren antecedentes graves que significaren un riesgo en términos de la viabilidad de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación podrá iniciar una investigación preliminar tendiente a verificar e identificar los problemas o dificultades que amenazaren la viabilidad de dicha institución. Una vez identificados dichos problemas o dificultades, si los hubiere, el Ministerio de Educación formulará recomendaciones tendientes a subsanar los mismos, en un plazo de ciento veinte días. En caso que los problemas detectados se mantengan, el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, podrá designar a un administrador provisional en los términos de la presente ley con el objeto de resguardar el derecho a la educación de los estudiantes y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios. Siempre procederá la designación del administrador provisional en caso de revocación del reconocimiento oficial.” 

Agregó que a continuación del texto referido, debiera seguir el párrafo segundo referido al administrador provisional, revisando, eso sí, la redacción del artículo 8°. Adicionalmente, puso de manifiesto la necesidad de eliminar el párrafo tercero referido al administrador de cierre, transfiriendo alguna de sus facultades al administrador provisional.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana, centrándose en el artículo 23 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, estimó que la discusión del proyecto en estudio había sobrepasado el análisis de las ideas matrices o fundamentales del mismo, extendiéndose a su articulado. Por esta razón, insistió en su propuesta de votar la idea de legislar, de modo de contar prontamente con la figura del administrador provisional.

En otro orden de ideas, lamentó que para muchos la situación ocurrida con la Universidad del Mar fuera tan rápidamente olvidada. Añadió que, desgraciadamente, existen instituciones que de acuerdo a investigaciones realizadas por el Ministerio de Educación, se encuentran en una situación similar. Al respecto, notó la necesidad de resguardar el derecho de los estudiantes, misión encomendada a la propuesta en estudio.

En la misma línea argumental, enfatizó que hay quienes defienden acérrimamente el derecho de propiedad, la libertad de enseñanza y la autonomía institucional, en desmedro de los derechos de los estudiantes.

Con relación a las observaciones realizadas al proyecto en estudio, valoró la apertura del ejecutivo en orden a recoger, por medio de indicaciones, muchas de ellas. Asimismo, celebró la idea de incorporar un recurso judicial de carácter especial.

No obstante, discrepó de la sugerencia de modificar la redacción del artículo que permite al administrador provisional convocar a un consejo triestamental de carácter consultivo, toda vez que consideró trascendental escuchar la opinión de los estudiantes, profesores y administrativos antes de tomar decisiones que pudieran afectarlos.

Por último, deteniéndose en la figura del administrador provisional que contempla la ley 20.529, notó que las facultades a él encomendadas eran bastante amplias, y, en consecuencia, aseguró no entender las críticas de quienes atribuyen dichas características a las atribuciones del administrador provisional para el ámbito de la educación superior. Al respecto, consultó a los representantes del Ministerio de Educación presentes en la sesión si concordaban con su apreciación.

La Honorable Senadora señora Von Baer, a su vez, puso de relieve que las sesiones destinadas a recibir en audiencia a distintos actores del mundo de la educación superior han permitido dejar al descubierto aquellos aspectos del proyecto de ley que deben ser revisados. Al respecto, precisó que ellos son: las causales que motivan el nombramiento del administrador provisional, las facultades atribuidas a esta figura y el respeto al principio del debido proceso.

En otro orden de consideraciones, valoró la apertura de los representantes del ejecutivo en orden a recoger las observaciones sugeridas. 

Por otro lado, juzgó indispensable establecer mecanismos escalonados en el proyecto en estudio. A mayor abundamiento, estimó que si la verdadera preocupación del Ministerio fueran los derechos de los estudiantes y su continuidad de estudios, debieran haberse contemplado medidas intermedias antes de adoptar la decisión de designar un administrador provisional, toda vez que la intervención de esta figura, más que dar pronta solución a los inconvenientes, podría motivar crisis institucionales, perjudicando aún más a los alumnos. 

Centrando en su atención en las modificaciones sugeridas al sistema de educación escolar, en tanto, subrayó la necesidad de escuchar a los actores y expertos en la materia antes de votar la idea de legislar.

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi, en la misma línea argumental del Honorable Senador señor Quintana, recalcó que el análisis de la propuesta legal en estudio había sobrepasado las ideas matrices o fundamentales del proyecto. En razón de lo anterior y habida consideración, además, de la necesidad de resguardar los derechos de los estudiantes, garantizando la continuidad de sus estudios, insistió en la idea de votar en general el proyecto de ley.

En relación con las causales que motivan el inicio de una investigación preliminar y de aquellas que ameritan el nombramiento de un administrador provisional, dejó de manifiesto la imposibilidad de advertir ex ante cada una de las situaciones que podrían conducir a ello. 

Por otro lado, discrepando de los planteamientos de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, consideró que no existían dudas respecto del sentido y alcance de las causales que posibilitan la designación de un administrador provisional. En todo caso, resaltó que si el temor radica en que el Ministerio de Educación actúe de manera arbitraria, ello difícilmente tendrá cabida si se tiene en consideración que el referido nombramiento requiere el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, organismo colegiado, transversal e independiente.

Continuando con su exposición, notó que del debate realizado es posible colegir que existen dos posiciones: la de aquellos que se inclinan por esperar que las instituciones con problemas lleguen a tal extremo que sólo tenga cabida el cierre de la misma, y, en consecuencia, estiman que el administrador a crear debiera ser un administrador de cierre, y la de aquellos que creen es que posibles subsanar los inconvenientes. Advirtió que quienes se inclinan por la primera alternativa olvidan que al interior de los proyectos educativos descansa el sueños de miles de jóvenes y de sus familias, así como también sus recursos. 

En sintonía con el punto anterior y reiterando el sentido de urgencia de la propuesta de ley, puso de relieve que la creación de este instrumento permitirá resguardar los derechos de 200 mil estudiantes que cursan sus estudios en planteles que, según investigaciones del Ministerio de Educación, presentan graves falencias. Adicionalmente, apuntó que la iniciativa de ley contempla la posibilidad de realizar un control preventivo a las instituciones de educación superior, de manera de evitar que lleguen a situaciones críticas. 

Siguiendo con la defensa del proyecto del Ejecutivo, juzgó que sus normas no vulneran los derechos constitucionales ni tampoco aquellos derechos que han sido incorporados a nuestra legislación en virtud de tratados internacionales ratificados por nuestro país. Respecto de la autonomía universitaria, en tanto, junto con recordar que ella carece de reconocimiento constitucional, descartó que su defensa pudiera justificar que las instituciones de educación superior tuvieran la facultad de realizar cualquier tipo de actividades hasta llegar al extremo de comprometer el derecho de los jóvenes a la educación.

Finalmente, refiriéndose a las innovaciones propuestas para la figura del administrador provisional de la educación escolar, celebró las nuevas causales propuestas para motivar su intervención. En relación con las críticas formuladas al nuevo literal f) del artículo 89 de la ley N° 20.529, aclaró que el Secretario Regional Ministerial sólo podrá rechazar la solicitud de renuncia del reconocimiento oficial cuando no se cumplan los requisitos para ello, y sólo en esa situación se podrá designar un administrar provisional. Adicionalmente, explicó que la posibilidad de designar a un funcionario de la Superintendencia de Educación sólo tendrá lugar en aquellos casos en que no existan administradores provisionales.

El señor Rector de la Universidad Alberto Hurtado, respondiendo las observaciones y preguntas formuladas por los Honorables Senadores, insistió en la necesidad de crear la figura del administrador provisional, así como también la del administrador de cierre en el ámbito de la educación superior. No obstante, puntualizó que el diseño de dichas instituciones debiera asegurar eficacia, desterrando situaciones como la de la Universidad del Mar.

Desarrollando su afirmación, consideró necesario crear medidas menos drásticas que el nombramiento de un administrador provisional. Añadió que si la medida resulta extremadamente fuerte, ella no se utilizará sino hasta que el problema sea excesivamente grave. Ejemplificando su aseveración, sostuvo que si el problema es de orden financiero sería adecuado adoptar una medida puntual para solucionar ese inconveniente y no motivar el reemplazo de todas las autoridades de una institución.

El Abogado y Profesor de la Universidad de Valparaíso, por su lado, centrándose en la intervención del Honorable Senador señor Allamand, insistió en la necesidad que el proyecto de ley mejorara los mecanismos administrativos internos, así como también los de carácter judicial. Respecto de los primeros, señaló que si bien la propuesta hace referencia al carácter supletorio de la ley N° 19.880, en los artículos 3° y 10°, debiera quedar claramente establecido que dicha supletoriedad es de orden general y no sólo respecto de dichas disposiciones. En relación con la propuesta de incorporar un recurso judicial de carácter especial, consideró que ello era necesario toda vez que la resolución dictada con ocasión de la interposición de un recurso de protección sólo dice relación con la afectación de derechos fundamentales y no ahonda en la legalidad o arbitrariedad de la decisión cuestionada. No obstante, remarcó que la Corte Suprema no comparte el criterio de crear recursos judiciales especiales, entregando el conocimiento de ellos a las Cortes de Apelaciones. A mayor abundamiento, indicó que el conocimiento de los mismos debiera encomendarse a los Jueces de Letras, de manera de respetar nuestro sistema judicial.

Deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reiteró que, desde el punto de vista estrictamente jurídico, el proyecto de ley no presenta problemas de constitucionalidad. Añadió que tampoco el artículo 24 los presenta. Profundizando en su aseveración, puso de relieve que nuestro ordenamiento jurídico contempla otros casos de prórroga de contratos con terceros absolutos. Así, detalló, ocurre en materia eléctrica cuando se pone en riesgo el sistema de distribución eléctrica.

En seguida, el Director de la Fundación Acción Educar refiriéndose a la posibilidad de incorporar un recurso judicial de carácter especial a la iniciativa en estudio, apuntó que la ley N° 20.529 contempla un reclamo, ante la Corte de Apelaciones respectiva, respecto de los instructivos dictados por el Superintendente de Educación, instrumento por medio del cual se puede impugnar la designación del administrador provisional. En consecuencia, advirtió que un mecanismo tal podría agregarse al proyecto en estudio, pese a que la Corte Suprema no es partidaria de la creación de recursos especiales.

Respecto de la constitucionalidad de la designación del administrador provisional, remarcó que existen múltiples normas en la propuesta en estudio que pueden conducir a la arbitrariedad en el referido nombramiento. En atención a ello, juzgó que la norma podría ser calificada de inconstitucionalidad, y sugirió corregir las causales que motivan el nombramiento, las amplias facultades otorgadas, el plazo durante el cual puede ejercer sus funciones y la ausencia de impugnación de la medida. 

Por último, respondiendo la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Allamand respecto de la nueva fórmula sugerida, consideró que, necesariamente, luego de concluida la indagación previa y advertidas posibles falencias, el primer llamado a solucionarlas es el plantel de educación terciaria que les dio origen. Añadió que dicha institución, en conjunto con la autoridad, debiera elaborar un plan con medidas para subsanar los inconvenientes durante un plazo determinado. Resaltó que en este escenario, el veedor tendrá que vigilar que el cumplimiento de las medidas se lleve a cabo en la forma acordada.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación reiteró que la Secretaría de Estado perfeccionará los mecanismos que permiten dar gradualidad a las medidas que ella adopte.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, centrándose en la consulta formulada por el Honorable Senador señor Quintana, señaló que el administrador provisional que contempla la ley 20.529 sustituye al sostenedor del establecimiento educacional con amplias facultades, en especial, con amplios poderes respecto de la prestación del servicio educativo.

Por otro lado, aludiendo a la exposición realizada por el Director Ejecutivo de la Fundación Acción Educar, subrayó que el administrador contemplado en el mundo de la educación escolar tiene un carácter provisional y no siempre tiene la misión de conducir el cierre del establecimiento intervenido. En consecuencia, discrepó que la afirmación que el administrador de cierre de la educación superior era el símil del administrador provisional que contempla la ley N° 20.529.

Luego de concluir la ronda de audiencias, el Honorable Senador señor Rossi, en su calidad de Presidente de la Comisión, sometió a consideración la propuesta de votar en general el proyecto de ley.

Al respecto, el Honorable Senador señor Quintana insistió en que el análisis de las ideas matrices o fundamentales del proyecto había sido sobrepasado. Además, notó la disposición del Ejecutivo en orden a recoger, por medio de indicaciones, muchas de las observaciones formuladas. En atención a ello, reiteró la necesidad de votarlo en general.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer discrepó de la propuesta formulada, justificando su decisión en que el proyecto en estudio contenía modificaciones para la educación escolar, cuyos actores y expertos no habían sido escuchados. A mayor abundamiento, solicitó recibir en audiencia a los representantes de los Colegios Particulares de Chile (Conacep), al señor Rodrigo Bosch, ex presidente de Conacep, y a la corporación Aptus Chile antes de votar en general la iniciativa de ley, que, aseguró, cuenta con una amplia adhesión.

En el mismo orden de consideraciones, aseveró que legislar con responsabilidad supone escuchar la opinión de todos los involucrados antes de votar, y recordó que el Congreso Nacional es un espacio de deliberación pública.

En la misma línea argumental, el Honorable Senador señor Allamand puso de manifiesto que la Federación de Instituciones de Educación Particular (Fide) y los Colegios Particulares de Chile habían solicitado en reiteradas ocasiones ser recibos en audiencia para manifestar su parecer respecto de las innovaciones propuestas al párrafo 6° del título III de la ley N° 20.529. En atención a ello, sugirió escuchar a las instituciones citadas y, luego de ello y en la misma sesión, proceder a la votación en general de la propuesta de ley.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, al igual que los parlamentarios que le habían precedido en el uso de la palabra, estimó prudente escuchar a las organizaciones anteriormente mencionadas, y luego de ello, votar la idea de legislar. Con todo, lamentó que el Presidente de la Comisión recurriera al reglamento de la corporación para determinar el procedimiento a seguir, en lugar de alcanzar consensos sobre el particular, tal como ha sido en los últimos cuatro años.

El Honorable Senador señor Rossi estimó que la necesidad de recurrir al uso del reglamento de la corporación obedecía a que, probablemente, con anterioridad la Comisión no había tratado un proyecto tan complejo, trascendente y debatido como el actual. En consideración a ello, insistió en su propuesta.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, consideró que el análisis de la propuesta legal había sido muy profundo y serio respecto del ámbito de la educación superior. Respecto de las modificaciones sugeridas para la educación escolar, en tanto, consignó que si bien no se había escuchado la opinión de sus actores, las innovaciones eran acotadas.

El Honorable Senador señor Quintana, centrándose en la sugerencia de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, puso de manifiesto que las modificaciones que la iniciativa de ley hace a la ley N° 20.529 eran muy acotadas y radicaban, básicamente, en la introducción de dos nuevas causales. Asimismo, añadió que las referidas innovaciones en ningún caso alterarían la forma en que los integrantes de la instancia votarían el proyecto.

Por último, propuso votar en general la iniciativa de ley y en la próxima sesión escuchar a las organizaciones aludidas por los Senadores de la Alianza.

III.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO





A continuación, el señor Presidente de la Comisión, declaró cerrado el debate y puso en votación, en general, la iniciativa de ley. Cabe hacer precedente que los fundamentos de voto que se transcriben a continuación, deben entenderse complementados con los juicios, comentarios, opiniones y observaciones que cada uno de los integrantes de la instancia formularon durante la discusión de esta proyecto de ley, y con ocasión de las exposiciones que hicieron los distintos invitados, todo lo cual se ha transcrito con anterioridad en este informe.

El Honorable Senador señor Allamand expresó su voto de abstención respecto de este proyecto de ley, ya que no se había efectuado un adecuado estudio de esta iniciativa, lo que importaba recibir en audiencia a todas las personas e instituciones que habían sido sugeridos por los integrantes de la instancia. En efecto, puntualizó, los representantes de la Federación de Instituciones de Educación Particular (Fide) y de los Colegios Particulares de Chile (Conacep) no habían tenido la oportunidad de exponer ante la Comisión.

En el mismo orden de consideraciones, aseguró que si se hubiera escuchado el parecer de todos los actores señalados, el proyecto presentado por el Gobierno habría contado con un amplio respaldo y, particularmente, con su voto.

Por último, calificó como un mal precedente que se vote en general una propuesta legal que afecta directamente a un sector importante de la educación y no se les dé la oportunidad de ser escuchados, pese a haberlo solicitado. A mayor abundamiento, subrayó que la suma urgencia de la iniciativa de ley había sido recientemente renovada y que, en consecuencia, no existía motivo alguno para votar el proyecto apresuradamente.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, aseveró que su decisión sería en el mismo sentido de la señalada por el Honorable Senador señor Allamand. En efecto, justificó su decisión en el hecho que era indispensable oír a los actores de la educación escolar antes de votar en general la iniciativa de ley, toda vez que ésta considera enmiendas a las normas de la ley N° 20.529, en lo que se refiere al administrador provisional de la educación escolar. A mayor abundamiento, afirmó que con la decisión adoptada se daba una mala señal a la ciudadanía, pues los representantes de la educación secundaria habían solicitado expresamente ser recibidos en audiencia.

Adicionalmente, puso de relieve que la tradición de la Comisión era escuchar a todos los posibles afectados por los proyectos en estudio y que ella se rompía en esta sesión.

Por último, indicó que si se hubiera escuchado el parecer de los actores mencionados, el proyecto habría contado con un amplio respaldo y con su voto.

El Honorable Senador Walker, don Ignacio, lamentó la conducción dada por el Presidente a la Comisión y consideró que daba origen, artificialmente, a un clima de polarización en su interior. Asimismo, hizo ver que si se hubiera escuchado a los actores del mundo de la educación escolar, la propuesta de ley en estudio habría contado con el voto a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Sin perjuicio de lo anterior, y por los motivos que expresó durante la discusión de este proyecto, como asimismo con ocasión de las exposiciones de los distintos invitados, expresó su voto a favor de la idea de legislar que plantea la regulación en informe.

A su turno, el Honorable Senador Quintana formuló su votó a favor la propuesta legal, justificando su decisión en que ella ponía en el centro de las preocupaciones los derechos de los estudiantes y sus familias, y, especialmente, la continuidad de sus estudios.

Por último, respecto de las discrepancias suscitadas al interior de la Comisión, observó que ellas eran el mero reflejo de lo que ocurre en la sociedad.

El Honorable Senador Rossi, por su lado, respondiendo las críticas formuladas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, también planteó sus discrepancias respecto de su desempeño como presidente de la Democracia Cristiana, como partido integrante del Gobierno de la Nueva Mayoría. 

En otro orden de consideraciones, añadió que las tensiones producidas entre los integrantes de la Comisión constituyen el reflejo de lo que ocurre en la sociedad y son fruto de las disputas entre quienes anhelan verdaderos cambios en la educación y quienes apuestan a mantenerla como está, olvidando su carácter de derecho social.

Finalmente, formuló su voto a favor de la idea de legislar, toda vez que el proyecto ponía en el centro de las preocupaciones a los estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios frente a situaciones como la experimentada por la Universidad del Mar.

- En consecuencia, el proyecto de ley fue aprobado en general por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general y en sus mismos términos, el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados que es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY

“Título I

Del Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 1°.- La presente ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las Instituciones de Educación Superior contempladas en el artículo 52, letras a), b) y c) del decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, del Ministerio de Educación, en adelante decreto con fuerza de ley N°2.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, en aquellos casos en que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que afecten seriamente la viabilidad administrativa y,o financiera de una institución de educación superior; el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por aquélla; o que puedan significar infracciones a sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación a los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


La investigación preliminar a que se refiere el inciso anterior se notificará a los interesados junto a sus antecedentes. Éstos podrán hacer sus descargos dentro de los quince días siguientes y solicitar un término probatorio no superior a igual término. Expirado el plazo anterior, el Ministerio de Educación dictará resolución de término, de conformidad al artículo siguiente.


En lo no previsto en este artículo, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº19.880.


Artículo 4°.- Una vez concluido el período de investigación preliminar, el Ministerio de Educación podrá:


a) Darlo por finalizado señalando que la institución no se encuentra en alguna de las hipótesis señaladas en el artículo anterior.


b) Elaborar un informe que dé cuenta de los problemas identificados, formulando recomendaciones a la institución de educación superior para subsanarlos. La institución tendrá un plazo de ciento veinte días para implementar las medidas que estime convenientes para dar solución a los problemas detectados. Transcurrido dicho plazo, la institución de educación superior deberá informar al Ministerio de Educación, dentro del plazo de quince días, respecto de las medidas adoptadas. En caso que los problemas detectados se mantengan, o no se informe al Ministerio de Educación en el plazo establecido, se procederá de conformidad con la letra siguiente.


c) Nombrar un Administrador Provisional o un Administrador de Cierre de la institución de educación superior respectiva, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente. Siempre procederá la designación de un Administrador de Cierre en caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior.
Párrafo 2°

Del Administrador Provisional


Artículo 5°.- Por medio de resolución fundada y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, el que deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio en sesión convocada a ese solo efecto, el Ministerio de Educación podrá adoptar la medida de designación de un administrador provisional, para el desempeño específico de las funciones contempladas en la presente ley. Una vez adoptada dicha medida, el Ministerio de Educación nombrará a un administrador provisional. Dicho nombramiento deberá ser ratificado por el Consejo Nacional de Educación en el plazo de cinco días.

Con todo, en caso que durante el procedimiento a que hacen referencia los artículos anteriores se acreditare una causal de revocación del reconocimiento oficial de la institución, deberá procederse a ésta de conformidad con lo señalado en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº2.

Artículo 6°.- La designación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior deberá recaer en una persona que cumpla con los siguientes requisitos: 


a) Estar en posesión de un grado académico o título profesional de alguna institución reconocida oficialmente por el Estado.


b) Acreditar experiencia de al menos cinco años en gestión de instituciones de educación superior o diez años en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley Nº20.416. En el segundo caso contemplado en esta letra, además, deberá acreditar experiencia en actividades académicas en una o más instituciones de educación superior.

Artículo 7°.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de una institución de educación superior:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los organizadores, representantes legales, directivos, autoridades superiores o administradores de la institución de educación superior o de alguna de sus entidades relacionadas.


Se entienden incorporados en la inhabilidad, asimismo, los acreedores o deudores de la institución de educación superior o de aquellas personas señaladas en el párrafo anterior.


b) Fundadores o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus entidades relacionadas.


c) Los administradores de bienes de cualquiera de las personas señaladas en la letra a).


d) Quienes, en el plazo de cinco años contados hacia atrás desde cuando proceda su nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de alguna de sus empresas relacionadas o de instituciones que hayan sido sancionadas en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2.

Para efectos de este artículo, se entenderán que son entes relacionados, las personas jurídicas y naturales señaladas en el artículo 100 de la ley N°18.045, de Mercado de Valores.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El administrador provisional responderá de culpa leve en su administración, y se le aplicarán los artículos 52, 53 y 62 de la ley Nº18.575, ya citada.

Artículo 8°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, se podrá nombrar un administrador provisional en conformidad a lo dispuesto en el artículo 5°, además, en los siguientes casos:


a) Cuando, con fundamentos en antecedentes graves, se encuentre en riesgo el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por la institución de educación superior con sus estudiantes y,o su viabilidad administrativa o financiera a causa de no contar con los recursos docentes, educativos, económicos, financieros y,o físicos necesarios y adecuados para ofrecer el o los grados académicos y el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


b) Cuando se haga imposible la mantención de las funciones académicas de la institución a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que afecten a la institución, sus sedes o sus bienes muebles o inmuebles.


c) Cuando se haya dictado la resolución de liquidación de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta, caso en el cual las medidas adoptadas por el administrador provisional, para efectos de resguardar los derechos de los y las estudiantes, en lo relativo a la disponibilidad de los bienes muebles e inmuebles esenciales, necesarios para asegurar la continuidad de sus estudios, prevalecerán sobre las facultades del liquidador o veedor.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Hacienda, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá entrar en vigencia antes de transcurrido un año de la publicación de esta ley.


No procederá la adopción de la medida de designación de administrador provisional cuando, a juicio del Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo Nacional de Educación, la concurrencia de los antecedentes que pudieren ameritarlo sean atribuibles a caso fortuito o fuerza mayor.


Artículo 9º.- El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior, así como también un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la misma. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.


Dentro del mismo plazo de treinta días a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional deberá presentar, previa consulta con las autoridades de la institución de educación superior vigentes al momento de su designación, un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación superior afectada por la medida, el que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación. En dicho plan se deberán señalar las acciones para subsanar las deficiencias que motivan el nombramiento del administrador provisional, pudiendo considerar incluso la reestructuración de la respectiva institución.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales del avance de su gestión al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación, así como también dar cuenta documentada de ella al término de su cometido.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada por el administrador provisional.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


El administrador, dentro de los primeros sesenta días de asumido su cargo, podrá establecer un Consejo Triestamental de carácter consultivo, a fin de garantizar la participación de todos los estamentos de la institución educativa en el proceso. Este Consejo estará integrado por representantes democráticamente electos de los diferentes estamentos. Este Consejo podrá constituirse dentro del plazo de quince días contados desde que el administrador lo convoque. Cada estamento tendrá dos representantes en el Consejo. El Consejo Triestamental será disuelto una vez concluido el proceso de administración provisional o cierre, según corresponda.

Artículo 10.- La resolución que designa un administrador provisional será notificada mediante carta certificada al representante legal y,o a quien ejerza la dirección académica y administrativa de la institución de educación superior, quienes podrán impugnar administrativamente dicha resolución ante el Consejo Nacional de Educación mediante los recursos previstos en la ley N°19.880, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. El Consejo Nacional de Educación deberá resolver el recurso dentro del plazo de diez días hábiles desde la interposición del reclamo y su resolución será inapelable.


El administrador provisional durará en su cargo dos años, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período, cuando ello sea necesario, según disponga el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio.


En la resolución que nombra al administrador provisional se consignarán la o las causales que justifican dicha designación, siendo la solución de aquellas la principal función del administrador.


El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, podrá remover al administrador provisional cuando no dé cumplimiento al cometido para el cual fue designado o le fuere imposible actuar diligentemente según lo establecido en el acto de su designación, y cuando infrinja el principio de probidad administrativa.

Artículo 11.- Para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá, con plenos poderes, el gobierno y la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole en consecuencia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra nomenclatura que confiera alguna de las facultades señaladas en el presente inciso.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes.

b) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos, o a cualquier otra entidad del Estado, toda aquella información que estime conveniente para el buen cumplimiento de sus funciones.


c) Asumir aquellas funciones propias de las autoridades académicas de la institución que administra. Especialmente, a nombre de la institución de educación superior que administra, deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.


d) Adoptar la medida de suspensión de matrícula de nuevos alumnos durante el período que dure su administración.


e) Poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier hecho que pueda constituir una infracción de la ley, en particular denunciar ante el Ministerio Público cualquier hecho que pueda ser constitutivo de delito.


f) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.


Sin perjuicio de lo señalado en las letras anteriores, podrá adoptar cualquier otra medida necesaria para garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones que le impone su mandato, utilizando siempre, en primer término, los recursos de la propia institución, en caso de requerirlos.


Con todo, el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida, salvo que existan razones para ello fundadas en la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes. Dichas medidas deberán ser adoptadas por el Ministerio de Educación con acuerdo del Consejo Nacional de Educación.


Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Artículo 12.- El administrador provisional podrá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a los objetivos que determinaron su nombramiento, a expensas de los bienes de propiedad o que sean administrados por la institución de educación superior, a fin de asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes resguardando las garantías y procedimientos previstos en la presente ley.

Artículo 13.- El administrador provisional tendrá la acción revocatoria que otorga el artículo 2468 del Código Civil.


Artículo 14.- La acción revocatoria a que se refiere el artículo anterior se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


1. Deducida la demanda por el administrador provisional, el tribunal citará a una audiencia el quinto día hábil después de la última notificación, plazo que se ampliará si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


2. La audiencia se celebrará sólo con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse.


3. Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, el que no podrá ser superior a cinco días hábiles.


4. La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe pericial, en su caso.


5. La sentencia definitiva será apelable en el sólo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables.


6. La apelación se tramitará como en los incidentes, y gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 15.- Si, con motivo del desempeño de sus funciones, el administrador provisional toma conocimiento de algún hecho que pudiese ser constitutivo de alguna de las causales señaladas en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá informar al Ministerio de Educación.


Artículo 16.- Desde la fecha de adopción de la medida de administración provisional, las autoridades de la institución de educación superior a que hace referencia el artículo 11, inciso primero, de la presente ley, quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones, y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución de educación superior respectiva. A partir de la misma fecha no podrán percibir remuneración alguna por parte de ésta. La misma prohibición afectará a el o los organizadores o propietarios, según corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador provisional podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.

Con todo, las personas señaladas en el inciso anterior serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.


Artículo 17.- Corresponderá al administrador provisional, una vez finalizada su gestión, la elaboración de un informe final que dé cuenta del resultado de ésta y del estado general de la institución de educación superior, en el cual deberá hacer mención expresa de la circunstancia de haberse o no subsanado los problemas detectados antes o durante su gestión.


El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del administrador provisional, el cual deberá ser aprobado por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación. Una vez aprobado dicho informe, la designación del administrador provisional deberá ser alzada a través de resolución fundada del Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, el que deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio en sesión convocada a ese solo efecto, tras haberse subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.


En la resolución que levante la medida, se consignará que la administración y gobierno de la institución de educación superior sea asumida por las autoridades y directivos que correspondan de acuerdo a sus estatutos o escritura social, según sea el caso.


La referida resolución podrá establecer que la institución de educación superior efectúe adecuaciones o modificaciones en su estructura organizacional, con el objeto de evitar la reiteración de los problemas que motivaron la adopción de la medida de administración de que trata esta ley, o que hayan sido detectados por el administrador provisional durante su gestión.




Artículo 18.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio de Educación determina que las circunstancias que dieron origen a la medida de administración provisional son imputables, en todo o parte, a algunas de las personas señaladas en el artículo 11, inciso primero, de esta ley, podrá declarar en la misma resolución la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo en aquélla los cargos o funciones de que se trate. Siempre habrá audiencia del afectado y podrá abrirse término probatorio por al menos diez días. Si, por aplicación de lo señalado precedentemente, se hace imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional subsistirá hasta la designación de nuevas autoridades, según lo dispuesto en los estatutos o en la escritura social, según sea el caso.

Párrafo 3°

Del Administrador de Cierre y disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior


Artículo 19.- En aquellos casos en que, terminada la gestión del administrador provisional, no haya sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su nombramiento por causas no imputables a su gestión y,o se tome conocimiento de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que señalan los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2, el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional podrá, en cualquier momento durante su gestión, informar al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar los problemas o deficiencias que originaron su designación para que éste adopte las medidas que corresponda. El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Para el caso que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de acuerdo al inciso anterior, el Ministerio de Educación podrá nombrar administrador de cierre a quien haya sido designado administrador provisional.


El administrador de cierre deberá cumplir con los mismos requisitos que los artículos 6° y 7° establecen para el administrador provisional.

La resolución que decrete la revocación del reconocimiento oficial de conformidad al inciso primero de los artículos 64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N°2, deberá consignar el plazo para proceder al cierre definitivo de la institución de educación superior. Para la determinación de este plazo deberá tenerse en consideración el tamaño de la institución, la cantidad de alumnos matriculados cursando sus estudios o en proceso de titulación, y la complejidad de las causales que dieron origen a la revocación del reconocimiento oficial. 

Artículo 20.- El Ministerio de Educación siempre deberá designar un administrador de cierre cuando se decrete la revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, conforme a los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº2, quien deberá cumplir con los mismos requisitos y condiciones a que se refieren los artículos 6° y 7°, y podrá ejercer las mismas facultades previstas respecto del administrador provisional, sin perjuicio de aquellas que se indicarán en los artículos siguientes.


Artículo 21.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.

Artículo 22.- El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento. Este plan deberá siempre contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior y los plazos y procedimientos para concretar el cierre de la institución de educación superior de que se trate.


Artículo 23.- Dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes a que se refiere el artículo anterior, deberán considerarse aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior.


El administrador de cierre tomará en consideración la situación particular de los y las estudiantes, velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.


Si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los y las estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.


Los y las estudiantes reubicados, respecto al plantel que los acoja, mantendrán plenamente vigentes los beneficios o ayudas estudiantiles otorgados por el Estado, tales como becas y créditos, como si no hubiesen cambiado de institución de educación superior.


Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. En casos debidamente calificados, el Ministerio de Educación podrá suscribir convenios con otras instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente.


Dichos convenios tendrán por objeto la continuidad y término de los estudios de los y las estudiantes reubicados, así como también su titulación. Se podrá exceptuar a dichos estudiantes en la ponderación de los indicadores utilizados para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras, para efectos de la acreditación de las mismas, así como de aquellas evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.


Los convenios a que se refiere el presente artículo sólo podrán suscribirse con instituciones que cuenten con una acreditación institucional vigente por un período de a lo menos cuatro años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129.


En ningún caso podrán admitirse o matricularse nuevos estudiantes una vez decretada la revocación del reconocimiento oficial conforme a las disposiciones de este párrafo.


Artículo 24.- Por el solo ministerio de la ley, el uso y goce de los bienes esenciales utilizados por la institución de educación superior sometida a administración provisional o administración de cierre para el desarrollo de sus funciones académicas, quedarán afectos a la continuidad de la prestación educacional de los y las estudiantes.


Si el propietario de dichos bienes es un sujeto distinto del organizador, los contratos en virtud de los cuales se cede, entrega o transfiere el uso y goce de los bienes a la institución de educación superior continuarán en vigor hasta el término de la medida de administración provisional o el cierre efectivo de la institución, según sea el caso, salvo acuerdo del respectivo administrador.

Párrafo 4°

Disposiciones finales


Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, administrar los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre.


Artículo 26.- Las instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial, mediante el decreto respectivo, perderán de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N°2. Con todo, los grados académicos y,o títulos profesionales y técnicos de nivel superior podrán ser otorgados por la institución cuyo reconocimiento oficial se revoca, en los términos previstos en la presente ley.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley, en especial el contenido de los informes que deben presentar, en cada caso, el administrador provisional y el administrador de cierre, de conformidad con la misma.


Artículo 28.- Serán aplicables a los administradores creados por esta ley, todas las disposiciones que regulan la responsabilidad de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones.
Título II

Otras Disposiciones


Artículo 29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº20.529:


1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 87, a continuación de su punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “En casos calificados, este plazo podrá prorrogarse por resolución fundada del Superintendente, por el tiempo necesario que asegure la continuidad del servicio educativo.”.


2) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas:


“f) Cuando la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial del Estado de un establecimiento educacional sea rechazada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente por no cumplir con los requisitos para ello, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento y con ello se ponga en riesgo el derecho a la educación de los y las estudiantes.


g) Cuando el sostenedor interrumpa por causa imputable a él, parcial o definitivamente, la prestación del servicio educacional, sin cumplir con los requisitos y formalidades establecidos en la normativa educacional, afectando gravemente el derecho a la educación de los y las estudiantes.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma, y agrégase a continuación de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.


3) Agrégase al artículo 92 la siguiente letra h) nueva:


“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


4) Agrégase el siguiente artículo 97 bis:


“Artículo 97 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el registro, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de esta ley, designar a un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.”.


Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.


b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.


Artículo 31.- El gasto que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Las medidas y procedimientos previstos en la presente ley aplicables a instituciones de educación superior serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a una Superintendencia que en conformidad a la ley se cree.


Artículo segundo.- Las disposiciones del Título I de esta ley podrán ser aplicadas a instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial con anterioridad a la publicación de la misma, y cuyo cierre definitivo se encuentre pendiente de acuerdo al decreto que se haya dictado en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº2.


Asimismo, se podrán aplicar estas disposiciones a aquellas instituciones respecto de las cuales, a la fecha de dicha publicación, se encuentre en curso un procedimiento de investigación tendiente a verificar la existencia de causales para la revocación de su reconocimiento oficial, en virtud de los artículos citados en el inciso anterior.”.

- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 17 y 18 de junio; y 1 y 2 de julio de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal, e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2014.

 (Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CONFIERE EL CARÁCTER DE TÍTULO PROFESIONAL UNIVERSITARIO A LAS CARRERAS DE KINESIOLOGÍA, FONOAUDIOLOGÍA, ENFERMERÍA, OBSTETRICIA Y PUERICULTURA, NUTRICIÓN Y DIETÉTICA, TECNOLOGÍA MÉDICA Y TERAPIA OCUPACIONAL 

(3.849-04)

HONORABLE SENADO:

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de la ex Senadora señora Evelyn Matthei Fornet y del Senador señor Alberto Espina Otero, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la urgencia calificándola de “simple”.

- - -

El Senado, cámara de origen, en sesión de 4 de junio de 2014 designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto.

La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión celebrada el día 5 de junio de 2014, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Jaime Bellolio Avaria, Mario Venegas Cárdenas, Bernardo Berger Fett, Manuel Monsalve Benavides y Rodrigo González Torres. 


Previa citación de la señora Presidenta del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 11 de junio de 2014, con la asistencia de la mayoría de sus miembros, Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto, y Honorables Diputados señores Jaime Bellolio Avaria, Bernardo Berger Fett, Manuel Monsalve Benavides y Rodrigo González Torres. En dicha oportunidad, por unanimidad, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Fulvio Rossi Ciocca.


 A una o más de las sesiones celebradas por la Comisión Mixta asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Diputados señores Víctor Torres Jeldes.


Asimismo, concurrieron:

-De la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud, Fenpruss: la Presidenta, señora Gabriela Farías, el Vicepresidente, señor Yamil Asenié, la Tesorera Nacional, señora Laura Bremer, la Directora Nacional, señora Andrea Osorio, y la Secretaria Nacional, señora Magaly Paredes.

-Del Colegio de Tecnólogos Médicos: el Vicepresidente, señor Marcelo Zenteno, y la Presidenta, señora Verónica Rosales.

-Del Colegio de Nutricionistas Universitarios de Chile: la Directora Nacional, señora Gloria Pizarro, y la Presidenta de la V Región, señora Mirta Crovetto.

-De la Asociación Chilena de Educación en Enfermería: la Asesora Jurídica, señora Paulina Milos, la Presidenta, señora Paz Soto, y las señoras María Cecilia Latrach y María Consuelo Cerón.

-Del Colegio de Enfermeras de Chile: la Presidenta, señora Paola Pontoni.

-Del Colegio de Matronas: la Presidenta, señora Anita Román, y la Vicepresidenta Nacional, señora Carmen Garcés.

-Del Colegio de Kinesiólogos de Chile: el Kinesiólogo y Académico, señor Francisco Urrejola, y la Secretaria General, señora Cecilia Palma.

-De la Federación Nacional de Estudiantes de Enfermería de Chile: el Relacionador Público, señor José Silva.

-De la Federación Nacional de Enfermeras y Enfermeros de Chile: el Secretario Nacional, señor Mateo Galleguillos.

-Del Colegio de Fonoaudiólogos de Chile: la Presidenta, señora Casandra Araya.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor, señor Luis Castro.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que en el caso de aprobarse la proposición de la Comisión Mixta, el artículo 1° de ella tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el numeral 11 del artículo 19, por lo que debe contar con el voto favorable de las 4/7 partes de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Carta Fundamental. 

En efecto, la referida proposición modifica el artículo 63 de la Ley General de Educación, normativa que, salvo tres de sus disposiciones, tiene el referido carácter normativo, según lo sentenció, en su momento, el Tribunal Constitucional. 

- - -

Previo al análisis de las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, y buscar la forma y modo de resolverlas, esta instancia recibió en audiencia al profesor Andrés Bernasconi, a la Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile y al rector de IP Chile, a fin de conocer sus opiniones sobre el particular.
 

Cabe hacer presente que el señor Bernasconi se excusó de asistir e hizo llegar un documento en el que se contienen sus observaciones sobre el proyecto en debate. De él, de las exposiciones realizadas por la señora Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile y por el rector de IP Chile y de los comentarios e interrogantes formulados por los Honorables Senadores y Diputados presentes en la sesión se deja constancia a continuación.

El Profesor y Director del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Andrés Bernasconi, abordó dos aspectos que estimó no habían sido suficientemente consideradas en la discusión del proyecto de ley:

-Que la iniciativa descansa sobre supuestos carentes de base en la realidad.

-Que la propuesta de ley no cambiará la situación actual.

En relación con el primer punto, puso de manifiesto que los proponentes de esta reforma argumentan que las carreras de la salud objeto de análisis en este proyecto requieren de licenciatura previa porque tienen una indispensable base científica, la que sólo puede ser provista por las universidades. Al respecto, advirtió que el argumento dado es que esa base científica requiere de investigación, y sólo las universidades hacen investigación. Sobre el particular, notó, sin embargo, que, de entre las siete universidades que tienen las matrículas más grandes en carreras de la salud, sólo una es una universidad intensiva en investigación (Universidad de Chile), una tiene un nivel de desarrollo intermedio en investigación (Universidad Andrés Bello) y las otras cinco no tienen actividad de investigación significativa (Universidades San Sebastián, Santo Tomás, Autónoma, de las Américas y Mayor).

Agregó que si las universidades pueden enseñar carreras de la salud sin investigación, incluidas, en su caso, Medicina y Odontología, nada impediría que los institutos profesionales pudieran hacer lo mismo. Enfatizó que si verdaderamente se quisiera circunscribir la formación de profesionales de la salud a instituciones con la base científica que se reclama como necesaria para enseñar estas carreras, tendría que reservarse a universidades acreditadas en investigación, lo que no parece ser el ánimo del proyecto.

Respecto del segundo punto, en tanto, puso de relieve que la matrícula total en carreras de la salud en el país, incluyendo todas las carreras y todos los tipos de instituciones, es de 215.418 alumnos (en 2013). De ellos, aseguró, 145.275 (67%) están en universidades, 38.729 (18%) están en institutos, y el resto en carreras técnicas en centros de formación técnica. En consecuencia, remarcó, la formación en salud está albergada muy mayoritariamente en universidades.

Además, añadió, si como correspondería en este caso, la ley permitiera a los institutos profesionales que actualmente imparten estas carreras continuar haciéndolo como hasta ahora (otra cosa sería probablemente inconstitucional por infracción a la autonomía institucional que es una garantía emanada de la libertad de enseñanza constitucionalmente protegida), entonces la ley no tendrá efecto práctico alguno, salvo inhibir de abrir estas carreras a los institutos que actualmente no las ofrecen, los que probablemente no serían muy numerosos. 

Luego de analizar los dos puntos anteriormente señalados, concluyó precisando que, en la práctica, esta propuesta de ley sólo sirve para satisfacer un anhelo de status de los colegios profesionales involucrados, toda vez que la calidad de la formación de los profesionales depende de otras variables, como la acreditación o la creación de una habilitación para el ejercicio profesional como una certificación diferente al título profesional (y, desde luego, a la licenciatura).

Por su lado, la Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, señora Cecilia Sepúlveda, señaló que la formación de los profesionales de la salud debía quedar radicada exclusivamente en el ámbito universitario, tal como fue desde sus inicios. Justificó su aseveración en que el desarrollo disciplinar de las carreras involucradas ha sido tal que ellas conforman, actualmente, áreas de estudio y conocimiento propios, y en expansión permanente. Además, agregó que es en las universidades en donde se generan, desarrollan, integran y comunican los saberes de todas las áreas del conocimiento, y resaltó que es en ellas en donde los estudiantes logran las competencias necesarias en formación general, básica y especializada. 

En el mismo orden de consideraciones, recordó que las aludidas casas de estudio otorgan el grado de licenciado, el que imprime dos aspectos fundamentales a la formación profesional: conciencia crítica y autonomía. Aseveró que lo anterior permite la adquisición del método científico, la lectura crítica de la literatura científica atingente a la profesión, la capacidad de actualizarse permanentemente, la de asimilar rápidamente los avances de la disciplina y la de discriminar entre procedimientos y tecnologías nuevas. Adicionalmente, notó, permite al licenciado participar como autor en proyectos de investigación, generando nuevos conocimientos en su disciplina, y posibilita la evaluación científica y ética de los mismos. Además de ello, continuó, habilita para definir guías clínicas de atención, realizar programas de magíster y doctorado y liderar la actualización de un laboratorio o de un servicio clínico.

Por otro lado, hizo ver que las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional desde sus inicios tuvieron el carácter de universitarias, formación que contribuyó a los altos indicadores de salud del país. Por lo demás, aseguró que a nivel mundial ellas suponen la obtención del grado de licenciatura.

A renglón seguido, destacó que la formación de estos profesionales comprende un conjunto de dominios similares y que comparten amplias áreas de formación, además de su entrenamiento en campos clínicos. Precisó que los dominios que contribuyen al perfil de ingreso son el genérico y transversal, el disciplinar, la gestión, la investigación y la educación en salud. Detalló que la formación común y transversal, por su parte, supone el conocimiento de las ciencias básicas y de las ciencias sociales, la formación general, la participación en módulos en los que interactúan estudiantes de las diferentes carreras y el dominio del inglés.

Continuando con el desarrollo de su exposición, dejó de manifiesto que los profesionales de las carreras involucradas en el proyecto asumen responsabilidades en la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de la salud de las personas, familias y comunidades. Asimismo, remarcó que atienden en forma directa a las personas y toman decisiones que deben fundarse en sus conocimientos y razonamiento clínico, además de prescribir medicamentos, otorgar licencias y efectuar procedimientos diagnósticos y terapéuticos.

Siguiendo con la defensa del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, subrayó que estos profesionales de la salud acceden en la actualidad a los más altos cargos directivos y de gestión. A lo anterior, agregó que trabajan en equipo, razón por la cual no resulta comprensible que existan categorías distintas respecto de su formación. Además, arguyó que gran parte de la atención de salud recae en estos profesionales, quienes juegan un rol muy importante en la atención de las enfermedades comprendidas en el plan auge y en la atención primaria.

Deteniéndose en la legislación vigente, mostró la contradicción existente entre la realidad de la formación de estos profesionales de la salud y las normas contenidas en nuestro Código Sanitario. Específicamente, recordó que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 112 del aludido cuerpo legal, sólo quienes posean título universitario pueden desempeñar actividades propias de la medicina u otras relacionadas con la salud.

Finalmente, la señora Decana fue enfática en sostener que la acreditación debiera ser obligatoria para todas las carreras del área de la salud, tal como ocurre en el caso de Medicina, de manera de asegurar una formación de calidad.

Se deja constancia de que la señora Sepúlveda acompañó su presentación con dos documentos los que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.


Por su parte, el rector de IP Chile, señor Jorge Narbona, expresó que el proyecto de ley en informe, en los términos que fue aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional, no favorece la calidad ni el acceso a educación superior de calidad, como tampoco el estado actual del sistema de educación superior del país, ni la legislación y los procesos de acreditación que el país y las instituciones han desarrollado en los últimos 10 años.

En efecto, añadió, todas las recomendaciones de los organismos internacionales sugieren fortalecer el sistema de educación superior a partir de la condición de acreditación de las instituciones y carreras. El estatuto de la educación superior debiera privilegiar el bien general del país, por sobre las demandas sustentadas por grupos de interés, que buscan obtener privilegios, regímenes de excepción o posiciones monopólicas. 



En efecto, añadió, la OCDE en su “Revisión  de políticas nacionales sobre educación superior en Chile”, del año 2009, observó que el Ministerio de Educación debería dejar de lado la lista oficial de las profesiones con títulos exclusivos universitarios, que son monopolio de las  universidades y se debería ofrecer cursos más cortos de pregrado para estas profesiones, seguidos de programas de Maestría. La ley reserva a las universidades el derecho a otorgar grados de licenciatura en las 18 profesiones con títulos exclusivos universitarios. Este monopolio mantiene una jerarquía de prestigio entre las instituciones terciarias y contribuye a prácticas pedagógicas y requisitos para otorgar grados que tienen más relación con el pasado que con el futuro, por lo que recomendaba remover las barreras artificiales y dejar que la acreditación, más que el estatus legal de la  institución, determine el valor y prestigio de un grado académico.

A continuación, el rector Narbona puso en conocimiento de la Comisión, el siguiente gráfico:
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Seguidamente, se refirió a otro de los argumentos que se han plateado en favor de esta propuesta legal que dice relación con el artículo 112 del Código Sanitario, en el sentido que éste exige “en el desempeño de estas carreras, contratar funcionarios de la salud que tengan la licenciatura”.

Sobre el particular, aclaró que dicha disposición fue derogada orgánicamente por la LOCE, ya que, conforme declaró expresamente el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en sentencia N° 35, de 2005, la referida normativa, posterior al citado precepto, y de carácter especial, reguló de manera completa la enseñanza superior, enumerando las profesiones que requieren grado de licenciado, situación que se mantiene con la LEGE.

Concluyó su intervención dando cuenta de dos gráficos más que se refieren, en particular, a la situación de los IP en relación estas carreras. El primero, se refiere a la comparación de los costos de las carreras de salud que ellos imparten respecto de las universidades, y el segundo, a las matriculas totales de ellas en los IP en el año 2014.
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Se deja constancia que el señor Narbona acompañó su presentación con dos documentos los que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

A continuación, el Honorable Diputado señor Bellolio, haciendo alusión a la intervención de la señora Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, indicó que algunos de los argumentos dados para que las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional fueran impartidas sólo por universidades radica en que sólo en éstas los estudiantes logran competencias necesarias en formación general básica y especializada, y que el grado de licenciado aporta dos aspectos fundamentales, como son la conciencia crítica y la autonomía. Sobre el particular, recordó que la Ley General de Educación en su artículo 54, al definir el título profesional, sostiene que éste es el que se otorga a un egresado de un instituto profesional o de una universidad que ha aprobado un programa de estudios cuyo nivel y contenido le confieren una formación general y científica necesaria para un adecuado desempeño profesional. En consecuencia y a la luz del precepto citado, puso de manifiesto las contradicciones entre el referido argumento y el tenor literal de la ley.

Por otro lado, consultó a la señora Sepúlveda respecto de las opiniones contenidas en el informe de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) elaborado el año 2009, a que se refirió el rector de IP Chile. Al respecto, notó que el referido documento advierte que la ley reserva a las universidades el derecho a otorgar grados de licenciatura en las dieciocho profesiones con títulos exclusivos universitarios y que, en algunos casos, controla el derecho a ejercer estas profesiones. Añadió que el aludido documento advierte que el citado monopolio mantiene una jerarquía de prestigio entre las instituciones terciarias y contribuye a prácticas pedagógicas y requisitos para otorgar grados que tienen más relación con el pasado que con el futuro. A mayor abundamiento, recordó que el equipo de estudios de la OCDE recomendó la remoción de las barreras artificiales, dejando que la acreditación, más que el estatus legal de la institución, determinara el valor y prestigio de un grado académico. Además, indicó, planteó que Chile adoptara un marco amplio de tres ciclos para los grados de licenciatura, maestrías y doctorados, similar al proceso de Bolonia, y que las funciones educativas de la educación terciaria estén separadas de las que otorgan las licencias profesionales.

En el mismo sentido, señaló que la aludida organización fue enfática en sostener que nuestro país debiera cambiar a un sistema de educación superior que fuera más flexible, mejor articulado entre los tres tipos de instituciones, sin vínculo entre los grados profesionales y el grado de licenciatura. Asimismo, comentó que se recomendó terminar con la lista cerrada de títulos definidos como profesionales que tienen como prerrequisito una licenciatura y que sólo pueden ser otorgados por universidades, y los que los institutos profesionales debieran tener la libertad de otorgar los grados que sean capaces de ofrecer dentro de un marco amplio de tres ciclos, similar al proceso de Bolonia. Por último, insistió en que el informe referido hace presente que debiera existir una clara separación entre los títulos universitarios y licenciaturas profesionales, con el desarrollo de un sistema de certificación en campos relacionados con la salud, la tecnología y las leyes.

Seguidamente, el Honorable Diputado señor Torres resaltó que la exposición de la señora Sepúlveda da cuenta de los argumentos de quienes defienden el proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, han trabajado en el área de la salud y han participado en procesos formativos. 

Establecido lo anterior, puso de relieve que la discusión de fondo no dice relación con la calidad de las instituciones de educación superior, como muchos han postulado, sino con el rol que deben desarrollar las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica en sus procesos de formación. Añadió que de lo contrario, algunos podrían solicitar que, por ejemplo, la carrera de Medicina fuera impartida en institutos profesionales que han logrado buena acreditación.

Continuando con su argumentación, subrayó que la necesidad de que las siete carreras sean impartidas exclusivamente en universidades descansa en el rol que cumplen los profesionales de la salud, los que no sólo deben aplicar una técnica determinada, y en que ellos deben participar en equipos multidisciplinarios, lo que supone, necesariamente, una formación académica distinta de aquella que se recibe en un instituto profesional.

Por otro lado, notó que la exigencia de grado académico posibilita la formación continua de los referidos profesionales, transformándolos en generadores de conocimiento y posibilitando, en consecuencia, muchos de los adelantos en materia de salud.

Luego de recordar los principales argumentos que justifican la formación universitaria para las siete carreras objeto de debate, consultó a la señora Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile qué diferencias de formación existen entre quienes estudian en institutos profesionales y quienes lo hacen en universidades. Asimismo, pidió que explicara la importancia que las carreras involucradas fueran impartidas sólo en el ámbito universitario, a la luz del último argumento dado.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de manifiesto que la resolución de las divergencias entre ambas ramas del Congreso Nacional en esta propuesta legal es una materia muy compleja. Precisando su aseveración, destacó que los argumentos dados, hasta el momento, no son lo suficientemente fuertes. Al respecto, detalló que un primer argumento utilizado para justificar la formación exclusivamente universitaria radica en que estas casas de estudio entregan educación de mayor calidad. Sobre el particular, hizo presente que entre estos planteles de educación superior que imparten las carreras objeto de discusión, muchos no están acreditados, en circunstancias que algunos institutos profesionales han alcanzado mejores estándares de calidad. Agregó que si el argumento fuera realmente la calidad de la formación, todas las carreras del área de la salud debieran estar acreditadas.

Añadió que otro argumento planteado es que los profesionales involucrados deben tener capacidad de discernimiento y de adquirir conocimientos científicos, lo que justificaría la formación universitaria porque ella permite acceder a investigación. En este punto, puso de relieve que ella no está presente en todas las casas de estudio, puesto que hay algunas que se dedican sólo a la docencia.

Continuando con su exposición, indicó que otro argumento dado es que un título profesional otorgado por un instituto profesional no permite acceder a grados de magister ni doctorado. Al respecto, sentenció que el problema es que nuestro sistema educativo no da espacio a esa transición, a diferencia de lo que ocurre en el derecho comparado. A la luz de lo anterior, apuntó que el problema no radica en este proyecto de ley en particular, sino en la estructura de nuestro sistema de educación superior, el que no precisa cuál es el rol de un instituto profesional y el de una universidad.

Por otra parte, consignó que otro argumento utilizado es que el ejercicio profesional de las carreras citadas supone trabajo en equipo. Sobre el particular, hizo ver que si bien ese argumento pudiera ser válido, lo cierto es que si se analiza la situación de las universidades que imparten Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, muchas de ellas no ofrecen la carrera de Medicina.

Luego de analizar los argumentos citados para defender la formación universitaria de las carreras en juego, reiteró que el problema es de fondo y sobrepasa la dimensión de las carreras del área de la salud, tal como lo demuestra una demanda similar de parte de los constructores civiles y de los ingenieros constructores.
 
 En efecto, insistió, dice relación con la estructura de nuestro sistema de educación superior, el que no señala en forma clara la misión de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. 

A la luz de su análisis, preguntó a la señora Decana de la Facultad de Medicina si compartía su conclusión que el problema radica en la estructura del sistema de educación superior.

A su vez, el Honorable Diputado señor Monsalve, deteniéndose en los planteamientos expuestos por la Honorable Senadora señora Von Baer, estimó que el Congreso Nacional no debiera analizar la situación de cada una de las carreras presentes en el mundo de la educación superior y determinar si se requiere o no del grado de licenciatura. Al respecto, notó que el organismo rector en esta materia es el Ministerio de Educación y, en consecuencia, consideró que dicha cartera debiera solucionar estos temas.

En otra línea argumental, indicó que en nuestro país las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica están llamados a cumplir misiones diversas. Profundizando en sus palabras, sostuvo que la ley entrega exclusivamente a las universidades la formación disciplinar, habilitándolas para entregar grados académicos, entre ellos, el de licenciatura. En ese sentido, manifestó que la labor del Congreso Nacional y del Ministerio de Educación debiera radicarse en analizar qué carreras suponen formación disciplinar.

En sintonía con el punto anterior, reseñó que la formación disciplinar supone formación de conciencia crítica, lo que requiere, a su vez, conocimientos respecto de las ciencias básicas y de métodos científicos, siendo insuficiente el mera enseñanza del “aprender a hacer”, tarea encomendada a los centros de formación técnica y a los institutos profesionales.

Concluyendo su intervención, pidió a la señora Decana que ilustrara a los integrantes de la Comisión respecto a por qué la exigencia de formación disciplinar está radicada en las universidades y por qué las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional requieren dicha formación.

El Honorable Diputado señor Berger, en tanto, coincidió con la idea que las carreras en discusión debieran ser impartidas exclusivamente por universidades, toda vez que suponen formación académica y científica. Asimismo, consideró que el Ministerio de Educación en conjunto con el de Salud debiera contemplar parámetros de medición para imponer ciertas exigencias a las universidades que imparten las carreras del área de la salud.

Por otro lado, puso de relieve que el ejercicio de las referidas carreras influye en la vida de las personas, motivo por el cual el nivel de preparación debiera ser del más alto nivel, exigiéndose, a lo menos, grado de licenciatura. Además, notó que la obtención de dicho grado académico permite la formación continua de los profesionales.

Por último, luego de dejar claramente establecida su convicción respecto a que las carreras en estudio requieren formación universitaria, consultó a la señora Sepúlveda qué solución podría ofrecerse a quienes las cursan en institutos profesionales. Al respecto, estimó que debiera considerarse en el proyecto de ley un periodo de transición, además de posibilitarles la continuidad de sus estudios en universidades.

La señora Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, abocándose a los comentarios e interrogantes formuladas por los parlamentarios presentes en la sesión, recordó que el año 2008, durante la discusión de esta iniciativa legal en la Cámara de Diputados, algunos legisladores hicieron ver que el problema no decía relación con las carreras del área de la salud, sino con la estructura de nuestro sistema de educación superior. Al respecto, resaltó que si bien ello es cierto, luego de seis años, el modelo sigue igual, y la ley aún no define qué se entiende por universidad, por instituto profesional y por centro de formación técnica. Al respecto, aseguró que, en su opinión, una universidad es aquel lugar en donde se encuentran maestros y discípulos que cultivan disciplinas y forman a otros. Añadió que lo anterior supone no sólo la docencia, sino también la investigación. Con todo, lamentó que las carreras involucradas siguieran siendo impartidas por institutos profesionales, pese a existir poderos argumentos para que la formación sea exclusivamente universitaria. 

En otra línea argumental, afirmó que la formación que entregan los centros de formación técnica y los institutos profesionales es fundamental para el país, pero erradicó la posibilidad de que estos últimos formaran Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeras, Matronas, Nutricionista, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales, toda vez que sólo entregan competencias prácticas. 

En sintonía con el punto anterior, puso de manifiesto que la obtención del grado de licenciatura abre la puerta a la formación continua de los estudiantes a través de los grado de magíster e, incluso, de doctorado, y apuntó que profesionales con grados de especialización permitirán, a su vez, una mejor formación de las nuevas generaciones y un aporte significativo en sus áreas.

Respecto del argumento de la calidad al que hizo alusión la Honorable Senadora señora Von Baer, juzgó indispensable exigir acreditación a todas las carreras del área de la salud, tal como ocurre actualmente con la carrera de Medicina, a cuyos titulados, recordó, se les impone, además, la aprobación del examen médico nacional.
 En este punto, consideró necesario avanzar rápidamente, sin esperar la aprobación de una nueva ley de acreditación, cuya tramitación pudiera extenderse mucho tiempo.

Finalmente, refiriéndose a la intervención del Honorable Diputado señor Monsalve, hizo ver el avance que han tenido las disciplinas en los últimos años, así, comentó, lo demuestran los nuevos conocimientos en el área biomédica, el desarrollo de la biología molecular y celular, de las tecnologías infocomunicacionales, de la nanotecnología y el de la medicina personalizada. Sobre el particular, aseveró que para el ejercicio de las profesiones analizadas en el proyecto de ley es indispensable tener conocimientos básicos profundos de las disciplinas que las fundamentan. Ejemplificando su afirmación, sostuvo que en el caso de la carrera de Kinesiología, resulta indispensable contar con conocimientos sistematizados y actualizados de biología, química, física, morfología, histología, fisiopatología, neurociencia, robótica y fisiología, materias que difícilmente serán enseñadas con la profundidad requerida en institutos profesionales. En el caso de la carrera de Fonoaudiología, en tanto, resaltó el análisis por parte de los profesionales de la Universidad de Chile de los trastornos del lenguaje que presentan los habitantes de la isla Juan Fernández, lo que ha llevado a realizar estudios genéticos de nivel mundial.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

El proyecto de ley aprobado por el Senado, en el  primer trámite constitucional, fue objeto de diversas modificaciones por parte de la Cámara de Diputados durante el segundo trámite constitucional, todas las cuales fueron rechazadas, como se indicará en cada caso, por el Senado, en el tercer trámite constitucional.

A continuación, se efectúa una relación de las disposiciones aprobadas por cada Cámara, el debate suscitado y los acuerdos adoptados por la Comisión mixta.

Artículo 1°

Encabezado

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente encabezado para el artículo 1°:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:”

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, con el objeto de actualizar la referencia normativa, reemplazó su encabezado por el que se transcribe a continuación:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 63 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación:”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

Numeral 3

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente numeral 3°:
“3.- Agréganse las siguientes letras al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:


r) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;


s) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;


t) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;


u) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;


v) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;


w) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica, y


x) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.”

Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó la expresión “al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza”, al advertir que dicha referencia estaba contenida en el encabezado del artículo 1°. Asimismo, restringió la exigencia de obtener el grado de licenciado sólo a los títulos profesionales de Enfermera y Matrón, suprimiendo, en consecuencia, las letras r), s), v), w) y x), pasando las letreas t) y u) a ser letras r) y s), respectivamente. Finalmente, reemplazó en la primera el punto y coma por la expresión “, y” y, en la que le sigue, el punto y coma por un punto final.

En tercer trámite constitucional el Senado rechazó las enmiendas propuestas 

Artículo 2°

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 2°:
“Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Educacional, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente.”

Por su lado, en segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados lo sustituyó, a fin de adecuarlo al nuevo numeral 3 del artículo 1° y de impedir a los institutos profesionales que impartan las carreras de Enfermería y de Obstetricia y Puericultura incorporar nuevas promociones cumplido un año desde la publicación de la ley. La redacción propuesta fue la siguiente:

“Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que impartan las carreras de Enfermería y Obstetricia y Puericultura no podrán, a contar de un año de la publicación de esta ley, incorporar nuevas promociones.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación realizada.

Artículo 3°

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 3°:

“Artículo 3º.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior, deberán establecer planes y programas especiales para los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente.”

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, en tanto, adecuó su redacción al nuevo numeral 3 del artículo 1° del proyecto en estudio. En consecuencia, lo reemplazó por el siguiente:

“Artículo 3°.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior deberán establecer planes y programas especiales para los enfermeros y matrones que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades.”.

En tercer trámite constitucional, el Senado objetó la adecuación realizada.

Artículo primero transitorio
El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo primero transitorio:

“Artículo primero transitorio.- Los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, quienes deseen optar al grado de licenciado deberán cumplir con lo establecido en los artículos permanentes de esta ley.


Por su parte, en segundo trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados dicho precepto pasó a ser artículo transitorio, como consecuencia de la eliminación del artículo segundo transitorio. Además, se sustituyó su inciso primero por el siguiente:

“Artículo transitorio.- Los enfermeros y matrones egresados y titulados en institutos profesionales y los estudiantes aspirantes a obtener los mismos títulos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos institutos, después de egresar y titularse en ellos, tendrán iguales derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que hubieren cursado sus estudios en universidades, excepto el grado de licenciado.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución realizada.

Artículo segundo transitorio 

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo segundo transitorio:

“Artículo segundo transitorio.- La disposición establecida en el artículo anterior no se aplicará a la promoción que inicie sus estudios a partir del año 2006.”

En segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados, en tanto, suprimió el referido precepto por estimarlo innecesario.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la aludida supresión.



El Honorable Diputado señor Bellolio, junto con reiterar los juicios emitidos precedentemente, en cuanto a definir los tipos de enseñanza que se brindan en los distintas IES, expresó su concordancia con agregar al listado de las carreras que requieren grado de licenciado que contempla el artículo 63 de la LEGE a todas las que consideró en el primer trámite constitucional el Senado, que, según indico, sería el criterio mayoritario entre los diputados y senadores de la Comisión, y añadió que, por ende, el asunto que debe resolverse en esta instancia es aquella referida a la situación de los IP que actualmente imparten estas carreras. 


Sobre el particular, recordó que las decisiones legislativas en esta materia a partir del año 1990, en las pedagogías y en trabajo social, optaron por permitir a los IP continuar impartiendo estas carreras,
 tal como lo aprobó el Senado en su oportunidad, criterio que fue modificado por la Cámara de Diputados, que limitó esta posibilidad, disponiendo que solo podrían ingresar nuevas promociones hasta un año después de aprobada esta normativa. 


Con el objeto de salvar las discrepancias existentes entre ambas Cámaras, el Diputado señor Bellolio propuso la siguiente redacción para el artículo 2° de este proyecto de ley, lo cual fue también respaldado por los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, que va en una línea similar de las legislaciones anteriores aprobadas por el Congreso Nacional, como se ha indicado:


“Los Institutos Profesionales que, a la fecha de publicación de la presente ley, estén impartiendo carreras que de acuerdo al artículo precedente requieran de licenciatura previa para obtener el título profesional correspondiente, y que cuenten con acreditación institucional en docencia de pregrado en virtud de la ley 20.129, podrán seguir impartiéndolas en las mismas condiciones, pero no podrán crear nuevas carreras de ese tipo. Asimismo, los Institutos Profesionales cuyo proceso de acreditación institucional de docencia de pregrado se encuentre pendiente al momento de la publicación de la presente ley, podrán seguir impartiendo las carreras señaladas en el artículo precedente en las mismas condiciones, siempre y cuando resultaren acreditadas como consecuencia de ese mismo proceso, pero no podrán crear nuevas carreras de ese tipo."


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand, señaló la necesidad de acordar cuestiones de orden general que permitan efectuar una proposición de solución para esta iniciativa legal. En ese sentido, señaló que en el segundo semestre de este año seguramente se van a presentar las regulaciones que aborden los temas planteados por el Diputado Bellolio, y por lo tanto esta discusión es previa a la de fondo que deberá efectuarse.


En ese sentido, señaló que resulta arbitrario optar por algunas de las carreras consideradas en la Moción, por lo que estuvo de acuerdo en incluir a todas las que ella considera.


Seguidamente, recordó las anteriores regulaciones, que permitieron que los IP siguieran impartiendo las carreras no obstante el otorgamiento de la exclusividad universitaria, lo que significó la coexistencia de profesionales de ambos institutos, es decir, universidad e IP. En esa perspectiva, indicó que el tema que aborda la proposición del Diputado señor Bellolio dice relación con la necesidad de asegurar el aspecto de la calidad, como asimismo, resguardar a los estudiantes que, de buena fe, optaron por ingresar a un IP. Precisó que como esta materia será regulada en la legislación que deberá presentarse en el mediano plazo, la proposición tendrá un plazo de aplicación limitada, que es similar a lo que ha señaló la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional. A mayor abundamiento, precisó que la proposición además resguarda uno de los elementos que ha sido planteado por los estamentos profesionales involucrados, en el sentido de contar con profesionales de calidad. Al exigir la acreditación a estos institutos, puntualizó, se resguarda uno de los aspectos centrales en la enseñanza de toda profesión.


A su vez, el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio del ramo, señor Francisco Martínez, expresó que la exigencia de contar con el grado de licenciado para estas carreras, lo cual se expresa en la exclusividad universitaria de las mismas, da cuenta de las diferencias y particularidades que debe tener la enseñanza universitaria respecto de la profesional y técnica, fundamentalmente su profundidad y complejidad. En efecto, añadió, el conocimiento universitario, que se materializa a través del referido grado académico, implica, como lo indica la LEGE, que el alumno ha cursado un programa de estudios que comprenda todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada, a diferencia del título profesional que se refiere a un programa de estudios cuyo nivel y contenido confiere una formación general y científica necesaria para un adecuado desempeño profesional, es decir, un conocimiento que se basa más en la práctica.


Por lo mismo, se mostró partidario que el área de salud todas sus carreras fueran de exclusividad universitaria, dadas las complejidades e importancia de decisiones que se deben efectuar. En cuanto a la situación de los IP, señaló que debe definirse si ingresarán nuevos estudiantes a dichos establecimientos, y, por lo mismo, juzgó adecuada la propuesta de la Cámara de Diputados, aunque ello lleva implícito el respectivo anuncio a quienes tomen la decisión de la limitante en el tiempo.


El Honorable Diputado señor Monsalve, reiterando los planteamientos formulados con anterioridad, insistió en la idea que la enseñanza universitaria es distinta de aquellas que ofrecen los IP y CFT, en el sentido que al alumno se le instruye no sólo a saber lo que hace sino que también a comprenderlo, y precisó que en las carreras a las cuales se les pretende dar la exclusividad universitaria la toma de decisiones requiere de conocimientos más profundos y acabados.


Asimismo, efectuó un comentario de orden político, en el sentido que en los tres gobiernos que han existido desde la presentación de esta iniciativa, el Ministerio de Salud, que es el organismo técnico del área, ha estado de acuerdo con la referida exclusividad, y solo en la cartera de Educación se han expresado discrepancias sobre la materia.


Por otra parte, agregó, en esta materia la sociedad ha dado evidencias claras de cómo debe actuarse. En efecto, explicó que no obstante existir la libertad para que los estudiantes puedan elegir donde estudiar, con las respectiva implicancias que significa en cada caso, la mayoría de ellos han optado por cursar estas carreras en universidades, lo que es demostrativo de quien debiera ser el establecimiento de educación superior que imparta las respectivas carreras.


En otro orden de consideraciones y refiriéndose a la discusión respecto de la exigencia de la acreditación para estas carreras, señaló que las prestaciones de garantía auge obligan cumplir con dicho estándar, lo cual implica que las respectivas instituciones deban tener infraestructura, equipamiento y procesos clínicos entre otros aspectos, lo cual constituye un elemento más para concluir que las carreras de la salud deben contar con un nivel superior al resto, por las implicancias que significa su ejercicio con la personas. 


Por los argumentos anteriores, se manifestó de acuerdo con el reconocimiento de la exclusividad universitarias de todas las carrera consideradas en el proyecto aprobado en el Senado, y en cuanto a los IP se manifestó a favor del texto aprobado por la Cámara de Diputados, de manera de limitar las nuevas promociones hasta un año después de la publicación de esta ley.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, juzgó que el proyecto de ley en informe es arbitrario, ya que la definición de cuáles carreras serán de exclusividad universitaria y cuáles no es una cuestión que debe ser definida de manera distinta, a la luz del concepto de universidad. En ese sentido, estimó que el sistema está mal armado. Por lo tanto, añadió, el problema es de fondo, y la decisión de dar esta carácter a las carreras de la salud consideradas en la iniciativa legal es aún más arbitraria si ello no va asociado al concepto de calidad, es decir, la exigencia de la acreditación, ya que ello puede significar que se impida impartir esta carreras a IP que poseen esa calificación y, en cambio, se permita que lo hagan universidades que no lo están.


A mayor abundamiento, puntualizó que si uno de los objetivos de este proyecto es resguardar los intereses de los estudiantes que cursan estas carreras, luego no se puede decir que los referidos alumnos no tienen la calidad de acreditados, por cuanto el establecimiento que impartió los conocimientos no lo estaba.


Sin perjuicio de lo anterior, y dado el contexto especial del área de la salud, se manifestó partidaria de aprobar la norma del Senado, que reproduce, como se ha indicado, las anteriores leyes dictadas a partir de 1990, estableciendo la obligatoriedad de la licenciatura para determinadas carreras. Asimismo, y reiterando la solución que se ha dado en anteriores normas, se mostró partidaria que los IP, en la medida que estén acreditados, puedan seguir impartiendo dichas carreras.


A su turno, el Honorable Diputado señor Berger argumentó que las carreras de la salud no son iguales con el resto de las áreas del conocimiento, por su propia naturaleza e implicancias para la vida de las personas, por lo que requieren de una exigencia académica especial. Por lo mismo, y sin ahondar en lo relativo a la calidad de muchas universidades que las imparten, puntualizó que es necesario reafirmar un principio básico, que consiste en otorgarles a ellas el mismo rango, en cuanto a su enseñanza, que la medicina, y por lo tanto, que sólo puedan ser cursadas en una universidad.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, junto con resaltar el argumento planteado por el Diputado señor Monsalve, en cuanto a efectuar un análisis de fondo en cuanto a qué carreras debieran ser solo impartidas por las universidades, precisó que la opción que adopta esta proyecto de ley, y que al parecer será respaldada por la Comisión Mixta, implica, necesariamente, establecer un criterio inverso a lo que está ocurriendo en el derecho comparado, que es abrirse a una mayor presencia de los institutos profesionales en la educación terciaria. Sin embargo, compartió esta decisión en el entendido que ella será solo aplicable a estas carreras de la salud, por sus especiales características.


Añadió que esta decisión significa, además, optar por un criterio de estatus, es decir, provenir de una universidad, independientemente si ella esté o no acreditada, por sobre uno de calidad y eficiencia, que significa estudiar en un IP acreditado.


En cuanto a la situación en la cual quedarán los IP y sus alumnos a partir de la aprobación de este proyecto, señaló que ello significara alterar las reglas del juego, lo cual no se opone a la naturaleza propia de un sistema democrático. Sin embargo, juzgó necesario que el plazo para que dichos establecimientos puedan seguir abriendo promociones para estas carreras, que fue la norma que consideró la Cámara de Diputados, fuera de tres años contados desde la publicación de la ley, y no uno como lo estableció dicha Corporación.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Venegas afirmó que el actual sistema de acreditación es discutible y, por lo tanto, el hecho que una institución se encuentre acreditada no necesariamente implica que se trata de una organización de calidad. En su concepto, este es un tema que debe resolverse, y para ello es necesario efectuar una evaluación completa, desde el momento del licenciamiento.


En ese sentido, y junto con expresar su opinión favorable respecto a la exclusividad universitaria de las carreras de la salud en los términos que fue aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional, señaló que sería aconsejable exigir para aquellas la acreditación tanto por carrea como por institución.


El Honorable Diputado señor González, expresando su concordancia con los juicios precedentemente emitidos, planteó que el tipo de formación que requieren estos profesionales exige una de tipo universitaria, ya que ella es más compleja, profunda, dotada de conocimientos científicos y de carácter interdisciplinaria.


Por otra parte, añadió que el hecho de que el sistema de educación superior, compuesto por universidades, IP y CFT se encuentre en entredicho no debe producir un cuestionamiento respecto de la necesidad de dar el carácter de exclusividad universitaria a estas carreras, sino que, por el contrario, exigir a dichas instituciones los estándares de calidad necesario para impartir la mismas, lo que, hasta el momento, se demuestra sistémicamente con la exigencia de la acreditación.


A su turno, el Honorable Senador señor Quintana, junto con compartir el criterio unánime que se ha manifestado en la Comisión, en cuanto a otorgar la exclusividad universitaria a estas carreras, señaló que este acuerdo se ha logrado por el carácter particular de estas profesiones - del área de la salud – y que, por lo tanto, no está disponible para ampliar el mismo a otras carreras, mientras no se haga el análisis de fondo que ha planteado el diputado señor Monsalve, en cuanto a definir el núcleo de la educación universitaria, de la profesional y técnica.


En cuanto a la situación de los IP que imparten en la actualidad estas carreras, estuvo de acuerdo de mantener el criterio de la Cámara de Diputados, es decir, que ellos puedan abrir nuevas promociones hasta un año después de la publicación de esta ley.


Sobre este punto, el Honorable Senador señor Allamand planteó que el plazo de un año, en los términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados, no resulta sustentable ya que, tal como se lo han señalado diversos estudiantes que cursan sus estudios en esas instituciones, ello significará, en la práctica, el término de la respectiva carrera y la necesidad para ellos de buscar una nueva institución, con los consiguientes costos y pérdidas económicas y de tiempo.

A continuación, y a la luz del debate producido en el seno de la Comisión Mixta, el Honorable Senador señor Rossi, presidente de esta instancia, señalo que entendía existir acuerdo de la instancia en aprobar el texto propuesto por el Senado, en el primer trámite constitucional, respecto de los siguientes aspectos:

a) Otorgar el carácter de exclusivamente universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional;

b) Exigir que las universidades que impartan esas carreras establezcan planes y programas especiales para que los profesionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente, y 

c) Disponer que los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los estudiantes aspirantes a obtener los mismos títulos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, después de egresar y titularse en ellos, tengan los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.

Puesta en votación la proposición anterior, ella resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana. Rossi y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bellolio, Berger, Monsalve, González y Venegas.

A continuación, el Honorable Senador señor Rossi, señaló que quedaba pendiente resolver la situación en la cual quedarían los IP que actualmente impartían estas carreras. Sobre el particular, agregó, existían tres propuestas, las cuales sometería votación. Las propuestas son las que se transcriben a continuación, respecto de cada una de las cuales se consigna la votación que ellas tuvieron:

i) permitir que los IP acreditados, y aquéllos cuyo proceso de acreditación se encuentre pendiente, a le fecha de publicación de esta ley, puedan seguir impartiendo estas carreras, pero sin poder crear nuevas carreras de ese tipo (proposición del Diputado señor Bellolio y de los Senadores señora Von Baer y señor Allamand). 

Puesta en votación, resultó rechazada por siete votos en contra, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Berger, Monsalve, González y Venegas, y tres a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand y Honorable Diputado señor Bellolio.

ii) que los IP no puedan, a contar de un año de la fecha de la publicación de esta ley, incorporar nuevas promociones (texto aprobado por la Cámara de Diputados).

Puesta en votación, resultó aprobada por seis votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi y Honorables Diputados señores Berger, Monsalve, González y Venegas, y cuatro votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio y Honorable Diputado señor Bellolio.

iii) que los IP no puedan, a contar de tres años de la fecha de la publicación de esta ley, incorporar nuevas promociones (propuesta del Senador señor Walker, don Ignacio).

Puesta en votación, resultó rechazada por nueve votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi y Honorables Diputados señores Bellolio, Berger, Monsalve, González y Venegas, y un voto a favor, del Honorable Senador señor  y Walker, don Ignacio.


La Comisión Mixta concordó que la aprobación de la segunda de las propuestas que se ha transcrito precedentemente, importará efectuar una adecuación del artículo transitorio de la iniciativa legal, referida a la igualación en cuanto a derechos, estatus y calidad de los estudiantes y egresados de los IP con los de las Universidades, de manera de contemplar, también, a los alumnos que, de conformidad al artículo 2°, ingresen a estudiar dichas carreras a un IP hasta un año después de la publicación de la ley.

- - -

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de solucionar las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto en informe, el siguiente texto, que en caso de ser aprobado, correspondería al de la iniciativa legal en informe:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 63 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación:

1.- Reemplácese en la letra p) la expresión “, y” por un punto y coma(;).

2.- Sustituyese el punto final de la letra q) por un punto y coma (;).

3.- Agréguense las siguientes letras r), s), t), u), v),w) y x):

“r) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;

s) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;

t) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;

u) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;

v) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;

w) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica, y

x) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.”

Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional no podrán, a contar de un año de la fecha de la publicación de esta ley, incorporar nuevas promociones.

Artículo 3º.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior deberán establecer planes y programas especiales para los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades.

Artículo transitorio.- Los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los estudiantes aspirantes a obtener los mismos títulos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, después de egresar y titularse en ellos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.

Asimismo, se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior, a quienes ingresen a estudiar dichas carreras de acuerdo a la situación prevista en el artículo 2°.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 17 de junio y 2 de julio de 2014, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto, y Honorables Diputados señores Jaime Bellolio Avaria, Mario Venegas Cárdenas (Víctor Torres Jeldes), Bernardo Berger Fett, Manuel Monsalve Benavides y Rodrigo González Torres.


Sala de la Comisión Mixta, a 4 de julio de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión Mixta
� Ley Nº 18.290, artículo 156, inciso segundo: “El costo del traslado, bodegaje y otros en que incurriere la autoridad por estos motivos, será de cargo del infractor y no podrá retirar el vehículo del lugar de almacenamiento sin el previo pago del mismo”.


� Páginas 23 y siguientes de este informe.


� Todas las referencias de artículos que se hacen en este acápite correspondiente al mensaje dicen relación con el texto originalmente propuesto por el Ejecutivo.


� El citado proyecto de ley, que busca asegurar la prestación del servicio educativo en el caso de instituciones de educación superior expuestas a la cancelación de su personalidad jurídica y pérdida del reconocimiento oficial, ingresó a tramitación el día 8 de enero de 2013 y se encuentra en su primer trámite constitucional. 


� La referida norma legal dispone que “El mandato no confiere naturalmente al mandatario más que el poder de efectuar los actos de administración; como son pagar las deudas y cobrar los créditos del mandante, perteneciendo unos y otros al giro administrativo ordinario; perseguir en juicio a los deudores, intentar las acciones posesorias e interrumpir las prescripciones, en lo tocante a dicho giro; contratar las reparaciones de las cosas que administra; y comprar los materiales necesarios para el cultivo o beneficio de las tierras, minas, fábricas, u otros objetos de industria que se le hayan encomendado. 





Para todos los actos que salgan de estos límites, necesitará de poder especial.”





� El artículo 88 de la ley Nº 20.370 dispone que el Consejo estará compuesto por diez miembros, todos los cuales deberán ser académicos, docentes o profesionales destacados, que cuenten con una amplia trayectoria en docencia y gestión educacional, y con especialización en educación, ciencia, tecnología, gestión y administración, o en humanidades y ciencias sociales. Por su parte, la letra c) el artículo 89 preceptúa que de esos diez integrantes, cuatro serán académicos o profesionales de reconocido prestigio propuestos por el Presidente de la República para ser ratificados en el Senado por los dos tercios de los senadores en una sola votación, debiendo dos de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media.


� Esta iniciativa de ley se encuentra cumpliendo su primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.


� Sobre el particular, hay que tener presente que la sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de julio de 2009, recaída en el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación, decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, (Boletín N° 4.970-04) dispuso, en su considerando octavo, que “solamente los artículos 11, incisos segundo y siguientes, 12 y 16 de dicha iniciativa, no legislan sobre materias propias de la leyes orgánicas constitucionales referidas en los considerandos cuarto y quinto. De conformidad a lo anterior, todas las demás disposiciones de dicha legislación tienen dicho carácter normativo, y requieren para su aprobación, modificación o derogación, de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”. El considerando cuarto de dicho fallo hace referencia al inciso quinto del numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.





� Cabe hacer presente que, asimismo, la Comisión acordó recibir en audiencia al Presidente del Consejo Nacional de Educación, quien se excusó su asistencia.


� Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y consagra los títulos de constructor civil e ingeniero constructor como títulos universitarios (Boletín N° 2.769-04).





� Sobre el particular es necesario hacer presente que, además de la iniciativa legal mencionada, existe una que modifica la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, restableciendo la exclusividad universitaria de la carrera de sociología (Boletín N° 6.425-04).


� El referido examen que se aplicó entre los años 2003 a 2008, fue reemplazo el año 2009 por el examen único nacional de conocimientos de medicina (EUNACOM). Si bien la ley no exige su aprobación para el ejercicio de la profesión, si exige la obtención de un puntaje mínimo (definido por el Ministerio de Salud) para que un médico pueda:


a) ser contratado en cargos médicos en los servicios de salud dependientes del Ministerio de Salud


b) ser contratado en establecimientos de salud municipal


c) otorgar prestaciones a beneficiarios FONASA en modalidad de libre elección


d) postular a programas de especialización médica





� La ley N° 19.054, ABR 1991, (Boletín 13-04) modificó la LOCE (N° 18.092) con el objeto de incluir en el listado del entonces artículo 52 (hoy artículo 63 de la LEGE), esto es, las carreras que requieren grado de licenciado, y que, por lo tanto, sólo pueden ser impartidas por una universidad, las de Educador de Párvulos y Periodista, exigiéndose en caso contar con los grados de licenciado en educación y en comunicación social, respectivamente. Esta ley, asimismo, enmendó el artículo 7° transitorio de la LOCE, para permitir que los IP continuaran impartiendo las carreras de periodismo y educación parvularia. La ley 20.054, de AGO 2005, (Boletín 2.792-04), a su vez, efectuó una nueva enmienda al referido artículo 52 de la LOCE, con el objeto de restablecer la exclusividad universitaria para la carrera de Trabajador Social o Asistente Social, agregando una nueva letra q) al referido precepto, del siguiente tenor: "q) Título de Trabajador Social o Asistente Social: Licenciado en Trabajo Social o en Servicio Social, respectivamente. Esta normativa, consideró un artículo 2°, que dispuso que “Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Trabajador Social o de Asistente Social, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente.”.
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